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BOLETÍN Nº 11.269-05
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODERNIZA LA LEGISLACIÓN BANCARIA
HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y en primero reglamentario, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E.  la Presidenta de la República, con urgencia suma .
I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto consiste en perfeccionar la legislación bancaria con el objeto de actualizar el sistema bancario nacional de acuerdo con las mejores prácticas internacionales, de modo tal de fortalecer su capacidad para competir en el contexto de un mundo globalizado y enfrentar de la mejor forma los riesgos futuros, de manera de perfeccionar nuestro sistema bancario dotándolo de una institucionalidad moderna, capaz de enfrentar correctamente los nuevos desafíos regulatorios del mercado financiero, fortaleciendo la competitividad de la industria y asegurando que su desarrollo se lleve a cabo en armonía con el interés público.

2°) Normas de quórum.

 Tienen rango orgánico constitucional las siguientes normas del proyecto:
De conformidad con el artículo 38 de la Constitución, el artículo primero, numerales 3) y 5), este último en lo que respecta a la derogación del artículo 5; 

De conformidad con el artículo 55 de la Carta Fundamental, el numeral 44) del artículo primero.

De acuerdo con el artículo 98 de la Constitución, el numeral 2) del artículo segundo.

De acuerdo con el artículo 77 de la Constitución artículo primero, numerales 18; 21) en cuanto deroga el artículo 22; 60) en lo que se refiere al artículo 68; 61) en lo que se refiere al literal h); 70) literal f); 72) literal c); 74) literal b); 76) literal n); 80) literal b); 84) en lo que se se refiere al inciso décimo primero del artículo 117; ); 92) literal a) del artículo 133; 115) en lo que se refiere al artículo 162. Artículo segundo, numerales 11); 28) , y 30). Artículo décimo numeral 1) y artículo décimo primero numeral 1) literal a) y numeral 2).

De conformidad con el artículo 108 de la Carta Fundamental, artículo primero numerales 23) en lo que se refiere a la derogación del artículo 24; 24) en lo que se refiere a la derogación del artículo 36 bis; 33); 50) en lo que se refiere al inciso primero del artículo 55 bis; 59) en lo que se refiere a los artículos 66 ter y 66 quáter; 60) en lo que se refiere al artículo 67; 61) en lo que se refiere al párrafo cuarto del numeral 2) reemplazado por su literal a); 68) en lo que se refiere al artículo 76; 70) en lo que se refiere al numeral iii del literal a); 72) en lo que se refiere al numeral i del literal b); 84) en lo que se refiere a los incisos segundo y séptimo del artículo 117; 85) en lo que se refiere al artículo 118; 89) en lo que se refiere a la derogación de los artículos 123 , 128 y 129; 90) en lo que se refiere a los incisos primero y segundo, literal d),  del artículo 130; 91) literal b. Artículo segundo numerales 12); 17) numeral 10, literal c); 18) literal g), y 22) literal b). Artículo cuarto; artículo quinto; artículo sexto numeral 2); artículo séptimo numeral 1) letra a), y artículo octavo, en lo que se refiere al inciso segundo del artículo 87 bis. Artículo primero transitorio, incisos cuarto y quinto; artículo sexto y séptimo transitorios.
Tienen rango de quórum calificado:

De conformidad con el artículo 8° de la Carta Fundamental, el artículo primero, numerales 5) en lo que se refiere a la derogación del artículo 7; 84) en lo que se refiere a la incorporación del artículo 113 y al inciso décimo del artículo 117. Artículo segundo, numerales 22) número iii de la letra a) y letra c), y 24). Artículo décimo primero numeral 1) literal f).

3°) Que el proyecto fue aprobado en general por  la unanimidad de los señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Daniel Farcas; Roberto León; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva. 


4°) Que Diputado Informante se designó al señor  Ernesto Silva.

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores:
MINISTERIO DE HACIENDA

· Sr. Nicolás Eyzaguirre, Ministro de Hacienda.

· Sr. Rodrigo Valdés, ex Ministro de Hacienda.
· Sra. Macarena Lobos, Subsecretaria de Hacienda.

· Sr. Pablo Torres, Abogado Coordinación de Mercado de Capitales, Ministerio de Hacienda.

· Sra. Marcela Gómez, Coordinadora de Prensa, Ministerio de Hacienda.

· Sr. Diego Morales, Abogado Coordinación Legislativa, Ministerio de Hacienda.
MINISTERIO DE ECONOMÍA
· Sra. Bernardita Piedrabuena, asesora del Ministro.

SUPERINTENDENCIA DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS

· Sr. Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras.

· Sr. Erick Rojas, Jefe de Gabinete de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

· Sr. Andrés Prieto, Fiscal de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.

· Sra. Bernardita Palacios. Asesora.

SUPERINTENDENCIA DE VALORES Y SEGUROS
· Sr. Carlos Pavez, Superintendente.
BANCO ESTADO

· Sr. Jorge Rodríguez Grossi, Presidente de Banco Estado.
· Sra. Jessica López, Gerenta General. Ejecutivo

· Sr. Enrique Marshall, Directivo.

· Sr. Carlos Martabit Scaff,  Gerente. General De Finanzas.

ASOCIACIÓN DE FUNCIONARIOS DE LA SUPERINTENDENCIA DE BANCOS E INSTITUCIONES  FINANCIERAS (AFUSBIF).

· Sr. Pablo González Fabio, Presidente.

· Sr. Jorge Días Reyes, Secretario.

· Sr. Enrique Pallerano Pinto, Tesorero.

FEDERACIÓN FRENTE DE TRABAJADORES DE HACIENDA, FTH

· Sr. Cristián Balmaceda, Presidente.

· Sra. Yanet Fuentes, Tesorera.

· Sr. Fernando Calderón, Director.
ASOCIACIÓN DE BANCOS E INSTITUCIONES FINANCIERAS, ABIF.

· Sr. Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente. 
· Sr. Juan Esteban Laval, Fiscal.

· Sr. Luis Opazo, Gerente de Estudios.
BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL

· Sra. Fernanda Maldonado, Economista, Analista de Asesoría Técnica Parlamentaria.

· Sr. James Wilkins, Abogado, Analista de Asesoría Técnica Parlamentaria.

EXPOSITORES
· Sr. Raphael Bergoeing, Economista CEP.

· Sr. Juan Antonio Parodi, Abogado Universidad de Chile.
· Sr. Fernando Coloma, Académico.
· Günther Held, economista.
CONFEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORES BANCARIOS Y AFINES

· Sra. Andrea Riquelme, Presidenta de la Confederación.

· Sr. Marco Bonnefoy, Director.

· Sr. Fernando Irarrázaval, Director.

· Sr. Patricio Guzmán, Director de Estudios y Economía.

II. ANTECEDENTES GENERALES


El mensaje expresa que la actividad bancaria juega un rol fundamental en nuestra economía. Por una parte, constituye un importante mecanismo de financiamiento tanto para las personas como para las empresas. En términos específicos, los bancos generan un punto de encuentro entre ahorrantes e inversionistas, mediante la transformación de ahorros de corto plazo en inversiones de largo plazo. Por otra parte, los bancos desempeñan un importante papel en la cadena de pagos, toda vez que proveen de liquidez a los agentes de mercado, facilitando las transacciones financieras y el intercambio.

Sin embargo, existen importantes riesgos inherentes a la actividad bancaria. Debido a la alta dependencia de recursos de terceros, los bancos están expuestos a enfrentar eventuales desajustes entre sus activos y pasivos que pueden derivar en problemas de solvencia (por ejemplo, en caso de retiro masivo de depósitos de corto plazo, o de imposibilidad de cobrar créditos otorgados). A su vez de materializarse este tipo de problemas, es probable que se contagien otras instituciones, debido al creciente grado de interconexión del sistema financiero, pudiendo desencadenar una crisis financiera, cuyas consecuencias son asumidas en buena parte por los sectores más vulnerables de la población, tal como nos lo ha demostrado la experiencia mundial reciente. 

Sumado a lo anterior, las crisis financieras conllevan importantes costos fiscales, pues muchas veces implican la activación de distintos esquemas de garantía estatales destinados a la protección de los depositantes, o al rescate de bancos por parte del Estado. De esta manera, suelen ser los contribuyentes quienes terminan por asumir buena parte de los costos derivados del mal funcionamiento de la industria. 

Chile no ha estado al margen de este fenómeno. La crisis que afectó a la banca nacional durante la primera mitad de la década de los ochenta llevó al Gobierno a adoptar una serie de medidas de rescate que implicaron un importante costo fiscal y un incremento en el nivel de deuda pública. Según algunas estimaciones, el costo fiscal acumulativo alcanzó a más del 40% del Producto Interno Bruto (PIB), mientras que el nivel de endeudamiento público se incrementó en 87,9 puntos del PIB (Laeven, L y F. Valencia, Systemic Banking Crisis Database, IMF Economic Review, 2013). 

De esta manera, la protección de la estabilidad financiera no solo constituye un factor relevante desde el punto de vista del crecimiento económico, sino que también desde la perspectiva de la estabilidad fiscal y, sobre todo, del bienestar social. El desarrollo de un sistema bancario sólido, sustentable y debidamente supervisado constituye una condición esencial para ello.

En este contexto, es sumamente relevante contar con una adecuada regulación prudencial. Por una parte, los depositantes generalmente no disponen de información suficiente en relación con la actividad de los bancos o bien, teniéndola, carecen de las competencias necesarias para su debida comprensión, lo que les impide ejercer un monitoreo efectivo sobre sus actividades. Así, la regulación prudencial se constituye como una herramienta que permite alinear los incentivos de los intermediarios financieros y sus acreedores, sustituyendo el rol que le corresponde a los depositantes en su calidad de acreedores de los bancos. Por otra parte, dicha regulación está dirigida al fortalecimiento de la resiliencia de las instituciones financieras frente a una crisis, evitando la exposición a riesgos sistémicos derivados del alto nivel de interconexión de la industria, así como los efectos negativos que una falla puede generar sobre la cadena de pagos. 

Por lo mismo, es fundamental contar con adecuadas exigencias de capital para los bancos, de modo que sus actividades sean financiadas con una mayor proporción de recursos propios. De esta manera, los propietarios y los administradores de los bancos pueden internalizar los costos derivados de sus decisiones de inversión y absorber eventuales pérdidas, evitando que sean los depositantes y, eventualmente, el Estado quienes asuman los riesgos que tales decisiones puedan generar. Así, la regulación prudencial no sólo tiene como objetivo prevenir el desarrollo de una crisis, sino también enfrentarla de la mejor manera posible en caso de materializarse.

Para alcanzar estos objetivos, es importante contar con un esquema de supervisión de cumplimiento. La legislación debe establecer requerimientos de información para las empresas reguladas, mecanismos que aseguren una inspección eficaz por parte de la autoridad y que, además, le permitan actuar oportunamente en caso que ello sea necesario. 

Si bien el sistema bancario nacional ha demostrado un importante grado de solidez, lo cual ha sido reafirmado por el nivel de resiliencia con que enfrentó la crisis financiera del año 2007, el mercado financiero ha evolucionado rápidamente en el último tiempo y está cada vez más interconectado a nivel global y local, lo que obliga a asumir una posición de mayor precaución al momento de evaluar su fortaleza para resguardar la estabilidad financiera en el futuro. 

Las especiales circunstancias bajo las cuales se dictó nuestra actual Ley General de Bancos (LGB) en 1986, han cambiado considerablemente. Sin embargo, esta normativa solo ha sido objeto de modificaciones específicas. Una de ellas fue la reforma del año 1997, mediante la cual se incorporaron modificaciones con el objetivo de adecuar la normativa a los requerimientos de capital de Basilea I, dictados por el Comité de Basilea de Supervisión Bancaria (CBSB) en 1988. Desde entonces, la industria ha evolucionado tremendamente y los estándares internacionales de solvencia y liquidez para las empresas bancarias han sido objeto de constantes actualizaciones. De hecho, el año 2010, recogiendo las lecciones que dejó la crisis financiera de 2007, dicho Comité dictó los acuerdos de Basilea III, recomendando la implementación de exigencias de más y mejor capital para los bancos. 

En similar sentido, en la experiencia comparada destaca la relevancia de contar con herramientas que permitan regularizar tempranamente la situación de un banco que enfrenta problemas de solvencia, así como maximizar el valor de los activos en caso de liquidación, asegurando el pago de las obligaciones de los depositantes y minimizando los impactos fiscales derivados de una crisis, en caso que no pueda ser prevenida. Todo ello para evitar que sean los ciudadanos quienes asuman los costos que esta pueda producir. 

Asimismo, se recomienda contar con organismos regulatorios modernos, con un alto nivel de especialidad técnica, capaces de actuar de manera eficiente y oportuna en el resguardo del correcto funcionamiento del mercado, para lo cual resulta fundamental un importante grado independencia en el ejercicio de sus potestades.

Como es posible apreciar, la legislación nacional no ha incorporado los avances que, desde la dictación de Basilea I, han sido implementados en el contexto internacional, generándose una importante brecha que separa nuestra normativa vigente, de los estándares y mejores prácticas internacionales en materia de regulación bancaria.

Por otra parte, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) presenta una estructura de gobierno corporativo unipersonal, que se aleja de los estándares internacionalmente recomendados para enfrentar los actuales desafíos y necesidades de la regulación.

Por todas estas razones, la actualización y modernización de nuestra normativa bancaria constituye una tarea prioritaria y esencial para el correcto desempeño del mercado financiero de nuestro país, así como para la mantención de una economía robusta.

Cabe además tener presente que, dada la creciente interconexión de la industria y el desarrollo de mercados globales, la discordancia con la regulación internacional puede conllevar importantes desventajas para nuestro sistema financiero dejando espacio para arbitrajes regulatorios, lo que afecta directamente la competitividad del sistema bancario nacional. En efecto, al no cumplir con los estándares internacionales que típicamente exigen los inversionistas extranjeros, los bancos locales pueden enfrentar mayores limitaciones en cuanto a sus alternativas de financiamiento o disminuir su capacidad de generación de nuevos productos, lo que encarece y afecta el correcto funcionamiento de la industria.

En este contexto, el proyecto de ley que hoy se presenta busca perfeccionar la actual Ley General de Bancos con el objeto de actualizar el sistema bancario nacional de acuerdo con las mejores prácticas internacionales, de modo tal de fortalecer su capacidad para competir en el contexto de un mundo globalizado y enfrentar de la mejor forma los riesgos futuros.
 Estructura y contenido del proyecto
El proyecto cuenta con nueve artículos permanentes y doce transitorios, cuyo contenido se describe a continuación:

1.
Nueva institucionalidad regulatoria y modelo de supervisión. Incorporación y traspaso de todas las facultades de la SBIF hacia la Comisión para el Mercado Financiero (CMF)

Los desafíos que enfrenta la regulación del sistema financiero requieren de la implementación de una institucionalidad de supervisión sólida, eficiente y con alta capacidad técnica que le permita enfrentar correctamente los nuevos avances de la industria. Constantemente surgen nuevas actividades financieras que, si bien pueden resultar innovadoras y fomentar la competencia, suelen generar los mismos riesgos de la actividad bancaria, pero sin estar sometidas a una adecuada regulación o supervisión. Este carácter esencialmente dinámico del mercado financiero hace necesario contar con una autoridad con potestades normativas y de supervisión eficaces que le permitan adecuarse fácilmente a estos cambios constantes, y actuar oportunamente en la prevención de hechos que puedan afectar el buen funcionamiento del mercado financiero. 

Como complemento de ello, el fortalecimiento de la legitimidad de su actuación resulta fundamental. En este sentido, es importante que la legislación establezca mecanismos que aseguren la idoneidad técnica del supervisor, de modo tal de fortalecer la integridad de sus decisiones regulatorias.

En ese contexto, el presente proyecto de ley propone el traspaso de todas las competencias de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero. Esto significa que todas las instituciones actualmente fiscalizadas por dicha Superintendencia (v.g. bancos, emisores y operadores de tarjetas de crédito o de pago con provisión de fondos) quedarán sujetas a la supervisión de la recién creada Comisión para el Mercado Financiero mediante la ley N° 21.000. De esta manera, el nuevo regulador financiero ya no solo deberá velar por los intereses de los inversionistas y asegurados, sino que también por los de los depositantes, según sea el caso, por lo que la regulación y supervisión bancaria será desarrollada por medio de una autoridad con mirada global del mercado financiero, bajo una estructura moderna, independiente, transparente y eficaz. Por otra parte, esta convergencia hacia un modelo de supervisión integrado reducirá el espacio de problemas de coordinación regulatoria, junto con facilitar la consistencia normativa para actividades que presentan características similares y disuadiendo el arbitraje regulatorio. 

En cuanto a las facultades de fiscalización se traspasan a la CMF todas las competencias que la ley vigente reconoce al regulador bancario, manteniendo en el texto de la LGB solo aquellas facultades que, por su especificidad, se refieren y resultan aplicables de manera exclusiva a bancos e instituciones financieras. En consecuencia, estos cambios no privan al regulador de facultades que actualmente posee la SBIF, sino solo responde a una reubicación basada en las necesidades de la implementación de un nuevo regulador para que cuente con todas aquellas facultades que le permitan desarrollar una mirada integral del sistema financiero.

En efecto, en los casos en que las actuales facultades de la SBIF son más intensas o más efectivas que aquellas que la ley actualmente le reconoce a la CMF, éstas se trasladarán a la ley N° 21.000 en la medida que dichas facultades resulten aplicables y compatibles con todo el conjunto de actividades e industrias sometidas a su fiscalización. A su vez, con el objeto de fortalecer un sistema armónico y que, al mismo tiempo, reconozca las particularidades de cada industria sometida a la supervisión de la Comisión, en algunos casos el proyecto establece excepciones particulares o regímenes especiales para determinados sectores. 

Asimismo, se establecen distinciones claras entre las facultades sancionatorias, supeditadas a un procedimiento administrativo sancionatorio para su realización, de aquellas medidas preventivas o correctivas de fiscalización que tienen una naturaleza distinta y respecto de las que no corresponde la aplicación de dicho procedimiento.

2.
Nuevas exigencias de capital. Adecuación a estándares de Basilea III 

Si bien los bancos nacionales presentan niveles de capital que están por sobre los mínimos que actualmente exige la legislación, dichos niveles son insuficientes en comparación con las recomendaciones del CBSB, así como con aquellos que exhiben incluso algunas economías emergentes. Por otra parte, la legislación vigente carece de mecanismos adecuados que permitan a la autoridad regulatoria fijar exigencias de capital en función de los riesgos de una institución determinada y excluir del cálculo determinados activos de bajo valor de liquidación, así como incluir mitigadores de riesgo. 

El presente proyecto acorta la brecha que nos separa con las mejores prácticas internacionales y actualiza la normativa vigente de acuerdo con las recomendaciones de Basilea III en materia de requerimientos de capital y gestión de riesgos, las que recogen algunas de las lecciones que nos dejó la última crisis financiera. De esta manera, se aumentan los requerimientos de capital no solo desde el punto de vista de su cantidad, sino también de su calidad, de modo que estos sean concordantes con los riesgos asociados a la actividad bancaria.

a.
Requerimientos de capital mínimo

El proyecto de ley incorpora nuevas exigencias de capital, de conformidad con los lineamientos del Pilar I de Basilea III. 

En primer lugar, se mantiene el nivel mínimo exigido de patrimonio efectivo en un 8% de los activos ponderados por riesgo, tal como ha recomendado el CBSB desde Basilea I. Por su parte, el requisito mínimo de capital Tier 1, que es aquel cuya composición corresponde a activos que tienen una mejor capacidad de absorción de pérdidas, aumenta de un 4,5% a un 6% de los activos ponderados por riesgo. Este aumento se logra mediante la incorporación de una exigencia de capital Tier 1 adicional equivalente al 1,5% de los activos ponderados por riesgo. 

Para efectos de la determinación de los niveles de patrimonio efectivo, se entrega al regulador la facultad para excluir de la contabilización, o de ajustar según sea el caso, algunas partidas de activos o pasivos de escaso valor de realización. 

De esta manera, se busca que la mayor parte del capital de los bancos esté compuesta por activos de buena calidad. La crisis financiera de 2007 nos mostró cómo algunos bancos enfrentaron importantes problemas financieros pese a cumplir con los requerimientos de capital establecidos por Basilea I. La razón de ello fue, precisamente, que el capital de los bancos estaba conformado con una proporción de capital Tier 1 insuficiente. 

En cuanto al capital Tier 1 adicional, el proyecto establece que podrá estar constituido por acciones preferentes o bonos sin plazo de vencimiento. Se trata de instrumentos cuyas características permiten otorgarles un tratamiento equivalente al de los recursos propios en relación con la absorción de pérdidas. Estos instrumentos, en caso de concurrir determinados supuestos objetivos establecidos en sus respectivas condiciones de emisión, pueden ser transformados en acciones ordinarias mediante su canje o capitalización, según corresponda, o caducados. La emisión de este tipo de instrumentos requiere de la aprobación previa de la CMF, la que, además, debe establecer los requisitos que estos deberán reunir.

A su vez, con el fin de permitir la adquisición de bonos sin plazo de vencimiento por parte de inversionistas calificados, específicamente, compañías de seguros y administradoras de fondos de pensiones, el proyecto introduce modificaciones tanto en el decreto con fuerza de ley N° 251, como en el decreto ley N° 3.500, para reconocer la posibilidad a dichas instituciones de invertir sus recursos en este nuevo tipo de instrumento. En el caso particular de las compañías de seguros, los bonos sin plazo de vencimiento serán incluidos dentro de los instrumentos en los que estas pueden ser invertidas sus reservas técnicas, las que siempre quedarán sujetas a las limitaciones contenidas en la ley o que, al respecto, determine la autoridad. 

En segundo lugar, el proyecto cubre una carencia importante de la legislación actual, incorporando un colchón de conservación de 2,5% de los activos ponderados por riesgo por sobre el mínimo establecido, el cual deberá estar conformado por capital básico. Asimismo, se establecen restricciones progresivas al reparto de utilidades por parte de los dueños del banco cuando no se cumpla con esta exigencia. 

Como complemento de este colchón de conservación, el proyecto incorpora una exigencia de capital básico adicional de carácter contra-cíclico, mediante el cual se busca mitigar la incubación de riesgos sistémicos. En atención a la naturaleza macro-prudencial de esta herramienta, la determinación de las condiciones fácticas bajo las cuales se activará, corresponderá al Banco Central de Chile en su calidad de órgano encargado del funcionamiento del sistema de pagos y la estabilidad de la moneda. Asimismo, el Banco Central de Chile fijará dicha reserva en un porcentaje que puede ascender hasta el 2,5% de los activos ponderados por riesgo, previo acuerdo favorable de la CMF. Al igual que en el caso del colchón de conservación, el incumplimiento de esta exigencia de capital tendrá como consecuencia que el reparto de utilidades por parte de los accionistas quede sujeto a limitaciones progresivas. 

Por su parte, el proyecto también recoge algunos principios del denominado Pilar 2 de Basilea III, cuyo objetivo consiste en asegurar una adecuada gestión de riesgos. Así, con el fin de incorporar mecanismos que fomenten la implementación de sistemas de manejo de riesgo por parte de los bancos, el proyecto otorga a la Comisión la facultad de requerir capital básico o patrimonio efectivo adicional por hasta un 4% de los activos ponderados por riesgo en aquellos casos en que las exigencias legales indicadas en los párrafos precedentes no sean suficientes para cubrir los riesgos específicos que enfrenta una entidad determinada. De esta manera, se fomenta el desarrollo de una industria bancaria con modelos de negocio y perfiles de riesgo diversos. 

b.
Rol del regulador en la ponderación de los activos para determinación de capital requerido

Actualmente se establece por ley el porcentaje que corresponde a cada activo para efectos de su ponderación por riesgo, para lo que los clasifica en cinco categorías diferentes, cada una con su valor de contabilización. Este tratamiento de los riesgos es muy estático, toda vez que entrega poca flexibilidad al regulador para adecuar dichos criterios, así como para autorizar la implementación de modelos de gestión de riesgo individuales. En definitiva, se trata de un enfoque rígido que no da cuenta de los distintos tipos de riesgo que enfrentan los bancos.

En este sentido, el proyecto modifica este enfoque y faculta a la Comisión para determinar la ponderación por riesgo de los activos, mediante la implementación de metodologías estandarizadas que deberán contar con acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, se permite a los bancos implementar sus propias metodologías para la determinación de los activos ponderados por riesgo, siempre dentro de los límites que al respecto fije la Comisión, con acuerdo favorable del Banco Central. 

c.
Reconocimiento de instituciones de importancia sistémica

Los problemas que afectan a grandes entidades financieras tienen un potencial efecto dominó sobre el resto de las instituciones, por ello se dice que ciertos bancos tienen importancia sistémica. Con el objeto de evitar las consecuencias desastrosas de este efecto, las autoridades pueden verse obligadas a evitar la quiebra de una institución financiera mediante políticas de salvataje. Además de los importantes costos fiscales que tales decisiones conllevan, la posibilidad de ser rescatado genera un esquema de incentivos inadecuado para las instituciones financieras, aumentando el riesgo moral. Un banco, con el objeto de disponer de un eventual rescate del gobierno en caso de enfrentar problemas financieros, deseará transformarse en una institución “demasiado grande para caer” y podrá tomar riesgos excesivos sin asumir los costos, los que en definitiva serán soportados por los contribuyentes. 

Actualmente, la única herramienta que otorga la ley para ocuparse de instituciones de importancia sistémica consiste en la facultad que se reconoce al regulador para autorizar las fusiones de bancos en aquellos casos en que la entidad resultante alcanza una participación significativa en el mercado. Adicionalmente, la autoridad puede imponer determinadas condiciones para el otorgamiento de dicha autorización, tales como exigencias de capital adicional o mayores niveles de reserva técnica. 

La herramienta aludida, sin embargo, resulta insuficiente para hacerse cargo de los bancos sistémicos. Por una parte, la configuración de este tipo de instituciones comprende una serie de variables adicionales a la sola participación de mercado, tales como el grado de interconexión con otras instituciones financieras o la naturaleza de la actividad que realiza. Por otra parte, la normativa señalada solo tiene aplicación en el contexto de una fusión de dos o más instituciones financieras, de modo que no resultaría aplicable en hipótesis en que un banco adquiere relevancia sistémica debido a su crecimiento orgánico. 

Para solucionar este problema, el proyecto abandona el concepto de participación significativa e incorpora de modo explícito la idea de banco de importancia sistémica. Para ello, además de conservar la facultad para autorizar o rechazar las fusiones u otras formas de operaciones de concentración de bancos, la Comisión para el Mercado Financiero establecerá los elementos que deberán ser tenidos en consideración para determinar la clasificación de una institución como de importancia sistémica (v.g. participación de mercado e interconexión con otras entidades financieras, entre otros). Asimismo, la Comisión tendrá la facultad de imponer determinadas exigencias adicionales a las entidades que hayan sido calificadas como sistémicas, como, por ejemplo, la exigencia de cargos adicionales de capital básico o limitaciones a los préstamos interbancarios. 

Al igual que en el resto de los casos en que está involucrada la estabilidad financiera, las decisiones que adopte la Comisión para el Mercado Financiero, ya sea respecto de la metodología y factores necesarios para la calificación de una entidad o de la denegación de la autorización de una fusión, u otro aspecto, requerirán del acuerdo favorable del Banco Central de Chile. 

Por su parte, tal como se reconoce en el proyecto, las competencias que se reconocen a la Comisión a este respecto no sustituyen en modo alguno las atribuciones que la ley otorga a los organismos de protección de la libre competencia en materia de fusiones y operaciones de concentración. 

d.
Distribución de dividendos

La legislación vigente establece limitaciones a la distribución de dividendos entre los accionistas de un banco en aquellos casos en que se haya perdido parte del capital, mientras este no se recupere. Tampoco es posible dicha distribución, con cargo a las utilidades del ejercicio determinado, si dicho reparto implica incurrir en un cumplimiento de los requerimientos de patrimonio efectivo y capital básico.

Tal como se indicó, el proyecto introduce limitaciones adicionales en caso que no se cumpla con los distintos requerimientos de capital. Tales restricciones constituyen, en definitiva, un mecanismo de conservación de capital mediante el que se busca proteger la capacidad del banco para absorber eventuales pérdidas, evitando que sus recursos, producto de un reparto de utilidades, dejen de estar disponibles para el pago de las obligaciones con los depositantes y demás acreedores. 

3.
Mecanismos de intervención para bancos en problemas y manejo de crisis

Actualmente, la LGB cuenta con una serie de mecanismos destinados a ocuparse de los bancos que enfrentan problemas financieros. Algunos de ellos, como la capitalización preventiva o la proposición de convenio de acreedores, descansan principalmente en la voluntad de los particulares, mientras que otros, como la designación de un administrador provisional o la liquidación forzosa, contemplan un grado mayor de intervención pública. La mayoría de estos instrumentos, sin embargo, están diseñados para actuar en etapas avanzadas del problema. 

En consecuencia, nuestro esquema de regularización de entidades financieras carece de mecanismos de intervención temprana que permitan prevenir de manera eficaz la insolvencia de un banco, lo que no solo puede tener graves consecuencias desde el punto de vista de la fe pública y del funcionamiento del sistema financiero, sino que abre espacio al riesgo de que sean los depositantes o el Estado quienes asuman los costos de una falla. 

El proyecto de ley busca terminar con las deficiencias de la legislación vigente en esta materia, mediante la incorporación de nuevas herramientas de regularización, cuyo objetivo central consiste en la protección de los depositantes y contribuyentes, del sistema de pagos y de la estabilidad financiera. Asimismo, el proyecto perfecciona o modifica algunos de los mecanismos existentes, con el fin de lograr un sistema mucho más ordenado, eficaz y previsible. 

a.
Incorporación de un plan de regularización temprana

El proyecto incorpora un “plan de regularización” como herramienta que permite normalizar la situación de un banco respecto del que se puedan prever problemas en su situación financiera, con anterioridad a que estos se materialicen. Dicha herramienta tiene como objetivo permitir que un banco, bajo un continuo monitoreo por parte del regulador, solucione sus problemas financieros y recupere su situación de normalidad, sin interrumpir su funcionamiento. 

En este sentido, el proyecto establece la obligación para los bancos de informar a la Comisión si se encuentran en alguna situación que manifieste indicios de que la institución pueda enfrentar problemas financieros o en aspectos propios de su administración. Bajo dichas circunstancias, la empresa bancaria, además del deber de comunicar a la CMF, tendrá la obligación de presentar, ante dicha institución, un plan de regularización que contenga medidas destinadas a su estabilización, así como a asegurar su normal funcionamiento. Dicho plan deberá contar con la aprobación de la Comisión. 

Con el objeto de otorgar mayor efectividad y certeza en la aplicación de esta herramienta preventiva, se establece un catálogo no taxativo de circunstancias bajo las que se gatillará la obligación de presentar el plan de regularización a la Comisión, las que tienen que ver, en general, con problemas de liquidez o problemas de insolvencia incipientes. 

Como un complemento de dicho plan de regularización, el proyecto otorga a la Comisión la potestad de imponer determinadas prohibiciones al banco respectivo, relacionadas con el otorgamiento de créditos, celebración de determinados actos y contratos, etc. De esta manera, el regulador puede lograr la recuperación del banco de manera eficiente y ágil. 

En similar sentido, con el objeto de reforzar la eficacia de esta herramienta de regularización temprana, el proyecto dispone que, en caso de incumplimiento de la obligación de comunicación o de alguna de las medidas contenidas en el plan de regularización, o que este sea rechazado por la Comisión, esta última podrá designar al banco un inspector delegado o un administrador provisional, de modo tal que estos puedan ocuparse de manera oportuna de los problemas financieros que aún están en etapa de gestación, pese a la falta de colaboración o diligencia de parte de la empresa. Naturalmente, el incumplimiento de las medidas contenidas en el plan o de la obligación de informar a la Comisión, podrán, además, ser sancionadas de conformidad con la ley. 

En definitiva, si bien el plan de regularización temprana corresponde a un mecanismo cuya configuración está entregada a la empresa afectada, la Comisión juega un rol importante durante su implementación, pudiendo, además de establecer alguna de las medidas ya indicadas, formular observaciones e incluso exigir su complementación. De esta manera se busca garantizar que la herramienta sea idónea desde el punto de vista de sus objetivos regulatorios.

b.
Capitalización por el sistema financiero y capitalización preventiva

Dentro de las alternativas de estabilización financiera de las empresas bancarias que actualmente contempla la LGB, se encuentra la capitalización por el sistema financiero y la capitalización preventiva. Mediante la primera, un banco que enfrente problemas financieros puede convenir un préstamo con otro banco, los que son contabilizados como capital para efectos de los márgenes legales y sólo pueden ser pagados en la medida que la empresa prestataria se encuentre debidamente capitalizada. En caso de no pago, estos préstamos pueden ser capitalizados. 

La capitalización preventiva, por su parte, implica un aumento de capital necesario para el restablecimiento del normal funcionamiento del banco, en aquellos casos en que se identifique la ocurrencia de hechos que afecten su situación financiera. En caso que este aumento de capital no sea aprobado por la junta de accionistas, o que este no sea enterado dentro del plazo que esta establezca, el banco quedará sometido a una serie de prohibiciones respecto de sus inversiones y colocaciones. 

Estas herramientas preventivas permiten que los recursos necesarios para la estabilización de un banco provengan de sus dueños o de la misma industria, y no de las personas. 

El proyecto introduce algunas modificaciones en relación con estos instrumentos. En primer lugar, con el fin de organizar de mejor manera los mecanismos de intervención y otorgar mayor certeza desde el punto de vista de su línea de progresión, ambas herramientas pasan a formar parte del plan de regularización como medidas específicas que pueden ser adoptadas para normalizar la situación del banco. 

En segundo lugar, respecto de la capitalización por el sistema financiero, con el ánimo de disminuir las brechas con las recomendaciones que el CBSB establece al respecto, se aumenta de dos a tres años el plazo mínimo para dichos préstamos. 

Asimismo, con el objeto de otorgar mayor certeza en la aplicación de este mecanismo y neutralizar eventuales desincentivos a su utilización, se establece expresamente que las operaciones de concentración que puedan materializarse con ocasión de su implementación, quedarán –por su urgencia y la relevancia del interés público comprometido- excluidas de la aplicación del régimen de consulta ante la Fiscalía Nacional Económica regulado en el decreto ley N° 211 de 1973, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto N° 1, de 2004, de Economía. 

Por su parte, en relación con la capitalización preventiva, el proyecto, con el fin de fomentar una aplicación ágil de esta herramienta, disminuye el plazo para la celebración de la junta de accionistas necesaria para la aprobación del respectivo aumento de capital. 

Asimismo, con el objeto de fortalecer su eficacia, el proyecto establece que, en caso que el aumento de capital sea rechazado por la junta, la CMF podrá aplicar al banco, entre otras medidas que le reconoce la ley, algunas de las prohibiciones señaladas a propósito del plan de regularización. En similar sentido, se establece que, en caso que el aumento de capital acordado no sea materializado dentro de plazo, o si las condiciones de la convocatoria a la junta de accionistas sean rechazadas por segunda vez por la Comisión, se entenderá incumplido el plan de regularización y, en consecuencia, dicha autoridad podrá designar un inspector delegado o un administrador provisional, o bien proceder con la liquidación forzosa de la empresa, según sea el caso.

c.
Designación de inspector delegado o administrador provisional

La ley vigente otorga al regulador la facultad para designar, en las instituciones fiscalizadas, un inspector delegado o un administrador provisional en aquellos casos en que estas no cumplan con las órdenes que la autoridad les haya impartido, hayan incumplido reiteradamente con la normativa aplicable a su actividad, o bien, ocurra en ellas algún hecho grave que haga temer por su estabilidad económica. 

El presente proyecto de ley, si bien mantiene las características esenciales y los presupuestos que habilitan el ejercicio de esta facultad, introduce una serie de modificaciones con el objetivo de fortalecer el orden, la coherencia y la previsibilidad del nuevo esquema de intervención temprana. 

En este sentido, la facultad de designación señalada se traslada al título XIV de la ley, que contiene las reglas sobre regularización de bancos, de modo tal que aquella no solo actúe como una herramienta destinada a corregir eventuales problemas derivados de la inobservancia de la normativa o de las instrucciones impartidas por el regulador, sino también como una fórmula de intervención que permita solucionar los problemas financieros de un banco, cuando estos alcancen un estado de avance mayor que aquellos que gatillan la obligación de presentación del plan de regularización. Es por ello, además, que esta potestad de designación, cuando actúe en el contexto de la regularización temprana, solo podrá ser ejercida una vez que el respectivo plan haya fracasado, ya sea por su incumplimiento; no presentación por parte del banco; o, por el rechazo de la autoridad regulatoria. 

Por otra parte, con el fin de fortalecer la eficacia de esta facultad como instrumento de protección del interés público, la reforma propuesta reconoce de manera explícita que el administrador provisional designado, en el ejercicio de sus funciones, deberá anteponer y resguardar los intereses de los depositantes y, en general, la protección de la estabilidad financiera. 

d.
Eliminación del convenio de acreedores 

La actualización de los mecanismos de estabilización de instituciones bancarias implica, además de la incorporación de nuevas herramientas, la eliminación de aquellas que, producto de su limitada eficacia, puedan entorpecer el sistema de regularización. En este sentido, el proyecto elimina del título XV la proposición de convenio, institución basada en las herramientas concursales generales de carácter preventivo contenidas en la antigua ley de quiebras, y cuyo objetivo consiste en prevenir la liquidación forzosa del banco. 

En efecto, la proposición de convenio, en tanto institución esencialmente protectora de los intereses de los acreedores, presenta algunas características que la privan de eficacia como mecanismo de regularización. Esto se explica debido a que es difícil que los efectos que se busca alcanzar mediante esta herramienta (v.g. capitalización de pasivos o ampliación de plazos de pago) lleguen a materializarse en la práctica, toda vez que, para ello, es necesario contar con la aprobación previa por parte de los acreedores. El tiempo que esta negociación puede tomar, abre espacio para el retiro masivo de fondos por parte de los depositantes de ahorros que no están cubiertos por la proposición de convenio, debido al efecto que típicamente genera el conocimiento del hecho de que un banco enfrenta problemas financieros. 

En definitiva, la proposición de convenio de acreedores, más que actuar como un mecanismo de regularización eficaz, puede generar importantes efectos nocivos para la estabilidad de las instituciones financieras. Éste ha sido uno de los motivos por los cuales diversos organismos internacionales, como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, han criticado la efectividad de los mecanismos de manejo de crisis bancarias de la legislación actual. 

Por los motivos indicados, el proyecto de ley elimina esta herramienta y busca enfocarse en otras que permitan disminuir, de manera más eficiente y eficaz, los costos que la liquidación de un banco impone sobre los depositantes y el Estado. 

4.
Otras modificaciones

a.
Aumento de la garantía estatal a los depósitos a plazo

La LGB establece un régimen diferenciado de protección a los depósitos. En el caso de los depósitos o captaciones a la vista, existe una garantía ilimitada, mientras que, en relación con los depósitos a plazo, la protección es parcial, alcanzando una cobertura del 90% del monto de la obligación y limitada a obligaciones que no excedan las 120 UF, sea en una misma institución o en todo el sistema financiero. Este tratamiento asimétrico podría dejar abierta la puerta al riesgo de retiro de depósitos a plazo. 

Con el objeto de disminuir la brecha que existe entre ambos tipos de depósito, el proyecto elimina el límite de cobertura del 90% de las obligaciones y aumenta de 120 a 200 UF el límite de las obligaciones en un mismo banco que quedarán cubiertas por la garantía para depósitos a plazo. Por su parte, el monto total del beneficio para una misma persona en el sistema completo se aumenta a 400 UF. 

b.
Mayores exigencias para los directores de bancos

Con el objeto de aumentar la seguridad y el manejo responsable de la actividad bancaria, el proyecto incrementa las exigencias que deberán cumplir los directores de bancos. Entre otras prohibiciones, se establece que no podrán desempeñarse como directores aquellas personas que incurran en conductas graves que hubieren puesto en riesgo la estabilidad de la institución en la que se desempeñaban, o bien la seguridad de los depositantes, en el caso de un banco.

c.
Se extiende la protección legal del personal de la CMF al administrador provisional, al inspector delegado y al liquidador regulados en la LGB

Actualmente, los funcionarios de la SBIF no tienen protección legal frente a acciones ejercidas en su contra por el cumplimiento de sus funciones. Esta falta de protección puede afectar negativamente la eficacia de determinadas herramientas de intervención, especialmente aquellas que son más intensas. Producto de la incorporación de la SBIF dentro de la institucionalidad de la CMF, sus funcionarios pasarán a gozar del régimen de protección legal contemplado en la ley Nº 21.000. 

El proyecto complementa dicho régimen, incorporando dentro del conjunto de sujetos protegidos por la ley Nº 21.000, al administrador provisional, al inspector delegado y al liquidador establecidos en la LGB. Esto permite neutralizar eventuales desincentivos a la actuación del regulador, a la vez que fortalece su independencia. 

d.
Ratificación del interés legítimo para conocer información sujeta a reserva bancaria y nuevo procedimiento para la entrega de ésta

Con el objeto de situar el correcto alcance de la información sujeta a secreto y reserva bancaria, respectivamente, frente a las funciones fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos, de control de la Unidad de Análisis Financiero y de dirigir las investigaciones de hechos constitutivos de delito por parte del Ministerio Público, se propone consagrar lo ya resuelto por la Corte Suprema sobre el interés legítimo que dichas instituciones tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria. 

Particularmente en el caso del Servicio de Impuestos Internos, el año 2013 el máximo tribunal de la República esclareció que dicho Servicio tiene un interés legítimo para conocer la información sujeta a reserva bancaria, interés que fluye directamente de sus atribuciones. Tal como lo expresa la Corte Suprema, en términos muy claros, “las facultades fiscalizadoras responden a un interés público y de rango constitucional que se expresa en el deber del Estado de contribuir al bien común y en la correlativa obligación ciudadana de contribuir al financiamiento de las cargas públicas, todo lo cual configura la esencia del principio de igualdad en materia tributaria”.

En armonía con lo anterior y para darle efectividad, se propone un procedimiento especial para la entrega de información sujeta a secreto o reserva, la cual deberá ser entregada dentro del plazo de 3 días corridos desde la notificación de la solicitud. Con todo, dicho procedimiento no obsta a lo dispuesto en otras leyes como, por ejemplo, el artículo 62 del Código Tributario, que regula el procedimiento para la entrega de información sujeta a secreto o reserva bancaria de contribuyentes con residencia en Chile.

e.
Mayores resguardos para recursos depositados en cuentas corrientes para menores de edad

Por último, con el objetivo de otorgar mayor protección a los recursos mantenidos en una cuenta corriente a nombre de un menor de edad, el proyecto modifica los artículos 156 bis de la LGB y 35 de la ley orgánica del Banco del Estado de Chile, estableciendo que la administración de este tipo de cuentas corresponderá a la persona que firme el contrato de apertura respectivo, la que podrá ser un ascendiente en línea recta hasta el segundo grado de consanguinidad o quien tenga el cuidado personal del niño, niña o adolescente, con independencia de quién tenga su patria potestad. De esta manera, se busca evitar el riesgo de que los recursos contenidos en la cuenta sean retirados contra la voluntad del depositante y en perjuicio de los intereses de su titular. 

f.
Disposiciones Transitorias

Finalmente, el proyecto contempla un conjunto de normas transitorias destinadas a establecer una gradualidad que permita que los cambios propuestos se implementan de manera paulatina, con el objeto que las instituciones cuenten con el tiempo suficiente para adaptarse a los cambios requeridos.


Igualmente, se establece que mediante uno o más decretos con fuerza de ley se dispondrá, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero, contemplando otras normas relacionadas, especialmente el resguardo de los derechos de los funcionarios traspasados, el traspaso de bienes, la imputación del gasto, entre otras.
Antecedentes presupuestarios y financieros
El informe financiero N° 63, de 12 de junio de 2017, elaborado por la Dirección de Presupuestos, referido al Proyecto de Ley que Moderniza la legislación bancaria, adecuando normativa que indica, señala lo siguiente:
Antecedentes

Este informe se refiere al Proyecto de Ley que Moderniza la legislación bancaria, adecuando normativa que indica, cuyo propósito es perfeccionar el sistema bancario chileno y dotarlo de una institucionalidad moderna.

Para estos efectos, el proyecto de ley propone el traspaso de todas las competencias de la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) a la Comisión para el Mercado Financiero (CMF), creada recientemente mediante la ley N°21.000. Asimismo, modifica el decreto con fuerza de ley N"3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos (LGB) para adecuarlo a los desafíos antes señalados, es decir, velar por el correcto funcionamiento, desarrollo y estabilidad del mercado financiero, así como cuidar que las personas o entidades fiscalizadoras cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposiciones que las rijan.

Entre las modificaciones propuestas por el proyecto -que aborda principalmente el referido decreto y referencia a la ley N°21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero- se destacan las siguientes:

1.
Se reemplaza la actual SBIF por la CMF. Esto significa que, todas las instituciones actualmente fiscalizadas por dicha Superintendencia (v.g. bancos, emisores y operadores de tarjetas de crédito o de pago con provisión de fondos) quedarán sujetas a la supervisión de la recién creada CMF mediante la ley N°21.000. Por su parte, y con el objeto de evitar la duplicidad normativa y de tender hacia un estatuto general y armónico, se derogan de la LGB todas las normas que consagran facultades de la SBIF y que se encontrarán contenidas en la ley N'21.000, modificada.

2.
Se incorporan nuevas exigencias de capital y reservas, de conformidad con los lineamientos de Basilea III. Es así como se incorpora una exigencia de capital adicional equivalente al 1,5% de los activos ponderados por riesgo y se incorpora una obligación de mantención de 2,5% de los activos ponderados por riesgo por sobre el mínimo establecido, el cual deberá estar conformado por capital básico.

3.
Se incorpora una disposición que indica que el Banco Central de Chile, en consideración a la fase del ciclo económico, podrá determinar la activación de una exigencia de capital básico adicional, de carácter contra-cíclico, que será aplicable de manera general a todas las empresas bancarias constituidas o autorizadas para operar en el país, para mitigar la incubación de riesgos sistémicos. Dicha reserva la fijará dicho Banco en un porcentaje que puede ascender hasta el 2,5% de los activos ponderados por riesgo, previo acuerdo favorable de la CMF.

4. Se incorpora una modificación a la garantía estatal a los depósitos, en el sentido de incrementar el tope máximo anual de cobertura por persona de 120 UF a 400 UF, con la restricción que, para una única institución bancaria, el límite es de 200 UF.

Adicionalmente, el proyecto de ley propone modificaciones a los siguientes cuerpos legales:

Al decreto ley N°2.079 de 1978, del Ministerio de Hacienda, que fija texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, respecto de las cuentas de ahorros para menores de edad;

A la ley N"20.720, que sustituye el régimen concursa' vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, respecto de los convenios marco en que sea parte una empresa bancaria ❑ cualquier otro inversionista institucional;

A la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas, para remitir el proceso que indica al procedimiento de la LGB;

Al decreto ley N°3.500 de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que Establece nuevo sistema de pensiones, respecto de instrumentos financieros;

Al decreto con fuerza de ley N°251 de 1931, del Ministerio de Hacienda, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, respecto también de instrumentos financieros, reservas técnicas y patrimonio;

Al decreto con fuerza de ley N'5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, respecto de la fiscalización de las cooperativas de ahorro y crédito; y

A la ley N'20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera, respecto de las remisiones a la CMF.

Efecto del Proyecto de ley sobre el Presupuesto Fiscal

A juicio de la Dirección de Presupuestos, el proyecto de ley en cuestión genera los siguientes efectos fiscales:

a. Dispone el traspaso de los funcionarios desde la SBIF a la CMF, sin solución de continuidad. El traspaso del personal señalado, y el de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, transfiriéndose asimismo los recursos presupuestarios respectivos. Del mismo modo, la dotación máxima de personal de dicha Comisión se incrementará en el número de funcionarios traspasados.

En función de lo anterior, por concepto de personal, se estima que solo tiene mayor costo fiscal la aplicación del artículo 30 de la ley N' 21.000, correspondiente a cinco directivos pertenecientes al II nivel jerárquico que se traspasarían del primer organismo al segundo, por un máximo de $92.856 miles. El mayor gasto fiscal efectivo de cada año por este concepto dependerá de los funcionarios señalados que dejen sus cargos.

b.
Incrementa el tope máximo de cobertura relacionado con la garantía estatal a los depósitos, lo que tiene un efecto fiscal en el cálculo de los Pasivos Contingentes, según se dispone en la ley N" 20.128, sobre Responsabilidad Fiscal.

En efecto, con la modificación señalada, la exposición fiscal máxima asociada a la garantía estatal, calculada con datos de diciembre 2016, ascendería a 3,14% del PIB, en comparación con la estimación de exposición máxima presentada en el Informe de Pasivos Contingentes del año 2016, de 2,28% del PIB.

c.
Incrementa las exigencias de capital y reservas de los bancos que operan en Chile, lo que impacta directamente sobre las necesidades de capitalización del Banco Estado de Chile. Al respecto, se estima que la ley en comento generará la necesidad de realizar aportes extraordinarios de capital por parte del Fisco a dicho Banco por un monto total de hasta US$ 1.620 millones, hasta el año 2024. En cualquier caso, ello depende de las definiciones que tome la autoridad reguladora respecto de nivel de ponderadores de los Activos Ponderados por Riesgo; y de la gradualidad para alcanzar los nuevos niveles de capital, entre otros aspectos. Los efectos directos de esta necesidad de capital serán incluidos en las leyes de presupuestos del Sector Público que corresponda.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto de la Comisión para el Mercado Financiero y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los presupuestos anuales de la Comisión para el Mercado Financiero.

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, podrá traspasar a la CMF los recursos necesarios de la SBIF, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
III.- INFORME DE PRODUCTIVIDAD

De conformidad con las instrucción presidencial de S.E. la Presidenta de la República, se elaboró para este proyecto de ley un informe de productividad en consideración a su impacto regulatorio, el cual se inserta a continuación:
“Informe de Productividad:
Proyecto de Ley que Moderniza la Legislación Bancaria, adecuando normativo que indica
Sección I: Identificación del Problema, Magnitud e Implicancias 
Uno de los factores que juega un rol fundamental en el desarrollo económico de los países es la existencia de un sistema bancario sólido. La intermediación financiera reduce los costos de información para los depositantes y facilita el monitoreo de los proyectos de inversión en los que se invierten sus recursos, asignando el ahorro desde las empresas y familias hacia proyectos de inversión rentables que elevan el crecimiento de la economía. Asimismo, la intermediación financiera aumenta el crecimiento al permitir la diversificación de los riesgos no idiosincráticos a través de los distintos sectores de la economía, al financiar proyectos de I+D y al facilitar el manejo de los riesgos intertemporales y de liquidez que enfrentan los ahorrantes.

No obstante, cuando el sistema bancario presenta problemas de solvencia, liquidez, o gestión, puede convertirse en el eslabón más débil de la economía. En efecto, la quiebra de un banco puede imponer elevados y persistentes costos a la sociedad, más allá de las pérdidas en que incurrirán sus accionistas. Más aún, en el caso de bancos sistémicamente relevantes, su insolvencia puede gestar un contagio generalizado y, muy probablemente, una crisis financiera con el potencial de revertir años de avances económicos. Adicionalmente, la actividad bancaria sin un marco regulatorio y de gestión de riesgos apropiados puede propiciar la incubación de burbujas crediticias e inmobiliarias, entre otros riesgos para la economía.

Amaglobeli et al. (2015) analizan el impacto fiscal de las crisis bancarias agregando distintas bases de datos, abarcando tanto economías desarrolladas como emergentes.
 Los autores señalan que la mediana del costo fiscal de intervenciones gubernamentales en crisis ocurridas entre 1980 y 2011 fue de 6% del PIB, y en un tercio de los episodios este costo superó el 10% del PIB. Paralelamente en el mismo período se observa un incremento de la deuda pública de 14% del PIB, aunque en los 11 casos más costosos este aumento superó el 40% del PIB. Sin ir más lejos, la crisis bancaria que atravesó Chile a comienzos de los 80 significó un costo fiscal acumulativo de más de 40% del PIB y un incremento del nivel de la deuda pública de 87,9% del PIB.

En la misma línea, Ball (2014) analiza los daños de largo plazo de la crisis financiera global que tuvo sus orígenes en 2007, sobre la base de datos de 23 países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).
 El autor encuentra, en promedio, una pérdida del PIB potencial de 8,4%, aunque en casos como el de Grecia, Hungría e Irlanda esta pérdida se eleva por sobre el 30%. Para ponerlo en perspectiva, el efecto acumulativo del deterioro en la producción de los países de la muestra equivale a la desaparición de la economía alemana completa. Asimismo, el autor resalta que en el escenario post-crisis el ritmo de crecimiento se ha desacelerado y que, por ende, el nivel del PIB potencial podría seguir retrocediendo, mermando quizá de forma permanente la capacidad productiva de los países.

Con todo, pese a la enorme dimensión de los costos estimados, estos no alcanzan a capturar la integridad del costo social asociado a las crisis financieras, que incluyen desde la pérdida de empleos hasta la ejecución de hipotecas, impactos que muchas veces recaen con mayor fuerza sobre los segmentos más vulnerables de la población. Adicionalmente, estas estimaciones no consideran el costo de oportunidad de los recursos fiscales que se destinan a enfrentar los efectos de las crisis.

Durante los últimos 15 años se han registrado a nivel global una serie de avances regulatorios, los que se aceleraron luego de las crisis bancarias ocurridas tanto en Estados Unidos como en Europa. Dichos avances apuntan a mejorar el gobierno corporativo de los reguladores; fortalecer la situación patrimonial y de liquidez, así como la gestión de los bancos; y contar con instrumentos adecuados para resolver la situación de los bancos en problemas, mitigando los efectos negativos que su colapso podría tener sobre la economía.

Pese a que Chile cuenta en la actualidad con un sistema bancario sólido, que absorbió adecuadamente las turbulencias externas que surgieron tras la crisis financiera internacional de los años 2008-2009, su regulación ha quedado rezagada con respecto a las mejores prácticas internacionales. La actual Ley General de Bancos (LGB) data de mediados de los años ochenta y se diseñó como respuesta a la crisis de la deuda de comienzos de esa década. La única modificación sustantiva se realizó en 1997 y consistió en alinear la regulación nacional a los estándares internacionales de adecuación de capital contenidos en Basilea I, aunque sólo considerando el riesgo de crédito en la ponderación de los activos.

No avanzar en la modernización de la regulación bancaria chilena podría dejar al país no solo con un marco regulatorio inadecuado para enfrentar futuras crisis financieras, sino que adicionalmente, consolidar la existencia de brechas respecto de las mejores prácticas internacionales, arriesgando a la banca nacional a perder competitividad en el escenario global y potenciar las posibilidades de un arbitraje regulatorio que conllevaría, entre otras cosas, el riesgo de generar burbujas crediticias.

Por los motivos antes expuestos, el proyecto de ley busca adecuar la regulación y la institucionalidad de supervisión bancaria conforme al estándar internacional, modernizándolo, con el objeto de abordar principalmente tres debilidades detectadas en la legislación vigente.

1) Aspectos institucionales

Una de las principales debilidades en este ámbito es el carácter limitado de la independencia del supervisor bancario, tanto frente al poder político como a los regulados, lo que ha sido resaltado tanto en el debate doméstico como en evaluaciones de organismos internacionales como el Fondo Monetario Internacional (FMI).

Por otra parte, los mercados financieros y sus estándares regulatorios han evolucionado a lo largo de las últimas décadas hacia un mayor dinamismo y complejidad. No obstante, el esquema legal actual no permite a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF) la discrecionalidad necesaria para enfrentar estos nuevos desarrollos y adaptar el marco regulatorio de forma continua y expedita. En efecto, entre las principales propuestas del Grupo de Trabajo para el Análisis de una Nueva Ley General de Bancos (GdT) presidido por Raphael Bergoeing—que entregó su informe en diciembre de 2015
— destaca que es deseable otorgar mayores grados de discrecionalidad al regulador, y así llevar a nivel normativo elementos que actualmente son materia de ley. Una condición necesaria para lograr lo anterior pasa por dotar de mayor independencia al supervisor bancario.

Por último, en la actualidad el sistema financiero chileno es supervisado a través de un modelo sectorial o de silos, en el que existen tres superintendencias dedicadas a la supervisión de las distintas instituciones participantes del mercado financiero: la SBIF, la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS), y la Superintendencia de Pensiones (SP). Esta separación desaprovecha economías tanto de ámbito como de escala, destacando la dificultad para compartir información y la limitación a la capacidad para sostener una visión integral sobre los conglomerados financieros y una perspectiva sistémica sobre el mercado en general. Asimismo, esta segmentación regulatoria promueve el surgimiento de distintos estándares regulatorios para actividades similares, lo que incentiva el arbitraje regulatorio al interior del sistema financiero local, el desarrollo de la denominada "banca en la sombra" e incuba nuevos focos de riesgo para el sistema financiero.

2) Estándares de Basilea III

En 1988, el Comité de Basilea de Supervisión Bancaria (BCBS por sus siglas en inglés) acordó el primer estándar internacional sobre adecuación de capital para los bancos, el que se denominó Basilea

I. Este acuerdo exigía una razón mínima de capital a activos ponderados por riesgo de 8%. En junio de 1999 el BCBS presentó una nueva propuesta, sentando las bases para el acuerdo que dio origen en 2004 a un marco revisado de adecuación de capital denominado Basilea II. Este nuevo marco buscaba mejorar la forma en que los requisitos de capital regulatorio reflejaban los riesgos subyacentes, así como abordar la innovación financiera que había tenido lugar en los años previos. De este modo, Basilea II comprendía tres pilares: (i) requerimientos de capital mínimo, desarrollando y expandiendo los requisitos de Basilea I, (ii) facultad del supervisor de desafiar la adecuación de capital de una entidad en base a riesgos no considerados en el mínimo normativo, y (iii) el uso efectivo de la divulgación de información para fortalecer la disciplina del mercado y promover buenas prácticas bancarias.

Pese a estos nuevos esfuerzos regulatorios, la crisis financiera internacional que se originó en 2007 dejó importantes lecciones para los reguladores a nivel global, evidenciando que el sistema bancario necesitaba de más y mejor capital para hacer frente a los períodos de turbulencias. Estas nuevas necesidades de capital y liquidez fueron incorporadas en los estándares internacionales para la regulación bancaria, dando origen en 2010 a Basilea III. En particular, este marco revisó y fortaleció los estándares de Basilea II, extendiendo su alcance al incluir, entre otros elementos:

— Un colchón de conservación de capital, que al ser infringido gatilla restricciones al reparto de dividendos.
· Un colchón de capital contra cíclico, que busca mitigar los riesgos asociados a las fluctuaciones cíclicas del crédito en la economía.

· Requisitos adicionales de capital para bancos sistémicos.

· Requisitos de apalancamiento y liquidez.

A continuación, se muestra el detalle de la evolución del marco de adecuación de capital de Basilea

I, II y III, así como el contemplado actualmente en la LGB.
Requisitos de Capital: Basilea y LGB 
(% sobre activos ponderados por riesgo)
	Categorías de Capital
	
	Basilea
	LGB Actual

	
	I
	II
III
	

	(1) Capital Tier 1 Total (2+3)
	4
	4
	6
	4,5

	(2) Capital Básico
	4
	2
	4,5
	4,5

	(3) Capital Tier I Adicional
	-
	2
	1,5
	-

	(4) Capital Tier 2
	4
	4
	2
	3,5

	(5) Capital Regulatorio Total (1+4)
	8
	8
	8
	8

	(6) Colchón de Conservación
	-
	-
	2,5
	La clasificación  por solvencia contempla un buffer de 2% de patrimonio efectivo para ser evaluado en categoría A.

	(7) Requerimiento Patrimonial Total (5+6)
	8
	8
	10,5
	8

	(8) Colchón Contra cíclico
	-
	-
	hasta 2,5
	-

	(9) Requisito Banco Sistémico
	-
	-
	de 1 a 3,5
	En
el
caso
de
fusión
se
contempla
hasta
un
6%
de 
patrimonio efectivo adicional.


Fuente: BCBS y LGB.
La regulación del sistema bancario chileno se encuentra rezagada con respecto a los estándares de Basilea III, ya que el marco legal vigente considera elementos presentes solo en Basilea I. Este retraso deja fuera importantes revisiones realizadas en los últimos 13 años, que recogen el aprendizaje de la última crisis financiera global y que son consideradas fundamentales para el desarrollo de un sistema bancario resiliente.

El siguiente gráfico evidencia que el sistema bancario de Chile exhibe niveles de capitalización bajos en comparación con economías que han avanzado a Basilea III. Lo anterior limita la capacidad de absorción de pérdidas de los bancos, de modo que ante una eventual situación de insolvencia parte de los costos podrían ser traspasados a los acreedores del banco, incluyendo los depositantes. Asimismo, considerando la garantía estatal a los depósitos a plazo en conjunto con la garantía sobre los depósitos a la vista proporcionada por el Banco Central de Chile (BCCh), en caso de que un banco sea sujeto a una proposición de convenio a acreedores o a una liquidación forzosa, parte del costo podría recaer sobre el fisco y, por ende, sobre los contribuyentes.
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* El caso de Chile no es directamente comparable, por cuanto, por un lado, no considera deducciones al capital, tales como el activo por impuestos diferidos o el goodwill; y por otro lado, no suma a los activos ponderados por los riesgos de mercado y operativos.
Fuente: 1) Financial Soundness Indicadors, FMI, datos a 2015 o último dato disponible; 2) FMI, "Global Financial Stability Report", Octubre de 2016, datos a 2015 o último dato disponible.
3) Herramientas para el manejo de problemas en un banco

Actualmente la LGB contempla una serie de herramientas para enfrentar problemas en un banco, tales como la capitalización preventiva, las proposiciones de convenio a los acreedores, la capitalización por el resto del sistema financiero, la introducción de un inspector delegado o de un administrador provisional, o las prohibiciones establecidas en el actual artículo 20 de la LGB. No obstante, estas medidas son principalmente reactivas y muchas de ellas requieren la concurrencia de presunciones graves, identificándose una falta de herramientas adecuadas para actuar preventivamente por parte del supervisor ante problemas de carácter incipiente, especialmente de liquidez, en un contexto de búsqueda de soluciones privadas que eviten la necesidad de introducir medidas más agresivas y que pudieren ser tardías para restaurar la viabilidad de un banco. Por otra parte, si bien el mecanismo de proposición de convenio de acreedores no ha sido probado en la práctica, se estima que su diseño cuenta con una serie de falencias. Entre ellas destaca que, de aprobarse el convenio, serían los acreedores —y no los accionistas— los primeros en soportar pérdidas ante problemas de solvencia. Más aún, la aceptación de dicho convenio es de carácter voluntario, lo que dificulta su viabilidad. Por otra parte, es probable que por el sólo hecho de iniciar el proceso de negociación del convenio se inicie una corrida en contra del banco, impidiendo restaurar la viabilidad de las empresas bancarias y evitar los costos asociados a un fracaso bancario.

Sección II: Identificación de Objetivos

Los principales objetivos del proyecto de ley son proteger a los depositantes y otros acreedores bancarios, cuidar el funcionamiento de la cadena de pagos y promover la estabilidad financiera, a través de la mitigación del riesgo sistémico asociado a la actividad bancaria y del riesgo de insolvencia de los bancos en general. Lo anterior, se pretende lograr a través de las siguientes propuestas:

I) Fortalecer el gobierno corporativo y crear un marco institucional integrado para la supervisión y regulación financiera

La solvencia y estabilidad del sistema bancario depende, entre otras cosas, de la fortaleza e independencia del regulador. Un regulador independiente puede ejercer manera más efectiva sus funciones de regulación y supervisión en pos de proteger a los depositantes, mantener funcionando la cadena de pagos y lograr la estabilidad del sistema bancario, siguiendo criterios técnicos objetivos, adecuados y sin ser capturado tanto por intereses políticos como por sus regulados. Así, un regulador independiente, con adecuadas atribuciones, puede prevenir situaciones críticas y enfrentar de mejor manera problemas en una entidad financiera o en el sistema financiero.

El proyecto de ley contempla una serie de modificaciones que apuntan a fortalecer la institucionalidad del supervisor bancario, en línea con las recomendaciones de organismos internacionales y del GdT que analizó la LGB hacia fines de 2015. En particular se tiene que:

Se incorpora la supervisión bancaria bajo el perímetro regulatorio de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF, creada por la Ley N° 21.000). Esto implicará que la regulación y supervisión de los actores del mercado de valores, las compañías de seguros, los bancos, los emisores de medios de pago y las cooperativas de ahorro y crédito (CAC) actualmente supervisadas por la SBIF será realizada por una misma institución. Lo anterior tiene la ventaja de permitir una mejor coordinación y disponibilidad de información relevante para quienes monitorean las actividades de los distintos regulados, algo que hoy no necesariamente ocurre debido a las dificultades orgánicas asociadas al deber de reserva de información. Esto permite al Consejo de la CMF una visión integrada sobre sus supervisados al poder analizar las interconexiones entre los distintos actores del mercado, lo que contribuye a generar mejores diagnósticos en la detección de riesgos sistémicos o de eventuales problemas en conglomerados financieros, los que pudieran no ser aparentes bajo la actual perspectiva fragmentada sobre cada grupo de supervisados. Esto último es relevante si se tiene en consideración que, según lo reportado por el FMI,
 en Chile los conglomerados comprenden 16 entidades sistémicamente importantes, con activos equivalentes a 125% del PIB. Estos conglomerados concentran más de un tercio de los activos de los fondos de pensiones y compañías de seguros, mientras que cinco de ellos se concentran en la actividad bancaria, cuatro en seguros y pensiones y cuatro en bancos y seguros. Por ello, sostienen una gran incidencia sobre la estabilidad financiera del país y su adecuada supervisión resulta crítica.

· Por otra parte, la integración permite mejorar la coordinación en las respuestas supervisoras y regulatorias. Asimismo, el foco del regulador cambia, poniendo mayor énfasis en los riesgos que subyacen tras cada actividad financiera más allá de la forma legal de cada entidad, facilitando una convergencia de los estándares regulatorios para actividades similares. Esto a su vez contribuye a la mitigación del arbitraje regulatorio al eliminar asimetrías normativas.

· Al integrar la actual actividad supervisora y regulatoria desempeñada por la SBIF al nuevo marco institucional de la CMF, se fortalece el nivel de independencia del regulador bancario. En particular, el carácter colegiado de su órgano directivo, compuesto por cinco consejeros, al igual que el régimen de post-empleo para los ex comisionados y ex funcionarios, hace que el regulador esté menos propenso a la captura por parte de los grupos de interés. A su vez, el proceso de designación y de remoción de los consejeros establecido en la ley de la CMF fortalece la independencia del poder político del regulador. Para estos efectos, la ley establece una serie de las causales de inhabilidad e incompatibilidad que se aplican a los cinco miembros que conforman el Consejo de la CMF así como causales específicas para su remoción. Por otra parte, el presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República por el mismo período del mandato de este último, con el objeto de facilitar la coordinación con el poder ejecutivo para el desarrollo de políticas públicas. En el caso de los otros cuatro miembros del Consejo se requerirá la ratificación de 4/7 del Senado, en tanto que sus períodos serán fijos (6 años). Por último, la ley contempla la extensión de la protección legal por acciones realizadas en el ejercicio de su cargo a todo el personal de la CMF, extendiendo el proyecto dicha protección también a las figuras del administrador provisional, el inspector delegado y el liquidador.

· La incorporación del regulador bancario a la institucionalidad de la CMF, que cuenta con un órgano colegiado y altamente técnico de dirección, permitirá un estándar más elevado de decisión, lo que, sumado a su visión sistémica, justifica que cuente con un grado mayor de discrecionalidad en la toma de decisiones. En efecto, se delega a su Consejo la regulación de aquellas materias técnicas que, dado el dinamismo de los mercados, permanecen en constante evolución o que por su naturaleza requieran una calibración frecuente, tales como los ponderadores de riesgo de los activos para estimar los requerimientos de capital. Esta mayor discrecionalidad, a su vez permite tener un marco regulatorio actualizado, mitigando así los riesgos de mantener un set de normas obsoletas que no se haga cargo adecuadamente de los riesgos de la industria financiera.

· La integración permite beneficiarse de sinergias que aumentan la eficiencia de la gestión de los reguladores, permitiendo el aprovechamiento de economías de escala y de ámbito. Por ejemplo, en la actualidad existe algún grado de duplicidad y traslape regulatorio para el caso de las filiales bancarias, pese a que el artículo 70 de la actual LGB intenta delinear los perímetros regulatorios de la SBIF y de la SVS. Sin embargo, ninguna de estas entidades cuenta con un set de información completo para ejercer sus facultades de forma adecuada y sistemática. Por lo mismo, integrar la supervisión permitiría obtener mejor información con menores recursos. De este modo, la propuesta entrega un marco que permite obtener mayores ventajas en términos de aunar recursos y conocimientos para actividades que presentan complementariedades importantes, generando eficiencias que se traducen en una mejor gestión.

El proyecto también fortalece el proceso sancionatorio, resguardando el debido proceso al hacer extensiva la institucionalidad de la CMF a la supervisión bancaria. Así, pasaría a regir una separación entre la instancia de investigación y levantamiento de cargos —atribuciones que serán ejercidas por una unidad especializada liderada por un fiscal seleccionado a través del sistema de Alta Dirección Pública— y la etapa sancionatoria —que quedará radicada en el Consejo de la Comisión—. Asimismo, se introduce un catálogo de circunstancias objetivas que deberá tomar en consideración la CMF para la determinación de las sanciones. Finalmente, se establecen mejoras al régimen de revisión de decisiones administrativas, incorporando tanto un recurso de reposición ante el Consejo, su Presidente o Fiscal, según corresponda, como un recurso de reclamación de las sanciones ante la Corte de Apelaciones.

2) Aumentar la resiliencia del sistema bancario
Para fortalecer la capacidad de absorción de pérdidas de los bancos, se propone cerrar las brechas entre el marco legal actual y los estándares de Basilea III. Esta convergencia supone aumentar y mejorar la calidad del capital mínimo requerido a los bancos. La siguiente tabla contrasta los requisitos de capital del estándar de Basilea III, de la actual LGB y del proyecto de ley:
Requisitos de Capital: Basilea, LGB y Propuesta Proyecto de Ley 
(% sobre activos ponderados por riesgo)
	Categorías de Capital
	Basilea 
III
	LGB Actual
	Proyecto
de Ley

	(1) Capital Tier 1 Total (2+3)
	6
	4,5
	6

	(2) Capital Básico
	4,5
	4,5
	4,5

	(3) Capital Tier 1 Adicional
	1,5
	-
	1,5

	(4) Capital Tier 2
	2
	3,5
	2

	(5) Capital Regulatorio Total (1+4)
	8
	8
	8

	(6) Colchón de Conservación
	2,5
	La clasificación 
por solvencia 
contempla un
buffer de 2% de
patrimonio efectivo para ser evaluado en categoría A
	2,5

	(7) Requerimiento Patrimonial Total (5+6)
	10,5
	8
	10,5

	(8) Colchón Contra cíclico
	hasta 2,5
	-
	hasta 2,5

	(9) Requisito Banco Sistémico
	de 1 a 3,5
	En el caso de 
fusión se 
contempla hasta un 
6% adicional
	de 1 a 3,5


Fuente: BCBS y LGB.
De este modo, el proyecto contempla las siguientes modificaciones tendientes a alcanzar los estándares del denominado Pilar I de Basilea III:

· Aumenta el requisito mínimo de capital de categoría Tier 1 de 4,5% a 6% de los activos ponderados por riesgo (APR), a través de la incorporación de la exigencia de un capital Tier 1 adicional de 1,5% de los APR, que podrá ser constituido por capital básico o instrumentos híbridos, sean estos bonos perpetuos o acciones preferentes. En contrapartida, se reduce el capital Tier 2, atendida su menor calidad en términos de capacidad de absorción de pérdidas en comparación con el capital Tier 1, si bien se mantiene la relación entre bonos subordinados y capital básico de un 50%.

· Incorpora un colchón de conservación de 2,5% de los APR, constituido exclusivamente por capital básico. En caso de incumplimiento se establecen restricciones progresivas a la distribución de dividendos, con el objeto de preservar la posición financiera de la entidad.

· Introduce un colchón contra cíclico de entre 0% y 2,5% de los APR, constituido exclusivamente por capital básico, activado a solicitud del BCCh —sobre la consideración de la fase del ciclo económico— y calibrado en su cuantía por el instituto emisor, previo acuerdo favorable del Consejo de la CMF, con el objeto de evitar la incubación de riesgos sistémicos. Incluye requisitos de capital adicional para bancos sistémicos, constituido exclusivamente por capital básico, con un tope de 3,5% de los APR, con el objeto de exigirles una mayor capacidad de absorción de pérdidas a su mayor riesgo tanto para el sistema financiero como para las finanzas públicas. Esto último, ya que existe una garantía del Estado sobre los depósitos a plazo y del BCCh sobre los depósitos a la vista. La Comisión establecerá la metodología para la activación de este requerimiento, así como su cuantía; ambas decisiones con informe previo favorable del BCCh.

Adicionalmente, el proyecto también busca acortar brechas con respecto al llamado Pilar II, permitiendo requerimientos de capital regulatorio adicionales a los asociados al Pilar I, con el objeto de resguardar al sistema financiero de riesgos idiosincráticos de instituciones particulares. Dichos requisitos serían definidos por la el Consejo de la CMF con el voto favorable de al menos cuatro de los cinco comisionados, hasta por un máximo de 4% de los APR.

En conjunto, la introducción de estas disposiciones mejora la disponibilidad de capital para absorber de mejor manera eventuales pérdidas de los bancos, fortaleciendo así la resiliencia del sector bancario y mitigando los riesgos de insolvencia y de crisis. Como consecuencia de lo anterior, no sólo se protege a los depositantes y a los contribuyentes, sino que también se fomenta un crecimiento saludable en el largo plazo.

3) Dotar al supervisor con herramientas que permitan prevenir problemas de liquidez y solvencia en bancos, y eliminar la proposición de convenio a acreedores.

Por un lado, el proyecto establece una nueva herramienta preventiva para el regulador, llamada plan de regularización temprana. Bajo esta figura, un banco que presente problemas incipientes de solvencia, liquidez o gestión deberá remitir a la CMF un plan tendiente a remediar la situación y asegurar el normal funcionamiento del banco. Si bien las medidas para subsanar los problemas serán propuestas por las propias entidades bancarias requerirán aprobación de la CMF. Su rol, en el uso de esta herramienta, será requerir y pronunciarse sobre la suficiencia del plan, así como monitorear periódicamente su cumplimiento. Asimismo, con el objeto de organizar de mejor forma las fases de intervención supervisora y su línea de progresión, en la propuesta los mecanismos de capitalización por el sistema financiero y de capitalización preventiva pasan a ser parte del plan de regularización, en tanto que la CMF puede hacer uso paralelo de las restricciones que el artículo 20 de la actual LGB le permite imponer. De igual modo, la CMF podrá designar un administrador provisional o un inspector delegado en caso de incumplimiento de los términos y condiciones por ella aprobados en el plan de regularización, ante su rechazo o bien por incumplimiento del deber de comunicarle la verificación de alguna de las circunstancias que permiten invocar dicho plan. De esta manera, todas aquellas herramientas que presentan utilidad para enfrentar problemas en etapas tempranas se agrupan bajo un mismo estándar, enmarcándolas en un proceso de monitoreo continuo por parte de la CMF y aplicándoles los mismos gatillos objetivos que deberán ser verificadas para iniciar el proceso del plan de regularización.

Por otro lado, se propone eliminar el mecanismo de proposición de convenio a acreedores. En primer lugar, porque este mecanismo fue establecido en la LGB luego de la crisis bancaria de los 80 y estaba circunscrito al razonamiento del sistema concursal que se aplicaba a las empresas no bancarias. En segundo lugar, dada la estructura del convenio —rigidez y plazos extensos— es posible que al momento de gatillarse sea inviable alcanzar una solución rápida, con la consecuente pérdida de confianza en el banco en cuestión y en el sistema financiero en general.

Finalmente, el proyecto también considera actualizar del monto de la garantía estatal a los depósitos y captaciones a plazo para personas naturales, así como mejorar su cobertura. En particular, la cobertura por depósitos a plazo en cada banco pasaría desde 108 a 200 unidades de fomento (UF) en cada año calendario, en tanto que para todo el sistema financiero se establece un límite de 400 UF en el mismo período. Asimismo, se propone eliminar el tope del 90% de la acreencia por debajo del monto límite, aumentando de este modo la cobertura a depositantes con menor capacidad de evaluar los riesgos del banco. Esta mayor cobertura busca reducir el riesgo de un retiro masivo de depósitos minoristas, en línea con lo propuesto por el GdT, pues, de acuerdo con estimaciones de la SBIF, si bien al momento de instauración de la garantía vigente la cobertura era equivalente a 1,3 veces el PIB per cápita, a la fecha dicha cobertura se ha reducido a 0,3 veces el PIB per cápita.

Evaluación del Cumplimiento de Objetivos 

Atendida la dificultad para observar el efecto directo de las modificaciones planteadas sobre la probabilidad de ocurrencia de una insolvencia bancaria o de una crisis financiera, algunos indicadores que pueden ser de utilidad para estudiar el impacto de los cambios son los resultados de las pruebas de tensión elaboradas por el BCCh y los índices de capitalización (adecuación de capital y apalancamiento) y de liquidez de la banca (Razón de Financiamiento Estable Neto y Razón de Cobertura de Liquidez), ya que permiten evaluar la probabilidad de que una entidad presente problemas financieros. Asimismo, se podría analizar el diferencial entre las tasas de interés que el mercado exige a los bancos y las referencias libres de riesgo, al ser indicativo de la percepción de riesgo que el mercado mantiene del sector.

Experiencia Internacional y Buenas Prácticas 1) Aspectos institucionales
En cuanto a buenas prácticas y en línea con lo señalado en el informe del GdT, el BCBS emitió en 2012 un set de estándares denominados "Principios Básicos para una supervisión bancaria eficaz" (PB).
 En el ámbito institucional, el principio 2 destaca la importancia de la independencia, gobernanza y protección legal del supervisor, considerándolos atributos relevantes para poder implementar una adecuada supervisión. Estas son precisamente las áreas en las que el proyecto planteado busca introducir mejoras, como se especificó en la sección I.
En particular, uno de los elementos que fortalece la gobernanza del regulador es la transición desde la figura de un superintendente único en la SBIF hacia un Consejo en la CMF. Al respecto, como se puede apreciar en el análisis del GdT y en línea con sus recomendaciones, la OCDE ha indicado que las entidades encargadas de la regulación entre sus países miembros tienden a preferir un Consejo ya que éstos, a través de las decisiones colegiadas, garantizan una mayor independencia y credibilidad del regulador.Se puede apreciar en el siguiente gráfico que en el ámbito financiero el 73% de los reguladores de países de la OCDE son gobernados por órganos colegiados.
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Fuente: Informe GdT, Figura 111.4, sobre la base del documento de la OCDE (2007) "The Public/Private Interface: regulatory authorities balancing independence with accountability".
En la misma línea, el principio 8 de los PB resalta la importancia de sostener una mirada integrada sobre el sistema que permita evaluar en su conjunto los riesgos asociados. Asimismo, el principio define como un atributo esencial que el supervisor pueda desarrollar su trabajo sobre una base consolidada para los grupos asociados a entidades bancarias, pudiendo aplicarles normas prudenciales a las distintas actividades del conglomerado. Si bien la reforma propuesta no incluye una ley de conglomerados financieros, avanza hacia a una supervisión consolidada de riesgos.

2) Estándares de Basilea III

Los estándares de capital regulatorio de Basilea III son reconocidos a nivel mundial como mejores prácticas para desarrollar mayor resiliencia en el sistema bancario. De acuerdo al último reporte del BCBS a los líderes del G20 (agosto de 2016),
 las 28 jurisdicciones miembros estaban aplicando el esquema de capital basado en riesgos, en tanto que para fines de 2016 se anticipaba que 64 jurisdicciones no miembros ya habrían incorporado la definición de capital regulatorio en sus marcos regulatorios, desde tan solo 6 en 2012. Por su parte, 70 jurisdicciones reportaban tener intenciones de hacerlo para 2018. De este modo, queda en evidencia la amplia adopción a nivel mundial de los estándares de Basilea III.

3) Herramientas para la actuación temprana ante problemas en un banco y esquema de proposición de convenio a acreedores
Con respecto a las mejores prácticas, el principio 8 de los PB recomienda que el supervisor cuente con un marco de intervención temprana. En cuanto a la experiencia internacional, se revisó el marco vigente en la Unión Europea, Estados Unidos y Perú para enfrentar problemas incipientes en una entidad bancaria:

Unión Europa: En este caso, la Directiva 2014/59/UE, también conocida como la Bank Recovery and Resolution Directive (BRRD),
 al igual que el proyecto de ley, contempla una fase de actuación temprana de la autoridad, etapa durante la cual —salvo que se haya nombrado un administrador provisional— los accionistas siguen manteniendo el control y la responsabilidad de la entidad.
 El objetivo es preservar la estabilidad financiera, corrigiendo la situación antes de alcanzar el punto de no viabilidad de la entidad bancaria en problemas. Así, el artículo 27 de la Directiva establece que las autoridades competentes pueden implementar las medidas de actuación temprana cuando una entidad infringe (efectiva o previsiblemente) sus requisitos prudenciales, requisitos de capital o condiciones de operación, entre otros requisitos de la legislación de la Unión Europea, debido a un acelerado deterioro de su situación financiera. Las medidas de actuación temprana deben incluir, al menos, las siguientes facultades: exigir que se apliquen elementos del plan de reestructuración (que deben tener establecido de forma preventiva) o bien que se actualice; exigir al órgano directivo de la entidad un plan (y calendario) de actuación para resolver los problemas; exigir que se convoque o convocar directamente una junta de accionistas; exigir la destitución o sustitución de miembros del órgano directivo o de la alta administración; exigir un plan para la negociación de reestructuración de la deuda; exigir cambios en la estrategia empresarial o estructura orgánica; y recabar información (incluyendo vía inspecciones in situ). Si la destitución o sustitución de miembros del órgano directivo o de la alta administración es considerada insuficiente, las autoridades competentes pueden designar un administrador provisional y designarle facultades caso a caso.
Estados Unidos: La ley Dodd-Frank,
en su sección 166, establece un marco de remediación temprana para conglomerados bancarios con activos superiores a los USD 50.000 millones,con el objeto de minimizar la probabilidad de insolvencia y los costos asociados para la estabilidad financiera. Para ello encarga el desarrollo regulatorio a la Junta de Gobernadores de la Reserva Federal, incluyendo la definición de los indicadores para monitorear la condición financiera de las entidades y el establecimiento de requisitos progresivamente más estrictos en la medida en que la condición de la entidad empeora. Esto último debe incluir en una etapa inicial límites a las distribuciones de capital, a las adquisiciones y al crecimiento de los activos; y en una etapa de deterioro más avanzada debe contemplar un plan de restauración de capital y requisitos de aumento de capital, limitaciones a las transacciones con partes relacionadas, cambios en la administración y venta de activos.

Perú: El marco regulatorio contempla tres fases: vigilancia, intervención o liquidación. La fase equivalente al plan de regularización del proyecto es el denominado régimen de vigilancia, período durante el cual las empresas deben presentar un plan de recuperación. El artículo 95 de la Ley General del Sistema Financiero establece las diversas causales que gatillan el régimen, entre las que se incluyen, disminución de patrimonio bajo límites exigidos, rebeldía y otros. No obstante, la Superintendencia de Banca y Seguros (con conocimiento previo del banco central en caso de empresas financieras) también puede determinar el estado de vigilancia sin mediar las causales establecidas en el artículo 95 de la ley anteriormente mencionada. Además, en esta etapa la Superintendencia está facultada para: evaluar el patrimonio real de la empresa y realizar los estudios que permitan establecer la posibilidad de rehabilitarla; determinar el patrimonio real de la empresa y, en su caso, disponer la cancelación de las pérdidas con cargo a las reservas legales y facultativas, y al capital social; y requerir a los accionistas que efectúen nuevos aportes de capital en efectivo de forma inmediata. En el caso que los accionistas no los efectúen, pierden su derecho preferencial y la Superintendencia puede obtener dichos aportes de terceros.

Con respecto al mecanismo de proposición de convenio a acreedores, no se conoce en la experiencia internacional un esquema similar, ni existen recomendaciones en esta línea por parte de organismos que desarrollan estándares en la materia. Más aún, diversos organismos internacionales han señalado la poca efectividad que tendría este mecanismo para dar continuidad a un banco que presente problemas. Por otro lado, una vez llegado eI punto de insolvencia, los reguladores suelen contar con herramientas para la resolución bancaria, buscando que sean los accionistas los primeros en absorber pérdidas, como se menciona en la sección III.
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 Sección III: Comparación con Políticas Públicas Alternativas 

La principal alternativa al modelo de supervisión sectorial vigente y al esquema propuesto, que fue evaluada fue la del modelo de Twin Peaks, a la luz de las recomendaciones de la Comisión de Reforma a la Regulación y Supervisión Financiera, convocada por el Ministerio de Hacienda en el año 2010 y presidida por Jorge Desormeaux. En su informe varias de las ventajas que observan para dicho esquema también se reconocen para el modelo integrado. Sin embargo, los autores sostenían que en el modelo integrado podría generarse un conflicto entre los objetivos de solvencia y de conducta de mercado, a la luz de la experiencia del Reino Unido tras la reciente crisis financiera:

"El potencial conflicto de objetivos es un riesgo muy real, ya que en condiciones normales el objetivo de conducta de mercado recibe mayor atención del mundo político. Es por ello que parece más adecuado un esquema que separe las tareas de la supervisión y regulación financiera en dos grandes áreas: la regulación prudencial o de solvencia, por un lado, y la conducta de mercado y la protección al consumidor, por el otro. Así, se permite, por una parte, proteger a los reguladores prudenciales de un enfoque de regulación de conducta excesivamente intrusivo y, al mismo tiempo, que aspectos tales como la transparencia, la integridad de los mercados y la protección al consumidor reciban la debida atención, a través de un órgano dedicado a su defensa y promoción.

De esta manera, el modelo Twin Peaks permitiría aprovechar todas las ventajas del modelo integrado, en términos de sinergias, economías de escala y de ámbito, tratamiento adecuado de conglomerados financieros y menor riesgo de duplicaciones, superposiciones y arbitrajes regulatorios, pero evitando una de sus debilidades más importantes: el riesgo de que se produzca una confusión de objetivos cuando éstos resultan conflictivos." 

Si bien se reconoce la falla en la supervisión ocurrida en el Reino Unido, se estima que una experiencia puntual no justifica mantener dos entidades separadas, considerando el mayor costo fiscal que ello implica, además del desaprovechamiento de economías de escala, de ámbito y otras fuentes de sinergias. De este modo, el esquema no permite concentrar recursos y conocimientos en la supervisión y regulación del mercado. Adicionalmente, a lo largo de los últimos años las jurisdicciones han ido incorporando los distintos aprendizajes de la crisis financiera mundial que tuvo sus inicios en el año 2007 y el mundo político ha adquirido una mayor sensibilidad sobre la importancia de ambos objetivos. Contribuye también la introducción de un órgano directivo colegiado, que permite mayor atención sobre distintos temas. De la misma forma, el fortalecimiento de la independencia del supervisor genera menor propensión a guiar su agenda por demandas externas.

Por otra parte, el mercado chileno es relativamente pequeño, de modo que pierde fuerza el argumento de que el tamaño del supervisor integrado podría aumentar la burocracia y dificultar su administración. Además, al no tratarse de un modelo integrado "puro", el BCCh también retiene ciertas facultades en el ámbito prudencial que permiten balancear una eventual dominancia de un regulador integrado, pudiendo advertir potenciales deficiencias. Lo mismo ocurre con el SERNAC en torno a la supervisión de la conducta de mercado. Asimismo, en línea con lo recomendado por dicha Comisión, posteriormente se creó el Consejo de Estabilidad Financiera (CEF), que también contribuiría al monitoreo del trabajo prudencial de la CMF.

En otra línea, el modelo Twin Peaks tiene la debilidad de que no propende a una plena coherencia regulatoria, al perpetuar la existencia de dos estándares que pueden ser divergentes en lo relativo a solvencia y lo vinculado a conducta de mercado. Esto puede traducirse en menor certeza e incluso confusión con respecto a las competencias de cada regulador por parte de los supervisados, pudiendo producirse traslapes relevantes. Lo anterior es relevante si se tiene en consideración que, pese a la aparente separación entre ambas áreas, en la práctica la línea es difusa. Así, un problema de conducta de mercado lo suficientemente grave puede evolucionar rápidamente a un problema de solvencia, especialmente en un sector como el bancario en que un problema conductual puede desatar una corrida por parte de los depositantes y, eventualmente, una crisis sistémica.

Otro punto a considerar es que también se han producido fracasos en la supervisión bajo el modelo de Twin Peaks, en tanto se ha argumentado que su éxito responde en parte a factores idiosincráticos, de modo que un buen desempeño en una jurisdicción no lo garantiza en otra." Con todo, se estima que la conveniencia de un modelo u otro depende de las circunstancias locales, sin ser ninguno una panacea. En efecto, la crisis financiera global que comenzó hace una década tuvo efectos devastadores en los Países Bajos, donde se adoptó el enfoque de Twin Peaks en 2002. Y en Australia, en 2001 falló HIH, una compañía de seguros de gran tamaño bajo la supervisión de la Australian Prudential Regulation Authority (el regulador prudencial de su esquema Twin Peaks), y en 2000 casi colapsó Zurich Insurance. En cuanto al desempeño de la Australian Securities & Investments Commission (regulador de conducta de mercado), también ha sido blanco de críticas, incluso desde el Senado australiano.

Con respecto a las políticas públicas actualmente vigentes, entre los elementos que han contribuido a lo largo de años recientes a desarrollar una mirada más integral sobre el mercado financiero, destaca la creación del CEF y su posterior consagración en la Ley N°20.789. Lo anterior, ya que la ley CEF facilita el intercambio de información, la cooperación y la coordinación entre los distintos reguladores. No obstante, su alcance es limitado, ya que dichas facilidades solo pueden ser invocadas en el contexto de riesgos sobre la estabilidad financiera, excluyendo de su ámbito situaciones sin potencial impacto sistémico o relativas a conducta de mercado, entre otras.

Por otra parte, en cuanto al manejo de problemas de solvencia en etapas más avanzadas, se consideraron diversas herramientas de resolución bancaria, en línea con las recomendaciones del GdT y de los Key Attributes of Effective Resolution Regimes for Financial Institutions del Financial Stability Board, entre otros.
En particular, se estudió la posibilidad de integrar a nuestro sistema normativo instrumentos que permitieran separar y transferir activos y pasivos desde un banco insolvente a un tercero o bien a una entidad puente. No obstante, pese a estimarse conveniente desarrollar un marco de resolución bancaria en el mediano plazo, en atención a la urgencia de avanzar hacia los estándares de Basilea III y en la conveniencia de fortalecer la institucionalidad del regulador, se optó por ingresar el proyecto con los elementos de mayor urgencia, mientras se sigue trabajando en el desarrollo de un marco de resolución más completo. Para este propósito, los miembros del Consejo de Estabilidad Financiera acordaron en diciembre de 2016 establecer un Grupo de Trabajo para " analizar las herramientas disponibles en el marco legislativo y regulatorio actual para enfrentar situaciones de insolvencia o inestabilidad financiera en entidades que se encuentran dentro del perímetro regulatorio de las superintendencias que participan en el Consejo ".
 De este modo, la instancia de evaluación para un marco de resolución incluye representantes de alto nivel de la SBIF, la SVS (pronta a transformarse en la CMF), la Superintendencia de Pensiones, el BCCh y el Ministerio de Hacienda; el grupo comenzó su trabajo en marzo de 2017.

Coordinación con otras Políticas Públicas

La propuesta implica un esfuerzo de coordinación importante con la recientemente aprobada Ley N° 21.000 que creó la CMF, con el objeto de llevar a cabo la integración institucional de la antigua SVS y de la SBIF.

Asimismo, el proyecto requiere una modificación a la Ley N°20.789, ya que cambiaría la composición del CEF.

Por otra parte, debido a la incorporación de los instrumentos híbridos al mercado de capitales es necesario considerar cambios al esquema de límites a las inversiones de compañías de seguros y administradoras de fondos de pensiones, en el Decreto con Fuerza de Ley N°251 y en el Decreto de Ley N°3.500, respectivamente. Lo anterior, con el objeto de imponer restricciones a la exposición máxima del sector a los bonos perpetuos, ya que estos son más riesgosos que los instrumentos de renta fija tradicionales.
Sección IV: Ventajas y Beneficiarios

1) Disminuye el riesgo de crisis financieras de origen bancario

Sin perjuicio que el sistema financiero chileno ha demostrado una estabilidad en los últimos 30 años, el principal beneficio asociado al proyecto es la mitigación del riesgo de materialización de crisis de origen bancario. Esto a su vez beneficia, en primer lugar, a los depositantes, al disminuir la posibilidad de pérdida de sus depósitos. Cabe notar que en el sistema bancario chileno existen depósitos (a la vista y a plazo) y cuentas de ahorro por un total de USD 167.751 millones a febrero de 2017, de los cuales USD 46.154 millones (un 27,5%) corresponden a personas naturales.

En segundo lugar, beneficia a los emprendedores en busca de financiamiento, ya que el sistema bancario sano podrá ejercer su rol de intermediario en forma eficaz y sin interrupciones. Lo anterior cobra relevancia si se considera que el aspecto más importante que limita el crecimiento de las empresas de los 1.814.938 microempresarios
 del país es precisamente la falta de financiamiento, con un 27,3% de las menciones según la Encuesta de Microemprendimiento 2015 del Ministerio de Economía.

En tercer lugar, beneficia al fisco y, por ende, a los contribuyentes, ya que al existir garantías sobre ciertos depósitos las finanzas públicas permanecen expuestas al riesgo de crisis bancarias. También podría gestarse un acceso a mejores condiciones de financiamiento para el Estado, atendido el menor riesgo para las finanzas públicas al tener un sistema bancario resiliente que disminuya la probabilidad de que tenga que acudir a su rescate. Como se revisó en la Sección I, de acuerdo a las conclusiones de Amaglobeli et al. (2015) los costos fiscales asociados a la intervención gubernamental de un banco se sitúan en torno al 6% del PIB, pero en varios casos puede superar el 10% del PIB, en tanto que dichos episodios suelen ser seguidos por un aumento importante del endeudamiento público. Asimismo, se deben tener en consideración las potenciales mejoras en el bienestar social que se desprenden de los posibles usos alternativos de recursos destinados a manejar una crisis.

Por otra parte, se percibe un beneficio amplio para la sociedad, ya que al disminuir los riesgos de crisis se aporta a un crecimiento estable y se reduce la posibilidad de una disminución permanente en el PIB potencial. En este sentido, como se mencionó en la Sección I, Ball (2014) estima una pérdida promedio del PIB potencial de 8,4% producto de la denominada Gran Recesión que comenzó hace una década, aunque en algunos casos dicha merma se eleva por sobre el 30%. De este modo, la sustentabilidad de la banca en el largo plazo se traduce en una menor volatilidad de la actividad económica y, en última instancia, en un mayor bienestar social.

En efecto, en el contexto del BCBS se han realizado varios estudios que intentan evaluar tanto costos como beneficios de la implementación de Basilea III. En particular, en 2010 el Comité realizó un análisis del impacto de largo plazo de las reformas de liquidez y capital propuestas por Basilea 111.
 Por el lado de los beneficios, los autores encuentran que la mayor estabilidad financiera asociada a la introducción de estas regulaciones permite evitar episodios de crisis cuyos costos, en el plazo de varios años, pueden llegar a superar el 100% del producto previo a la crisis. Lo anterior no es menor al considerar que la evidencia histórica sugiere que la probabilidad de que se origine una crisis en un año determinado es de entre 4% y 5%. Al considerar la mediana de las estimaciones de las pérdidas acumuladas (y descontadas) del nivel del producto asociadas a una crisis a lo largo de estudios comparables, el estudio encuentra que la disminución de un 1% en la probabilidad de crisis se traduce en un beneficio esperado anual de 0,6% del producto si se consideran efectos permanentes en la actividad. En contraste, utilizando la mediana de costos tomando en cuenta solo efectos transitorios, cada reducción de 1% en la probabilidad de crisis produciría beneficios de 0,2% del producto. Con todo, al hacer un balance costo-beneficios, se plantea que existirían beneficios netos positivos y que todavía quedaría espacio para fortalecer los requisitos de capital y liquidez.

En la misma línea, Fender y Lewrick (2016),
 también en el marco del BCBS, realizan una evaluación del impacto macroeconómico de la aplicación de los estándares de Basilea III, considerando tanto el efecto positivo de un menor riesgo de contracciones en el PIB producto de crisis sistémicas, como el costo en la actividad económica asociado a las necesidades de aumento de capital. En este contexto, los autores encuentran que las mejoras asociadas a Basilea III generan beneficios netos en un rango entre 0,5% y 2% del PIB, gracias a la disminución del riesgo de crisis sistémicas.

2) Eventual aumento en el volumen de préstamos comerciales en el largo plazo

Con respecto al volumen de préstamos bancarios, Buch y Prieto (2014)
 concluyen que, para Alemania, un mayor nivel de capital bancario tiende a asociarse con mayores volúmenes de préstamos comerciales en el largo plazo, a diferencia de la literatura prevalente en el ámbito de requisitos de capital, que tiende a enfocarse en el corto plazo. Los autores argumentan que, ante mayores requerimientos de capital, los bancos pueden elegir entre distintas formas de recalibrar su balance, como por ejemplo un desapalancamiento con un total de activos constante, un desapalancamiento con incremento en el total de activos, reasignación de colocaciones con un total de activos constante o una combinación de las anteriores. Por lo tanto, la disminución de los créditos no es la única opción de ajuste. Alternativamente, los bancos podrían recapitalizarse y mantener el crecimiento de sus activos. En particular, los autores encuentran que un aumento de un 1% en la razón de capital incrementa los volúmenes de préstamos bancarios en alrededor de 0,22%, tomando en consideración datos de 60 años.

3) Mejora la sustentabilidad y competitividad de la industria, proyectando a Chile como centro financiero regional

En el largo plazo se crea una industria más sustentable y competitiva, alcanzando así los estándares en materia de regulación prudencial cada vez más necesarios en operaciones con institucionales extranjeros. Lo anterior, a su vez, permite proyectar a Chile como un centro financiero regional, ya que al homologar los estándares locales de capital y gestión de riesgos con los extranjeros mejora la evaluación de riesgo del sistema financiero en comparación con otros pares de la región. Si bien Chile presenta los mayores indicadores de profundidad financiera de América Latina
 y destaca en las mediciones de fortaleza bancaria
, presenta un rezago respecto de las principales plazas bancarias de la región en materia implementación de las orientaciones internacionales en materia de regulación bancaria
. De este modo, se potencia el atractivo de utilizar el sistema financiero chileno como plataforma para operaciones, tanto en Chile como en el resto de Latinoamérica.

Los cambios legales propuestos también favorecerían la internacionalización del sistema financiero chileno, expandiendo el ámbito de negocios más allá de las fronteras internas, permitiendo con ello una mayor diversificación de los riesgos y generando oportunidades de crecimiento.
 También se generarían beneficios asociados a la facilitación de procesos exportadores, al aumentar las formas en que los bancos pueden acompañar a sus clientes corporativos en sus procesos de internacionalización.

Sección V: Identificación de Costos y Partes Afectadas

Aumento de los pasivos contingentes fiscales

Se estima que el cambio de esquema de garantías incrementará los pasivos contingentes del Estado. En particular, según estimaciones de la Dirección de Presupuestos, la exposición fiscal máxima asociada a la garantía estatal a los depósitos aumentaría desde 2,28% del PIB hasta 3,14% del PIB, sobre la base de datos a diciembre de 2016.

Mayor costo fiscal por traspaso de los funcionarios de la SBIF a la CMF

Según lo estimado por la Dirección de Presupuestos, el traspaso de los funcionarios de la SBIF hacia la CMF, sin solución de continuidad, generaría un mayor costo fiscal por un máximo de $92,9 millones. Lo anterior, debido a que la aplicación del artículo 30 de la ley N°21.000 implica que cinco directivos pertenecientes al II nivel jerárquico se traspasarían desde la SBIF a la CMF. Este mayor gasto fiscal efectivo de cada año dependerá de la permanencia en el cargo de dichos funcionarios.

Aumento en los requerimientos de capital de los bancos

Entre los principales afectados por la propuesta destacan las entidades bancarias, atendido el efecto de los nuevos requerimientos de capital necesarios para cerrar las brechas con respecto a los estándares de Basilea III. Al respecto, la SBIF ha estimado el potencial impacto para los bancos en términos de los déficits de capital que debieran subsanar, sobre la base de cifras consolidadas a abril de 2016. En particular, en el escenario base las estimaciones apuntan a necesidades de capital por USD 2.702 millones, observándose un total de nueve bancos con déficit, donde solo cinco de ellos concentran el 90% del requerimiento adicional. Este déficit se explicaría, principalmente, por la incorporación del colchón de conservación. Las estimaciones utilizan los enfoques estandarizados de Basilea II (de 2006 a 2011) para calcular los APR de crédito, contraparte, operacional, general y específico de mercado, así como el marco de mitigación (garantías). Asimismo, se asumió una deducción por impuesto diferido del capital básico a una tasa de 27% para todo el sistema bancario, sin considerar cargos específicos a bancos sistémicos, requerimientos adicionales por colchón contra cíclico, ni la emisión de los denominados instrumentos híbridos. Sin embargo, al considerar la posibilidad de que los bancos emitan instrumentos híbridos para cubrir sus necesidades de capital adicional Tier 1, el déficit de capital básico se reduce de forma considerable a USD 518 millones, distribuido en cuatro bancos de la plaza, donde solo uno de ellos explica el 60% del requerimiento.

En otra línea, al considerar un cargo sistémico para las instituciones con participación significativa de mercado, en los términos del actual artículo 35 bis de la LGB, las necesidades adicionales de capital aumentarían a USD 4.250 millones, que podrían reducirse a USD 1.041 millones de capital básico si se considera la emisión de instrumentos híbridos. Por otra parte, si se considera un requerimiento adicional de 1% de capital básico para dichas instituciones sistémicas, los déficits de la banca llegarían a USD 3.891 millones, reduciéndose a USD 968 millones de capital básico al suponer el uso de instrumentos híbridos.

Considerando el escenario base para cada banco de forma individual y el período de transición hasta el año 2024, se estima que dos de ellos podrían subsanar su déficit sin modificar su distribución de dividendos, tres tendrían que aumentar su tasa de reinversión y solo dos tendrían que realizar aportes adicionales de capital.

Por otra parte, en caso que no se consideren descuentos al capital por efecto de los impuestos diferidos, las necesidades aumentan a alrededor de USD 3.359 millones, principalmente por el efecto de la sobretasa tributaria aplicable al BancoEstado.

4) Mayores necesidades de capitalización de BancoEstado

Si bien las necesidades de capital dependerán de las decisiones regulatorias de la CMF en lo relativo a la ponderación por riesgo de los activos, entre otros elementos, según estimaciones de la Dirección de Presupuestos el proyecto demandaría que BancoEstado reciba aportes extraordinarios de capital por parte del Fisco. Por estos conceptos, el Fisco incurriría en un costo que ascendería a los USD 1.620 millones hasta el año 2024, el que sería ejecutado a través de las leyes de presupuestos correspondientes.

5) Potencial aumento en las tasas de interés de los créditos bancarios, menor provisión de crédito y disminución en el nivel del PIB

En otra línea, también es de interés evaluar los efectos indirectos en el mercado financiero. En este sentido, Sutorova y Teply (2013) estudian los efectos del nuevo marco regulatorio bancario de la Unión Europea definido por Basilea III y las nuevas Directivas de Requerimientos de Capital (CRD IV). 
 Para ello, los autores utilizan datos de 594 bancos de la Unión Europea durante el período 2006-2011. Sus resultados predicen un alza de 54 puntos base sobre la tasa de sus créditos
 y una caída de 2% en los préstamos ofrecidos para aquellos bancos que aún no cerraban las brechas de capital regulatorio. Los autores plantean que esta caída es más bien moderada, lo que podría deberse a los siguientes factores: i) muchos bancos europeos ya se encontraban cumpliendo con los requerimientos de capital, aunque no eran aún obligatorios (cuestión que también ocurre en Chile , en el caso de bancos con matrices en jurisdicciones que ya han adoptado Basilea III); fi) el incremento de un punto porcentual en la razón de capital básico debería producir un incremento en las tasas de préstamos de tan solo 18,8 puntos base y iii) la elasticidad de demanda por préstamos en Europa es relativamente baja. Además, agregan que, debido a que el período de implementación de los nuevos requerimientos de capital era de siete años, los impactos no deberían ser perceptibles para las economías afectadas.

Asimismo, Angelini et al. (2015) evalúan el impacto de largo plazo de Basilea III utilizando un amplio rango de modelos macroeconómicos y econométricos.
 Los autores encuentran que cada punto porcentual en que se eleva la razón de capital se traduce en una pérdida de 0,09% de nivel de PIB potencial, pero también se reduce la volatilidad de la producción de la economía, especialmente cuando existen requisitos de capital sensibles a la razón de créditos a PIB, como el colchón contra cíclico.

Por otra parte, el Institute of International Finance (IIF, 2011) encuentra que la introducción de mayores regulaciones sobre el sistema financiero tendría efectos significativos sobre la actividad económica y las tasas de los créditos de las principales economías desarrolladas, aunque advierten que los efectos probablemente también se percibirían en países emergentes.
 Los autores estiman que, para el promedio de las economías desarrolladas, las regulaciones propuestas por Basilea III y Dodd-Frank disminuirían en un 3,2% el PIB en un horizonte de 5 años, aumentarían las tasas de los créditos en 364 puntos base e implicarían la pérdida de 7,5 millones de puestos de trabajo. Este trabajo analiza en forma conjunta diferentes cambios regulatorios en el marco de un modelo de equilibrio general para el mediano plazo. Así, adicionalmente a aumentos en la razón de capital exigido por los reguladores, se analizan también aumentos en las razones de liquidez exigidos, aumentos en la carga impositiva de los bancos y otras reformas particulares a cada país. Si bien, los autores reconocen que estas regulaciones contribuirían a la estabilidad financiera, consideran que los beneficios de las regulaciones de este tipo generalmente están sobreestimados y no compensan los costos que generan. Cabe notar que si bien esta evaluación de los posibles costos se encuentra entre las más extremas que fueron revisadas, el IIF es una asociación gremial de la industria financiera global, cuya misión es proteger los intereses de sus miembros. 

En una línea similar, el trabajo de Oxford Economics (2013) estudia los costos económicos que tendría la aplicación de Basilea III en el sistema bancario de Estados Unidos.  Los autores destacan que sus resultados presentan una alta dependencia a los supuestos que se utilicen para calibrar sus modelos. En particular, las definiciones sobre el comportamiento de las  fuentes de financiamiento de los bancos y el tamaño de las reservas de capital que los bancos mantienen por sobre el límite regulatorio son cruciales al momento de definir el impacto económico de Basilea III. Para el escenario central, se estima que la introducción de Basilea III provocaría un aumento en las tasas de los créditos de entre 0,9 y 1,3% y esto, a su vez, mermaría el crecimiento. Específicamente, para un horizonte de proyección de 9 años, el documento encuentra que un incremento de 1% en la razón de capital básico se traduce un aumento de 15 puntos base en las tasas de los créditos y en una disminución del nivel del PIB de 0,14%. Cabe señalar la importancia identificada por los autores del período de transición para mitigar estos costos. Al igual que en el trabajo previo, es importante mencionar que el estudio fue preparado para The Clearing House Association, entidad establecida por los principales bancos de Estados Unidos
Con todo, con el objeto de mitigar un eventual aumento en el costo de fondeo de los bancos, el proyecto considera un período de transición hasta el año 2024 para adecuarse a los nuevos requerimientos de capital, por lo que no se anticipan efectos abruptos sobre el sistema financiero.

Conclusiones

Aunque en virtud de la evidencia mixta existente no puede descartase que en el mediano plazo puedan existir costos asociados a los mayores requerimientos de capital, incluyendo algún nivel de restricción al crédito, un aumento en su costo o incluso, una reducción en el PIB, se estima que estos costos podrían ser atenuados con una implementación gradual (período de transición) y mejoras en la clasificación de riesgo de la industria que permitan reducir sus costos de financiamiento.

Asimismo, estos costos serían compensados con creces por los beneficios de más largo plazo, como son los asociados a una menor probabilidad de ocurrencia de crisis sistémicas y los altísimos costos que estas implican. Como se vio en la Sección IV, Buch y Prieto (2014) concluyen que en el caso de Alemania un aumento en la razón de capital se traduce en una expansión del crédito en el largo plazo. En la misma línea, como se revisó en la sección previa, al considerar el beneficio esperado asociado a la mitigación del riesgo de crisis financieras, tanto BCBS (2010) como Fender y Lewrick (2016) encuentran que en términos netos se producen beneficios que compensan los costos asociados a mayores tasas de interés y moderación de la actividad económica.”.
IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO
S. 303 de 14 de junio de 2017.-
El señor Rodrigo Valdés, Ministro de Hacienda, presenta el proyecto de ley de estudio detallando el contexto del sistema bancario; sus objetivos y contenido; y, los beneficios y costos del mismo a través de la siguiente presentación:
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S.304 de 20 de junio de 2017.-
El señor Eric Parrado (Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras), comienza por señalar que el proyecto de ley es fundamental para la Superintendencia. Menciona que asiste acompañado del equipo multidisciplinario que trabajó en la elaboración del proyecto en estudio en conjunto con el Ministerio de Hacienda y Banco Central.


Plantea a modo de introducción que el proyecto de ley sobre modernización bancaria representa uno de los cambios más significativos en el sistema financiero nacional en las últimas décadas, ya que permite incorporar las mejores prácticas y los estándares internacionales al funcionamiento del sistema bancario. Subraya que esta reforma es importante no solo para la Superintendencia, sino para todo el país, ya sea por la estabilidad financiera de Chile; la institucionalidad supervisora, y la protección de los depositantes. 


Hace presente que la importancia de la iniciativa se explica porque han pasado dos décadas desde que no se hace una reforma de esta envergadura, siendo la última el año 86. Añade que en 1997 se realizó la última modificación.


Explica que el proyecto de ley descansa en tres pilares fundamentales: i) Fortalecimiento del gobierno corporativo del supervisor bancario; ii) Adaptación de los estándares internacionales de regulación de capital asociado a los estándares internacionales de Basilea III, y iii) Ajustes al mecanismo de resolución bancaria. Indica que estos tres componentes han sido considerados debilidades de nuestro sistema financiero y han sido objeto de los comentarios de multilaterales, tales como, el Fondo Monetario Internacional y Banco de Sistema de Pagos.


Posteriormente, expone una detallada presentación digital, que a continuación se transcribe, la cual da cuenta de los aspectos de regulación bancaria de Chile y el mundo, comparando los estándares internacionales aplicadas en el mundo desarrollado versus las aplicados en el caso chileno; cargos de capital asociados a los estándares de Basilea III; Fortalecimiento de Gobiernos Corporativos y los ajustes al mecanismo de resolución que incluye también la garantía a los depósitos. Detalla que la referida presentación se concentra en los aspectos de Basilea III, señalando que en los aspectos de liquidez se ha avanzado constantemente, pues se han requerido cambios en las normas administrativas.


Indica que la línea de tiempo que se exhibe muestra los aspectos nacionales e internacionales y los matices entre los cambios experimentados por Basilea y los realizados en nuestro país.  Señala que ya en el año 2010 se comenzó a discutir los requerimientos adicionales de capital exigidos por Basilea III a los Bancos.
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* EL objetivo del colchon contraciclico es minimizar los costos macroeconomicos de
burbujas crediticias en “buenos tiempos” y los colapsos que afectan el crecimiento
econdémico en “tiempos malos”

- Basilea propone calcular el colchén contraciclico a partir de la siguiente formula:

- Cuando la diferencia supera el 10% de la formula anterior, el buffer es 2,5% y
cuando es menor a 2% el buffer es de 0% de los APR. Entre esos dos niveles el
buffer es lineal




[image: image56.png]Colchon de ﬁ ‘?;“;“:m
capital contraciclico ==

e

* Esta metodologia ha sido sujeto de bastante critica, pues es inestable (pasa muy facil de
0% a 10%) y en algunos paises ha demostrado ser pro-ciclica (se activa en la parte baja
del ciclo)

Acumulacion del CCyB - Chile e

GAP
BUFFER

TIEMPO

- ELPDL considera que el BCCh es el encargado de activar/desactivar el requerimiento,
en virtud de una evaluacion mas amplia de la evolucion del ciclo econdomico

wwwisbif.cl




[image: image57.png]Probabilidad de Crisis

ottt
Beneficio neto de Basilea lll ﬁ e

* Existen beneficios asociados a una menor probabilidad de crisis
y a un menor costo estimado en caso de ocurrencia:

«La disminucion de la probabilidad de crisis en 1% aumentaria
el PIBen 0,6%.

« La convergencia a estandares globales como Basilea Ill es “credit
positive” para los bancos y por lo tanto, se espera reducciones en
los costos de fondeo.

< En términos macro, se espera mejoras en la sustentabilidad y
competitividad de la industria, incentivando la inversion y
aumentando la confianza en la solidez del sistema bancario.

« Los costos podrian asociarse a aumentos marginales en tasas de
interes de bancos que requieran mas capital. Sin embargo, esto
considera la no presencia de gradualidad o cambios en los
ponderadores de los APR.

« Las estimaciones disponibles arrojan que los beneficios superan
a los posibles costos. BIS estima un beneficio neto de entre 0,5%
y 2,0% del PIB anual.
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- “Orientaciones para identificar y hacer frente a bancos en problemas” (BIS,
2015):

-ldentificacién anticipada de riesgos y mecanismos de intervencion temprana
para evitar el contagio y riesgos sistémicos

*Marco de accion flexible y eficaz
“Claridad y coherencia en las actuacionés del supervisor

*Cuando la evaluacién del supervisor es que un banco alcanzado el punto de no
retorno, debe decidir sobre su resolucién siguiendo un criterio de minimo
costo
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+ “Condiciones clave para la resoluci6n efectiva de instituciones financieras” (FSB,
2014):

* Asegurar la continuidad de servicios de importancia sistémica

* Proteger adecuadamente a los depositantes y acreedores (“no worse off
principle”)

- Asignar adecuadamente las pérdidas a los accionistas y acreedores no
asegurados, respetando el orden de prelacion legal de sus acreencias

* No descansar en el uso (o la expectativa de uso) de fondos fiscales y privilegiar
las soluciones privadas

- Evitar la destruccion innecesaria de valor y, por lo tanto, minimizar los costos
totales de resolucion tanto privados como publicos

« Las firmas no viables pueden [y deben) salir del mercado de una manera
ordenada
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La modificacion legal busca reorganizar las facultades actualmente disponibles, de manera de
favorecer soluciones tempranas de mercado (bajo la vigilancia de un supervisor que cuenta con
proteccién legal).




[image: image62.png]Los problemas idiosincraticos ﬁ :;}f:_".m
desde los 80’s han tenido soluciones
tempranas/ privadas (guiadas)

- 1989: Banco Nacional, se designa Administrador Provisional, Banco
BHIF asume activo y pasivo

- Fines de los 90s: sociedades financieras-soluciones privadas

- En la dltima década, problemas de contagio o reputacionales se han
resuelto mediante ventas de cartera, fusiones o disoluciones anticipadas

- No hay sustituto para una gestion prudente y una supervision intrusiva

- Problemas sistémicos requieren soluciones sistémicas (no estandar)
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« EL PdL busca restituir el nivel de cobertura original, adn lejano a los niveles internacionales, sin
aumentar excesivamente el pasivo contingente para el Estado (la exposicion fiscal maxima
aumentaria desde 2,28% a 3,14% del PIB a dic.16).

www.sbif.cl
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El efercicio asume que el porcentaje de personas naturales que ejerce La garantia decrece con el saldo de sus captaciones. Lo anterior se asocla al hecho que la garantia estatal tiene
un tope anualy aceptaria implica renunciar al remanente. Por Lo tanto, mientras mayor sea el saldo en relacion a dicho tope, se asume que los depositantes preferiran no ejercer la
garantiay se sumarn a la masa de acreedores de la Institucion en liquidacién. Considerando el limite de UF 120 con tope de 90%, se asume que el 100% de los depositantes con saldos.
hasta UF 120 eferce la garantia, 25% la ejerce para montos entre UF120 y UF 500,y 0% para saldos superiores a UF 500. Considerando un tope anual de 200 UF por insttuciony 400 UF
por sistema, se asume que para saldos menores a 500 UF La probabilidad es de un 100%y para montos sobre SO0UF es 0%.

* La garantia a los depésitos cumple dos propésitos:

- Proteger a los pequefios ahorrantes y
- Disminuir el riesgo de corridas bancarias -> mayor estabilidad financiera.

www.sbif.cl




 
A modo de conclusión, manifiesta que hoy el sistema bancario chileno es destacado internacionalmente por su solidez, su regulación y supervisión y por lo tanto, es necesario seguir avanzando para adaptar las nuevas y mejores regulaciones internacionales.


El proyecto de ley en estudio constituye un paso significativo de nuestra legislación que seguirá fortaleciendo la estabilidad del sistema financiero y posicionará a Chile como uno de los países líderes en regulación y supervisión bancaria en el mundo. Enfatiza que estos cambios beneficiaran a todas las familias y empresas que usan a los bancos para intermediar sus ahorros y acceder a créditos.


El diputado Silva, en relación al Gobierno Corporativo, consulta al Superintendente su opinión acerca de si las remuneraciones constituyen una barrera a la hora de reclutar un equipo técnico de excelencia.  Al respecto, el señor Eric Parrado (Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras), reconoce que existe un costo de oportunidad alto para las personas que actualmente trabajan en el sistema financiero y decidan trabajar full time en la Comisión de Mercado Financiero, sin acceso a otro trabajo, por lo que ofrecer incentivos en este en este ámbito es un factor a considerar para tener una selección de l candidatos   idóneas para integrar la Comisión. 


El diputado Silva consulta en qué consisten las soluciones privadas. El señor Superintendente explica que se trata de soluciones privadas cuando no hay requerimientos de capital. Se trata de decisiones del Banco, ya sea por recomendación del supervisor o por conversaciones con otros bancos para avanzar en una solución y no tener problemas de liquidez o solvencia.


El diputado Silva pregunta si los cambios de ponderación por riesgos inciden en el comportamiento de los bancos. El Superintendente señala que efectivamente tales factores influyen en el comportamiento de los bancos e indica a modo de ejemplo, que los créditos hipotecarios tienen un factor de ponderación menor que el crédito comercial.  Añade que también influyen los factores de conversión, en los casos en que se produce que no se produce un aumento del crédito, sino el retiro de utilidades. Recalca que hay que balancear todos los factores para generar los incentivos correctos.


El diputado Núñez pregunta por la comparación en la OCDE y en Latinoamérica y el Caribe en cuanto a la implementación o adaptación de los principios de Basilea III. 


El diputado De Mussy pregunta por qué Chile tiene mejores índices que algunos países que ya han aplicado Basilea III. Consulta si la implementación que haga Chile va a significar seguir avanzado en posición respecto del resto de los países. 


El diputado Melero, pregunta si el proyecto contempla algún distingo en cuanto a las exigencias que se imponen al Banco Estado respecto del resto de la banca privada. 


El señor Eric Parrado (Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras), responde al señor Núñez que Chile se encuentra atrasado respecto a los países desarrollados, dado que éstos e incluso algunos países Latinoamericanos ya se encuentran implementando Basilea III, tanto desde el ámbito de la liquidez como del capital, y en efecto, recalca que el proyecto representa una gran oportunidad para ponerse al día. Al señor De Mussy le expresa que si bien es motivo de orgullo  que Chile se sitúe en el noveno lugar, no hay que confiarse; recuerda que los costos de financiamiento son mayores al no tener implementado Basilea III. Sostiene que es conveniente realizar los cambios en época de estabilidad financiera. Al señor Melero señala que si bien se reconoce el importante rol social que cumple el Banco Estado, el proyecto le impone las mismas exigencias que al resto de los bancos privados e indica que es el propietario el que debe asumir el riesgo que va a incorporar.


El diputado Santana pregunta si en término de regulación es posible que exista la tendencia a incentivar retiro de utilidades al maximizar la rentabilidad al mínimo riesgo. Pregunta si el proyecto va a implicar un encarecimiento del crédito. 


El señor Superintendente explica que si se hace una comparación con el requerimiento de capital exigido por las otras jurisdicciones se concluye que el índice chileno es menor. Señala que el hecho de implementar Basilea III implica tener una supervisión más ajustada respecto de los dividendos. 

 
El señor Mario Marcel (Presidente del Banco Central), expone la siguiente presentación en formato digital, explicando que es complementaria al resto de las exposiciones, centrándose fundamentalmente en las responsabilidades que el proyecto de ley le asigna al Banco Central. 
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[image: image66.png]Los bancos pueden entenderse como instituciones
cuyas operaciones principales consisten en otorgar
crédito y captar recursos del publico

Un banco comercial basicamente otorga créditos financiandose con
depositos y captaciones del publico.

o Activos: crédito
o Pasivos: depdsitos y captaciones

Esta visidn, por cierto muy simplificada, enfatiza las principales
actividades desarrolladas por un banco comercial.

Justamente es esta combinacion de activos y pasivos la principal
fuente de riesgos, inherentes a la actividad bancaria, y la razén de
ser de la regulacion prudencial bancaria bancaria.

Adicionalmente, los bancos generan oferta de liquidez y servicios de
pago, lo cual afecta a la economia en su conjunto.




[image: image67.png]Estas actividades son inherentemente riesgosas:
Apalancamiento y Transformacién de Madurez

= La actividad bancaria es “apalancada” por naturaleza:

o El negocio bancario se financia primordialmente con diferentes
tipos de deuda (dep6sitos, bonos , etc.) lo que genera
obligaciones de pago.

= Ademas, una de las principales funciones econémicas de la banca es
la “transformacién de madurez”:

o Combinacién de activos iliquidos y de largo plazo (por ejemplo
créditos para financiar inversiones) vs pasivos de corto plazo y
exigibles (captaciones).

= Esta funcién basica implica que los bancos necesariamente enfrentan
riesgos: los depdsitos son exigibles, pero no es facil liquidar el
grueso de los activos.





[image: image68.png]Asi, un banco comercial estd naturalmente expuesto a
diferentes riesgos financieros: de crédito, de mercado
y de liquidez; ademds del riesgo operacional

Balance simplificado de un banco comercial
Activos Pasivos

Créditos (consumo, comercial, hipotecarios) Depdsitos

Otros activos financieros Bonos (emitidos)
Riesgo de Crédito: La posibilidad de que el Riesgo de liquidez en los depésitos y
deudor no pague su crédito en tiempo y captaciones: La posibilidad de un retiro o no

forma. renovacién mayores a lo esperado.

Riesgos de mercado en los activos
financieros: La posibilidad de que los
precios, tipos de cambio o tasas de interés
cambien, perjudicando el valor de los activos
y las utilidades.

Riesgo de liquidez en los activos financieros
de negociacién: La posible necesidad de
vender activos rapidamente a precios
desfavorables.

El riesgo operacional se refiere a las posibles pérdidas debidas a la inadecuacion o a fallas de
los procesos y sistemas internos, o del personal.




[image: image69.png]La gestion de los riesgos es fundamental en la
administraciéon de un banco, lo cual se materializa a
través de un set amplio de herramientas

Los riesgos de liquidez son gestionados a través de la
acumulacion de activos liquidos suficientes para enfrentar
egresos netos en plazos muy acotados (por ejemplo, 30 dias).

La gestion de riesgo de crédito busca enfrentar las pérdidas
esperadas que puedan generar incumplimientos de los deudores,
a través de provisiones y garantias o colaterales.

La gestion de riesgos de mercado busca enfrentar las pérdidas
por fluctuaciones de tasas de interés de instrumentos financieros
y la fluctuacién en el valor de las monedas. En este contexto, se
circunscribe la amplia utilizacién de instrumentos derivados.

La ultima linea de proteccion la constituye el capital, el cual
permite enfrentar shocks inesperados.





[image: image70.png]Todas estas herramientas comparten el objetivo de
preservar la integridad del balance de las
instituciones
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[image: image71.png]Si bien los bancos tienen incentivos para gestionar
apropiadamente sus riegos, surge la necesidad de
establecer estrictos estandares de regulacién

Los bancos son instituciones cuyo funcionamiento es
fundamental para la economia.

Las personas confian sus recursos en estas instituciones
principalmente a través de depdsitos y captaciones,
comprometiendo la fe publica.

En este sentido, se busca contener externalidades negativas para
el sistema financiero y, por lo tanto, para la sociedad en su
conjunto.

Por la misma razoén de tratarse de un sistema basado en la
confianza del publico, los problemas originados en un banco
determinado se pueden propagar facilmente al resto del sistema.
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[image: image73.png]Si bien los bancos tienen incentivos para gestionar
apropiadamente sus riegos, surge la necesidad de
establecer estrictos estandares de regulacién

Los bancos son instituciones cuyo funcionamiento es
fundamental para la economia.

Las personas confian sus recursos en estas instituciones
principalmente a través de depdsitos y captaciones,
comprometiendo la fe publica.

En este sentido, se busca contener externalidades negativas para
el sistema financiero y, por lo tanto, para la sociedad en su
conjunto.

Por la misma razoén de tratarse de un sistema basado en la
confianza del publico, los problemas originados en un banco
determinado se pueden propagar facilmente al resto del sistema.




[image: image74.png]Si bien los bancos tienen incentivos para gestionar
apropiadamente sus riegos, surge la necesidad de
establecer estrictos estandares regulacién

= Siguiendo esta ldgica la regulacion busca objetivos especificos
como los siguientes :

= Evitar la sobreexposicion de los bancos a determinados riesgos.
= Buscar una valoracion precisa de las garantias utilizadas.

= Incentivar a los bancos a utilizar modelos de evaluacién de
riesgos comparables entre instituciones y que se puedan
supervisar bajo criterios objetivos.

= Establecer reservas de liquidez minimas. Esta es, por ejemplo, la
l6gica de Basilea lll incorporada en la regulacién del BCCH.

= Se busca contener riesgos sistémicos, aumentando exigencias
para entidades de mayor tamarno.

= Una de las motivaciones fundamentales de Basilea desde su
origen es establecer un modelo internacionalmente comparable.
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Recalca que la lámina siguiente muestra como nuestra regulación está anclada a las normas de Basilea I, a la cual se han agregado normas específicas para tratar riesgos de mercados y de gestión por riesgo operacional.
[image: image76.png]Los estandares de Basilea han evolucionado desde el
modelo simple de riesgo de crédito en Basilea | hasta
un alto grado de sofisticacién en la actualidad
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1996: Enmienda Basilea | 2010: Basilea lll

o Incorpora riesgo de mercado o Masy mejor capital

o Permite “modelos internos” o Estandares globales de liquidez
para riesgo de mercado o Herramientas para mitigar

riesgos sistémicos






Para mejor comprensión de la lámina siguiente, explica que un índice de capital más alto significa disminución de riesgos de insolvencia para los bancos.

[image: image77.png]La ley vigente establece un esquema de requerimientos
de solvencia anclado estrictamente en Basilea-1 1988

!_a |égica histérica de requerimientos de capital se basa en el llamado
Indice de Adecuacion de Capital de Basilea (IAC), definido como la
razén:
IAC=Patrimonio Efectivo (PE) / Activos Ponderados por Riesgo (APR).
o El Patrimonio Efectivo estd conformado por dos componentes:

i. acciones (o Capital Basico), y

ii. bonos subordinados mds provisiones voluntarias
o El dnico riesgo considerado es el riesgo de crédito, aplicando un esquema

basico que considera cargos de capital en base a solo cinco tipos de activos.

Actualmente se exige un IAC minimo de 8%. Los instrumentos de la
segunda categoria, es decir el capital no-accionario, puede sumar hasta
3,5 puntos del IAC.

En 1988, el comité de Basilea dejé explicitamente pendiente el
tratamiento del riesgo de mercado.




[image: image78.png]En 1996, Basilea incorpora el Riesgo de Mercado y la
posibilidad de modelos internos

= En 1996, Basilea continta con la formulacion basada en el
Adecuacion de Capital de Basilea (IAC).

= Mantiene el cargo de capital por riesgo de crédito, pero agrega un
cargo adicional por riesgo de mercado, para el cual se consideran
dos posibles metodologias:

1. Esquema Estandar: que considera explicitamente una “tabulacion” de
riesgos de tasa, commodities, monedas y equities.

2. Modelos Internos: para su uso, Basilea entrega criterios generales,
lineamientos cualitativos y cuantitativos.

= En Chile, el riesgo de mercado es capturado por la regulacion del
BCCh.




[image: image79.png]Basilea Il (2006) introduce capital por riesgo
operacional, y posibilita el uso de modelos internos
para los riesgos de crédito y operacional

En riesgo de crédito se mantiene un esquema estandarizado, a la
Basilea I, y otro con modelos internos:

1. Esquema Estandar: Se crea una categoria de riesgo adicional, con lo cual se tienen
seis tipos de activos y otorga un rol a las clasificadoras de riesgo, con un vinvulo
entre ponderadores y rating crediticio.

2. Modelos Internos: Categorizacién segun ratings internos basados en estimaciones
de la Probabilidad de Incumplimiento y otros parametros relacionados.

o Estos parametros son inputs para la ponderacién por riesgo.
o Los modelos internos especificos estan sujetos a aprobacion del supervisor.
Se crean tres metodologias para tratar el riesgo operacional:
1. Dos metodologias estandarizadas para determinar cargos de capital en base al
margen bruto
2. Un esquema avanzado, en la que el cargo de capital es estimado con modelos
internos del banco.
Estas innovaciones de Basilea no fueron incorporadas al marco
regulatorio chileno, pero la SBIF mide internamente el riesgo
oberacional
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[image: image81.png]El sistema bancario local se ha caracterizado por una
buena posicién de solvencia durante los Ultimos afios

2013 13,3
2014 13,4
2015 12,6
2016 13,8

2017 13,6

Fuente: Banco Central de Chile en base a informacion de la SBIF




[image: image82.png]Lo que le permitiria enfrentar adecuadamente los
escenarios de estrés estudiados en el IEF

Impacto del escenario de estrés sobre el indice de adecuacién de capital

(patrimonio efectivo sobre activos ponderados por riesgo)
Fuente: Banco Central de Chile en base a informacién de la SBIF.
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Precisa que el grafico refleja el ejercicio que el Banco Central hace en cada informe de estabilidad financiera para analizar cómo influyen los índices de adecuación de capital en escenarios estresados, es decir, cuando se produce un empeoramiento significativo de las condiciones económicas y financieras. Asevera que existen bancos que por sus características específicas son más sensibles en un escenario de estrés.


Del ejercicio se observa que en el segundo semestre de 2016 y el primer semestre del 2017, al aplicar un test de estrés, modelado a propósito de la experiencia real de crisis, el índice de adecuación de capital cae en cifras superiores al 10%, pero con un aumento de dispersión.


El diputado De Mussy pregunta si el test de estrés que aplica el Banco obedece a un modelo implementado por otros países o se hace a partir de la crisis experimentada en el último tiempo. Consulta si la proliferación de las redes sociales implica mayor agresividad en caso de crisis. Al respecto, el señor Mario Marcel (Presidente del Banco Central), aclara que los test de esfuerzos se aplican en todo el mundo y que deben aplicarse de acuerdo a las características de cada país. Añade que no se advierte una relación con los cambios tecnológicos.
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[image: image85.png]El objetivo final de Basilea Il sigue siendo determinar
equerimientos de capital, sin embargo, bajo un
esquema mucho mas sensible a la gestién de riesgos

1. Una sensibilizacién més sofisticada de los tipos de activos, a través
de una redefinicién de los APR y mecanismos para estimarlos.
* Modelos estandar e interno para riesgo de crédito
* Modelos estandar e interno para riesgo de mercado
* Modelo estandar para riesgo operacional
2. Distribucién del riesgo, a través de distintos componentes de
capital.
= Capital basico
= Sustitucién de bonos subordinados por instrumentos hibridos con mayor

capacidad de absorcion de pérdidas. Estos instrumentos se transforman
en capital cuando el capital cae bajo ciertos umbrales

= Bonos subordinados que absorben pérdidas en liquidacién, como
proteccién para los depositantes





Manifiesta que analizar el proyecto solo desde una dimensión del capital es un ejercicio reduccionista. Declara que el proyecto pretende que la banca en su conjunto aborde de mejor manera los distintos riesgos que enfrenta, de manera que los efectos sobre el comportamiento del crédito sean más sensibles a lo que son las características de sus negocios. 

[image: image86.png]El objetivo final de Basilea Il sigue siendo determinar
equerimientos de capital, sin embargo, bajo un
esquema mucho mas sensible a la gestién de riesgos

5%

3. Ademads se incluyen buffers y cargos constituidos con capital bésico:

« Un buffer de conservacién permite activar mecanismos de contencién de
riesgos antes de activar proceso de resolucion. En la medida que no esté
constituido este buffer se restringe el reparto de dividendos.

= El buffer contra-ciclico permite sensibilizar los requerimientos de capital
al ciclo econémico y crediticio. Funciona de manera andloga al buffer de
conservacién en caso de estar constituido

« Los cargos de capital para bancos sistémicos buscan contener los riesgos
de entidades demasiado grandes.
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[image: image89.png]En resumen, para que un banco pueda distribuir el 100%
de las utilidades, deberia cumplir con los siguientes
niveles minimos de capitalizacién

Activacién del buffer contra-cfclico
Limite como % de los APR

No Si (mdximo-2,5%)
CB (4,5% minimo + 2,5% buffer ~ 0.5%
de conservacién)
CB + AT1 (1,5%) 8,5% 11,0%
CB + AT1 + Tier 2 (2%) 10,5% 13,0%





Indica que para que un banco pueda distribuir el 100% de las utilidades tendría que cumplir con los niveles de capitalización señalado en el cuadro anterior. Enfatiza que estos requerimientos de capital tienen como contrapartida exigencias o limitaciones en términos de distribución de las utilidades, es decir, el no cumplir con los requerimientos de capital no está sancionado a una sanción, sino a un costo económico, cual es, distribuir menos utilidades para capitalizar la diferencia 

[image: image90.png]Los beneficios esperados de esta reforma superarian
ampliamente sus eventuales costos sociales y privados.

= Si bien no pueden descartarse incidencia sobre tasas de interés y
oferta, los efectos positivos de la reforma apuntan mas bien a
facilitar el acceso al crédito:

= La convergencia con estdndares internacionales de capital de
Basilea Ill, fortaleceria la imagen del sistema bancario de Chile en
el exterior facilitando su acceso a financiamiento.

= La posibilidad de diferenciar en los APR distintos tipos de
crédito, permitiria favorecer exposiciones de menor riesgo.

= La posibilidad de acumular una fraccién de capital durante ciclos
expansivos, permitiria suavizar el ciclo del crédito en fases
descendentes del ciclo.

= La implementacién gradual considerada en el Proyecto, deberia
facilitar la adopcion de estos estindares, mas aun considerando
que nlimero mayoritario de bancos se encuentran sobre los
minimos de Basilea Ill.





[image: image91.png]Agenda

1. Administracién de riesgos en el sector bancario
2. Necesidades de regulacién

3. Evolucién normas de capitalizacion

4. Situacién actual de la banca

5. El marco de capital de Basilea lll

6. Rol del Banco Central





[image: image92.png]La relacién entre la CMF y el BCCH mantiene el mismo
principio de la relaciéon actual con la SBIF: Esquema de
Consulta Previas asociadas a los roles del Banco

A. Roles del Banco asociados directamente a Basilea lll:
i. Ponderacién por riesgo de los activos
ii. Instrumentos hibridos (Capital Tier 1 Adicional )
ii. Bancos Sistémicos
iv. Reserva de Capital contra-ciclica

B. Adicionalmente se mantienen consultas al Banco en fases de
regularizacién Temprana y liquidacién forzosa.





Sostiene que el rol central del Banco es en cuanto a la reserva de capital contra cíclica. Consultado por su opinión del proyecto de ley expresa que las normas aludidas tienen un componente micro prudencial y explica que esta regulación está en poder de la Superintendencia de Bancos, y en efecto, la participación del Banco Central en la definición de modelos le parece suficiente para incorporar la perspectiva macro prudencial o de estabilidad financiera dentro de la aplicación de esas normas, a diferencia de la reserva capital contra cíclica , pues cae dentro de una lógica de estabilidad financiera, y particularmente por  su relación con el comportamiento macroeconómico. 


Expone que la reserva de capital contra cíclica corresponde activarla cuando se juzgue que el crecimiento del crédito es excesivo y que puede estar generando riesgo sistémico, para lo cual el Banco Central debe ser capaz de monitorear tanto el referido crecimiento del crédito, como también, otros indicadores. Manifiesta que la presentación expuesta consta de un anexo que da cuenta de la revisión de los distintos estudios sobre este tema, y que concluyen, que aun cuando el Comité de Basilea haya sugerido instrumentar esto en función de la relación crédito y actividad, debe ser complementado con otros indicadores para que la activación del buffer contra cíclico sea oportuna y adecuada. 

[image: image93.png]Ponderacién por riesgo de los activos

= La determinacién de las exigencias de capital serd més sensible a los
riesgos implicitos en la gestién del negocio bancario
« Metodologias estandarizadas: Fijadas por norma general de la CMF que
debe contar con previo acuerdo favorable del BCCh.
« Uso de Modelos Internos: Autorizados por CMF, pero con “limites,
requisitos y demds condiciones” establecidos por norma de caracter
general previo acuerdo favorable del BCCh.




[image: image94.png]Los bancos podran emitir instrumentos hibridos o
capital Tier 1 adicional que cuenten como capital
regulatorio

La Comision establecerd, mediante norma de caracter general, y previo
acuerdo favorable del BCCh, los requisitos y condiciones que deberan
reunir estos instrumentos.
De todas maneras, el PdL explicita algunas caracteristicas bdsicas,
como por ejemplo:
a) Las acciones preferentes otorgan preferencias de orden patrimonial,
respecto de las acciones comunes (prioridad en el reparto de utilidades).
b) Los bonos seran emitidos sin un plazo fijo de vencimiento para la
amortizacion del capital adeudado.

o) Tanto las acciones preferentes como los bonos sin plazo fijo de vencimiento
se convertirdn en acciones ordinarias si la Comision determina que el banco
se encuentra en insolvencia




[image: image95.png]) Cargo de capital para bancos sistémicos

El proceso para determinar si un banco debe ser considerado o no
como “sistémico” involucra a la CMF y al BCCh.

Se consideran acuerdos previos favorables del BCCh para determinar si
un banco debe ser considerado o no como “sistémico” y sus exigencias:
1. Por norma general, la CMF determinara los “factores y metodologia”
para establecer si un banco es o no sistémico.
2. Luego, mediante una Resolucion la CMF calificara a un banco como
sistémico.
3. Por el mismo acto o posteriormente, la CMF podrd imponerle
mayores exigencias:
o Entre 1%y 3,5% de capital basico sobre APR adi
Hasta 5% de capital basico sobre activos totales;
o Mayores exigencias de constitucion de reserva técnica
4. Cuando un banco deja de ser sistémico:

onal;





[image: image96.png]La acumulacién del CCB deberia “activarse” cuando se juzgue que el
crecimiento del crédito agregado es excesivo y asociado a incubacién
de riesgo sistémico.

Para esto, las autoridades deberan monitorear el crecimiento del
crédito y otros indicadores que puedan sefializar una acumulacion de
riesgos sistémicos (ver anexo).

Basilea presenta como indicador clave para el andlisis al “gap” del ratio
Crédito Agregado sobre PIB. Sin embargo, en la practica los paises
consideran un set ampliio de indicadores

Asimismo cuando el riesgo se disipe, o materialice, el buffer deberia
desactivarse de inmediato.




[image: image97.png]La Reserva de Capital contra-ciclica (CCB) permitira
ue los requerimientos de capital de la banca tengan
un grado de sensibilidad al entorno macro-financiero

En la préctica, el CCB es una extension del buffer de conservacion. Es
decir, en la medida que no esté constituido totalmente, se limita la
distribucion de utilidades.

Caracteristicas basicas del mecanismo de CCB:

. EI CCB sera fijado entre 0 y 2,5% del total de los activos ponderados
por riesgo.

. En caso de activarse, debe ser constituido por capital accionario y

. En caso de activarse y/o incrementarse, debe preanunciarse con al
menos 6 meses de anticipacion.




[image: image98.png]La Reserva de Capital contra-ciclica (CCB) permitira
que los requerimientos de capital de la banca tengan
un grado de sensibilidad al entorno macro-financiero

= Un CCB como el propuesto por Basilea Ill tiene una justificacion
conceptual clara: Contrarrestar la prociclicidad de los
requerimientos de capital.
= Subestimacion de riesgos durante ciclos expansivos, en especial en
relacién al uso de modelos internos de riesgo de crédito.
= Internalizar la acumulacién de riesgo sistémico que tiende a ocurrir
durante los ciclos de expansion crediticia, etc.
= En este sentido, el BIS es explicito en sefialar que “El propdsito del
buffer contra-ciclico es lograr el objetivo macro-prudencial mas
amplio de proteger al sector bancario en periodos de crecimiento
excesivo del crédito agregado.”
= Es decir, el CCB aborda riesgos sistémicos dificiles de observar
desde la perspectiva de un banco individual.




[image: image99.png]Por lo tanto, se espera que las condiciones para
activar este CCB se presenten con baja frecuencia a
través del ciclo

= Varias jurisdicciones que tienen el marco regulatorio implementado,
hasta ahora han tomado o mantenido la decision de dejar el buffer en
0% de los APR.

= Solo algunos casos de jurisdicciones tienen en este momento el buffer
activo:

o Eslovaquia, Hong-Kong, Islandia, Noruega, Republica Checay
Suecia.

= En el caso de Reino Unido, el cual aument6 el buffer de 0 a 0,5% el 23
de marzo de 2016, antes de que se hiciera efectivo (29 de marzo de
2017) se revocd la decision (28 de junio de 2016).




[image: image100.png]No obstante la activacion es infrecuente, las
urisdicciones permanentemente informan su decisién
respecto a la utilizacién del CCB
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Precisa que de los 31 países señalados solo 5 han activado la reserva contra cíclica, sin embargo, ninguno de ellos lo ha hecho en su magnitud total; algunos tienen contemplado una ampliación en el futuro inmediato; otros han resuelto aplicarla y luego retirarla.


Comenta que en el grafico siguiente se compara la medición del componente cíclico del crédito real, que se deriva de la metodología de Basilea, con el comportamiento del crédito bancario real .Explica que lo anterior se superpone con las crisis económicas que han ocurrido los últimos años. Añade que se evidencia que en época de crisis ha habido una caída importante de créditos, lo que en varios ha sido precedido por la expansión del crédito por sobre la tendencia. 


Advierte que no solo hay que medir el comportamiento del crédito, en relación al producto, sino apreciar las características del ciclo que la economía está siguiendo. Recalca que el Banco Central no puede determinar en cada minuto cuán excesivo es el comportamiento del crédito, pero si, afirma, puede observar la volatilidad que puede estar teniendo la economía y hasta dónde puede existir justificación para agregar exigencias de capital. 


Asevera que en la medida que el Banco agrega exigencias de capital, en la fase declinante del ciclo va a poder sostener el crédito, más de lo que habría podido hacer sin haber constituido este buffer contra cíclico. 

[image: image101.png]Al analizar el ciclo del crédito en Chile, al igual que la
experiencia en el resto del mundo, esta herramienta
se consideraria excepcionalmente a través del ciclo
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[image: image102.png]El mismo caso sirve para ver la utilidad de otros
indicadores. La medida del “componente ciclico del
crédito real” permite pesquisar el episodio reciente

_80 Bces

40

(porcentaje)
80
Crisls Crisis Crisis
Bancarla Aslitica Financlera
Local Global
40

Componentes ciclicos del Crédito Bancario vs Basilea (1)(2)

Inicio
medicién

70 73 76 79 82 85 88 91 94 97 00 03 06 09 12 15

---BCBS —Crédito bancario real (3)

1 S utiiza e fitro de Hocrick-Prescort con lambda gual 3 400 mil. 6 BCES utliza e créditototal sobre PIBy a propuesta el s l componente bancark.
(2L dreas grses representan peridos de fagiicad fnanciera delimitados segin Martiez et al. (20176),

3 L propuesta considera ademss un ventana mavil d 10 aos para e clculo delcomponente cicico 20-junio-2017
Fuente: Elaboracion propia sobre 3 base de iformacitnde 3 SBF.





[image: image103.png]Anexo: El debate internacional en relacién al
indicador de gap Crédito/PIB propuesto por Basilea
estd en desarrollo

Algunos estudios indican que seria mds bien parcial la utilidad de indicadores

basados en un ratio de crédito/PIB, dando cabida a otros agregados

(Drehmann et al, 2010)

= Su utilidad seria menor en las fases de liberacién del buffer y cuando hay correlacion
negativa con crecimiento de PIB (Repullo v Saurina, 2011).

- Hay coincidencia en que es necesario complementarlo con diversas variables
(Drehmann et al, 2011; Detken et al, 2014).

- La oportunidad de la informacién también es cuestionada, puesto que
PIB es trimestral y con rezagos importantes (Grosse y Schumann, 2014).

+ Incluso en los estudios “favorables” no hay in
ccuando/como gatillar el buffer.

amente el

ones totalmente claras de

El andlisis mas detallado de posibles indicadores en el caso de economias
europeas es clara evidencia la complejidad de estas definiciones y de que
estas consideraciones deberian hacerse mas bien caso a caso (ESRB en
Detken et al, 2014).

En economias emergentes, debido a procesos de profundizacién financiera,
se ha indicado que los ratios basados en crédito/PIB son menos eficientes
(Ger3l and Seidler, 2012; Moreno, 2014).
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indicador de gap Crédito/PIB propuesto por
Basilea esta en desarrollo
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Finalizada la exposición los señores parlamentarios formulan los siguientes comentarios y consultas.


El diputado De Mussy pide profundizar en la explicación del último grafico dado que entendió que a pesar de aplazarse el ciclo éste termina teniendo el mismo recorrido.


El diputado Auth pregunta si el aumento de la exigencia de capitalización podría impactar la concentración del mercado financiero. Pregunta por el impacto de esta concentración en los países donde se ha aplicado Basilea III. Consulta también en qué medida el proyecto de ley mejora el acceso al crédito. 


El diputado Silva, en relación a las facultades que el proyecto otorga a la Comisión de Mercado Financiero, pregunta la opinión acerca del nivel de regulación legal. Sobre los roles del Banco Central pide profundizar en materia de resolución bancaria, especialmente en las consultas en fases de regularización temprana y liquidación forzosa.  El diputado Macaya coincide con la inquietud del señor Silva y pregunta por la mirada a corto y largo plazo 


El señor Mario Marcel (Presidente del Banco Central) aclara en relación al comportamiento del crédito, que el grafico consultado compara dos indicadores y, en efecto, no simula la aplicación del requerimiento del capital contra cíclico. Agrega que la imagen muestra los momentos en los cuales los indicadores sugerirían la aplicación de un cargo de capital contra cíclico. Enfatiza que el Banco no puede asegurar eliminar el ciclo del crédito, pues son muchos los factores que inciden sobre el mismo. Acota que el proyecto de ley apunta a evitar que durante un periodo de expansión los bancos presten en exceso, y que ello derive en un nuevo apalancamiento que no sea posible de sostener una vez que el ciclo cambie. 


Respecto de las exigencias de capitalización aclara que tienen relación con el modelo de negocio de los bancos y su inserción sobre el sistema bancario en su conjunto, por lo que una mayor capitalización se demanda a aquellos bancos que asumen algún tipo de riesgo mayor al resto. Precisa que en el caso particular de aquellos bancos que generan un riesgo de carácter sistémico se le exige un cargo de capital adicional. Añade que lo anterior apunta a una dirección contraria a la concentración de la banca.


En cuanto al mejoramiento del acceso al crédito observa que en los últimos años las tasas de interés de mercado han seguido a las tasas de política monetaria del Banco Central, es decir, el costo del crédito para los bancos comerciales se ha ido traspasando a los usuarios finales del crédito la competencia de la industria bancaria es capaz de generar el seguimiento del costo del crédito para los bancos chilenos. 


Sobre las facultades que el proyecto otorga a la Comisión de Mercado Financiero, expresa que en comparación con la situación actual no se advierte un cambio sustantivo en el rol de la Comisión, excepto que le corresponde regular la aplicación de una serie de nuevas exigencias. Reflexiona que lo anterior se puede apreciar en dos dimensiones, por una parte, las facultades que detenta, y por otra, la discrecionalidad con la que puede actuar. Afirma que el proyecto limita esa discrecionalidad, pues establece un modelo para aplicar las normas de regulación sobre solvencia de los bancos, más estructurado y asociado a las características del negocio bancario, de lo que tenemos hoy día. 


Asegura que el proyecto otorga espacio para que el regulador fije el entorno dentro del cual se miden los indicadores, pero otorga la flexibilidad para que los bancos apliquen sus propios modelos. 


Respecto de los requisitos de liquidez precisa que se debe distinguir los requerimientos de liquidez de los requerimientos de capital. Explica que los primeros son aquellos para enfrentar ciertos riesgos, donde el Banco Central tiene un doble rol ya que, por una parte, regula los requisitos de liquidez a través de provisiones, y al mismo tiempo, es proveedor de liquidez para el sistema.  Aclara que el proyecto de ley trata la solvencia de los bancos y que la regulación de liquidez recae fundamentalmente en el Banco Central: 


Finalmente, en relación con la consulta sobre resolución bancaria, el señor Gabriel Aparici (Gerente Infraestructura y Regulación Financiera del Banco Central), aclara que la presentación expuesta se focaliza en los aspectos de Basilea y no en el otro pilar fundamental del proyecto en discusión que se refiere al mecanismo de resolución bancaria. 


Acota que solo para efectos de registro se dice que se mantienen los roles del Banco en dos instancias a saber: nombramiento de un administrador provisional o una figura similar denominada inspector delegado y en una etapa final denominada liquidación forzosa.  Destaca que el proyecto si bien mantiene los dos roles hace una reformulación o un reordenamiento del marco general, integrando todo en un solo título denominado “De Resolución”.


El diputado Silva solicita que en una próxima instancia el Banco Central se focalice en materia de resolución bancaria. 

S.306 de 21 de junio de 2017.-

El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, realiza un análisis general del proyecto de ley en estudio a través de la siguiente presentación:
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Destaca que la discusión se genere en una etapa exenta de dificultades en el sistema financiero, a diferencia de las últimas leyes en la materia que surgieron de crisis financieras, lo que da lugar a un análisis más a fondo y sin urgencia.


Expone que el primer cuadro se demuestra la solidez de la banca y que no nos encontramos en una situación de apremio.
[image: image107.png]Marco General

> El sector bancario es clave en el desarrollo de una economia
> El marco regulatorio es esencial para contar con un sector robusto
para enfrentar los desafios actuales y futuros (modelos de negocio,

tecnologia, nuevos esténdares internacionales)

> La banca chilena cuenta con adecuados niveles de capital

> BIS no solo es capital, sino también liquidez aspecto incluido en
nuestra normativa vigente

> Laimplementacién de la actualizacion de la LGB es clave

> Evitar efectos no deseados en la actividad y costo crediticio





Considera que la implementación de la actualización de la Ley General de Bancos es clave, en términos que los requisitos de capital deben establecerse en concordancia con los ponderadores de activos. El problema de la ley es que deja a la Comisión de Mercados Financieros los ponderadores de activos y pone exigencias de capital que tienen plazo y tienen fórmulas, lo que puede significar sub capitalización o sobre capitalización de la banca al no conocer cuáles van a ser los ponderadores. Eso puede tener costos no deseados. Recuerda que el Ministro de Hacienda, en su informe de productividad, asevera estos temas. Una mala o inoportuna definición de capital frente a los ponderadores puede significar restricciones del crédito y, tratándose de deudores de créditos hipotecarios y pequeñas y medianas empresas, aumento del mismo y, al final, ambos efectos combinados pueden tener un efecto en el producto interno bruto. Para evitar lo anterior la implementación debe ser gradual.

[image: image108.png]Contenidos de la Reforma a la LGB

» Cuerpo Colegiado (CMF)

» Requisitos de Capital

> Resolucion




[image: image109.png]Cuerpo Colegiado

> El Proyecto de Ley ratifica el rol del CMF en la regulacion y supenvisién de la
banca

> Estova en linea con estdndares interacionales
> L2 CMF seré clave ena implementacidn de Ia regulacién del sistemafinanciero,
motivo por el cual se requiere:
> Fortalecer financieramente CMF y remuneraciones Comisionados,

> Definirsu perimetro regulatorio, y

> Fortalecer los checks and balance con BCCH




[image: image110.png]Fortalecimiento Financiero CMF ban‘g'a

> Independencia financiera otorga mayor independencia del ciclo
politico

> Presupuesto plurianual con control periédico

> Fortalecer cuadros técnicos para enfrentar desafios actuales y
futuros

> Remuneraciones Comisionados
> Homologar con Consejeros del Banco Central de Chile
> Nivel de responsabilidades similares en ambas instituciones

> Esto requiere enviar Proyecto de Ley que modifique el art. 17 de la
Ley 21.000




[image: image111.png]Definicién Perimetro Regulatorio

> Desarrollos tecnoldgicos y cambios en modelos de negocios se traducen
en un importante dinamismo en la estructura de mercado,  por ende la
definicidn del perfmetro adquiere especial elevancia

> “..le corresponderda la Comisidn, en el ejercicio de sus potestades, velar
por el correcto funcionamiento, desarrolloy estabilidad del mercado
financiero, facilitando la participacion de los agentes de mercadoyy el
cuidado de fa fe publica” (art. 1)

> Este obetivo debiera plasmarse en atribuciones especificas de a CMIF en
Ia definicidn del perimetro regulatorio, buscando preservar el cuidado de
lafe piiblica, riesgosistémicoy regulaciones equivalentes para los
distintos participes de mercado.

> En concreto, 1a CMF debiera monitorear y requerir Informacion de
mercado para proponer oportunamente al Ejecutivo las modificaciones
legales para contar con una adecuada definicion de su perimetro
regulatorio.
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> Los requerimientos de capital siguen de cerca los lineamientos de BIS il

» Existen numerosos cambios y ajustes (ponderadores, ratios, nuevas
exigencias, etc.)

> Laimplementacién apropiada de estos cambios no es trivial: rol CMF

> En términos generales, las materias contenidas en el Proyecto de Ley
sugieren abordar los siguientes temas:

> Gradualidad y flexibilidad en transicion (plazos, instrumentos,
ponderadores, etc.)

> Requerimientos de capital

> Instrumentos de cuasi capital

> pilar il





Aporta que si bien BIS III da lineamientos también deja claro que serán los reguladores y los gobiernos locales los que definan su implementación y adaptación.

[image: image113.png]€l Ministerio de Hacienda anuncid seis afios de gradualidad (Chile Day,
Londres 2016)

815 Il también suglere seis afios de ajuste, y 10 afios para instrumentos
que dejardn de ser considerados para fines de capital (CBS8, 2011)

El Proyecto de Ley establece convergencia al 2024, independiente de la
fecha de publicacion de la correspondiente normativa

Ls CMF también debiera con atribuciones para ajustar el proceso de
convergencia en términos de plazos, instrumentos, ponderadores, etc.

Es necesario establecer gradualidad condicional a la dictacién de la
normativapor la CMF





Evidencia como problema que el proyecto de ley establece convergencia al 2024, independiente de la fecha de publicación de la correspondiente normativa. Deberían ser 6 años a partir de la fecha de publicación porque podría atrasarse la fecha y tendrían que adaptarse en un tiempo menor. 
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El señor De Mussy, respecto al porcentaje de requerimiento con banco sistémico, pregunta si es parte específica de BIS III o son exigencias autoimpuestas.


El señor Luis Opazo, Gerente de Estudios de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, aclara que de los ítems del recuadro son requerimientos de BIS III hasta la columna que indica un 10.50% así como el capital anti cíclico. BIS III no contempla el requisito de Pilar II.
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El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, continúa con su presentación explicando la importancia de las cifras respecto de las PYMES porque si baja el ponderador de riesgo de crédito a un 75% y se mitiga el riesgo, el requisito de capital para créditos se reduce a la mitad, lo que debería aumentar el interés de los bancos en desarrollar ese mercado. Previene que en ese escenario hay que preocuparse que la mayor posibilidad de crédito no se refleje en encarecimiento del mismo. 


El señor Farcas, pregunta cómo podrían aportar desde el punto de vista regulatorio para evitar ese encarecimiento.


El señor De Mussy, entiende que una mala regulación podría generar el efecto contrario, es decir, la concentración de las grandes empresas en desmedro de las pequeñas. 


El señor Lorenzini, observa las cifras y le parece poco creíble, a priori, que las PYMES tengan mayor acceso a créditos. 


El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, responde que en teoría el costo debería bajar porque si se tiene un capital limitado éste se tiene que utilizar de la mejor manera posible. Reconoce que si no se manejan bien los requerimientos de capital puede significar un aumento de los costos. La CMF debe equilibrar estos factores durante la gradualidad para que los efectos indeseados no se produzcan. 


Respecto a las pequeñas empresas, enseña que el gran problema que presentan es que el costo de adquisición, dado que no hay información ni modelos de adquisición, es muy alto. Manifiesta confianza en la tecnología que permitirá crear dichos modelos.


El señor Lorenzini, propone en el futuro incluir un presupuesto para información financiera.  


El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, asegura que en la actualidad hay muchos recursos destinados a educación financiera pero se encuentran dispersos. El desafío está en determinar cómo, sector privado y público, juntan esos recursos para resolver esos problemas.


El señor Farcas, consulta por el procedimiento mediante el cual el ente regulador hará un seguimiento de estas materias con objeto de evitar los efectos negativos. 


El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, insiste que será la CMF la que deberá ir regulando las nuevas necesidades de ponderadores de riesgo con las exigencias de capital. 
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cuando presenten falta transitoria de liquidez.

> En consecuencia, y con el fin de contar con un marco de resolucién més
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estableciendo que en caso que la CMIF apruebe el plan de regularizacién
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Finalmente, reconoce que este tema no está bien resuelto por parte de las jurisdicciones. Concuerda con una intervención temprana aunque le preocupa que no hayan mecanismos intermedios y se pase directamente a la liquidación. Si no se provee liquidez durante el proceso de intervención temprana, todo lo demás carece de sentido. Asegura que es materia del Banco Central.
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El señor Lorenzini, pregunta quién debería dar la garantía de liquidez con la rapidez que se requiere en caso de resolución: la asociación de bancos, el Banco Central o el Estado de Chile. 


El señor De Mussy, consulta si BIS III sólo define la meta o también define las etapas importantes del camino; si hay medidas que los bancos puedan adoptar desde ya para evitar un periodo de convergencia menor a 6 años; y, si existen diferencias profundas con el Ejecutivo respecto a las medidas que se podrían adoptar para evitar los efectos negativos que se han expuesto. 


El señor Silva, reflexiona que los escenarios de crisis de los bancos han sido abordados desde la intervención informal de un supervisor. Con el regulador colegiado que el proyecto propone, pregunta cómo se puede seguir resguardando la intervención uno a uno.   


El señor Segismundo Schulin-Zeuthen, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, Abif, responde al Diputado Lorenzini que durante el proceso de regulación temprana es el Banco Central el que tiene que asegurar liquidez, lo que no obsta soluciones privadas. 


A las inquietudes del Diputado De Mussy, aclara que BIS III sólo define a lo que debería llegarse dejando el proceso a cada jurisdicción. Respecto a lo segundo, explica que las decisiones de los bancos requieren definición de los ponderadores de activo y de los riesgos de mercado.

S.314 de 12 de julio de 017.-
El señor Jorge Rodríguez Grossi (Presidente de Banco Estado), expone la detallada presentación que a continuación se transcribe, que da cuenta de los principales elementos que sitúan al Banco como líder en el sistema financiero chileno; los resultados que ha tenido en los últimos años; y finalmente observaciones al proyecto de ley en discusión.
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Destaca que desde el punto de vista de la población el Banco de Chile es el banco más importante de Chile con 12 millones de clientes, focalizándose en las personas de menores ingresos.
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Señala que la lámina anterior muestra aquellas localidades que cuentan únicamente con la presencia del Banco.


El gráfico que se exhibe a continuación muestra la evolución de los bancos privados en los últimos años; han disminuido el número de sucursales desde el 2013 a la fecha de 1.922 a 1.786, en contraposición al aumento que ha experimentado el Banco, de 359 a 392 sucursales.


Expresa que en cuanto a su operación genera al Estado de Chile 420 millones de dólares entre utilidades e impuestos, sin embargo destaca que también apoya la inclusión financiera sin el afán de lucro, legítimamente perseguido por la banca privada. 


Realza la importancia que el Banco tiene en las viviendas de bajo costo y su declinación en términos de participación respecto de las de más alto valor. Precisa que el precio promedio de las viviendas corresponde a un cuarto del valor de las financiadas por los otros bancos, lo que claramente refuerza su rol social al estar orientado principalmente hacia sectores sociales de menores ingresos.
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Explica que el grafico anterior da cuenta de la evolución que el Banco ha tenido a partir del año 1996 en el número de clientes de microempresas, constituyéndose en el banco más importante para las empresas de menor tamaño.  Destaca los programas especiales hacia mujeres emprendedoras. Señala que el banco espera este año inaugurar una nueva red para incorporar al sistema financiero a 100.000 pequeños empresarios.


En la siguiente diapositiva se advierte la importancia del banco en materia de pensiones, subsidios y el cuanto al comportamiento del sistema de caja vecina como atendedor de demandas de FONOSA, destacando la compra de 8.000 bonos semanales que sirven a la salud pública. 
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Explica que la siguiente lámina refleja el comportamiento del banco en materia de créditos en época de crisis.
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En materia de cumplimiento de compromisos destaca los objetivos  que tiene para avalar la capitalización realizada por el dueño a partir del año 2014.
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Las láminas que presenta a continuación dan cuenta del rendimiento del banco, destacando que además de su importante rol social representa un muy buen negocio para el Estado de Chile. 
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Finalmente, recalca el cumplimiento satisfactorio que la institución ha tenido y el orgullo que representa para sus funcionarios al situarse como una de las nueve marcas cuidadanas más importante para el país. 


Respecto del proyecto de ley en discusión, expresa que, en términos generales, la reforma bancaria debiera colocar al banco en los más altos estándares internacionales, permitiendo que Chile pueda transformarse en un centro financiero internacional en América Latina, razón por la cual, enfatiza, que es necesario avanzar rápido en esta iniciativa legal. Destaca que el proyecto permitirá a nuestro país enfrentar de mejor manera las crisis financieras, mejorando la competitividad y sostenibilidad de la industria bancaria nacional.  Añade que la nueva norma debe permitir a Chile ser más fuerte; proporcionar más garantía y seguridad, de manera de ser candidato a tener una actividad financiera internacional importante en beneficio del crecimiento económico del país.  A continuación, desarrolla los aspectos más relevantes del proyecto; sus objetivos y comentarios finales. 
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* Implementacion conllevaré costos, pero los beneficios privados y sociales los superarian con creces.
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Basilea IIl: Mejores Estandares Internacionales

Objetivos del Proyecto

1. Fortalecer el gobiemo corporativo. >
2. Aumentar la resiliencia del sistema bancario. —_—

3. Potenciar regularizacion temprana y la resolucion —_—
bancaria

Dotar de un marco institucional arménico
para la regulacion y supervision financiera

Adecuar los requisitos de capital y
ponderadores de riesgo a esténdares
internacionales

Dotar al regulador de mejores herramientas
para prevenir problemas de liquidez y
solvencia en el sistema financiero
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« Comisién para el Mercado Financiero: Se considera altamente positivo la institucionalizacién de un
organismo colegiado para la regulacion y supervision de la banca.

* Paraasegurar su eficiente operatoria en el tiempo, se requeriria:

- Actuacion coordinada con el BancoCentral.

- Contar con los recursos apropiados para desarrollar los roles de: regulacion, supervision y desarrollo
de mercados.

- Contar con un nivel de remuneraciones que permitan atraer y mantener a profesionales de la mayor
capacidad y experiencia.

* Que la Comisién para el Mercado Financiero cuente con la capacidad de monitorear la evolucion del

Sistema Financiero y proponer de manera oportuna al Ministerio de Hacienda posibles cambios que se
requieran a futuro.
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4.~ Es clave ratificar en Chile el tratamiento preferencial de Basilea a las Empresas de Menor Tamafio (EMT) y del

financiamiento para la vivienda.

« La posibilidad de diferenciar en los Activos Ponderados por Riesgo distintos tipos de crédito, permitiria favorecer los

préstamos minoristas.

Asegurar menores ponderadores de riesgo y uso pleno de mitigadores, tales como las garantias estatales (Fogape,

Corfo, entre ofros) para EMT y créditos de vivienda sobre la base de criterios técnicos, definidos por el estandar

internacional.

Ponderadores segun enfoque estandar

[Concepto | Actual Basiea
Crédios Minoristas 100% 5%
Créditos minoisa con garania estatal i .
Créditos parala vivienda [ o 3%

Estos factores son especialmente relevantes en el caso de BancoEstado y su rol social.
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Adecuacion a Requerimientos de Capital

2.- La Implementacién de los nuevos estandares debe ser gradual, como lo recomienda la

evidencia intemacional.

« Esto permite mitigar costos en la implementacion de Basilea Il asociado a eventuales

restricciones al crédito.

+ Importante asegurar 6 afios efectivos de transicion desde el inicio de la vigencia y

promulgacion de la nueva Ley.

*  Fijar los parametros técnicos (ponderadores de riesgo y otros) en forma temprana, permite
planificar e implementar de manera certera los requerimientos de capital necesarios.
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Adecuacion a Requerimientos de Capital

3.- Nuevos instrumentos: Bonos Perpetuos.

«  Estos instrumentos deberian definirse en funcion de principios generales que deban cumplir para
ser aceptados como capital dada su eventual evolucion de mercado y regulatoria en el tiempo.

+ El Proyecto considera la conversion de estos instrumentos en acciones, o su caducidad, en los
casos definidos en el Proyecto.

« BancoEstado debe tener acceso igual que el resto del sistema a la emision de estos nuevos
instrumentos, considerando que éstos no pueden ser convertibles en acciones.

« Conviene estudiar, como se ha implementado en ofras juridicciones, la posibilidad que suspendan
temporalmente su pago, pero puedan ser reactivados en caso de que la institucion recupere los
niveles de solvencia exigidos.
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/.- Eventuales requerimientos adicionales de capital (por riesgo sistémico; Pilar l) puedan
considerar la solidez del Mercado financiero local y una mayor gradualidad, incluso posterior al
término del periodo de transicion.

5.~ Tema relevante es el tratamiento de impuestos diferidos originados en provisiones por riesgo de
crédito:

«  Se debe considerar las diferencias explicitas entre impuestos a la renta y el impuesto
adicional (40%) que afecta solo a BancoEstado, manteniendo criterios de uniformidad a
toda la banca.

« Sin perjuicio de lo anterior, no deducir del capital estos activos diferidos es una préctica
admisible por el Comité de Basilea.
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« Este nuevo escenario representa un desafio relevante para BancoEstado, pero cuenta con la trayectoria y
solidez para poder enfrentar los nuevos cambios regulatorios tal como ha sido hasta la fecha.

* Uno de los pilares del gobiemno corporativo de BancoEstado es mantener un fiel cumplimiento de las normas
regulatorias tal como cualquier otra entidad bancaria en Chile, sin tratamientos preferenciales. Lo anterior es
valorado tanto dentro del &mbito nacional como internacional.

« Es necesario considerar algunas caracteristicas propias de BancoEstado como entidad publica en el marco
delanuevaLey:

1. Impuestos diferidos originados por provisiones de riesgo (Impuesto BancoEstado 65% vs Resto del
Sistema 25%-27%)
2. Instrumentos hibridos no pueden ser convertidos en acciones.
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« Sibien no es posible determinar con precision las necesidades de capital que tendré el Banco, ya que ellas dependen
de variables que deben ser determinadas posteriormente - ponderadores de riesgo, la utilizacién de mitigadores de
riesgo, deducciones al capital basico, entre otras - se han efectuado algunas estimaciones:

Las estimaciones indican que el capital basico adicional requerido por el Banco sera entre US$850 y
US$1.600 millones, dependiendo de las decisiones que se tomen respecto de las variables sefialadas.

ii.  Elaumento de capital sefialado permite cumplir las mayores exigencias de patrimonio efectivo (10,5%) exigido
en el Proyecto de Ley, y mantener una presencia del Banco en el sistema que le permita continuar siendo un
instrumento eficaz de politica publica.

jii. Para continuar con el desarrollo futuro y cumplir con su rol social, el Banco requiere seguir contando con
capitalizaciones regulares de parte de sus utilidades anuales, tal como ha sido hasta ahora.

iv. Punto de partida es de fortaleza relativa: calificado como el banco més solvente de América Latina 2016.
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Viii.

La actividad del Banco producto del aporte de capital permitiria, en diez afios, un incremento de la base de deudores

del Banco en 2,5 veces, equivalente al financiamiento de 1,3 millones de viviendas y mas de 300 mil nuevas
microempresas.

BancoEstado ha cumplido un rol relevante para el pais en sus dos capitalizaciones pasadas (afio 2008 y 2014), rol
contraciclico, apoyo a EMT, créditos de vivienda, y compromisos en su aporte a la inclusion financiera.

Adicionalmente, dentro de los 6 afos de implementacion de la Ley el Banco devolveria al Fisco el equivalente al
capital aportado por la via de impuestos y distribucion de utilidades.

Sin aumento de capital, BancoEstado tendria que ajustar su nivel de actividad actual, reduciendo su presencia en el
mercado, con lo que se afectaria las posibilidades tanto de cumplir con su rol social y aportes al Fisco.






A modo de conclusión, manifiesta que el Banco Estado cumple un rol único en el país por su aporte al desarrollo económico y social, por lo tanto, requiere mantener su posición relevante dentro del sistema financiero para preservar su contribución en este nuevo escenario regulatorio. 


Subraya que una fortaleza para el Banco es que cumpliendo los mismos requisitos regulatorios que el resto de los bancos, cuenta con una disciplina en su gestión que le permite aportar al país y cumplir sistemáticamente las metas comprometidas.


Menciona que a diferencia de muchos países avanzados, se transitará a Basilea III desde una posición de fortaleza relativa, ampliamente reconocida por los rankings internacionales y clasificadoras de riesgos, lo cual permitirá adoptar las recomendaciones internacionales y replicarlas fielmente de modo de no autogenerar desventajas competitivas.


Recalca que es clave que la implementación de la ley se aplique considerando los requisitos e incentivos definidos ente estándar internacional, particularmente en su promoción a las EMT y a los préstamos de viviendas. 


El señor Silva valora el impacto que ha tenido la labor del Banco. Pregunta cuáles son las consecuencias de mantener la forma de computar el plazo de transición de seis años y cómo piensan hacerse cargo de la incertidumbre de transición. Respecto del incremento de capital consulta cuál es la diferencia neta en los recursos que van a devolver de no producirse dicho incremento. Además pregunta si efectivamente una buena o mala decisión en materia de ponderación de activos incide en el comportamiento de un banco; solicita profundizar respecto de los bonos perpetuos, especialmente cómo creen que va a operar tratándose de bancos con menor capital. 


El señor Auth valora positivamente el impacto de esta ley. Pide al Ministro de Hacienda más detalle sobre el índice de riesgo y la pérdida efectiva. Manifiesta preocupación por el hecho de que los informes financieros no se hagan cargo de los impactos indirectos sobre las finanzas del Estado; cree que el informe financiero debe precisar el costo que implica el mayor capital que requiere el Banco para poder mantener su astado actual.  Hace hincapié en los planteamientos expuestos por el Presidente del Banco Estado, particularmente, el tratamiento preferencial a las empresas de menor tamaño; tratamiento tributario diferenciado del Banco Estado en relación al resto de la banca, y asegurar que la gradualidad de los 6 años de transición se compute a partir de la vigencia de la ley. 


El señor Lorenzini pregunta por el impacto del proyecto de ley hacia el interior del banco, especialmente en cuanto a su personal. 


El señor José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión), expresa que no le cabe duda el importante rol del Banco del Estado, particularmente su apoyo a las PYMES y a los sectores más vulnerables. Consulta cómo va a darse el proceso de capitalización. Estima que es relevante considerar las metas a que está obligado a cumplir el Banco y la competencia con el resto de la banca privada. A los funcionarios de la institución les recuerda los importantes beneficios que tienen y hace un llamado a cuidarlos.


El señor Macaya consulta por otros ejemplos de bancos estatales en Latino América que se encuentran en la situación de cumplir con los estándares de Basilea III. 


El señor Jorge Rodríguez Grossi (Presidente de Banco Estado), respondiendo las consultas señala que si el plazo no se ajustara a 6 años el Banco tendría que hacer un esfuerzo anual adicional para cumplir con el capital; concuerda con el aspecto de incertidumbre que está implícito en las consultas del señor Silva. Indica que si eventualmente el proyecto de ley tarda más años de los previstos en discutirse y no se incorporaran cambios en los ponderadores, se generará un escenario de incertidumbre complejo. Recalca que la idea es que exista la menor incertidumbre y entiende que el espíritu del proyecto va en esa línea, sin embargo estima que se requiere una mayor precisión en la ley. 


Sobre la magnitud del aumento de capital y la devolución al Fisco expresa que es una gran pregunta, pero que requiere de un cálculo que procederán a hacer. 


Respecto de la incorporación de “mitigadores” y otras garantías afirma que contribuiría a disminuir el riesgo. Añade que se trata de instrumentos que bajan el riesgo de determinados activos. Concuerda con lo expresado por el Presidente de la Asociación Bancos en cuanto a que cambiar el riesgo de los activos es determinante a la hora de definir modelos de negocios. 


Al señor Auth explica que el índice de riesgo se construye sobre la base de las provisiones que hacen frente a las pérdidas eventuales. Afirma que el Banco hace muchas provisiones y que en esta materia tiene una postura conservadora. Subraya que el Banco Estado es el banco que tiene el menor índice de pérdidas efectivas. 


El señor Silva quiere saber la postura que tiene el banco para evitar la incertidumbre que les puede ocasionar el proyecto. Al respecto, el señor Jorge Rodríguez Grossi (Presidente de Banco Estado), enfatiza que la postura del banco es tener la menor incertidumbre posible. Explica que si el proyecto estableciera que, también los ponderadores de riesgo serán los internacionales y, que luego, la Comisión podrá ajustarlos de acuerdo al mercado chileno, disminuiría la incertidumbre. Recalca que no obstante la anterior, el Banco tiene la confianza que la reforma no va a incidir en su rol social y económico, sino por el contrario, se va a mantener, sin embargo, responde, al señor Lorenzini, que si eventualmente el Banco debiese reducirse, obviamente esa situación va necesariamente  a repercutir en sus funcionarios.


El señor Carlos Martabit Scaff, Gerente (General de Finanzas del Banco Estado), respecto de los bonos híbridos estima que el proyecto de ley debe ser aún más preciso en cuanto a la posibilidad de que éstos puedan convertirse en acciones cuando el banco lo requiera. Solicita la posibilidad de que el banco pueda emitir estos bonos perpetuos o híbridos con la flexibilidad necesaria para que pueda emitir ese tipo de instrumentos. Adicionalmente, comenta que en Brasil los bancos ya están cumpliendo los estándares de Basilea III.


Respecto de la gradualidad de seis años, recalca que los bancos necesitan un periodo suficiente para que exista la menor incertidumbre posible.  Subraya que Basilea III recomienda que el proceso se haga en ese periodo de tiempo. 


Asegura que respecto de los ponderadores también hay recomendaciones; estima que debe existir el equilibrio entre el hecho de operar la Comisión de Mercado Financiero con lo que determine la ley, que en este caso, establece ponderadores más altos de los establecidos en Basilea III.


La señora Bernardita Piedrabuena (Coordinadora Mercado de Capitales de Ministerio de Hacienda), procede a responder las consultas sobre el plazo de seis años versus el plazo fijo establecido en el proyecto, explica que la idea del Ejecutivo fue respetar los seis años, sin embargo, aclara que se estableció un plazo fijo (al año 2024) como incentivo para aprobar prontamente el proyecto y de esta forma si estuviera aprobado el próximo año los seis se ajustaría a lo establecido en Basilea III. Además de lo anterior, sostuvo que la idea es que los bancos empiecen a prepararse para lo que viene, sin embargo, asegura que el plazo puede ajustarse durante la tramitación, si fuere necesario. 


Explica que respecto de los ponderadores el artículo primero transitorio no deja espacio para incertidumbres, sino por el contrario, establece claramente que los requerimientos de capital, además de los riesgos adicionales (riesgos de mercado y operacionales), no van a ser contabilizados hasta que se publique la normativa, para lo cual se establece un plazo de un año. En todo caso, asegura, que si la norma no queda suficientemente clara se podría precisar más con el objeto de evitar incertidumbre no deseada. 


Agrega que lo establecido por Basilea III son recomendaciones y que respecto del plazo de seis años las jurisdicciones que han adoptado Basilea III ya adoptaron ese plazo y todas ellas van estar cumpliendo en el año 2019; remarca el atraso de cinco años que Chile tiene en esta materia. Insiste que el establecer un plazo fijo es un incentivo para apurar el proceso respecto de todos los actores. 


En lo que se refiere a la capitalización del Banco Estado, hace presente, que desde el momento en que el Ejecutivo toma la decisión de enviar el proyecto de ley, sabiendo que esa decisión tiene implicancias para el Banco, asume al mismo tiempo, el compromiso de capital que va a significar para el Banco en el futuro.


Al señor Auth aclara que en el informe financiero si se incorpora el costo de la capitalización del Banco Estado. Indica que el referido informe señala el costo en el caso negativo que asciende a 1.620 millones de dólares. 


En cuanto a la incorporación de las garantías, explica que los instrumentos de garantías pueden actuar a nivel de ponderadores o a nivel de capital, dependiendo si cubren pérdidas esperadas o inesperadas. 


Respeto de los ponderadores indica que para darle mayor flexibilidad al regulador se establece que la Comisión de Mercado Financiero, previo acuerdo del Banco Central, se encargará de determinar los ponderadores y, que en esa metodología, se van a incorporar los mitigadores correspondientes.  Agrega que, no obstante lo anterior, el proyecto contempla expresamente que se podrán incorporar mitigadores de capital. 


Indica que en relación a los bonos perpetuos, luego de varias reuniones con el equipo técnico y los bancos, se determinó dejar en el proyecto la mayor flexibilidad posible. 


Explica que la ley reconoce dos tipos de instrumentos: acciones preferentes y bonos perpetuos y señala que dentro de éstos se establecen características básicas necesarias para que Basilea los reconozca como tales.  Añade que el resto se regulará en el Reglamento que emitirá la Comisión de Mercado Financiero.  No obstante lo anterior, recalca que no hay inconveniente en precisar aún más la norma.


Finalmente, el señor José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión), hace presente a los integrantes de la Comisión la necesidad de aprobar la iniciativa antes de entrar a la discusión de la Ley de Presupuesto del Sector Público. 


El señor Pablo González (Presidente de la Asociación de Funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, AFUSBIF), expone la presentación que se transcribe a continuación y que da cuenta de las inquietudes que tiene el personal respecto del proyecto de ley que reforma la legislación bancaria y la Comisión de Mercado Financiero en relación con la Ley N° 21.000. 


En primer término, se refiere a los antecedentes generales de la Ley N° 21.000 que crea la Comisión de Mercado Financiero, destacando entre sus objetivos: a) perfeccionar el gobierno corporativo de la SVS (Consejo y Fiscalía); b) perfeccionar algunos procedimientos administrativos (procedimientos sancionatorios); y c) dotar de mayores facultades fiscalizadoras (por ejemplo facultad de requerir levantar secreto y reserva bancaria, facultad de allanar, incautar documentación, interceptar documentaciones, etc.); d) incorporar a la SBIF una vez aprobada la Ley que Moderniza la Legislación Bancaria. 


A continuación, resume en la siguiente tabla los aspectos centrales del cambio introducido por el cuerpo legal:
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Tales disposiciones (Anexo 1) se encuentran contenidas en el Parrafo 4 del Titulo Il
de la Ley N* 21.000 (articulos 26 al 32). En la siguiente seccion se presenta un
resumen de los mismos:




[image: image150.png]Articulo 26 Disposiciones | — EI personal de Ia Comision se regia por un estaluto especial
generales — En o no previsto por el estatuto regira supletoriamente el Cadigo del
Trabajo.
— El presidente de la CMF goza de facutades amplias para nomorar y
remover personal
— La CMF aplicard las normas de remuneraciones y beneficios que hoy
figen al personal de la SVS.

‘Arficulo 29 Prohibicien | — EI personal estara afecto a una pronbicion de seis meses para prestar|
aplicable a todo|  senvclos o adquin participaciones en entidades (0 sus relacionadas),
el personal respecto a las cuales hubiesen participado de manera directa en actos,

resoluciones o procedimientos administrativos, dentro de los doce meses,
anteriores al cese en sus funciones.

‘Articulo 30 Prohibicien | — EI primer y segundo nivel jerarquico de [a CMIF estara afecto a unal
aplicable  a|  prohibicién de tres meses para prestar servicios o adauii participaciones
superiores en entidades fiscalizadas (0 sus relacionadas).
jerérquicos

Articulo 31 Prohlbicion | — EI personal afectado por Ias prohibiciones de los arficulos 29 y 30 estan|

aplicable a todo|
el personal

obligados a informar de sus prestaciones de senvicios y partiipaciones
societartas (control)






Sobre el proyecto de ley de modificación de la Ley General de Bancos, indica que en términos generales, la iniciativa busca modificar la forma de gobierno corporativo de la entidad fiscalizadora (integración a la CMF); b) aumentar las exigencias de capital para los bancos (Basilea III), y c) fortalecer la red de seguridad financiera (aumenta garantía estatal e introducción de planes de regularización bancaria: alerta y corrección temprana).


Expresa que las disposiciones asociadas al personal se encuentran contenidas en los artículos transitorios del proyecto de ley (Anexo 2), pues la iniciativa deroga buena parte del Párrafo 1 del Título I de la LGB asociado a la Organización de la SBIF. Señala que en la siguiente sección se presenta un resumen de las principales disposiciones.
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Principales disposiciones

— La derogacién de este articulo implica que: se elimina
aplicabilidad del Estatuto Administrativo (pero_por|
aplicabilidad del articulo 26 de la CMF se mantiene|
facultad discrecional de remocion del personal). y se|
elimina en general la aplicabilidad del Estatuto del
Personal de la SBIF.

Arliculo noveno transitorio
del  proyecto  de
modificacién de la LGB

Traspaso del
personal

— Dispone traspaso de todo el personal de la SBIF a la
CMF (con remuneracion, cargos y grados de origen)

— Los funcionarios traspasados contintan afectos al
artioulo 15 del decreto con fuerza de ley N* 1.383, de|
1975, del Ministerio de Hacienda que fila el Estatuto
del personal de la SBIF (aqui constan los beneficios|
facultativos de colacion y bienestar)

Atticulo décimo transitorio

|Bienestar

~|— Personal traspasado de la SBIF tiene facullad de

conservar afiliacion a bienestar mientras CMF no
constituya el propio.






En relación al artículo noveno transitorio, manifiesta preocupación porque los funcionarios del Banco tienen una escala de remuneraciones más alta que el personal que la SVS, y en efecto, van a llegar a una integración donde se verán perjudicados en sus salarios. Comenta que el valor que quedará pendiente se pagará por planilla suplementaria. Precisa que las diferencias remuneracionales van desde los $100.000 a $400.000.


A continuación formula las siguientes observaciones y comentarios e inquietudes que constan en la presentación que se trascribe a continuación y que por acuerdo unánime de los integrantes de la Comisión se remitirá al Ministerio de Hacienda para ser consideradas en la discusión del presente proyecto. 


En cuanto a la forma en que se generó la iniciativa
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A. La forma en que se genert la iniciativa de modificacién de la LGB, y la velocidad con
la que se pretende tramitar afecta al personal y eventualmente las funciones de la

sel

El personal de la SVS ha tenido tiempo e instancias especiales para
pronunciarse e incidir en la reglamentacion que los afectard. El personal de la
SBIF no ha tenido ni tendra esa oportunidad (rol pasivo)

Se ests pretendiendo cambiar muy rapidamente (y posiblemente sin la
suficiente reflexion), un modelo institucional de supervision funcional que ha
sido exitoso en preservas la estabilidad financiera por un modelo intagrado.

B. Existe incertidumbre respecto al alcance que tendrd la aplicacion supletoria del
Codigo del Trabajo en reemplazo del Estatuto Administrativo

Existirs indemnizacién por afios de servicio, derecho a huelga, acceso a

seguro de cesantia?, ¢facultad de convenir esquemas de Ahorro Previsional
Voluntario Colectivo?,
Colectiva?

La facultad discrecional amplia de desvincular al personal de la que gozarfa el
presidente de la Comisién no brinda la estabilidad requerida, ni asegura
tampoco una compensacién como contrapartida.
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Existe incertidumbra respacto al alcance de las prohibiciones asociadas al articulo 20
déla Ley 21.000.
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v 20 nivel Jorarauico aue corresponds a un 75% da Ia remuneracion v su
Auracion o5 da la mitad el Hempo aue dura la brohibicion.

La prohibicion afecta a todos los funcionarios que debide & ello quadan
Imposibilitados de Sjercer s deracho al trabajo unh vez que hayan dejado de
cumplir funciones on la Entidad Supervisora, Incluss hablendo mediado una
Gesuinculacion discracional. £n Ringan cass Se offece compansacion & los
Fincionarios, 1a aue S616 Sa entreaa & 165 directivos de primar y seaunde nivel

Esta prohibicion sin compensacion, que Impone una barrera a Ia sallda do las
porsonas, Inhiba ol Ingreso e jovencs brofesionalas v tecnicos v pueds
Sfacear ai narmal desarrollo da 18 metEacionas.




[image: image154.png]A. Existe incertidumbre respecto del Articulo noveno transitorio Nimero 2, en relacion
con los plazos de adecuacion de los funcionarios a sus nuevas responsabilidades.

o Si bien se hace el traspaso sin solucion de continuidad, a los mismos cargos
y grados, es natural entender que habra duplicidad de funciones en algunas
dreas. Por lo mismo, es importante aclarar de qué manera se resolverdn
dichas situaciones.

o En aquellos casos en que se deba adecuar con el tiempo la forma de
funcionamiento de la CMF, se requiere que tal como se hace con los bancos,
se seffale en cunto tiempo se producird esta unificacion, de tal manera que
los funcionarios que estén en dicha situacion, tengan claridad acerca de su
futuro laboral y puedan tomar las medidas que correspondan.
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Cuota de contribucién y competencia legal de la SBIF
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“LOS RECURSOS PARA EL FUNCIONAMIENTO SERAN DE CARGO DE LAS
INSTITUCIONES FISCALIZADAS

“EL SUPERINTENDENTE RECAUDARA LOS FONDOS CON QUE LAS INSTITUCIONES
SOMETIDAS A SU FISCALIZACION DEBEN CONTRIBUIR AL MANTENIMIENTO DE SBIF Y
LOS DEPOSITARA EN EL BANCO ESTADO, Y DE ESA CTA GIRARA PARA EFECTUAR LOS
GASTOS QUE DEMANDE EL FUNCIONAMIENTO DE LA SBIF.

“EL PERSONAL DE LA SBIF ESTA ALTAMENTE CAPACITADO, POSEE COMPETENCIAS
TECNICAS QUE LE PERMITEN ESTAR A LA VANGUARDIA DEL SISTEMA FINANCIERO
POR LO TANTO Y TENIENDO PRESENTE LOS PRINCIPIOS DE LOS SUPERVISORES
BANCARIOS DE BASILEA, LA SBIF DEBERIA CONTAR CON

MODERNIZACION DE SU TECNOLOGIA, CAPACITACION, CALIDAD DE VIDA, ETC.

“LA SBIF FINALMENTE TERMINA RECIBIENDO SOLO EL 30% DEL TOTAL DE ESTA CUOTA
QUE SE DESTINA AL TESORO DEL ESTADO, DEJANDO SU FINANCIAMIENTO COMO




[image: image157.png]FUNCIONES Y ATRIBUCIONES LEGALES.

La funcion que la LGB le otorga a la SBIF es la supervision de las entidades
bancarias, manteniendo la estabilidad y solvencia del sistema financiero, en
resguardo de los depositantes y del interés pablico.

Para cumplir con su rol fiscalizador de la banca, la SBIF cuenta con las atribuciones
otorgadas por la LGB, que comprenderfan las siguientes:

A. Ejercer la mas amplia fiscalizacion sobre todas las operaciones y negocios de las
entidades fiscalizadas.

B. Aplicar o interpretar las leyes, reglamentos y demas normas que rilan a las
empresas vigiladas.

C. Examinar y solicitar antecedentes.

D. Impartir instrucciones y adoptar las medidas tendientes a corregir las deficiencias
observadas.

E. Realizar inspecciones en terreno, sancionar y adoptar, en los casos dispuestos por
la ley, medidas tendientes a subsanar situaciones que den cuenta de inestabilidad





Respecto de la última lámina, hace hincapié en la preocupación que tienen en cuanto a que la Superintendencia no pierda atribuciones, principalmente sus facultades fiscalizadoras. 


El señor José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión), asegura a AFUSBIF que respaldará los derechos adquiridos de los funcionarios. Propone a la Asociación designar a un funcionario para asistir a todas las sesiones. 


El señor Melero pide que las incertidumbres planteadas por la Asociación de Funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, AFUSBIF, se remitan al Gobierno para que la responda por escrito. Así se acuerda


El señor Silva solicita que junto con el informe solicitado a la Biblioteca del Congreso Nacional sobre la materia, se considere escuchar la exposición del funcionario que lo elabore. 

Adicionalmente, considera importante invitar a académicos especialista en mercado financiero. Al respecto, el señor José Miguel Ortiz, señala que la Comisión realizará una sesión con el objeto de escuchar a los invitados propuestos por sus integrantes. 


La señora Bernardita Piedrabuena (Coordinadora Mercado de Capitales, del Ministerio de Hacienda),  asegura que han sostenido conversaciones con la Asociación de Funcionarios en las que se les ha transmitido que todas sus inquietudes están cubiertas y que sin perjuicio de ello, existe la voluntad y disposición del Gobierno de continuar en un permanente dialogo y aclarar las dudas por escrito. Finalmente, hace presente, que se ha invitado a la AFUSBIF a la mesa de trabajo que tienen con los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros, que pasará a ser la CMF, para elaborar y redactar el estatuto del personal que les atañe. 

S. 317 de 1 de agosto de 2017.
- Señor Raphael Bergoeing, Economista CEP, comienza por señalar que en su exposición pretende entregar una mirada crítica del proyecto de ley, basada en su experiencia como ex Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y académico que ha participado en la discusión de la importancia del mercado financiero para el crecimiento económico.


Expresa que la reforma que se plantea es necesaria y que en términos generales se trata de una buena iniciativa. Hace presente que mencionará los aspectos positivos del proyecto para luego centrarse en las debilidades que presenta en su contenido e indicará los elementos que a su juicio se omiten y que considera esenciales al momento de hacer una buena reforma.

Comenta que a pesar de que nuestro país se ha destacado en materia de política macroeconómica, ha acumulado por un largo tiempo una brecha importante en materia financiera; expresa que la última gran reforma data del año 1997, aun cuando los especialistas señalan que fue la del año 1986, después de la crisis del 82-83; estima que siendo la actual legislación heredera de una gran crisis tiene un claro sesgo conservador, que ha impedido que el mercado financiero se desenvuelva de un modo acorde al nivel de desarrollo que actualmente tiene nuestro país. Cree que el proyecto en estudio representa una gran oportunidad de avanzar en un mercado más heterogéneo que dé espacios a nuevos roles de distintas instituciones. 

Expresa que en el  siguiente gráfico entrega información acerca de cómo el crédito privado afecta en el crecimiento de los países. 
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De los gráficos anteriores concluye que en los países con más créditos sobre PIB, de manera mayoritaria, tienen GINI que han caído más en las últimas décadas y experimentaron aumento del 20% inferior en términos de ingresos. Con todo, el crédito privado no solo genera más crecimiento, sino que también expande oportunidades. Sostiene que en Chile, sin embargo, el efecto en igualdad ha sido hasta hoy algo menor a lo observado en promedio que en el resto del mundo. Estima que en Chile la regulación es conservadora y castiga la heterogeneidad de oferentes de crédito, reduciendo la inclusión. 


Afirma que por el nivel de desarrollo que tiene nuestro país es factible una mayor apertura del sistema, por lo que a la luz de la reforma en estudio, cabe preguntarse si es posible incorporar la participación de otras instituciones que existen en otros países y que no han podido desarrollarse bajo nuestra regulación conservadora.  


Valora que el Ministerio de Hacienda haya ingresado el proyecto de ley. Comenta que bajo la administración anterior, de la cual formó parte, existió especial interés en avanzar en una modificación a la Ley General de Bancos, al igual que en los gobiernos que le precedieron, sin embargo, esa voluntad no se materializó en la aprobación de una ley. Añade que 20 años sin reforma en este ámbito produjo una importante brecha regulatoria que redundó en un mayor costo para los bancos, como asimismo, para adquirir los niveles de competencias requeridos por la industria.  Recalca que lo anterior, sumado al hecho de que el contenido del proyecto, en todas aquellas cosas que por acción tiene, está alineado con lo que hoy día es considerado en el resto del mundo la mejor práctica en materia de regulación y supervisión,  y  afirma que, en esa dimensión, la iniciativa constituye un gran proyecto.


 Relata que hace tres años participó en la elaboración de un documento de trabajo que se tradujo en un conjunto de recomendaciones al Ministerio de Hacienda para orientar la presente reforma y subraya que prácticamente en su totalidad fue acogido por el Gobierno y plasmado en el proyecto de ley. Sin embargo, señala que con el objeto de contribuir a la discusión, su exposición se centrará en aquellos aspectos del proyecto que le merecen reparos, como también, en aquellos elementos que considera fueron omitidos del mismo. 


Respecto de la regulación del crédito, expresa que el mundo plantea que las crisis son resultado de exceso de crédito y que a literatura vigente ya no se pregunta cómo regular a los bancos sino que se enfoca en la necesidad de regular a tosas las instituciones financieras crediticias con potencial impacto sistémico en caso de existir problemas. 


Advierte que si se quiere contar con una buena y completa reforma el Gobierno debe hacer un esfuerzo importante para incluir aspectos fundamentales en beneficio del sistema financiero en su totalidad y no poner el foco únicamente en la regulación bancaria. Recomienda al Ejecutivo tomarse el tiempo necesario para tener una discusión profunda para que la Reforma sea lo mejor posible.  Adicionalmente, señala que su presentación tiene un anexo que da cuenta de elementos que será de utilidad para los equipos técnicos que están a cargo de la iniciativa, que por razones de tiempo no serán abordados en la presente sesión. 

[image: image161.png]Pero las crisis financieras (por exceso de
crédito) son mas largas y profundas que las
no financieras. Y cuando involucran bancos,
su solucién usualmente exige recursos
publicos (de contribuyentes).

Para evitarlas, debemos regular a todas las
instituciones crediticias con potencial
impacto sistémico (tamafio e interconexion),
sean o0 no bancos (es decir, capten o no).

Una regulacidn adecuada debe considerar
especificidades por institucién.






Indica que el Ejecutivo ha estructurado la Reforma en tres temas centrales: i) Basilea (capital); ii) Gobierno corporativo del regulador; y iii) Resolución bancaria, sin embargo, prefiere abordar el contenido del proyecto mediante ocho temas, que constan en la siguiente lámina, respecto de los que existe consenso técnico en el ámbito del crédito y de la estabilidad y que ocupan a los grandes reguladores internacionales.  


Valora la flexibilidad que el proyecto le da a la autoridad administrativa, pues el dinamismo de las actuales regulaciones y modelos así lo exigen. Advierte que al entregar una mayor atribución a la autoridad para adoptar sus decisiones pasa por exigir más responsabilidad, lo que justifica la relevancia del gobierno corporativo. Destaca que el paso de la ley a la norma es la gran recomendación de Basilea. 


El segundo punto que celebra es que el proyecto recoge la importancia de mejorar la cantidad y calidad del capital. 


Expresa que en el listado que aparece a continuación se marca con cruz de color rojo los aspectos que considera deben mejorarse. 


Indica que si bien el proyecto de ley contempla un mejoramiento significativo del gobierno corporativo de la autoridad, no se hace cargo de la independencia presupuestaria del regulador que a su juicio se ha visto debilitada en la última década y media.  Agrega que es precisamente esta independencia la que le permite al regulador abordar temas futuros. Hace presente que la propuesta que hizo al Ministerio de Hacienda en este sentido, y que no fue acogido en el proyecto, consiste en que un 5% porcentaje del monto del presupuesto asignado por ley al regulador sea de libre disposición, con el objeto de otorgarle autonomía necesaria para trabajar en nuevas tecnologías financieras.


Resalta que el proyecto representa un avance en materia de competencia pero estima que debe ser perfeccionado dado que no se hace cargo de temas relevantes, tal como, potenciar el ámbito de las cooperativas. Explica que sería positivo que el proyecto se ocupara de otorgar a las cooperativas un modelo institucional que les permitiera acceder a la línea de liquidez del Banco Central para tener acceso a un financiamiento más barato y así poder llegar a otros segmentos de la población.  Critica que no se haya avanzado en el proyecto de ley que crea el sistema de obligaciones económicas SOE, dado que sería un buen complemento para perfeccionar la reforma. 


Espera que el proyecto otorgue las condiciones que permita la dinámica necesaria para alimentar el modelo y seguir cumpliendo con la necesidad de sectores que quedan marginados.  Manifiesta preocupación que el proyecto de ley haya cambiado el objetivo de los reguladores sin ampliar el perímetro regulatorio. 


Junto con la competencia, estima que se debe reforzar la mirada sistémica y mirada consolidada. Expresa que la preocupación sistémica debe ser respecto de instituciones con potencial sistémico, sean o no bancos. Respecto de la mirada consolidada enfatiza que se debe avanzar en la idea de interrelación y en una Ley de Conglomerado.  En materia de resolución valora que el proyecto considere etapas de intervención temprana y que elimine el convenio de acreedores, sin embargo considera que el avance no es significativo y advierte que se debe legislar en paralelo en ese sentido. Agrega se trata de una materia respecto de la que no hay mucha información por lo tanto es la que le genera más duda. 


En cuanto a la conducta de mercado, estima que el proyecto no representa un avance en la materia, sin perjuicio de hacer la prevención de la decisión que adoptó, en su rol de Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, de sacar de la normativa administrativa que regula a la Superintendencia aquellas materias que le otorgaban atribuciones al organismo para instruir a los bancos en materia de consentimiento cuando cambiaban las comisiones, bajo el argumento de que esa atribución se perdía con la entrada en vigencia  de la Ley 20.555 sobre protección de los derechos de los consumidores. Lamenta que hasta la fecha el Ministerio de Economía no haya dictado los reglamentos, en el marco de la mencionada ley, que definieran qué debe entenderse por consentimiento.


Asegura que la decisión adoptada por el Gobierno en orden a crear la Comisión de Mercado Financiero conlleva grandes desafíos en materia de implementación. Reconoce que hubiera preferido mantener la regulación actual conservando las dos Superintendencias, pero fortaleciendo sus gobiernos corporativos y potenciando la interacción a través del Consejo de Estado Financiero. No obstante lo anterior, valora que al existir un solo ente regulador el arbitraje regulatorio se hace menos probable.


Finalmente, advierte que se debe poner atención a la gradualidad del proyecto, como asimismo, a la prisa con la que se pretende legislar. Subraya que si bien la reforma ha sido esperada por más de dos décadas es necesario perfeccionarla.
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[image: image163.png]Algunas preocupaciones especificas...

o Independencia presupuestaria

o Competencia, nuevas tecnologias y preocupacion
sistémica: Perimetro regulatorio no cambia (CMF sin
atribuciones especificas para analizar ampliamente
evolucién del mercado financiero). Ejemplo: oportunidad
para fortalecer rol de CACs. Y se requiere informacion
crediticia bancaria y no bancaria.

o Mirada consolidada: Conglomerados financieros.

o Resolucion: Avance menor. Se mejora proceso de
intervencién temprana; y se elimina Convenio de
Acreedores, pero sin reemplazarlo con mecanismo de
bail-in publico.

o LPC 20.555 y consentimiento: pendiente desde 2013.




[image: image164.png]Y una preocupacién prudencial...

Proyecto LGB (en la CMF) nos aleja del modelo de
silos y unipersonal, pero sin establecer un modelo
Twin Peaks, ni sancionar un enfoque consolidado;
y con desafios de implementacién, en materias

presupuestaria, supervisora y de manejo de crisis.

Por lo tanto, los detalles importaran: recursos;
criterios para Pilar II y cuasi-capital; ponderadores
de riesgo (Pymes); afios para implementacion.

Cuidado con apurar innecesariamente la
discusion.




[image: image165.png]Anexo: preocupaciones (I)

« Remuneracion de consejeros de la CMF muy baja.

« Cargo de capital por Pilar II sin determinantes conocidos. En Inglaterra,
estos son en funcién de exposicion a deuda soberana, tarjetas de crédito
e hipotecarios con alto LTV.

« Ponderadores para activos debieran igualarse con los en Basilea III.
Ejemplo: Pymes desde el 100% actual a 75% fomentaria
emprendimiento.

« Fortalecer los checks and balance con el Banco Central. Por ejemplo
para Pilar II.

« Medidas tempranas de regularizacion deberian contemplar planes sobre
liquidez y mejoras en la gestion de riesgos.

« Regularizacion de bancos con pérdidas de capital deberia contemplar
alternativas més alla de préstamos interbancarios.

+ No se contemplan desglose entre banco bueno y malo, ni constituir
banco puente.

« Ampliar garantia del Estado a los depdsitos a plazo desde los UF 200 por
banco a UF 400. Este monto deberia poder ajustarse con consulta al
ministerio de Hacienda.

« Explicitar legalmente caracter reservado de antecedentes bancarios
como resultado de proceso supervisor.




[image: image166.png]Anexo: preocupaciones (II)

« Ampliar registro de deudores (aprobar proyecto SOE).

« Ampliar perimetro regulatorio para regulacion de instituciones crediticias
no bancarias, tanto para resguardar adecuadamente la estabilidad
financiera, como para promover mas competencia e instituciones
crediticias de nicho.

« Al respecto, en el caso de las CAC con patrimonio sobre UF 400 mil,
gobierno corporativo debe ser atribucion de la CMF; y agregar proceso de
licenciamiento.

« Falta una Ley de Supervisién Consolidada.

« Es necesario modificar la Ley de Proteccién al Consumidor 20.555, para
balancear materias sobre consentimiento de clientes ante cambios en
comisiones y resguardo prudencial pro estabilidad financiera.





El diputado Melero junto con agradecer la presentación y la vasta experiencia del expositor, celebra la voluntad del Ejecutivo en orden a legislar en esta materia.  Pregunta al Ejecutivo su opinión acerca necesidad de retomar la tramitación del proyecto de ley sobre el SOE para contar con un buen desempeño de la reforma bancaria. En la misma línea consulta por la importancia que el Gobierno le asigna a contar con una legislación en materia conglomerado.

El diputado De Mussy consulta al señor Raphael Bergoeing la razón de que bajo la regulación actual se esté desaprovechando el dar más oportunidad a las personas más necesitada. Pregunta al Ejecutivo por qué la Reforma se limita a los bancos considerando la proliferación de créditos privados otorgados por entidades no bancarias. 


El diputado Macaya pregunta al señor Bergoeing cuál es equilibrio correcto en materia de perímetro regulatorio. Propone invitar a la Superintendencia de Valores y Seguros para conocer cómo se está preparando con los bancos para funcionamiento en conjunto en la Comisión de Mercado Financiero. Consulta al Ejecutivo cómo vislumbra la interacción de ambas instituciones al interior de la Comisión.


El diputado Aguiló pregunta si existen datos acerca de la tasas de ganancias del sistema bancario chileno respecto a la de otros bancos de América Latina.


El señor Raphael Bergoeing procede a responder las consultas parlamentarias: Explica que el criterio general al hablar de perímetros regulatorios es que se trate de una institución financiera del mundo del crédito con potencial impacto sistémico. Enfatiza que la regulación debe hacerse cargo de la realidad dinámica de los mercados para lograr que los negocios puedan desarrollarse y la autoridad, en este caso, deberá contar con la flexibilidad suficiente en materia regulatoria para adaptarse a nuevos escenarios. 


Respecto de las rentabilidades sostiene que han bajado considerablemente en la última década; afirma que Chile se encuentra como sector por debajo del promedio de las rentabilidades del total de países como consecuencia del aumento de la regulación. Comenta que existen informes de académicos sobre la competencia en la banca en lo que no existe evidencia de ningún tipo que indique que el mercado chileno sea poco competitivo. 


La señora Bernardita Piedrabuena (Coordinadora de Mercado de Capitales y Finanzas Internacionales del Ministerio de Hacienda), señala que los aspectos mencionados y de los que eventualmente carecería el proyecto de ley, tales como ausencia de legislación sobre conglomerados y sobre obligaciones económicas SOE, como asimismo, la falta de riesgos sistémico de instituciones no bancarias, si bien son todos relevantes, exceden la idea matriz del proyecto en estudio. Explica que el Gobierno priorizó hacer una reforma de la legislación bancaria con énfasis en aquellas materias en las que se advierten brechas críticas. Añade que sin perjuicio de lo dicho, el Gobierno ha demostrado interés por las materias planteadas, según lo que pasa a explicar:

- Respecto de la necesidad de aprobar el proyecto de ley sobre obligaciones el sistema de obligaciones económicas, SOE, hace presente, que el Ejecutivo decidió no continuar con su tramitación por considerar que previamente debe avanzarse en la modificación a la ley N° 19.628, sobre protección de datos personales, cuya iniciativa está siendo tramitada en el Senado. Explica que actualmente y de conformidad con el artículo 14 de la Ley General de Bancos, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras consolida las deudas de los bancos y de las cooperativas, pero de manera separada, razón por la cual estima que puede evaluarse avanzar en ese ámbito, modificando la referida norma, con el objeto de que los oferentes de créditos puedan otorgar mejores condiciones a aquellos que son buenos pagadores. 

- En cuanto a la necesidad de contar con un proyecto de ley de conglomerados, reconoce que se trata de una demanda de hace varios años y que no se ha avanzado en ese sentido, sin embargo, hace presente, que bajo la actual administración el Ministerio de Hacienda encargó una asesoría al Fondo Monetario Internacional, que fue discutido en el Comité de Estabilidad Financiera.  Precisa que aun cuando no hay un proyecto de ley sobre conglomerados, ha habido avances puntuales en modificaciones legales, tales como en el artículo 17 de la Ley General de Bancos, que permite tanto a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras como a la Superintendencia de Valores y Seguros pedir información consolidada a sus regulados. Añade, que del mismo modo, representa una mejora el artículo 84 del proyecto de ley en estudio al establecer un límite en los préstamos que otorgan los bancos a estos conglomerados. 

- En cuanto a la ampliación del perímetro regulatorio y sobre cómo dar cabida a industrias innovadoras que no están en el radar y que van apareciendo, y por ende, no se encuentran bajo el perímetro de ningún regulador, recuerda que el Ministro de Hacienda, en su primera exposición, toco el tema, refiriéndose a  las cajas experimentales que se utilizan en países de tradición anglosajona, que son productos, actividades innovadoras que no están bajo el perímetro regulatorio, pero que se ponen a prueba del regulador y que pasado ese periodo de prueba  se establece una regulación general para todos aquellos que quieran ejercer esta actividad. Precisa que el problema que enfrentemos en esta materia es cómo dar flexibilidad sin caer en la discrecionalidad; cómo se regula y qué requisitos se exigen. Añade que nuestro país tiene una tradición legalista, es decir, los requerimientos deben está descritos en la ley.

Indica que no obstante lo anterior, se plasman en nuestra legislación algunos avances, y es así como en la Ley N° 21.000 sobre CMF, se establece en el numeral 24 del artículo 5 que “la Comisión podrá proponer al Presidente de la República, a través del Ministerio de Hacienda, aquellos cambios legales necesarios para velar por el cumplimiento y el funcionamiento del mercado financiero”. Añade que en el proyecto de ley se establece expresamente, entre otras cosas, que esta Comisión podrá proponer al Ministerio de Hacienda cambios legales en relación a nuevas actividades, mercados, agentes o instrumentos financieros.


Explica que hay dos cosas que cabe distinguir, por una parte, los dadores de crédito sin captación, y por otra parte, los que captan. Aclara que la legislación ha establecido que los únicos que pueden captar son los bancos e indica que recientemente con la aprobación de los emisores no bancarios de medios de pre pago, también éstos pueden captar, con varios requisitos que se establecen para velar por los depósitos que hacen las personas en esas entidades. Advierte que cuando se habla de Ley General de Bancos el primer objetivo que tiene el regulador bancario es velar por los depositantes y explica que esto después se relaciona si la institución es sistémica o no y, en una tercera derivada, está la estabilidad de los medios de pago. En efecto, cuando nos referimos a instituciones sistémicas se debe pensar si al regulador bancario le es pertinente regular esa institución porque está en juego los depositantes 


Manifiesta que le merece duda que el regulador bancario deba intervenir cuando se trata de una institución que solo otorga créditos y no hay captación, salvo que exista riesgo sistémico, pues en tal caso hay depositantes de por medio.  Precisa que en materia de cooperativas el regulador bancario interviene en las de mayor tamaño, en cambio, las pequeñas quedan bajo el alero del Departamento de Cooperativas del Ministerio de Economía.


 Indica que en Chile la industria de Shadow Banking representa solo el 20% del producto y que la mayoría de trata de Fondos Mutuos tipo 1, que se encuentran de cierta forma regulados por la Superintendencia de Valores y Seguros, en términos de requisitos y registros de información. Añade que claramente no hay una visión macro prudencial del riesgo sistémico que podría producirse en caso de una corrida hacia esos fondos mutuos, por lo que advierte que se trata de un área en que se debe avanzar. 


En cuanto a cómo se está preocupando la Superintendencia de Valores y Seguros frente a la transformación a CMF, comenta que el Ministerio se encuentra trabajando con las Superintendencias para la implementación de la Comisión, esto es, en el nombramiento de los comisionados, como también, sosteniendo conversaciones con las Asociación de Funcionarios de ambas superintendencias para efecto de la dictación del Estatuto del Personal. 


El diputado Schilling consulta a Ejecutivo su opinión respecto al llamado que hace el señor Raphael Bergoeing a tener más audacia en la reforma a la legislación bancaria, estableciendo diversidad de instituciones, instrumentos, más libertades y menos regulaciones. 

El diputado Aguiló solicita al Ejecutivo antecedentes sobre el nivel de endeudamiento de los chilenos y pregunta qué proyección y previsión tienen frente a una eventual crisis financieras en el país.


Respecto al llamado a ser más audaces en materia de  regulación, la señora Bernardita Piedrabuena explica que está comprobado empíricamente el equilibrio entre competencia y estabilidad financiera y enfatiza que en efecto la discusión deben centrarse en si estamos dispuestos a asumir mayor riesgos por la entrada de nuevos actores que no cuentan con el resguardo que hoy se le exigen a los bancos. Aclara que el ámbito de las cooperativas excede las ideas matrices del proyecto y enfatiza que si se quiere discutir sobre competencia y mejores condiciones de créditos está no es la instancia para hacerlo.


Señala que la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras remitió a esta Comisión un informe sobre el endeudamiento de las familias chilenas. 

· Andrea Riquelme (Presidenta de Confederación de Sindicatos de Trabajadores Bancarios y Afines).


Consiga en su exposición los aspectos del proyecto de ley que le merecen reparos: i) La reforma liberaliza la jornada laboral, dado que confiere atribuciones discrecionales a la CMF sin establecer una regulación de atención al público, apertura de oficinas, como se hace actualmente la Ley General de Bancos. ii) No introduce competencia en el sistema financiero; no reduce la alta concentración de la banca chilena en donde existen cuatro instituciones que acumulan el 75% de las utilidades. iii) Insiste en la posibilidad de que los bancos puedan crear filiales de asesoría previsional, aun cuando la confederación bancaria ha liderado la batalla contra las AFP.
· Patricio Guzmán (Director de Estudios y Economía de Confederación de Sindicatos de Trabajadores Bancarios y Afines).


En primer término, expresa que coincide con las observaciones que el señor Raphael Bergoeing expuso del proyecto. 


Comparte las inquietudes expuestas por la Presidenta de la Confederación. Expresa que el proyecto de ley al establecer que la CMF fijará el horario de atención mínimos, flexibiliza en exceso la jornada horaria que actualmente tiene la banca, lo cual es altamente perjudicial para los trabajadores. 


Indica que hace años la Confederación adoptó la conquista de la seguridad social, abogando por el término del negocio privado en materia de pensiones. Expresa que no entiende por qué el proyecto permite a los bancos entrar en un negocio que está tan cuestionado por la ciudadanía. 


Remarca que si se quiere modificar la legislación bancaria necesariamente se tienen que considerar los problemas que actualmente tiene la banca, tales como, la alta concentración y malas prácticas. Asimismo, enfatiza, que se requiere que la autoridad tenga la flexibilidad necesaria para adaptarse a la rapidez del mercado. 


Finalmente, concuerda en la necesidad de reforzar la institucionalidad y con la creación de la CMF como un ente que dirima las controversias, sin embargo se manifiesta contrario a la supresión de las Superintendencias para fusionarse en una entidad, por considerar que tienen distintos intereses.
S. 318 de 1 de agosto de 2017.
El  señor Patricio Guzmán manifiesta su preocupación tanto por la excesiva concentración que tiene esta industria bancaria, como también por sus relaciones con otros grupos en la economía. Según su parecer, se debe poner límite a la participación de mercado y a la concentración de diversas entidades de la industria; incluso, facultar tomar medidas en caso de que la autoridad juzgue necesario la solicitud en plazo prudencial de la separación de negocios bancarios en entidades distintas, es una medida que la ley debe dejar con alguna discreción a la autoridad.

 
Por otra parte, sostiene que están a favor del fomento de la banca pública, entendida como una banca de fomento y de desarrollo nacional, no como funciona el Banco del Estado que es una copia de la banca privada, que su objetivo es solo  lucrar legítimamente. Acota que el dicho banco  debe tener una función más social,  lo que evidentemente no debe que entenderse como que tiene que regalar el dinero, sino más bien cautelar. 


Señala la necesidad de reforzar la existencia de la banca de propiedad social como, por ejemplo, las cooperativas, por que deben tener un rol más activo, sobre todo por que cumplen una función de nicho o regional más de lo que se cumple en Chile, lo que, evidentemente va vinculado con otro problema, ya que la propiedad esta difuminada. Por lo tanto, entonces tiene que haber un buen gobierno corporativo, pero si ponerles trabas, sino que más bien ayudarlos desde la autoridad y desde el estado  a su desarrollo, mutualidades financieras;, en general, actividades de tipo financiero o bancario de propiedad social, incluyendo asociaciones de pequeños empresarios, que a veces tienen dificultad para acceder al crédito, etcétera. 


Por otra parte, el negocio bancario se ha masificado, nuevas empresas y sectores de la economía han ingresado en los negocios financieros y que presentan los mismos riesgos que los bancos, por lo tanto deben estar regulados y supervisados por la Superintendencia de Banco de Instituciones Financieras. Asimismo, critica los casos como la multitiendas la Polar y otro como las  estafa, que quedan impunidad, se pide explicaciones a la autoridad quienes se imputan responsabilidad unos a otros, más aun argumentan que como no estaba tipificado como delito, no existe el ilícito.


Finamente, relata su preocupación por la escasa participación de las organizaciones sindicales del sector en las instituciones de control, sobre todo por la valiosa información que manejan sus afiliados.


El diputado Marcelo Schilling consulta sobre la eliminación de los límites de la jornada laboral entre la ley vigente y Basilea III.


La señora Bernardita Piedrabuena, Coordinadora de Mercado de Capitales y Finanzas Internacionales, responde que  la ley fija el  horario mínimo, quedando al arbitrio de cada empresa bancaria que establecer un horario dentro del marco jurídico de la Ley Laboral, respetando los feriados bancarios. Asimismo, argumenta que esto obedece al cambio de paradigma y al fomento de la competencia entre los bancos y casas comerciales que no tienen restricciones horarias  y ofrecen las tarjetas de créditos. 


Recuerda que antiguamente se estipulaba este cierre a las 14 horas, porque todos los procesos de consolidación y back office eran manuales; sin embargo, actualmente, son computacionales, incluso, la Superintendencia tiene la facultad de establecer horarios, solicitando la autorización específica.


El señor Fernando Coloma, economista, académico, investigador y consultor chileno, exsuperintendente de Valores y Seguros, comienza su exposición explicando que la iniciativa es muy importante; pone énfasis en una arista del proyecto que dice relación a que cómo, a través de esta iniciativa, las Superintendencias de Valores y Seguros y la de Bancos e Instituciones Financieras, pasarían a estar bajo el alero de la Comisión Financiera, que es un punto importante que establece el proyecto. 


Sostiene que la necesidad,  como cuestión previa, de fortalecer los gobiernos corporativos de los distintos reguladores financieros, es un tema que no amerita dudas. La complejidad del mundo financiero hace necesario mejorar los programas corporativos, siendo una idea que está rondando hace bastante tiempo. Añadió que en 2013 ingreso un proyecto que tenía como propósito fortalecer el gobierno corporativo de la Superintendencia de Valores y Seguros;  fortalecer sus bienes corporativos, con independencia política y que la autoridad tomara decisiones con una mirada más de largo plazo.


Considera que el sistema de los silos, en los cuales  una superintendencia regula a los mercados financieros, por ejemplo, la de bancos a la industria bancaria, la de seguros a las compañías  del sector, es un modelo que ha funcionado bien, sin problemas. 

Por otra parte, cuando se planteo la Comisión Financiera, creyó que podía ser un complemento, reconoce que el silo tiene un problema de coordinación, más bien es el no poder mirar adecuadamente al perímetro regulatorio. Sin embargo, la Comisión Financiera juega un rol importante porque permite una mirada global y homogeniza los procesos sancionatorios. Agrega que otro problema que tiene el silo es que se trastocan los negocios como, por ejemplo, un banco realiza operaciones que tienen que ver con valores; por lo tanto, manifiesta que fortaleciendo la institución  ayudaría a que existiera una mejor coordinación.


Sostiene que a nivel internacional, no existe un modelo único en que todos estén contestes de que sea el mejor, cada jurisdicción determina lo que más se ajusta a su realidad. Sostuvo que él habría mantenido los silos, con las superintendencias encargadas de fiscalizar y ejecutar. Por otra parte, la Comisión Financiera por sobre ellas con el rol  normativo y sancionatorio. Acota, por ejemplo, que el superintendente de bancos se incorpore a la Comisión cuando trate temas bancarios con participación en ella; según su parecer, al fortalecer los silos con una mayor coordinación definida, permitirá una mejor transición  a un regulador único.


Aclara que tiene una diferencia frente a los recursos económicos que se requieren, que no son suficientes, que deben regularse con eficiencia y tener los emolumentos apropiados, los que son de vital importancia para el funcionamiento de la comisión.


 Finalmente explica que se eliminó un artículo que circunscribía el rol de la Contraloría al análisis de las cuentas. Actualmente podría tomar razón de cualquier hecho, en circunstancias de que no son un organismo técnico, lo cual podría significar un gran problema para el desarrollo fluido del mercado.


El diputado De Mussy consulta,  porqué que en el trámite legislativo se eliminó el rol de la Contraloría al análisis de cuentas, cuáles fueron las razones si las hubo, y si está disponible el Ejecutivo para dialogar sobre el tema.


La señora Bernardita Piedrabuena señala que respecto de la Contraloría, la Ley N° 3.500, efectivamente señalaba que el rol era solo de revisor de cuentas. Sin embargo, con la dictación de la nueva Ley de Procedimiento Administrativo, se establece que la Contraloría tiene un rol más amplio. Más aun, antes de la entrada en vigencia de de la ley N° 21.000, revisaba de merito algunas fiscalizaciones que hacía la Superintendencia de Valores y seguros.


El señor Juan Antonio Parodi M., Abogado, Socio de Cariola, Diez, Pérez-Cotapos, comienza exposición refiriéndose a las  modificaciones que el proyecto busca introducir en la Ley General de Bancos. Indica que el  mensaje señala que se propone consagrar lo ya resuelto por le Excelentísima Corte Suprema respecto de que se presume que el Servicio de Impuestos Internos (“SII”), la Unidad de Análisis Financiero (“UAF”) y el Ministerio Público tienen un interés legítimo, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria. 


El proyecto también establece que se presume que no resulta previsible el daño patrimonial al cliente titular de la información con la obtención de esa información por parte de las referidas tres entidades (nuevo inciso tercero del artículo 154). 


Asimismo, el Mensaje indica que se propone crear un procedimiento especial para la entrega de la información sujeta a secreto o reserva, según el cual la entidad bancaria a quien se requiera esta información en aquellos casos que resulte   procedente, deberá hacerlo dentro de un plazo breve; que en el proyecto señala que es de 5 días, dejando a salvo lo que dispongan otras leyes en la materia (nuevo inciso final del artículo 154).


Por otra parte, el proyecto propone otras dos modificaciones relativas al secreto bancario: Otorga la facultad a la UAF y al Ministerio Público para solicitar a la Comisión para el Mercado Financiero acceso a la nómina que ésta debe mantener permanentemente con información acerca de los depositantes de los bancos, con indicación de su rol único tributario, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno (nuevo inciso final del artículo 14); y  prescribe que, en aquellos convenios que se suscriban con las instituciones fiscalizadoras bancarias extranjeras para compartir con ellas información protegida por el secreto bancario, se establecerá que respecto de esa información secreta se debe proceder de acuerdo a lo establecido en el artículo 5, N°5,m de la ley N°21.000 que crea la Comisión, el que a su turno determina la forma en que el fiscal de la Comisión pueda acceder a información sobre operaciones bancarias sometida a secreto o sujeta a reserva (nuevo parte final del inciso final del artículo 82).


En términos generales, sostiene que las enmiendas que el proyecto propone en esta materia limitan la garantía individual de la intimidad y privacidad de las personas. En efecto, lo que se denomina como “deber de secreto y reserva bancaria” no es más que la expresión de esa garantía constitucional. No se trata, como su nombre o aplicación puedan sugerir, de un derecho, privilegio o beneficio de los bancos para conservar bajo secreto sus operaciones, sino que de un mandato para no infringir el derecho a la intimidad y privacidad de sus clientes que han confiado en los bancos de la misma manera que confían en su hogar y en su intimidad estarán resguardados de intrusiones de terceros. Existen situaciones en que, tratándose de información que la ley ha calificado de reservada, se otorga cierto grado de discrecionalidad al banco para que, de concurrir los supuestos que la ley indica, éste pueda razonablemente estimar que levantar el deber de confidencialidad está justificado y no produce daños al cliente. Sin embargo, ello no implica que la entidad bancaria en esos casos esté exenta de responsabilidad frente al cliente si los supuestos no fueron correctamente evaluados y ello conlleva la infracción de sus derechos individuales. 


Puntualizó que en una etapa del desarrollo en que uno de los objetivos que se estiman valiosos es la bancarización de todos los ciudadanos, parece contradictorio que se debilite uno de los fundamentos que permiten esa bancarización, como es la confianza de que con ello no se pondrá en riesgo su derecho a la privacidad.


En todos aquellos casos en que está en juego la eventual limitación, perturbación o restricción de una garantía constitucional de los individuos, deberá existir un adecuado control jurisdiccional previo para prevenir que ello no suceda de manera abusiva ni arbitraria. Este principio está recogido en diversos cuerpos legislativos recientemente reformados en relación con el deber de secreto y reserva bancaria, como la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, la ley que crea y establece las funciones de la UAF, y el Código Tributario. Así también lo establece el Código Procesal Penal respecto de actuaciones dentro del procedimiento penal.


Agrega que, en esa dirección, el proyecto no limita adecuadamente las facultades del SII, de la UAF y del Ministerio Público, puesto que permite el acceso a la información privada (reservada) de los ciudadanos de forma general, irrestricta e incontrovertible por los afectados, sin que se dé la oportunidad al titular de la información de conocer de la solicitud de información o de sus fundamentos, ni de oponerse a ella, sin que se establezca la necesidad de control judicial previo.


Según su parecer, el proyecto no atiende las recomendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (“OCDE”) en cuanto a que las medidas de acceso al secreto bancario no reducen la importancia de éste, instando a los países miembros a examinar sus legislaciones, normativas y prácticas de manera de garantizar que la información sea debidamente protegida contra cualquier divulgación o uso inapropiado, lo que la OCDE reconoce puede requerir de un procedimiento judicial preventivo.


Sugiere que el proyecto de ley debe mantener la obligación de secreto y reserva bancaria, sin establecer presunciones incontrovertibles en contra de las garantías individuales, de manera tal que el derecho al acceso a la información reservada por parte del SII, de la UAF y del Ministerio Público quede adecuadamente limitado para aquellos casos en que se justifica la intromisión en la intimidad y privacidad de los ciudadanos, proponiendo que ese límite sea el control judicial previo, que podrá ser establecido a través de un procedimiento expedito que evite dilaciones, pero que dé garantías de ausencia de abusos y arbitrariedades por parte de las autoridades fiscalizadoras, investigadoras y sancionadoras.


Luego, menciona los fundamentos de las observaciones enunciadas a las modificaciones propuestas, que se pasan a explicar en mayor detalle a continuación. 


Estima que la existencia del secreto bancario se ha fundamentado de diversas maneras. Así, la OCDE ha señalado que el secreto bancario es un requisito fundamental de cualquier sistema bancario saludable, puesto que es poco probable que los clientes confíen su dinero y sus actividades financieras si no estuviere asegurada la confidencialidad de sus operaciones. En el orden nacional, se ha estimado que el secreto bancario se puede derivar del derecho constitucional a la intimidad, consagrado en el artículo 19, N°5, de la Constitución Política de la República. 


Indica que la legislación nacional ha normado el secreto bancario primero en la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques y luego en la Ley General de Bancos e Ins. Esta última distinguió entre “secreto bancario”, aplicable a los depósitos y captaciones de cualquier naturaleza que reciban los bancos, y “reserva bancaria”, aplicable a todas las demás operaciones bancarias. 


Considera que la obligación de secreto bancario es, en principio, absoluta, levantándose sólo cuando una disposición legal expresa lo autoriza o una autoridad facultada para ello lo requiere. 


Por su parte, opina que la obligación de reserva bancaria reconoce un grado de protección menor al secreto bancario, en cuanto cede en favor de quien demuestre un interés legítimo en la información, siempre que no sea previsible que su conocimiento pueda ocasionar daño patrimonial al titular de ella. Como ha señalado la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la excepción será que un banco esté facultado para dar a conocer información reservada a terceros, pero puede hacerlo si se cumplen copulativamente ambos requisitos.


Destaca que, tanto en el caso del secreto como en el de reserva, es el banco respectivo el que debe cumplir con estas obligaciones, y en consecuencia en ambos casos es el responsable de la confidencialidad frente al titular de la información. Desde esta perspectiva, de no mediar norma expresa o autorización judicial, es la respectiva entidad bancaria la que asumirá el riesgo al entregar información sujeta a secreto o reserva a terceros distintos de su titular, y de eventualmente vulnerar los derechos del titular de la información. La existencia del secreto y la reserva bancaria admiten el mismo fundamento.


Señala que existen situaciones en que la ley ha determinado que procede el levantamiento del secreto y/o la reserva bancaria. El común denominador de ellas es que se fundamentan en casos graves y que, salvo consentimiento del titular de la información, requieren intervención judicial. Así encontramos los siguientes ejemplos: la ya mencionada Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, reformada el año 2015, admite levantar el deber de estricta reserva respecto de los movimientos de la cuenta corriente de un titular y de sus saldos, sólo tratándose de causas civiles, causas criminales o investigaciones criminales llevadas a cabo por el Ministerio Público, y previa intervención y autorización de un tribunal de justicia o del juez de garantía, según corresponda; la ley N°19.913 que crea la UAF, también reformada el año 2015, establece que para requerir información relativa a operaciones sospechosas amparada por secreto o reserva, la UAF deberá efectuar una solicitud fundada a la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, la que deberá autorizar previamente por resolución fundada; y el Código Tributario reformado en lo que interesa el año 2009, permite lo siguiente respecto de operaciones bancarias de personas determinadas, comprendiéndose todas aquellas sometidas a secreto o sujetas a reserva: la Justicia Ordinaria o los Tribunales Tributarios y Aduaneros, según sea el caso, pueden autorizar su examen en procesos seguidos por delitos tributarios o para la aplicación de sanciones y el SII podrá requerir esa información cuando ella resulte indispensable para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos o falta de ellas; o para cumplir con requerimientos de información con entidades tributarias o autoridades extranjeras en virtud de convenios suscritos por Chile. En estos casos, se establece un procedimiento de solicitud de información en primer lugar al banco respectivo. Éste debe comunicar esta solicitud al titular de la información, estando facultado para oponerse o allanarse. Si se opone o no contesta dentro del término legal, el banco no puede entregar la información, a menos que el SII obtenga una resolución judicial al efecto.

 
Explica que ante el conflicto de dos bienes jurídicos protegidos – por un lado el derecho constitucional a la intimidad manifestado en el secreto y reserva bancaria, y por el otro, aunque más difuso, la finalidad del Estado de promover el bien común – la legislación ha optado por el control jurisdiccional, es decir, que aquel conflicto se dirima en último término por una autoridad judicial, llamada a velar por la legalidad y protección de los titulares de la información en contra de posibles arbitrariedades de las autoridades estatales. Es la autoridad judicial la llamada a ponderar los intereses y bienes jurídicos protegidos en juego, y desde el marco legal tomar la decisión de autorizar o no el levantamiento del secreto o la reserva bancaria. 


Precisa que esta modalidad de control jurisdiccional no es ajena a los Estados miembros de la OCDE. Como ésta lo ha señalado, en relación con las recomendaciones para mejorar el acceso a la información bancaria por motivos fiscales, el acceso a esa información puede ser de varios tipos; directa, como en aquellos casos en que la autoridad tributaria está facultada para recabar la información del banco sin intermediación, o indirecta, como en aquellos casos en que se requiere un procedimiento judicial o administrativo. La OCDE advierte que, tratándose de aquellos casos en que el acceso es indirecto, se debe poner especial cuidado en que los procedimientos no sean demasiado complejos ni largos, para que no entorpezcan el acceso a la información. No obstante, a continuación reconoce que las medidas de acceso al secreto bancario no reducen en ningún caso la importancia del secreto bancario, cual es una obligación fundamental de cualquier sistema bancario sano, por lo que los países miembros deberán examinar sus legislaciones, normativas y prácticas y realizar aquellas modificaciones para garantizar que la información de los contribuyentes sea debidamente protegida contra cualquier divulgación o uso inapropiado.


Refiere que en el marco de la tramitación del proyecto del ley del año 2009 que modificó el Código Tributario, el Colegio de Abogados de Chile A.G. hizo presente que, considerando que en Chile existe una arraigada tradición en materia de secreto bancario, se debe compatibilizar el interés por la observancia de las normas de la OCDE con el mandato constitucional del resguardo de la privacidad.


Expresa que todo lo dicho precedentemente en cuanto al conflicto de bienes jurídicos protegidos resulta aplicable tanto para aquellos casos en que se pretende levantar el secreto bancario como en aquellos en que se busca acceder a información reservada. Igualmente, ello resulta aplicable tanto al acceso a esa información por la autoridad tributaria como al acceso por aquellas entidades encargadas de prevenir delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y otros afines y por aquellas encargadas de la investigación y persecución de esos delitos. 


Estima que el presumir el proyecto el interés legítimo del SII, de la UAF y del Ministerio Público para acceder a información bancaria sujeta a reserva, y al presumir asimismo que no resulta previsible el daño patrimonial del titular de esa información, socava la posibilidad de controles jurisdiccionales y de defensa del titular de la información. El proyecto no contempla ni la comunicación previa al afectado ni a una autoridad jurisdiccional. En la práctica, significaría una presunción de derecho en favor de esas entidades estatales en contra del ciudadano, no solo invirtiendo la carga de la prueba en contra del ciudadano, sino que tornándola imposible. En efecto, al titular de la información le será imposible probar que no se dan las condiciones que la ley presume, puesto que carece de información acerca de los fundamentos de la solicitud efectuada por estos terceros, ya que esta no le es notificada. Y aunque tomara conocimiento de la solicitud, sólo podría intentar probar que, en su caso, el SII no tiene interés en determinar la eventual infracción a las obligaciones tributarias, o que la UAF o el Ministerio Público no tienen interés en investigar y perseguir los delitos de su competencia, lo que resulta por cierto imposible, toda vez que esas funciones fluyen de las respectivas facultades de estas entidades. En el entendido de que en ocasiones, particularmente tratándose de la comisión de delitos, la información al afectado podría obstruir el fin buscado, parece razonable, como lo hacen otras leyes, que en su reemplazo se exija el control jurisdiccional de la solicitud de información. 


Hace presente que la Excelentísima Corte Suprema, en la sentencia citada en el mensaje del proyecto de ley, se refirió a una acción de nulidad relacionada con una resolución específica del SII, por la cual se requiere a los bancos que entreguen una declaración jurada anual con el detalle de ciertas operaciones bancarias desde y hacia el exterior realizadas por encargo de terceros. En su sentencia, nuestra más alta magistratura señala que “es ineludible concluir que el Servicio de Impuestos Internos tiene un interés legítimo porque fluye directamente de sus facultades, y que dicho interés no es necesario acreditarlo cuando –como acontece en el caso sub lite- la información pretendida no está asociada a contribuyentes específicos. En esta última hipótesis resulta claro que el Servicio deba exponer circunstanciadamente las razones de su requerimiento”. Es decir, la sentencia se refiere a un caso particular y concreto en que se determina la procedencia de la solicitud del SII para los precisos fines indicados en el caso de que se trataba puesto que se refiere a información que no puede asociarse a contribuyentes específicos, sino que a la generalidad de los contribuyentes. Para poder determinar esa procedencia de la solicitud de información sujeta a reserva bancaria, sobre todo en aquello casos en que se solicita información que sí puede asociarse a contribuyentes específicos, se requiere que el SII fundamente su requerimiento, fundamento que resulta apropiado pueda ser revisado y validado por una instancia jurisdiccional como requisito previo al acceso a la información. 



Destaca que el SII es una autoridad con extensas atribuciones en materia de fiscalización del cumplimiento de obligaciones tributarias, incluyendo la facultad de requerir de los contribuyentes toda la información que justifique la veracidad de sus declaraciones, recayendo en el contribuyente la carga de probar la veracidad de aquellas, excluyéndose en un juicio tributario posterior toda aquella información que hubiere sido requerida al contribuyente y éste no hubiere presentado. En aquellos casos, como puede ser el caso sobre el que resolvió nuestra Excelentísima Corte Suprema, en que en los hechos esas funciones del SII no puedan cumplirse mediante el requerimiento de información a los contribuyentes, puede ser legítimo para éste requerir la información por otros medios que eventualmente entren en conflicto con la garantía constitucional de la privacidad. Pero esa legitimidad no debe presumirse en todos los casos, sino que debe ser objeto de control judicial.
Agrega que, por otra parte, la modificación propuesta que permite a la UAF y al Ministerio Público solicitar la nómina de depositantes de los bancos que la Comisión debe mantener permanentemente, con indicación de su rol único tributario, identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno, supone el acceso a información secreta que de otra manera debería requerirse con autorización previa. El contenido de esta nómina fue ampliado recientemente por la Ley N° 20.818, de 2015, ya que antes ella sólo debía contener el Rol Único Tributario del depositante bancario. Cuando se discutió esta reforma legislativa, se destacó que ello permitiría al Ministerio Público saber a qué banco preguntar por las operaciones de un sujeto investigado, de manera de obtener las autorizaciones judiciales correspondientes para el levantamiento del secreto. Sin embargo, con esta facultad desde ya se está accediendo a información sujeta a secreto bancario, por lo que resulta adecuado que, en la investigación de un sujeto sospechoso, se pida autorización judicial previa para, en primer lugar, requerir la información de esta nómina, y luego (o simultáneamente) para levantar el secreto bancario respecto de ese sujeto, con antecedentes que lo justifiquen.


Finalmente, respecto de solicitudes de información sujeta a secreto por parte de instituciones fiscalizadoras bancarias extranjeras, dice que el proyecto hace aplicable el procedimiento establecido para que el fiscal de la Comisión pueda acceder a información sobre operaciones bancarias sujetas a secreto o a reserva. Según ese procedimiento, el fiscal, fundadamente, podrá solicitar información sujeta a secreto o reserva bancaria, solo respecto de personas determinadas y de información indispensable para verificar la realización de conductas que constituyan infracciones a las normas que rigen a quienes están fiscalizadas por la Comisión y que, a su vez, se encuentren tipificadas como delitos. El ejercicio de esta atribución sólo procederá con la autorización previa de un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Este procedimiento es concordante con lo señalado anteriormente en cuanto entiende que el acceso a información secreta o reservada debe ser excepcional para casos graves, fundamentada y visada por la autoridad judicial.

Concluye que las modificaciones propuestas por el proyecto de ley deben conciliarse con los principios que rigen nuestra actual legislación, normativa y práctica, junto con establecer en todos los casos, tanto para el acceso a información secreta como reservada, el control jurisdiccional previo, de manera de salvaguardar los derechos de los titulares de los titulares de la información, sin que éstos sean conculcados en virtud de presunciones incontrovertibles en favor de los organismos estatales.


El diputado Felipe De Mussy  consulta si el Ejecutivo está conteste con lo planteado por el señor Parodi; además, sugiere ingresar una indicación en los casos que se requiere autorización judicial. Asimismo, saber qué tipo de información es sensible que actualmente resulte imposible de obtener; y en la nueva iniciativa se podrá requerir información sin necesidad de autorización.


El señor Juan Antonio Parodi M. responde que el banco está facultado para entregar información, sin embargo, debe responder frente a una interpretación errónea en legítimo interés de un tercero o daño patrimonial. En principio todo está cubierto por el secreto bancario, existiendo excepciones para que el banco entregue información.


La señora Bernardita Piedrabuena  menciona que está en desacuerdo con la exposición del señor Parodi, porque hay que distinguir entre secreto y reserva. Explica que el artículo 154 de la Ley de Bancos e Instituciones Financieras, señala que existe el secreto sobre depósitos, captaciones que reciben los bancos, sin embargo, existen una serie de actividades adicionales como, por ejemplo, la custodia que también está sujeta a secreto.


Sostiene que el secreto está basado en la Constitución Política de la República,  artículo 19, numeral 4, que señala el derecho a la vida privada. Sostiene que a partir de esa garantía constitucional, el Ministerio Público, el SII , etcétera , deben solicitar autorización a la Corte de Apelaciones, teniendo ésta  tres días para pronunciarse.


Sin embargo, la reserva tiene un nivel de protección inferior porque si bien tiene matices o elementos de vida privada, existen otros precipicios constitucionales  protegidos  al establecer el acceso a la información.

S.323 de 22 de agosto de 2017
El señor James Wilkins comienza su exposición indicando que Basilea I, de 1988, establece requerimientos de capital mínimo en relación a los activos ponderados por riesgo de crédito. Modificación de 1996 Incorpora riesgo de mercado. Sin embargo, Basilea II (2004), realiza una revisión B-I sobre requerimientos de capital, incorpora riesgo operacional; además, agrega la supervisión y divulgación de información por parte de los bancos;. precisa que la crisis del 2007, evidenció niveles insuficientes de capital en el sistema; deterioro de la calidad del capital; interconexiones que contribuyeron a aumentar sus efectos.

Señala que Basilea III mantiene nivel mínimo exigido de patrimonio  en un 8% de APR;  aumento requisito mínimo de capital Tier 1* a 6% de APR (Tier 1 adicional de 1,5%); se faculta a la CMF para excluir de contabilización o ajustar partidas de activos o pasivos de escaso valor de realización; colchón de conservación de 2,5% de APR por sobre mínimo, con restricción de reparto de utilidades por incumplimiento; exigencia de capital básico adicional de hasta 2,5% de APR carácter contra cíclico (mitigar incubación de riesgos sistémicos) supuestos fácticos de activación fijados por el BCCH / limitación reparto utilidades.

Por otra parte, incorpora la facultad de la CMF de requerir capital básico o patrimonio efectivo adicional por hasta 4% de APR cuando anteriores exigencias no sean suficientes para cubrir riesgos específicos que enfrenta una entidad determinada, incorpora de modo explícito la idea de banco de importancia sistémica y faculta a la CMF para imponer exigencias adicionales.

Aclara que en el periodo de implementación de Basilea III, existe una transición durante la cual se produce un ajuste progresivo hasta su entrada en régimen, el plazo para cumplir las exigencias vence el 01 de enero de 2019. Agrega que para el vencimiento deberían encontrarse incorporadas en la regulación de las distintas jurisdicciones los nuevos coeficientes mínimos de capital; los porcentajes del “colchón” de conservación de capital; buffer contracíclico; coeficiente de apalancamiento, entre otras medidas.

Menciona que el Programa de Evaluación de la Consistencia Regulatoria (RCAP) tiene como propósito monitorear la adopción de normas, velando por la plena, oportuna y coherente transposición de las reglas de Basilea III en las 27 jurisdicciones miembros.

Según el último informe de julio de 2017, sobre el nivel de implementación de Basilea III, se concluyó lo siguiente:

a) Las jurisdicciones de los 27 países miembros poseen reglas definitivas vigentes respecto de la definición de capital, de colchones de capital y coeficientes de coberturas de liquidez.

b) 26 jurisdicciones poseen reglas definitivas vigentes respecto de colchones de capital contracíclico;

c) 25 jurisdicciones poseen marcos normativos referidos a bancos con importancia sistémica (D-SIBs).

d) Todos los miembros han adoptado el marco de Basilea relativo a bancos con importancia sistémica global (G-SIBs); y

e) 21 jurisdicciones han dictado disposiciones o poseen borradores de normas referidas a requerimientos del Pilar 3.

En relación con los mecanismos de Regularización de Intervención Bancaria, sostiene que el esquema actual de regularización vigente “carecería de mecanismos de intervención temprana que permitan prevenir de manera eficaz la insolvencia de un banco, (...)”; la mayoría de estos instrumentos (vigentes) están diseñados para actuar en etapas avanzadas del problema; se busca terminar con dichas deficiencias, mediante la incorporación de nuevas herramientas de regularización, centradas en la protección de los depositantes y contribuyentes, del sistema de pagos y de la estabilidad financiera (...); y evolucionar de un sistema reactivo a uno preventivo

En cuanto a las propuestas se estableció la eliminación del convenio de acreedores, las modificaciones al régimen de designación de inspector delegado o administrador provisional, y la incorporación de un plan de regularización temprana

Puntualiza que el Plan de Regularización Temprana posee las siguientes características:

a) Solución privada. Plan debe ser presentado por la entidad.

b) Opera frente a circunstancias cuya ocurrencia genera la obligación de la empresa bancaria de información (causales no taxativas).

c) Procedimiento reservado.

d) Habilita a la CMF para establecer prohibiciones a la entidad.

e) Procedimiento previo a la designación de inspectores delegados o administradores provisionales.

Los siguientes cuadros muestran los mecanismos de regulación e intervención bancaria.
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La señorita Fernanda Maldonado explica que, según la Asociación Española de Banca, a diciembre de 2014, Banco Madrid contaba con activos por 1.221millones de euros y pasivos por 1.092 millones de euros, una filial de la Banca Privada de Andorra que poseía el 100% de la propiedad.

El ente supervisor decidió liquidar el banco ya que estimó que éste no podría haber sostenido el mismo ritmo de salida de fondos y se habría quedado sin liquidez, cayendo en una situación de insolvencia.

A través de las siguientes imágenes se presenta el proceso de liquidación del Banco Madrid, a raíz de problemas con su matriz la Banca Privada de Andorra (BPA), la secuencia cronológica sobre cómo fueron ocurriendo los hechos.
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La señorita Maldonado se refiere al caso del Banco Popular  que contaba con una cartera de clientes de 0 4,6 millones distribuidos en 17 países de todo el mundo, un total de activos gestionados por 168.050 millones de euros y un resultado consolidado del periodo con una pérdida de 3.485 millones de euros.

El Banco Popular fue calificado el año 2016 por el Banco de España como una institución denominada “Otras entidades de importancia sistémicas” (OEIS), lo que significa que se les determinan los colchones de capital requeridos basándose en una metodología de umbrales e intervalos consistente con los establecidos por el Banco Central Europeo.

El Banco de España revisa anualmente las entidades clasificadas como EISM y OEIS, así como sus respectivos colchones de capital. Al Banco Popular como OEIS, se le exige para el periodo 2017 un colchón de capital de 0,125% y de 0,50% para el año 2019.

El banco celebró su junta de accionistas ordinaria. En aquella oportunidad su presidente dijo que el banco se encontraba “casi con el capital más alto de nuestra historia; no obstante, las cada vez más elevadas exigencias regulatorias hacen que resulte suficiente pero ajustado”.

También se determinó la necesidad de un aumento de capital “no solo para cumplir con los niveles requeridos de capital, sino para alcanzar un volumen de fondos propios que permita garantizar al Banco la ejecución de su estrategia y competir en el mercado en igualdad de condiciones. Una nueva ampliación de capital solo puede realizarse sobre un sustrato de alta confianza”.

La sociedad Aeris Invest Sàrl, perteneciente al grupo Luksic, compra 126,5 millones de títulos del Banco Popular, equivalentes a un 3,014 % de su propiedad.

El Banco Popular publica sus resultados operacionales para el primer trimestre del año, registrando pérdidas por 137 millones de euros. Este resultado fue “consecuencia de mayores dotaciones de provisiones en el negocio inmobiliario. El negocio principal, con un margen de explotación de 435M€ y unas provisiones de 185M€, ha ganado 180M€, mientras que el negocio inmobiliario presenta pérdidas por 317M€”.

A principios de mes, comienzan los comentarios acerca de la solvencia del Banco Popular.

El día 1 de junio, el Banco Popular emitió un comunicado señalando que en los últimos test aplicados por el Banco de España, el Banco Popular cumple con los niveles de capital regulatorio exigidos.

A su vez, el Consejo Único de Resolución Bancaria de la Unión Europea señaló que “está mirando a todos los bancos europeos con el fin de mantener la estabilidad financiera en la Unión Bancaria”.

A raíz de los comentarios que se hicieron sobre la situación del Banco Popular es que el valor de las acciones del Banco comienzan a disminuir sistemáticamente.

El 6 de junio, el Banco Central Europeo (BCE) comunicó a la Junta Única de Resolución (JUR) que el Banco Popular era inviable y “que no podría hacer frente al pago de sus deudas o demás pasivos”

La JUR acuerda declarar la resolución del Banco Popular y aprueba el dispositivo de resolución en el que se contienen las medidas a aplicar sobre la misma.

En el dispositivo de resolución se establecen los detalles de los instrumentos de resolución que deberán aplicarse al Banco Popular.

Por último, la medida de resolución fue la venta de Banco Popular Español S.A., a Banco Santander S.A.

El día 8 de junio se comunica que el Banco Popular fue vendido por la suma simbólica de un euro a Banco Santander. La adquisición se produce tras la subasta llevada a cabo por el Fondo Único de Resolución y el Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria en la que Santander fue seleccionada como entidad adjudicataria.

Santander realizó una ampliación de capital por 7.000 millones de euros destinados a cubrir el capital y las provisiones requeridas para reforzar el balance del Banco Popular.

El siguiente cuadro muestra la evolución del valor de la acción Banco Popular
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El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, aclara  que Chile es un miembro observador del Comité de Basilea, por lo tanto tiene acceso a toda la discusión de los estándares Internacionales.

*******************
El señor Günther Held comienza su exposición manifestando que existen dos grandes temas que deben ser discutidos para las modificaciones de la Ley General de Bancos e Instituciones Financieras, uno se refiere a la autoridad reguladora y supervisora y el otro es la incorporación de Basilea II y III.

Estima que la autoridad reguladora y supervisora, en resumen se refiere a la Superintendencia de Bancos; además de su propuesta de incorporación a esta comisión para el mercado financiero.

 En relación con la autoridad reguladora y supervisora del ítem financiero, comenta sobre 4 temas:

1.- Programa de Gobierno 2014-2018.

2.- Objetivos de una autoridad reguladora y supervisora del Sistema Financiero.

3.- Independencia de una autoridad del sistema financiero y recursos para la supervisión.

4.- Modificaciones  a la Ley General de Bancos e Instituciones Financieras.

En cuanto a las modificaciones a la regulación de bancos, que están en la Ley General de Bancos, se refiere  a la siguiente:

1.-  Requisitos de capital mínimo.

2.-  Clasificación de bancos en proceso supervisor.

3.-  Regularización de bancos con inestabilidad financiera

o administración deficiente.

4.-  Liquidación de bancos y garantía del Estado a depósitos.

5.-  Resolución de bancos.

Recuerda que en el programa de gobierno de 2014- 2018, se estableció fortalecer la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a fin de que supervise por solvencia a todas las instituciones financieras crediticias y financieras relevantes. Agrega que esto tiene directa relación con la comisión Desormeaux, de 2012, con objeto de tener una autoridad reguladora prudencial integrada de todo el sistema financiero, solvencia y estabilidad financiera.

Señala que un principio básico de regulación financiera es que una autoridad debe tener un objetivo principal y a lo más un objetivo secundario, como por ejemplo, el Banco Central de Chile, tiene como  objetivo principal girar en torno a  la estabilidad en los precios, y como objetivo secundario, que ver el normal funcionamiento del sistema de pagos. Por lo tanto, tiene un objetivo claro y cuentan con los recursos necesarios para atender a ese objetivo en el sentido de que es una institución independiente con facultades regulatorias y supervisoras. Para ello, tiene un staff profesional altamente calificado, con el objeto de lograrlo.

Sostiene que actualmente el objetivo principal en cualquier país es la solvencia y la estabilidad del sistema financiero. Estamos avanzando hacia Basilea II y III enfoques de riesgo más complejos, es decir, se necesita una autoridad reguladora y supervisora de los bancos e instituciones financieras de créditos más calificadas. Según su parecer, se está haciendo lo contrario, incorporándolo dentro de un organismo con muchos objetivos.

Aclara que el traspaso de todas las facultades de la Superintendencia a la Comisión para el Mercado Financiero, no tiene relación con la independencia institucional y regulatoria de una autoridad dedicada a la solvencia. Por lo que el proyecto de ley, no avanza en la independencia presupuestaria de la supervisión bancaria, constituyendo, otro aspecto fundamental de la independencia del regulador y supervisor. 

Fundamenta que la Ley vigente de Bancos prescribe que éstos, deben aportar cuotas para la supervisión, es decir, un porcentaje fijo de los activos; un tercio va a la supervisión bancaria y el resto al presupuesto de la Nación. Cuestiona que las instituciones que dependen de la Superintendencia de Valores y Seguros no aportan a la supervisión, más aún, si de 100 pesos que aportan los bancos, 60 van al presupuesto de la Nación, lo que refleja los escasos recursos con que cuenta la institución.

Por otra parte, critica que la iniciativa no contó con divulgación pública previa a ser presentada al Parlamento, con el objeto de realizar observaciones por parte del medio y no llegar a esta instancia  a hacerlas. 

Tampoco dice estar de acuerdo con el término institucional de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, sostiene que no formó parte de una discusión informada al respecto, una institución que tiene más de 90 años de historia, reconocida nacionalmente y con prestigio internacional. Enfatiza que la decisión se tomó en febrero de este año cuando se incorpora la Comisión para el Mercado Financiero.

Acota que en junio el Ministerio de Hacienda elaboró un informe de actividad con argumentos en favor de una comisión única, como lo que se propone, sin embargo, no aparece ningún argumento en contra de la comisión para el mercado financiero, tampoco se comenta la posibilidad de tener una autoridad reguladora prudencial integrada para todo el sistema financiero tal como se había propuesto en el programa de gobierno.

Indica que existen actualmente 3 tipos de bancos:  

1.- Los bancos en el caso general.

2.- Los bancos sistémicos.

3.- Los bancos con capital y reservas inferior a UF 800.000.

En relación con los índices de capital mínimo y el colchón de conservación de  capital, expresa que el índice menor de capital mínimo de los bancos no es ocho, sino un diez y medio de los activos ponderados por riesgo, porque el capital de un banco puede caer de diez y medio hasta 8, y los que son obligados a reponer el capital, son los accionistas del banco; sin embargo,  el coeficiente capital puede caer por debajo de 8.

Asimismo, agregó que los bancos son instituciones altamente apalancadas, es decir, que con un peso de capital básico pueden tener muchos activos. Naturalmente el resto de los activos los financian con depósitos o bien emitiendo bonos, aparte del capital que de los accionistas. 

Por su parte, en el proyecto de ley se contempla un apalancamiento de 33 veces, y el actual apalancamiento de los bancos llega a 13; en consecuencia, podrían aumentar hasta en dos veces y medio sus activos de los créditos, sin necesidad de tener que poner capital adicional básico. Por lo tanto, según su parecer es un límite demasiado laxo. Además, añade que deben diferenciar el apalancamiento de los bancos según sus índices de capital mínimo.

Puntualiza que Basilea III incorpora restricciones al pago de dividendos en el caso de los bancos que no logren un diez y medio, tal como lo dice el proyecto de ley. Asimismo, Basilea III, también impone restricciones al pago de bono a la alta gerencia, cuando no cumplen con los coeficientes de capital, y no  que no cumpla con los coeficientes de liquidez. 

Se refiere a la clasificación de bancos en el proceso supervisor, es decir, Basilea II y III. Según el proyecto de ley, los bancos son clasificados en el caso general que tienen índice de capital mínimo de diez y medio, y sobre esa base se hace un ordenamiento.

Precisa que de acuerdo con Basilea II, los bancos tienen que hacer pruebas de autosuficiencia capital en condiciones adversas, es decir, tener capital para enfrentar choques en el entorno económico financiero, por encima de los requisitos de capital mínimo. En consecuencia, considera  que la clasificación de los bancos en el actual proyecto, tendría que ser reformulada y tener, en primer lugar, la suficiencia del capital y no solamente el capital mínimo.

Señala, además, sobre la importancia de la suficiencia de liquidez, explica de manera simple que los bancos deben verse como una caja que presta  dinero, y si los bancos no tienen depósitos, no pueden efectuar préstamos. En consecuencia, los depósitos son parte esencial del negocio bancario, este mercado gira entorno a la liquidez.

Precisa que al existir una correcta clasificación de bancos en el  proceso supervisor, los operadores en función de la suficiencia de capital, de liquidez y calidad de gestión de riesgo, podrán adoptar medidas tempranas de regularización. 

Destaca que se debe intervenir en forma temprana a bancos que tengan algún tipo de situación de inestabilidad financiera o administración deficiente, especialmente cuando las pérdidas no exceden el colchón de conservación de capital, son los accionistas los que tienen que poner capital. En caso, de que las pérdidas excedan el colchón de reserva, el proyecto de ley contempla la capitalización por otros bancos, critica que en la actual ley de bancos nunca se ha usado.

Recalca que faltan medidas para un banco que cae por debajo del 8%; los asesores del Ministerio de Hacienda concluyeron, que puede haber casos excepcionales, donde podría justificarse una capitalización por parte del Estado, con el propósito que no exista resolución o liquidación. Sin embargo, no está regulado en la iniciativa.

Sugiere que el supervisor debe tener la facultad para requerir cambios en la alta gerencia, como un administrador provisional o inspector delegado, pero el inconveniente radica al ser nombrado, que es la señal de que el banco está con severos problemas de solvencia o liquidez, por ende, habrá retiros de  depósitos.

Por último, sostiene que en la Ley General de Bancos vigente, la liquidación de un banco procede con una decisión de la autoridad supervisora, cuando ha caído en la presunción de problemas severos de solvencia, pero no es automática, produciéndose un margen de discreción. Según su parecer, es preferible que un “ gatillo automático”.

El señor Pablo Lorenzini manifiesta su preocupación en otorgar independencia institucional y regulatoria, como la presupuestaria.

El diputado Ernesto Silva solicita al Ejecutivo hacerse cargo de los temas planteados como, por ejemplo, el de apalancamiento, la mirada sobre la nueva institucionalidad, la  fusión Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Comisión para el Mercado Financiero, donde no existe soporte analítico.

El diputado Marcelo Schilling señala que ante el eventual escenario que un banco esté con problemas y la autoridad pública pueda intervenir, consulta si esto no se prestaría para estimular la irresponsabilidad y la decidía, considera que cuando a estas instituciones privadas les va bien no hay problemas, sin embargo, cuando les va mal todos pagaríamos. 

Pregunta si existe una institución equivalente al Banco Central para asegurarles a los chilenos sus ingresos.

El señor Günther Held responde al diputado Schilling, en relación con los bancos en problemas y que sea intervenido con recursos del Estado, son casos excepcionales, y sostiene que no alentaría la conducta señalada. 

Con respecto a asegurar el empleo piensa que se vincula directamente con el crecimiento.

El diputado Marcelo Schilling insiste en que si la autoridad pública va al rescate, es lógico que quede como propiedad del Estado. Además, consulta  por qué el crecimiento depende de los que toman decisiones, pero cuando se provoca la crisis de desempleo ahí no interviene nadie.

El señor Günther Held aclara que los temas de desempleo o empleo están en un ámbito distinto a la regulación de los bancos. En cuanto al caso del banco sistémico, manifiesta que jamás deberían liquidar; para ello, deberían implementar de medidas tempranas para resolverlo y evitar recursos públicos se ha ocupados en rescatarlo. 

Por otra parte, Basilea ha insistido en que la liquidación de bancos o resolución de bancos no se haga con cargo a recursos públicos.

La señorita Bernardita Piedrabuena, Coordinadora de Mercado de Capitales y Finanzas Internacionales, en relación a las preocupaciones que tiene el diputado Lorenzini sobre el traspaso de las superintendencia de bancos a la Comisión para el mercado financiero, tiene todas las garantías de independencia, porque el consejo superior es un cuerpo colegiado de 5 miembros, de los cuales 4 son nombrados por la Presidenta de la República, ratificado por el Senado de 4/7 de sus representantes, un presidente/a que dura cuatro años, que es nombrado por Presidente de la República, sin embargo, las causales de cesación de sus cargos son taxativas fijadas por ley, no siendo funcionarios de exclusiva confianza.

En cuanto al tema presupuestario, debe ser tramitado como todo organismo público en el Congreso de la Nación. En ese marco, se tiene que regir la Superintendencia de Banco e Instituciones Financieras, dejar un 5% al arbitrio del regulador; según su parecer, es deseable desde punto de vista para proteger facultades y realizar un buen trabajo. 

El señor diputado Marcos Antonio Núñez solicita profundizar en situación de clasificación de banco bueno y banco malo, qué características tiene.

La señorita Bernardita Piedrabuena responde que cuando un banco no puede seguir funcionando, una forma inteligente de liquidar es a través de  de banco bueno y banco malo. Para que los activos no pierdan valor, en un fin de semana se divide el banco, se toman los depositantes a plazo, en cuenta corriente, además, se junta la cartera de pasivos que lo cubren, y se traspasa todo a otro banco. Por otra parte, los pasivos, los acreedores que no fueron los depositantes y no los cuentacorrentistas, es decir, los valistas, bonos subordinados y accionistas, con el resto de lo activo que no se traspasaron, éstos se  liquidan.

S.324 de 23 de agosto de 2017.
El señor José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión) comienza valorando el trabajo de la mesa técnica que lleva adelante el proyecto en estudio, destacando la participación de los asesores legislativos de los integrantes de la Comisión. 


Hace presente, que se acordó con la mesa técnica que luego de la votación en general se abrirá el plazo de 15 días para presentar indicaciones en orden a mejorar y perfeccionar el proyecto.


En la misma línea, el diputado señor Silva, destaca la coordinación de la mesa técnica; como también, la disposición del Ejecutivo a recoger las observaciones propuestas por la oposición y que se plasman en la minuta que puso a disposición de la Comisión, ya sea en forma de acuerdos alcanzados o como materias que se pueden ir abordando. Sin perjuicio de lo anterior, expresa que debe existir el espacio para discutir otros temas distintos a los que han ido surgiendo. 


Expresa que si bien celebra que en la implementación, aplicación y remoción del pilar II se establezca la exigencia de una norma general dictada previamente para definir los criterios y estándares, insiste en el requerimiento de que el Banco Central pueda tener una opinión general de esa norma antes de su implementación.


En cuanto a la reserva o secreto bancario, rescata la discusión dada por el Ejecutivo y valora el que se haya acotado el concepto de interés legítimo por la vía de excluir al Ministerio Público, y en segundo lugar, el construir hipótesis específicas en caso de Servicios de Impuestos Internos y de la Unidad de Análisis financieros. Entiende que la redacción final de la norma es determinante para poder llegar a acuerdo. 


Comparte la forma en que se plantea la transición de seis años desde la publicación de le ley, con una transición hasta de dos años en: 1.- la integración de la Superintendencia de la Comisión y, luego de concluido ese proceso, la elaboración de las normas que correspondan para establecer los ponderadores y las exigencias de capital para los cuatro años siguientes.


Respecto de las materias que no estaban tratadas estrictamente en el proyecto de ley, coinciden en la posibilidad de seguir trabajando en la mesa técnica y señala que si se dan las condiciones de acuerdo en las etapas posteriores del trámite legislativo o para avanzar en la forma de definir el perímetro regulatorio, bajo ese contexto de trabajo manifiesta disposición. Agradece al Ejecutivo el que haya recogido las observaciones en relación a los estándares de remuneraciones y de perfil de los integrantes de la Comisión de Mercado Financiero, subiendo las remuneraciones a los estándares brutos de los consejeros del Banco Central. 


En cuanto a materias adicionales, consiga que en la presente sesión hará entrega al Ejecutivo de un conjunto de observaciones específicas a la normativa bancaria. Finalmente, declara que por considerar que el proceso legislativo ha avanzado de manera correcta es que la oposición está en condiciones de aprobar la idea de legislar.


El señor Rodrigo Valdés (Ministro de Hacienda), junto con celebrar el trabajo técnico y la participación de los asesores parlamentarios en el avance del proyecto; coincide con el diputado Silva en que se ha llegado a acuerdo en los temas centrales;  señala que respecto de las materias secundarias también habrá perfeccionamiento mediante indicaciones, especialmente respecto de redacción de normas relativa a los bonos perpetuos; límites de crédito a grupos empresariales; transición para bancos sistémicos, y temas relativos a Banco Estado, entre otros. 


Por su parte, la señora Macarena Lobos (Asesora Legislativa del Ministerio de Hacienda) hace presente que el Ejecutivo también recibió observaciones específicas de parte de los asesores legislativos de los equipos de las Bancadas Socialista y Democracia Cristiana. Procede a entregar el documento “Acta de Trabajo Comisión Técnica Proyecto de Ley que Moderniza la Regulación Bancaria”, el cual se inserta a continuación.

S.333 de 24 de octubre de 2017
La señora  Macarena Lobos, Subsecretaria de Hacienda, señala que cuando se aprobó en general este proyecto, se generó una mesa técnica que ha ido avanzando en las distintas materias. Además, fue solicitado que el Superintendente de Valores y Seguros informara sobre la implementación de la Comisión para el Mercado Financiero.

 El señor Carlos Pavez, Superintendente de Valores y Seguros, explica que  la Comisión para el Mercado Financiero, reemplazará en los aspectos sustantivos a la Superintendencia, en todas las áreas de competencias, el ejercicio de las potestades normativas, de fiscalización y el ejercicio de las potestades sancionatorias.

Aclara que la Ley contempla un periodo de 18 meses para que entre en funcionamiento la Comisión para el Mercado Financiero y otorga un plazo de un año para dictar un DFL para determinar la fecha que entrará en  funciones.

Comenta que el día 12 de julio, el Senado ratificó la propuesta de comisionado, como se sabe el Consejo del Órgano Superior, está compuesto por 5 personas, 4 comisionados que duraran  6 años en su cargos  y el Presidente de la Comisión designado por la Presidente de la República para asumir en esa calidad hasta el 10 de marzo, durando solo el periodo Presidencial.

Señala que el 9 de agosto,  el Servicio Civil inició el proceso de selección de  la persona responsable de las unidades de investigación, que corresponden a los procesos de supervisión e investigación de todas las infracciones y, asimismo, de las propuestas de inicio de procedimientos formales de sanciones.

Se refiere a las tecnologías para el ejercicio de medidas intrusivas, producto de las nuevas potestades para el levantamiento del secreto bancario que fueron otorgadas para la Comisión del Mercado Financiero. Entre otras, son el  registro de comunicaciones e interceptaciones. Dicha responsabilidad conlleva,  un requerimiento especial y nuevo para este organismo, en relación con la forma de obtener esa información, resguardarla, procesarla para efecto de utilizarla en los distintos procesos de fiscalización, de investigación o de entrega a los órganos extranjeros.

Informa que se han llevado adelante varias actividades de capacitación, junto con la Unidad de Lavados de Activos y de Delitos Económicos del Ministerio Público  y con la Fiscalía Nacional Económica.

Considera que lo que resta es la emisión del DFL,  por parte de la Presidenta de la República, con la fecha de la entrada en funciones de la Comisión para el Mercado Financiero, la elección del Fiscal que es de competencia del Consejo.

El señor  Ernesto Silva, indica que el señor Superintendente  no se refirió a la transición o la forma de ir implementando la ley N° 21.000, precisa que el principal origen de la inquietud era la visión del Ejecutivo sobre la misma.

En dicho contexto explica que dentro de los dos primeros años asociados a la transición deberá materializarse la integración institucional de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la CMF y dentro de los 4 años restantes irán solicitando de forma gradual las nuevas exigencias de capital. 

Solicita un poco de profundidad en como la CMF realiza la transición y no solamente para la aplicación de los estándares de BASILEA, también cuando  la autoridad de la CMF tenga que actuar en materia de bancos, es decir, ante una situación de riesgo o de alguna insolvencia, cómo va a operar en esa transición y cómo está pensada desde el punto de vista operativo.

El señor Manuel Monsalve, consulta qué justifica que los trabajadores del SBF, ingresen al régimen laboral de exclusiva confianza,  pudiendo ser desvinculados en cualquier momento. Por otra parte, qué rango legal tendría el estatuto laboral para los funcionarios.

El señor Ernesto Silva, consulta a  los Superintendentes qué estructura está recogiendo una vez formada a CMF y cómo va a operar para efectos de enfrentar situaciones que puedan tener algo de riesgo y que requieran la actividad del supervisor.

El señor Sergio Aguiló, respalda la inquietud del señor Monsalve, señala que a su juicio no existe razón que justifique ese régimen laboral, no hay ninguna razón que justifique  este rango legal para el Estatuto del Personal que se caracteriza  porque la autoridad máxima de la comisión para el mercado financiero podrá contratar y terminar el contrato a su más libre albedrío a cada una de las personas que integren esta institución. 

El señor Pablo Lorenzini, plantea si el estatuto del personal está en concordancia a la legislación internacional y a los convenios suscritos por Chile.

El señor Carlos Pavez, Superintendentes de Valores y Seguros, sostiene que para el proceso de integración o implementación, es importante aprobar las modificaciones a la Ley General de Bancos. En cuanto al estatuto del personal,  el  poder legislativo ha delegado en el Presidente de la República, a través de la dictación de un DFL, que establecerá el régimen laboral antes señalado. 

El señor Manuel Monsalve, solicita precisar cuántos funcionarios son requeridos en  la CMF y cuantos se agregarían a partir de la incorporación de los Funcionarios SIBF.

El señor Carlos Pavez, Superintendentes de Valores y Seguros, responde que tal como está planteada la ley N° 21.000 aprobada, la dotación de la Superintendencia aumentaría de 355 a 371 personas.

Adicionalmente, agrega que la Ley dispone expresamente que todos pasen en las mismas condiciones de remuneraciones y las funciones están establecidos para cada uno de ellos, sin perjuicio de la potestad que tendría el Presidente para la CMF, para poder estructurar la institución de la manera más eficiente.

 Por otra, añade que al aprobarse las modificaciones a la Ley General de Bancos se incorporaría la totalidad de los funcionarios que estaría prestando servicios en la SIBF a la CMF, en las mismas condiciones de remuneraciones, de cargos y funciones que tendrían en el momento que se hiciera efectiva esa integración. 

Finalmente aclara que también existen similitudes como, por ejemplo,  fiscaliza a las compañías de seguros, se realizan con el mismo esquema de los bancos, con un enfoque de supervisión basado en riesgos, que lo que se evalúa es la gestión de los riesgos que asumen las compañías de seguros, siendo equivalente.

El señor Silva,  consulta sí la Comisión no entra en funciones cómo puede proveerse el cargo o abrirse el concurso de Fiscal.

El señor Monsalve, insiste que no se ha respondido la justificación de sostener un régimen que en la práctica es de exclusiva confianza para la totalidad de los funcionarios y si el DFL  cambia el régimen de desvinculación de los funcionarios.

El señor Carlos Pavez, Superintendente de Valores y Seguros, aclara en relación al Fiscal, es un tema que quedó en una suerte de espacio de interpretación, consultaron con el servicio civil como podía llevarse a cabo ese proceso y determinó que el Ministerio de Hacienda a través de la  Subsecretaria de Hacienda, diera inicio formal a una solicitud de selección al cargo.

El señor Silva, solicita la documentación en relación al intercambio que tuvieron con la Dirección Nacional de Servicio Civil y con la Contraloría General de la República para utilizar este procedimiento.

El señor Monsalve (Presidente Accidental) señala que queda acordado que se envíen de manera formal los antecedentes.

El señor Carlos Pavez, Superintendente de Valores y Seguros, responde en relación a las razones que justifican el régimen laboral, aclara  que a pesar de que no es la regla general, en el caso de los supervisores esto responde a la aplicación de estándares internacionales por la naturaleza de las entidades que se fiscaliza, porque son mercados sofisticados, que  hace que sea muy importante tener la capacidad de ir adecuándose.

Respecto con la estructura de la comisión integrada, se va a utilizar al inicio  integrar plenamente las mismas unidades de fiscalización que están en ambas superintendencias, todos los equipos, por ejemplo, de fiscalización del ámbito bancario que son partes de la SIBF lo más probable que se van a incorporar más allá del aspecto formal que establece la ley es la CMF. Por lo tanto, a partir de su integración  a la CMF, va a evaluar con el trabajo adelantado cuales son las áreas en que se puede obtener ventaja,  a partir de la sinergia de la integración de estos dos modelos distintos, donde existen diferencias efectivamente, más allá de que hay similares dependiendo del tipo de entidad fiscalizada, pero existe la plena libertad para que el Presidente y el Concejo puedan definir una estructura, con la experiencia adquirida.

El señor Manuel Monsalve, en relación al régimen laboral la explicación quiere dejar constancia que la explicación, según su parecer es incompleta e insuficiente y consulta cuántos funcionarios han sido removidos del SIBF en los últimos 5 o 7 años.

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) cede la palabra al Superintendente, para que responda, sobre cuántas personas fueron removidas y si no tiene la información oficial, la puede mandar por oficio.

El señor Carlos Pavez, Superintendente de Valores y Seguros, comenta que tiene la información, pero le parece que lo más adecuado es que si es información sobre desvinculación o uso de la facultad en el ámbito de la Superintendencia de Bancos, le parece que la información la debe ser  entregada por la SIBF.

El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, como dijo el Superintendente de Valores y Seguros, ésta es una  práctica internacional que se aplica en las superintendencias de países de la OCDE.

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión), insiste que el diputado Monsalve hizo la consulta y quiere saber si es posible responder. 

El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras señala que no es posible responder y puede enviar la información respecto a los desvinculados.

El señor Monsalve, dice que en todas las funciones del Estado que está  en juego la fe pública y bajo esa lógica el argumento debería aplicarse para todas las instituciones.

El Superintendente responde que obviamente la fe pública está involucrada en distintos mercados, pero en el caso del sistema financiero es particularmente importante, la seguridad de los depositantes de dejar sus ahorros en los bancos, está basado solamente en la confianza que se tiene del sistema, no de otra cosa.

La señora Macarena Lobos, Subsecretaria de Hacienda, clarifica que con relación al personal, su estatuto será establecido por un DFL. Agrega que el propio estatuto prevé las causales de cesación y enumera de manera taxativa todos los aspectos que debe contemplar y opera de manera supletoria el código del trabajo.

Acota que tal como lo decía el Superintendente, se ha estado trabajado en las mesas buscando un equilibrio entre esta naturaleza de exclusiva confianza con establecer ciertos resguardos para los trabajadores en función en el caso de las desvinculación.

Comenta que está trabajando con las asociaciones, el estatuto del personal,  garantizando todos los resguardos y derechos de los trabajadores sin solución de continuidad y con el reconocimiento todos los beneficios. 

En cuanto a la estructura cuando  fusionen ambas instituciones, el propio Concejo tendrá que determinarla y garantizar que efectivamente sean homogéneas las condiciones para cada uno de los funcionarios se vayan integrando progresivamente. 

El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, en relación a la consulta del Diputado Lorenzini, manifiesta que se ha hecho una revisión exhaustiva respecto a las mejores prácticas internacionales sobre todo lo que ha dispuesto el comité Basilea de supervisión bancaria, todas las recomendaciones que ellos hacen a través de sus distintos principios están en el proyecto de ley, por lo tanto, se están cumpliendo con todos los estándares internacionales que el propio comité ha planteado internacionalmente.

 Es importante mencionar, que Chile no es miembro permanente del comité de Basilea, siendo solo miembro observador, sin embargo, se está en la discusión constante trimestralmente con ellos.

El señor Ernesto Silva, plantea que en cuanto al contenido de las indicaciones, él está  de acuerdo en varios aspectos, pero discrepa en algunos, por lo que cree razonable definirse  para efectos de la votación, necesita tiempo para leerlas en detalle. 

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) pregunta a la Subsecretaria, si está en condiciones de ingresar esta indicaciones mañana.

La señora Macarena Lobos responde que sí, el Ejecutivo si está en condiciones de ingresar las indicaciones, fijando un plazo para que la mesa técnica emita los comentarios, comprometiéndose a ingresarlas el viernes próximo. 

Comienza a explicar las indicaciones, así se incorpora  de los requerimientos de Basilea, la exigencia de un nuevo Pilar 2, que tiene como propósito asegurar una adecuada gestión de riesgo por parte de los bancos.

Además la iniciativa, establece un requisito de patrimonio efectivo adicional de hasta 4% de los APR para casos en que los requisitos generales no sean suficientes para cubrir riesgos específicos (e.g.Bancos de nicho). Este requisito adicional será definido por la CMF, con el voto favorable de 4/5 de los comisionados. Cuyo propósito es otorgar mayor certidumbre al mercado, en la discusión de la Comisión técnica se planteó la necesidad de definir criterios objetivos para la aplicación de esta herramienta. Por otra parte, se incorpora la obligación a la CMF de establecer mediante normas de Caracteres Generales, los criterios y directrices que se considerarán para la determinación, activación y desactivación de los requisitos patrimoniales adicionales del Pilar 2.

En relación a los aspectos metodológicos de los nuevos requerimientos de capital, sostiene que Basilea establece tratamientos distintos de las provisiones, obligatorias o voluntarios, en el caso de modelos estándar versus propios.

Se establece que la CMF determinara por NCG la forma en que los activos ponderados por riesgos se considerarán netos de provisiones: En el caso de modelos internos no se consideran las provisiones obligatorias para la contabilización de los activos ponderados por riesgos. En el caso de las provisiones voluntarias, el límite para formar parte del capital es de 1,25% en el caso del uso de modelos estándar y de 0,625% en el caso de modelos propios. En el caso de las provisiones voluntarias se consideran los activos ponderados por riesgo de crédito

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión), considera que deben estar a la altura de Basilea 3 y recuerda que lo únicos bancos que no tenían problemas era el  Banco Santander y el Banco de Chile, el resto están complicados, desde el punto de vista del patrimonio.

El señor Ernesto Silva, difiere con el diputado Ortiz  respecto de las necesidades de patrimonio que se acaban de describir, por lo tanto,  solicita al Ejecutivo pronunciarse. 

El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones, responde qué si se aplicara Basilea 3 actualmente al sistema chileno, cumpliría a cabalidad porque de alguna forma compensan los déficit de capital que tienen algunos bancos, de los 2800 millones USD, siendo el escenario más probable, sin embargo, va a depender de si los bancos pueden hacer emisiones de bonos perpetuos y eso obviamente va a reducir la cantidad de capital básico que requieran estos bancos.

Aclara que el periodo de 6 años, es bastante amplio, siendo el tiempo de transición que se ha dado en todos los países del mundo que están implementando Basilea 3.

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) insiste en preguntar si es cierta la afirmación del Banco Santander y del Banco de Chile, que están por sobre los estándares exigibles. 

El señor Eric Parrado, Superintendente de Bancos e Instituciones, expresa que todos los bancos extranjeros donde se ha aplicado Basilea 3, están cumpliendo en Chile. Por tanto, en España, EEUU y Brasil  están cumpliendo con Basilea 3.

La señora Bernardita Piedrabuena, menciona que efectivamente los cambios dicen relación con las provisiones cuando se usan metodologías estándar, versus metodologías propias. Agrega que, la Ley General de Bancos establece que se podrán usar las metodologías de ponderación que establezca la Comisión para el Mercado Financiero o aquellas que los bancos quisieran establecer.  

La señora Macarena Lobos, Subsecretaria de Hacienda, luego se hacen indicaciones al Tier 1 adicional y bonos subordinados, durante la discusión, la industria realizó una serie de críticas orientadas a facilitar el desarrollo del negocio. Dichas materias tenían que ver con la imposibilidad de capitalizar bonos subordinados o emitir bonos híbridos con posibilidad de write-up. Por lo tanto, se acogen esas diferenciar y se reincorporan de la capitalización para los bonos subordinados. En el caso de los bonos sin plazo fijo de vencimiento, se incorpora la posibilidad de hacer un write-up en caso que el banco vuelva a alcanzar un nivel adecuado de solvencia.

En relación a información protegida por Reserva Bancaria, la iniciativa establecía una presunción de interés legítimo para el Servicio de Impuestos Internos (SII), a la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y al Ministerio Público, quienes podrían acceder directamente a la información sujeta a reserva sin necesidad de probarlo.

Recalca que una de las principales preocupaciones se manifestó respecto del potencial uso masivo de la información por parte de las entidades públicas. Lo anterior considerando las distintas obligaciones de reserva a que se encuentran sujetas las instituciones.

Agrega que la comisión técnica señaló que este tema resulta extremadamente sensible, con implicancias que van muchísimo más allá de la Ley de Bancos, por lo que amerita una discusión más extensa. 

Explica que se  trabajó en una propuesta que tiene por objeto modificar el artículo  154 con los siguientes objetivos: 

a)  Establecer claramente la distinción entre secreto y reserva bancaria.

b) Distinguir los requisitos que establece la ley para acceder a información protegida por secreto o reserva - Establecer un marco procedimental para acceder a esta información. 

c) Armonizar las disposiciones del Código Tributario, la Ley de Cuentas Corrientes, y la Ley de la UAF.

En relación a las remuneraciones de los comisionados, expresa que La ley 21.000 en su artículo 17 estableció que al Presidente de la Comisión le corresponderá la remuneración de Grado 1°, como Jefe Superior del Servicio, el que en la actualidad equivale a $9. 274.244 y el resto de los Comisionados, tendrán grado 2° dentro del escalafón que establece la planta de la Comisión, cuya remuneración equivale a $8.376.675.

La Comisión Técnica manifestó que, producto de las incompatibilidades que enfrentan los Comisionados de la CMF, el costo de oportunidad puede ser muy alto. En este contexto, para atraer profesionales de alto nivel es necesario revisar el nivel de remuneraciones existente. Por lo tanto, se introduce una modificación que aumenta en un 25% el sueldo propuesto, en el caso del Presidente, el aumento alcanza $2.318.561 y para los comisionados, se propone un aumento de $2.094.169.

En cuanto al Banco del Estado, una serie de dudas surgieron en la discusión acerca de la autorización que el PDL otorgaba a Banco Estado a entregar préstamos a bancos en problemas. Asimismo, se levantó la preocupación acerca de la forma en la que se contabiliza el activo por impuesto diferido para dicha institución, ya que ello dificultaría al banco la posibilidad de alcanzar los requerimientos de capital. 

Comenta que se optó por volver al esquema de la actual LGB, bajo el cual el Banco Estado no puede participar de la capitalización por el sistema financiero de un banco en problemas y en el caso de los requerimientos de capital adicional que requerirá el Banco por concepto de activos por impuestos diferidos, se incorpora una estimación en el informe financiero de las indicaciones.

El señor Felipe De Mussy, consulta en qué plazo se capitalizará el Banco del Estado, esperar los 6 años o debería ser de forma paulatina.

La señora Bernardita Piedrabuena dice que efectivamente en el informe financiero, se establecen las necesidades de capital que requeriría Banco Estado para cumplir con los estándares Basilea 3, sin embargo el plazo será ha criterio de quien asuma el Gobierno.

La señora Macarena Lobos, Subsecretaria de Hacienda, en relación a netting de derivados, expresa que la iniciativa establece que, en caso que se verifiquen las circunstancias que gatillan la liquidación de un banco, se suspenderá completamente la transacción y pago de los contratos de derivados dentro de una cámara de compensación, por un plazo mínimo de 5 días. Transcurrido dicho plazo, el banco podrá proceder al neteo de los derivados dentro de la cámara.

Comenta que se recibieron diversos comentarios indicando que el plazo de suspensión no estaría en línea con las recomendaciones internacionales (dos días hábiles), lo que impediría que Chile fuera considerado una jurisdicción con netting,  con las graves consecuencias que ello trae a la industria (encarece el costo de capital). Añade que las indicaciones establecen que el plazo de suspensión será determinado mediante normativa del BCCh, considerando las recomendaciones y mejores prácticas internacionales en la materia.

Finalmente con respecto a la transición, plantea que el proyecto de ley  establece una implementación gradual de las nuevas exigencias de capital, considerado su implementación completa para el año 2024. De esta forma, se consideran 6 años de implementación, a partir de 2018, año en que se espera la aprobación de la Reforma a la LGB. Agrega que la comisión técnica  señaló que al establecerse en la ley el año 2024 de manera expresa, en caso que el proyecto de ley se atrasare en su tramitación se eliminaría el principio de la implementación gradual de las exigencias de capital. Además, en este mismo sentido, se propuso establecer de manera expresa que la normativa deberá ser dictada por la CMF, por lo que deberá procederse en primer lugar a la integración de la SBIF a dicha institución.

Enfatiza que las indicaciones establecen que habrá plazo de un año para que la CMF deba integrarse con la SBIF y a partir de la integración, la CMF tendrá un plazo de 18 meses para dictar la normativa respectiva. Agrega que, a partir de la dictación de dicha normativa, los bancos contarán con 4 años para implementar completamente los requerimientos de capital.

Asimismo, se establece una transitoriedad para reducir los requisitos patrimoniales adicionales exigidos actualmente a bancos que se fusionaron y alcanzaron tamaños relevantes (recordar que se establece requerimiento de capital para bancos sistémicos que reemplazan a este requisito).

Finamente, describe otras materias cubiertas por las indicaciones  a los siguientes artículos.

Artículo 12: Se elimina acceso por parte del Ministerio público y UAF y SII a la nómina de depositantes. 

Artículo 23: se homologa el plazo de prescripción de multas de la LGB con las de CMF en 4 años. 

Artículo 28: Se restituye como restricción para ser accionista fundador de un banco el estar formalizado por algún delito de la LGB o de Mercado de Valores. 

Artículo 37: Comisión determinará por NCG los requisitos y condiciones para el cierre de sucursales. 

Artículo 65: Se establece que en caso de que se registre un déficit de reserva técnica por más de 5 días, el banco deberá presentar un plan de regularización temprana. 

Artículo 74: La comisión deberá determinar mediante NCG las condiciones y requisitos para la constitución de Sociedades de apoyo al giro bancario. 

Artículo 84: Se excluyen los créditos interbancarios para el cómputo de la exposición máxima por grupo empresarial.

Artículo 113: Se aclara el carácter de reservado de la aprobación del plan de regularización y los reportes de progreso del mismo 

Artículo 117: Se explicita que la designación de Administrador Provisional o Inspector Delegado terminan también cuando hubiere terminado la causal que la originó. 

Artículo 118: Se traslada el artículo 26 bis al título XIV, que dice relación con el tratamiento de emisores y operadores de medios de pago en problemas. 

Artículo 156 bis: Se aclara que la administración de las cuenta de ahorro para niños y niñas recaerá en aquel que haya firmado el contrato de apertura y en su titular si el aperturante así lo autoriza. 

Artículo 59 CMF: Se reincorpora el mérito ejecutivo de la resolución de la CMF para el cobro de las multas.

S.340 de 6 de diciembre de 2017.
La señora Macarena Lobos (Subsecretaria de hacienda) explica que han procedido a presentar un paquete de indicaciones que han sido fruto del trabajo extenso de la mesa técnica que se ha sostenido entre el Ministerio de Hacienda y los asesores parlamentarios de los diputados miembros de la Comisión, alcanzándose un amplio acuerdo sobre todas las materias. Añade que el sentido y alcance de las indicaciones fue explicado en la sesión pasada. Agrega que se ha alcanzado, asimismo, un acuerdo para votar en forma conjunta las normas de este proyecto, con algunas puntuales votaciones separadas.

Afirma que también han sostenido reuniones de trabajo con los representantes de los funcionarios, tanto de la Superintendencia de Valores y Seguros, como de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, para tratar sobre los términos de los respectivos estatutos del personal. Indica que los funcionarios de la SBIF han planteado algunas dudas acerca de los artículos transitorios y la debida garantía de que sus derechos funcionarios serán respetados, al respecto manifiesta que no podrá significar rebaja de remuneraciones, fin del empleo, cambio de residencia habitual, derecho de antigüedad y beneficios de salud, todo establecido en el artículo noveno transitorio. 
Agrega que ellos han planteado que en virtud de convenios que tienen con sus servicios de bienestar gozan de otros beneficios y han hecho llegar un documento muy detallado, lo cual se trabajado por el Ejecutivo para hacerse cargo y complementar si es necesario. Asevera que el espíritu del Ejecutivo es que el traspaso de los funcionarios no signifique ninguna merma y si es necesario se complementará el artículo noveno transitorio en ese sentido.
El señor Silva, manifiesta que valora y rescata el proceso y metodología que permitió discutir los puntos y buscar soluciones. Destaca el trabajo el trabajo sostenido en este sentido por el Ministerio de Hacienda, Ministerio de Economía, Superintendencia de bancos, asesores parlamentarios y representantes de la sociedad civil.

Refiere que se avanzó en varios temas importantes, y a modo de ejemplo indica los avances en el plazo de implementación de los requerimientos de capital, que va a ser seis años desde que se apruebe; la mejora de remuneraciones de los integrantes de la CMF; también se avanzó en la objetivación de los cargos ante un banco sistémico y se incorporó una modificación en los plazos de prescripción.
Insiste en que esperan que en el Senado se avance en otros aspectos, tiene que ver con la organización interna de la Comisión de Mercado Financiero. Por la importancia que tiene, junto con el rol colectivo de la CMF, la interacción a nivel individual, unipersonal entre el regulador bancario y los supervisados dada la sensibilidad de la información y los efectos que puedan tener las decisiones que se comuniquen, en torno del riesgo o exposición de una determinada cartera. Agrega que en este aspecto el Ejecutivo expresó que es posible avanzar en la organización interna de la CMF que reconociera autoridades unipersonales a nivel de bancos y valores. Estima que la existencia de una contraparte individual  puede dar certeza en estos temas.
Por último, indica que solicitarán votaciones separadas en temas respecto a los cuales no se ha llegado a un acuerdo total. Dice que en uno de esos dos temas hay un progreso importante en lo que regula el secreto y reserva. Dice que tienen discrepancia sobre el artículo 162 que propone el proyecto de ley.
Explica que esta norma dice “Las conductas que configuren los delitos tipificados en la presente ley podrán, además, ser sancionados por la Comisión de conformidad al título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”. A su juicio se podría sancionar dos veces por la misma conducta con presidio y una sanción administrativa. No tiene la misma comprensión que el Ejecutivo y no es el mismo caso que existe en materia de libre competencia y sugiere que se revise este punto en el Senado.
Relata que en lo que se refiere al secreto y la reserva, que lo que el Ejecutivo planteó en el artículo 154 de la LGB (numeral 107 del artículo primero) era definir que tenía que presumir el legítimo interés de la Unidad de Análisis Financiero, del Servicio de Impuestos Internos y del Ministerio Público, originalmente, para poder liberarse de ciertos requisitos de acceso de información. El Ejecutivo accedió a eliminar al Ministerio Público de ese estándar y mantuvo a las dos entidades más arriba mencionadas.

Opina que el Ejecutivo en la modificación al artículo 154 de la LGB presume que hay interés legítimo y no hay daño al acceder a la información. Estima que el marco general del secreto y la reserva está en el artículo 154 de la LGB y desea que quede en acta, porque el artículo 62  del   Código tributario es el procedimiento a través del cual el SII ejecuta y requiere la información  y no es el marco general del secreto y la reserva.

Añade que en el artículo 1° de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias se elimina referencia al secreto y la reserva y se hace una derivación al artículo 154 de la LGB, no están de acuerdo con esto porque no están de acuerdo con la redacción que se dio al artículo 154, porque es un tema importante un valor de nuestro sistema.

Acta de Trabajo Comisión Técnica Proyecto de Ley que Moderniza la Regulación Bancaria”
La presente acta da cuenta del trabajo de la comisión técnica que se mandató constituir con los asesores de los H. Parlamentarios integrantes de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados. Dicha comisión estuvo integrada, por el lado del Ministerio de Hacienda, por Macarena Lobos (Coordinadora Legislativa), Bernardita Piedrabuena (Coordinadora de Mercado de Capitales y Finanzas Internacionales), Alejandra Corvalán, Manuel Galilea, Francisca Lyon, Francisca Vallejo, Diego Morales y Bernardita Palacios; por parte de la SBIF, Eric Parrado (Superintendente), Jorge Cayazzo, Luis Figueroa, Jaime Fortaleza, Andrés Prieto y Nancy Silva; y por parte de la Comisión de Hacienda de la H. Cámara, el H. Diputado Ernesto Silva, Pablo Díaz, Francisco López, Eduardo Núñez, Santiago Orpis y Diego Vicuña. 

La comisión técnica se reunió en cuatro ocasiones, los días viernes 21 y 28 de julio, y 4 y 11 de agosto. En dichas reuniones el Ejecutivo expuso los principales pilares del proyecto de ley recogiéndose las inquietudes formuladas por los representantes de los H. Parlamentarios. Adicionalmente, los asesores de la bancada socialista y de la bancada UDI hicieron llegar comentarios específicos al texto del proyecto. 

A continuación, se detallan los principales acuerdos alcanzados en esta instancia técnica. Identificando, adicionalmente, otros aspectos debatidos en dicho seno y que se traducirán en modificaciones destinadas a mejorar la propuesta original del Ejecutivo. 

I. Materias incluidas en el proyecto de ley 

1. Pilar II

 El proyecto incorpora un requerimiento de capital adicional, en línea con los estándares de Basilea III, conocido como Pilar II. El objetivo de dicho pilar es asegurar una adecuada gestión de riesgos. Así, con el fin de incorporar mecanismos que fomenten la implementación de sistemas de manejo de riesgo por parte de los bancos, el proyecto otorga a la Comisión para el Mercado Financiero la facultad de requerir, con el voto favorable de cuatro de sus cinco miembros y mediante resolución fundada, un requerimiento patrimonial adicional de hasta un 4% de los activos ponderados por riesgo en aquellos casos en que las demás exigencias legales no sean suficientes para cubrir adecuadamente los riesgos específicos de una entidad determinada. Dicha exigencia podrá completarse mediante la suscripción de capital básico adicional, o con los instrumentos a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo 66 del proyecto de ley. 

En la discusión de la comisión técnica, se planteó la preocupación en relación a garantizar la aplicación de criterios objetivos por parte del regulador para utilizar esta 2 herramienta. En particular, se discutió del rol que debería jugar el Banco Central en la determinación de este requerimiento. 

Al respecto, cabe señalar que el Ejecutivo detalló la fundamentación de su decisión. En efecto, el proyecto de ley considera la participación activa del Banco Central en la definición de diversas materias. Dicha participación se justifica debido a que la ley orgánica constitucional del Banco Central le entrega al instituto emisor la responsabilidad de velar por la estabilidad de los medios de pagos internos y externos. En este contexto, en el caso de decisiones regulatorias que obedecen a o tienen efectos sobre aspectos macro (medidas macroprudenciales) asociados a la estabilidad financiera, el Banco Central debe jugar un rol. Se encuentran dentro de este supuesto la definición y activación del colchón contra cíclico; el requerimiento de capital para instituciones de importancia sistémica y la definición de los ponderadores de los activos para efectos del cómputo de los requerimientos de capital. 
En el caso del Pilar II, su objetivo prevenir riesgos específicos de un banco en particular que no estarían siendo cubiertos por los requerimientos generales que contempla el proyecto de ley. Se explicitó que el conocimiento particular de un banco lo adquiere el regulador en el ejercicio periódico de sus facultades fiscalizadoras, de ahí que se justifique que esta decisión se adopte por decisión de aquel, con prescindencia del Banco Central, quien, por definición, no está llamado a intervenir en decisiones de carácter microprudencial. 
ACUERDO: Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, y buscando dar mayor certidumbre respecto de los criterios que se considerarán para activar, definir y desactivar el requerimiento de capital asociado al Pilar II, se incorporará la obligación del regulador de dictar una norma de carácter general en que se entregarán directrices sobre los criterios que se utilizarán en el ejercicio de esta facultad. 
2. Secreto y reserva bancaria 
El proyecto de ley, con el objeto de situar el correcto alcance de la información sujeto a secreto y reserva bancaria, respectivamente, frente a las funciones fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos, de control de la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y las investigaciones de hechos constitutivos de delito por parte del Ministerio Público, propone presumir el interés legítimo que dichas instituciones tienen, en el ejercicio de sus atribuciones, para acceder a la información sujeta a reserva bancaria , recogiendo así lo planteado por la jurisprudencia de la Excelentísima Corte Suprema . 
En la discusión de la comisión técnica, se planteó, en primer término, que este debate va mucho más allá de la ley de bancos y, en segundo lugar, el riesgo sobre el uso que pudiera dársele a la información recabada por esta vía, exponiéndose al uso masivo de la misma. 
ACUERDO: Si bien el Ejecutivo no comparte los argumentos de inconstitucionalidad planteados en el seno del debate en la Comisión de Hacienda de la H. Cámara, y asumiendo que esta materia requiere un debate más extenso se eliminará dentro de los sujetos legitimados al Ministerio Público y se reformulará la redacción propuesta para el Servicio de Impuestos Internos y la UAF a fin de precisar que esta legitimación se encuentra limitada para casos específicos en el marco del cumplimiento de sus labores de fiscalización e investigación, respectivamente. 
3. Transición 
El proyecto de ley contempla un conjunto de normas transitorias destinadas a establecer una gradualidad que permita que los cambios propuestos se implementan de manera paulatina, con el objeto que las instituciones cuenten con el tiempo suficiente para adaptarse a las nuevas exigencias. Cabe señalar que en el caso de los países que ya han adoptado los estándares de Basilea III, estos tuvieron 6 años para su implementación gradual, la que terminará en el año 2019. Es así que, a partir de 2019, los países estarán cumpliendo en forma completa con los nuevos estándares de Basilea III.
En este contexto, Chile se encuentra rezagado con la adopción del marco de Basilea III. Es por ello, que el proyecto de ley consideraba una fecha tope (año 2024) para cumplir con estos estándares. Lo anterior se fundaba en el presupuesto que el proyecto de ley sería aprobado durante el año 2018, manteniendo el esquema de 6 años para que las instituciones bancarias cumplieran con los nuevos requerimientos de capital. 
En la discusión de la comisión técnica, se plantearon las siguientes inquietudes: Primero, que al no estar garantizado que el proyecto sea despachado en los plazos previstos por el Ejecutivo, anclar la transición a una fecha fija reduciría los tiempos para el cumplimiento de las nuevas exigencias. Segundo, la necesidad de garantizar que las definiciones y normativas claves que sirven de base para calcular los nuevos requerimientos de capital estuvieran definidas con anterioridad a ello. Y tercero, asegurar que dichas normativas sean dictadas una vez que la Comisión para el Mercado Financiero haya integrado a la actual Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. 
ACUERDO: Tomando en consideración que el ánimo del Ejecutivo es garantizar una adecuada implementación de esta ley, se consideraron razonables las aprehensiones planteadas y en ese contexto, se propondrá pasar al esquema no de plazo fijo, sino que de seis años desde la publicación de la ley para su gradual puesta en marcha. En dicho contexto, se explicitará que dentro de los dos primeros años asociados a la transición deberá materializarse la integración institucional de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero y producida ésta, la dictación de las normas pertinentes por el Consejo de la referida Comisión, a fin de que dentro de los cuatro años restantes se vayan exigiendo de manera gradual las nuevas exigencias de capital.
 II. Materias no incluidas en el proyecto de ley, sometidas a consideración de la Comisión Técnica 
En su presentación del proyecto de ley ante la Comisión de Hacienda de la H. Cámara, el Ministro de Hacienda planteó dos materias que, si bien no fueron consideradas en el proyecto de ley sometido a discusión, consideró relevante fueran discutidas en el marco de la comisión técnica. A saber: 
4. Ampliación del perímetro regulatorio 
La legislación financiera queda constantemente rezagada frente a la velocidad y complejidad de los avances que experimentan los mercados financieros. Esta evolución enfrenta al sistema financiero y al regulador con la dificultad de adaptarse e incorporar adecuadamente las actividades que se encuentran fuera del perímetro regulatorio.
ACUERDO: Dada la complejidad técnica del tema, pero la relevancia del mismo se acuerda que el Ejecutivo trabajará en una propuesta para someter a consideración parlamentaria en las próximas fases de debate de la iniciativa. 
5. Remuneraciones e incompatibilidades de los comisionados de la Comisión para el Mercado Financiero 
La ley N° 21.000, que Crea la Comisión para el Mercado Financiero, establece que los comisionados deberán ser personas de reconocido prestigio profesional o académico en materias relacionadas con el sistema financiero. Adicionalmente, la ley establece una serie de incompatibilidades muy estrictas para quienes ejerzan los cargos de comisionados, así como un régimen de post empleo que limita sus opciones de trabajo durante los tres meses siguientes a la cesación de sus cargos. 
En materia de remuneraciones, la precitada ley establece que para el Presidente de la Comisión corresponde a la asignada al grado 1° del Escalafón Jefe Superior del Servicio y para el resto de los comisionados la asignada al grado 2° del Escalafón de Directivos.
En el marco de la comisión técnica se planteó que, dadas las incompatibilidades y restricciones inherentes al cargo, el costo de oportunidad derivado del cese del mismo y la competitividad propia de un mercado de profesionales de altísimo nivel, sería necesario revisar el nivel de remuneraciones de los comisionados. 
ACUERDO: Compartiendo los argumentos planteados se convino ajustar las remuneraciones de los comisionados, aumentándolas a niveles que resulten atractivos para profesionales con la capacidad, experiencia e idoneidad deseables para este cargo , asimilándolas a las rentas brutas de los consejeros del Banco Central . 
III. Otros Temas 
Adicionalmente, la Comisión Técnica debatió sobre una serie de aspectos particulares, dentro de los cuales destacan: 
( Se consultó sobre la estructura de la Comisión para el Mercado Financiero (CMF) e integración de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF). 
Se aclaró que será el Consejo de la CMF quién determinará la estructura orgánica de la Comisión y cómo se procederá la integración de la SBIF una vez que sea aprobado el proyecto de ley. Sin perjuicio de lo anterior y con el ánimo de abordar aspectos más operativos se comprometió coordinar una reunión entre el recientemente nombrado Presidente de la CMF, Carlos Pavez, y los integrantes de la comisión técnica. 
( Se analizó la posibilidad de avanzar en la incorporación de mecanismos de Resolución Bancaria Se debatieron los instrumentos que contempla el proyecto de ley para enfrentar la situación de insolvencia grave o inestabilidad financiera de los bancos (regularización temprana), así mismo se expusieron las herramientas contempladas en el derecho comparado para abordar estas situaciones (resolución bancaria). 
Dada la complejidad técnica de innovar en esta materia, se concordó avanzar en este punto en el futuro. 
( Se solicitó analizar la conveniencia de trasladar los artículos 35 bis y 35 ter, donde se definen los requerimientos de capital para los bancos de importancia sistémica, a continuación de los artículos 66s, en los que se establecen los requerimientos generales de capital. 
Se acordó que el Ejecutivo analizará la pertinencia de este traslado. 
( Se requirió aclarar, en el artículo 65, que el regulador tendrá como opción reevaluar o mantener el plan de regularización. 
Se entiende que el plan de regularización es lo suficientemente flexible en cuanto a que, si una vez establecido el plazo de duración del mismo, la situación del banco vuelve a la normalidad con antelación a la fecha estipulada como máxima, el plan podrá evaluarse, pudiendo considerarse como cumplido. Las condiciones para que esto ocurra deberían quedar estipuladas en el mismo plan de regularización. 
( Se solicitó aclarar en el artículo 67 que los bancos deben pedir autorización a la Comisión tanto para la creación de una metodología propia como para su implementación. 
Se explicitó que de la redacción propuesta en el artículo 67 se desprende claramente que, para poder usar una metodología propia, ésta debe ser previamente aprobada por la Comisión para el Mercado Financiero. 

( Se solicitó eliminar del artículo 68 la imposición de multas en caso de liquidación de un banco. 
Se precisó que las multas establecidas en el artículo 68 dicen relación con el incumplimiento de las obligaciones de capital establecidas en el artículo 60 y que su objetivo es sancionar el incumplimiento de una obligación claramente establecida en la ley. Cuestión totalmente distinta, es que, si a consecuencia del incumplimiento de las obligaciones de capital se gatilla la hipótesis de liquidación de un banco, la que en caso alguno tiene carácter de sanción, sino que opera como medida correctiva destinada a recuperar el dinero de los depositantes. 
Precisar, adicionalmente, que las facultades sancionatorias deberán ser ejercidas con prudencia en virtud de que la CMF debe: (i) velar por los intereses de los depositantes; (ii) resguardar la estabilidad financiera y, (ii) procurar -en el ejercicio de sus potestades sancionatorias- la aplicación de multas que resulten óptimas para el cumplimiento de sus fines. Lo anterior, obligará a la CMF a sopesar equilibradamente sus necesidades de disuasión con las exigencias que se derivan de una adecuada protección de los depositantes y de la mantención de la estabilidad financiera. 
( Se requirió aclarar porque las referencias al “Superintendente” y a la “Superintendencia” en la actual Ley General de Banco se cambiaron por “Comisión”. 
En este sentido, se explicó que la remisión se hizo genéricamente a la institución, sin perjuicio de que en virtud de una lectura armónica con los artículos 5, 20 y 21 de la ley N° 21.000, se pueden distinguir con claridad las facultades asignadas a la Comisión, al Consejo o a su Presidente, respectivamente. 
( Se solicita aclarar cuál es la relación entre el artículo 26 bis y los artículos 113 y 117. 
El objetivo de estos artículos es establecer los mecanismos que tendrá el regulador para tratar con las entidades fiscalizadas cuando estas presenten problemas ya sea de solvencia, de administración deficiente, de incumplimiento de las órdenes legamente impartidas por la Comisión para el Mercado Financiero, entre otros. 
La relación entre los artículos 113 y 117 con el 26 bis es una relación de género a especie. En efecto, mientras en el caso del artículo 26 bis, se define el proceso a seguir en caso que un emisor y operador de medios de pagos (bancarios y no bancarios) presente alguno de los problemas mencionados, los artículos 113 y 117 establecen las medidas generales para abordar los problemas que gatillan la regularización temprana. De ahí que el primero se remita a los segundos si las hipótesis ameritan esta intervención. Sin perjuicio de lo anterior, el Ejecutivo quedó de evaluar la pertinencia de que el artículo 26 bis se traslade al Título XIV, relativo a las medidas de regularización de las empresas bancarias.
 ( Se requiere aclarar por qué la prescripción de las multas es de 4 años en el caso de la CMF y 3 años en el caso de la Ley General de Bancos. 
El proyecto de ley no modificó los regímenes de prescripción del antiguo Decreto Ley N°3.538 ni de la Ley General de Bancos. Lo anterior, dio lugar a que se mantuvieran dos regímenes inconsistentes entre sí. 
En ese contexto, se concordó ampliar el plazo de prescripción del artículo 23 de la Ley General de Bancos a 4 años a fin de homologar ambos plazos.
 ( Se solicita aclarar la relación entre el requisito de integridad para los accionistas controladores del banco establecido en el artículo 28 y en qué medida esto no importaría una sanción.
 Se explicó que es un deber de los accionistas cumplir con los requisitos de integridad, y, por tanto, si no cumplen con esos requisitos no pueden ser accionistas fundadores o controladores de un banco. Se deja claramente establecido que dichas exigencias no tienen, en caso alguno, carácter de sanción, sino que se refieren a requisitos habilitantes para el ejercicio de una actividad económica, los que de dejarse de cumplir acarrean la imposibilidad de mantenerse en ella. 
( Se solicita aclarar la redacción del artículo 37 en relación al cierre de oficinas. 
Se explicó que el sentido de la norma es que las condiciones para el cierre de oficinas sean establecidas en una norma de carácter general, sin que exista espacio para aplicar criterios caso a caso que pudieran implicar una discriminación. Habida cuenta de las dudas generadas se concordó precisar la redacción de la norma. 
( Se requiere aclarar por qué la ley de la CMF no considera la protección legal de aquellos externos que participen en el proceso de administración provisional o liquidación. 
Se explicó que la protección legal es para el administrador provisional o liquidador, en el entendido que las responsabilidades de las decisiones que se tomen en estas circunstancias son de éstos, y no de quienes son contratados por ellos para llevar a cabo esas decisiones. Por lo tanto, los potenciales juicios deberían recaer sobre ellos. 
( Se solicita aclarar en el inciso final del artículo 21 que lo que se aplica del título IV de la ley N° 18.046 sean las normas de gobierno corporativo.
Se acuerda aclarar la redacción en ese sentido.
 ( Se solicita aclarar en el artículo 113 bis que la capitalización preventiva ocurre una vez aprobado el plan de regularización. 
El Ejecutivo hace presente que de la redacción del artículo 113 bis se desprende que para hacer aumento de capital en el marco de un plan de regularización se necesita tener aprobado, previamente, dicho plan.
 ( Se solicita aclarar en el artículo 116 que el plazo establecido para la medida de regularización temprana, puede ser acortado o terminado por la CMF. 
Se acuerda aclarar la redacción en ese sentido.
 ( Se solicita aclarar las facultades que la CMF podrá delegarle al inspector delegado. 
Se acuerda precisar la redacción en ese sentido. 
IV. Consideraciones Finales 
Por último, señalar que los acuerdos antes descritos serán complementados con otras modificaciones adicionales derivadas de mejoras de redacción, así como de la recepción de inquietudes formuladas por diversos actores en el marco de las audiencias efectuadas en el seno de la Comisión de Hacienda de la H. Cámara, dentro de las cuales podemos mencionar, a título ejemplar: (i) mejorar la redacción en relación a la posibilidad de utilizar mecanismos de “write up” para bonos perpetuos; (ii) precisar que el límite de crédito a grupos empresariales no debiese considera r los préstamos entre bancos; (iii) establecer un régimen de transición para los bancos que sean declarados de relevancia sistémica -en virtud de las nuevas atribuciones de la CMF- y que en la actualidad se encuentren obligados a contar con un capital adicional en virtud del control de una fusión entre bancos, aprobada bajo el esquema del artículo 35 bis.

VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO


Los integrantes de la Comisión proceden a someter a votación la idea de legislar, resultando ésta aprobada por unanimidad de los señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Daniel Farcas; Roberto León; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva. 

VI.- VOTACIÓN EN PARTICULAR
Indicaciones Parlamentarias

A) Del señor Aguiló, para modificar el artículo 26 de la ley N° 21.000, de la siguiente forma:
1) Para reemplazar la frase “el Código del Trabajo” por la siguiente “ el Estatuto Administrativo”.

2) Para derogar su inciso segundo.

El señor Ortiz, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 226 del Reglamento declara por no formulada la indicación por no recaer en norma de competencia de la Comisión de Hacienda, toda vez que el proyecto no modifica la norma del caso.

B) De los señores Monsalve, Farcas,  Lorenzini; Schilling, Aguiló y León, para incoporar en el artículo noveno transitorio una nueva letra a) al numeral 3, pasando la actual letra a) a ser B) y así sucesivamente, la que tendrá el siguiente tenor: “a) No podrá tener como consecuencia la disminución de los derechos y beneficios de los cuales los trabajadores hayan gozado con anterioridad a la dictación del decreto con fuerza de ley establecido en el encabezado de esta artículo.”.
El señor Monsalve se refiere al régimen de exclusiva confianza que se da a los funcionarios de la SBIF que se traspasan a la CMF. La subsecretaria ha manifestado su buena voluntad en orden que los funcionarios no se vean perjudicados, pero estima que esto no se refleja en la redacción del artículo noveno transitorio, en particular no se mencionan una serie de beneficios que han obtenido con sus servicios de bienestar, procediendo a hacer una relación de los principales beneficios como préstamos, copago de atenciones médicas y otras. Indica que por eso se ha presentado una indicación al artículo noveno transitorio, consistente en una letra a) que establece: “ No podrá tener como consecuencia la disminución de los derechos y beneficios de los cuales los trabajadores hayan gozado con anterioridad a la dictación del decreto con fuerza de ley establecido en el encabezado de este artículo.”.

Solicita una manifestación más explícita del Ejecutivo en orden a que se mantendrán los beneficios que han logrado a través de sus servicios de bienestar.

El señor Ortiz (Presidente de la Comisión) recuerda que siempre se ha sostenido al tratar este proyecto que se respetarán los derechos de los trabajadores públicos y sostiene que la indicación es inadmisible por cuanto se refiere al régimen de trabajo de los funcionarios o trabajadores del sector público.

El señor Farcas, pregunta si el Ejecutivo pudiera patrocinar una fórmula parecida.

El señor Eyzaguirre (Ministro de Hacienda) expresa que tienen la mejor disposición pero que esto hay que encuadrarlo dentro del marco legal. Es un tema que hay que estudiar.

La señora Macarena Lobos (Subsecretaria de Hacienda) recuerda que al inicio de la sesión manifestó que ellos tienen una mesa de trabajo con estos trabajadores y han manifestado su disposición a perfeccionar la normas y están en un trabajo que aún no ha terminado, de revisión de los antecedentes que los trabajadores han hecho llegar, habida cuenta de los dictámenes de la Contraloría General de la República, en orden a que los DFL debe indicar en forma específica que derechos se mantienen. Con respecto a la indicación coinciden en que es inadmisible y que presenta dos problemas. Al ser de carácter general va a generar dudas interpretativas en torno a cuáles derechos están debidamente garantizados y no va en la línea del artículo noveno transitorio en el cual se reconocen taxativamente los derechos. Adicionalmente, la indicación generaría problemas porque habla de cualquier beneficio que hayan gozado con anterioridad, y podría ser un beneficio de carácter transitorio.

El señor Monsalve, recuerda que el Ejecutivo ingresó con rapidez indicaciones en el proyecto del Fondo de Infraestructura y pregunta si el Ejecutivo tiene interés, porque es un tema que manifestó hace bastante tiempo atrás y no ha ingresado indicación, por ello pregunta cuál es el problema. Por ello pediría que se perfeccione el proyecto, porque va a ser imposible este avance en la Cámara. Si no se resuelve en el Senado los dejará sin tener la posibilidad de actuar.

El señor Monsalve, estima que con la expresado por el Ejecutivo procederá a retirar la indicación.

El señor Lorenzini, se opone a que se retire la indicación como firmante de la  misma y solicita que se vote la declaración de inadmisibilidad.

El señor Eyzaguirre (Ministro de Hacienda) estima que es razonable lo manifestado por el señor Monsalve. Al respecto manifiesta que posiblemente hay beneficios legales que no están en el beneficio taxativo y los beneficios que son de transmisión y no están legalizados, los propios trabajadores digan que es lo que consideran central, ver si hay un elemento que falte y antes de llegar a la Sala tengan esos eventuales agregados a modo de indicación.

Se procede a votar la declaración de inadmisibilidad, votan a favor los señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Felipe De Mussy; Daniel Farcas; Roberto León; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; Marco Antonio Núñez; Ernesto Silva. Votan en contra los señores Aguiló; Lorenzini y Schilling. Se mantiene la declaración de inadmisibilidad.

Votaciones separadas

El señor Silva solicita la votación separada de los numerales 107) que modifica el artículo 154 de la LGB, y 113)  que agrega el artículo 162 a la LGB, ambos del artículo primero; y de los artículos decimoprimero numeral 1)  que modifica el artículo 62 del Código tributario, y el artículo decimosegundo, que modifica el artículo 1° de la Ley de Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques. Estas dos últimas normas agregadas por la indicación del Ejecutivo.
Acuerdo de votación
La Comisión acuerda votar en forma conjunta todas las disposiciones del proyecto con las indicaciones del Ejecutivo, con excepción de las votaciones separadas solicitadas. Asimismo, las votaciones separadas se votarán en un sólo acto según solicita el señor Silva.
VOTACIONES:

Sometidas a votación todas las normas del proyecto con las indicaciones del Ejecutivo (salvo las votaciones separadas) son aprobadas por el voto unánime de los Diputados presentes señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Ignacio Urrutia (por Felipe De Mussy); Daniel Farcas; Roberto León; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.

Sometidas a votación en un sólo acto los numerales 107) y 113)  del artículo primero; y los artículos decimoprimero numeral 1)  y el artículo decimosegundo permanentes, agregados estos dos últimos por indicación del Ejecutivo, son aprobados por el voto mayoritarios de los señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Daniel Farcas; Roberto León; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; Marco Antonio Núñez, y Marcelo Schilling. Votan en contra los señores Ignacio Urrutia (por Felipe De Mussy); Patricio Melero; Javier Macaya; Alejandro Santana, y Ernesto Silva.
VII. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN

No hay.
VIII. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD.
Los numerales 107) y 113)  del artículo primero; y los artículos décimoprimero numeral 1)  y el artículo décimosegundo permanentes.
IX. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN

Por las razones señaladas y por las que indicará oportunamente el señor Diputado informante, esta Comisión ha aprobado el siguiente


PROYECTO DE LEY

  “Artículo primero.-
 Modifícase el decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase el epígrafe del título I por el siguiente:

“Funciones y atribuciones especiales de la Comisión para el Mercado Financiero en el ámbito bancario”.

2. Suprímese la expresión “Párrafo 1. Organización”.

3. Derógase el artículo 1.
4.Modifícase el artículo 2 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 2.- Corresponderá a la Comisión para el Mercado Financiero (en adelante, la “Comisión”) la fiscalización del Banco del Estado de Chile y de las demás empresas bancarias, cualquiera sea su naturaleza.”.

b) 
Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “La Superintendencia” por la frase “Asimismo, la Comisión”.

c) Modifícase el inciso cuarto en el siguiente sentido: 

i. Agrégase a continuación de la expresión “la ley N° 18.840” la siguiente frase: “, Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile”.

ii.
Elimínase la referencia a los numerales 12, 13, 15, 18, 18 bis, 22, 23, 26 y la expresión “y 26 bis”.

iii.
Intercálase entre la expresión “ley” y la frase “que Autoriza” la siguiente frase: “N° 20.950,”.
iv. Reemplázase la coma entre los guarismos “19” y “21”, por la conjunción “y”.
v. Agrégase después de la expresión “de este Título,”, la frase “118 del Título XIV,”.

d) Intercálase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:

“Con todo, la Comisión mantendrá las atribuciones conferidas por la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, respecto del conjunto de entidades fiscalizadas.”.

e)
Sustitúyese en su inciso final la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

5. Deróganse los artículos 3, 4, 5, 6 y 7.
6. Modifícase el artículo 8 en el siguiente sentido:

a) 
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
b)
 Reemplázase en su inciso tercero la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

7. Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese la expresión “Superintendente” por “Presidente de la Comisión”.

b)
Reemplázase, las dos ocasiones en que aparece, la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

8. Deróganse los artículos 10, 12 y 13.

9. Reemplázase en el artículo 11 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

10.
Suprímese, a continuación del actual artículo 11, la expresión “Párrafo 2. Fiscalización”.

11. Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:

a)
Elimínase su inciso primero, pasando el segundo a ser primero y así sucesivamente.
b)
Sustitúyese su actual inciso segundo, que pasa a ser primero, por el siguiente:

“Artículo 14.- La Comisión dará a conocer al público, a lo menos cuatro veces al año, información sobre las colocaciones, inversiones y demás activos de las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley, así como su clasificación y evaluación conforme a su grado de recuperabilidad, debiendo la información comprender la de todas las entidades referidas. Podrá, también, mediante norma de carácter general, imponer a dichas instituciones la obligación de entregar al público informaciones permanentes u ocasionales sobre las mismas materias.”.

c)
Modifícase su actual inciso tercero, que pasó a ser segundo, en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “instituciones financieras” por la siguiente: “instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.

ii.
Sustitúyese, las tres veces que aparece, la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
iii. Reemplázase la expresión “los bancos” por “las entidades antes señaladas”.

iv. Sustitúyese la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”.

v. Reemplázase la expresión “instituciones financieras sometidas a su fiscalización” por “instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.
d)
Modifícase el actual inciso cuarto, que pasó a ser tercero, en el siguiente sentido:

i. Elimínase la frase “y sociedades financieras”.

ii. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
e) Modifícase su inciso quinto, que pasó a ser cuarto, en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii.
Sustitúyese la expresión “de los bancos” por “de las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley”.

12. Derógase el artículo 15.

13. Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Las instituciones fiscalizadas en virtud de esta ley deberán publicar, en un periódico de circulación nacional, sus estados de situación referidos al 31 de marzo, 30 de junio y 30 de septiembre de cada año, o en cualquier otra fecha que lo exija, en casos especiales, la Comisión, en uso de sus facultades generales. La publicación se efectuará a más tardar el último día del mes siguiente a la fecha a que se refiere el estado.

Conjuntamente con la publicación de los estados de situación a que se refiere este artículo, la Comisión podrá ordenar que ellas publiquen los datos que, a su juicio, sean necesarios para la información del público. Las normas que se impartan sobre esta materia deberán ser de aplicación general. 

En las instituciones indicadas en el inciso primero, el Balance General al 31 de diciembre de cada año deberá ser informado por una empresa de auditoría externa. Dicha empresa, hará llegar copia de su informe con todos sus anexos a la Comisión y la institución fiscalizada lo hará publicar junto con el balance.

La Comisión podrá exigir hasta dos veces en cualquier época del año a una institución fiscalizada en virtud de la presente ley, balances generales referidos a determinadas fechas del año calendario, los cuales, si así lo dispone, deberán ser informados por los auditores externos que ésta designe.

Estos balances se confeccionarán con sujeción a las normas generales que señale la Comisión, en especial respecto de las provisiones o castigos que estime pertinentes y producirán plenos efectos para la aplicación de las disposiciones que rigen a las instituciones fiscalizadas en virtud de esta ley.”.

14. Modifícase el artículo 16 bis en el siguiente sentido:

a) 
Sustitúyese, las dos veces que aparece, la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

b) 
Reemplázase la expresión “conforme al artículo 97 de la Ley” por “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 97 de la ley N° 18.045,”.

c)
 Reemplázase la expresión “normas generales” por “norma de carácter general”.
d) Intercálase entre la expresión “de esta información” y la preposición “que” la expresión “, la”.

e)
 Intercálase entre la preposición “que” y la palabra “exige” la expresión “se”.

f) Suprímese la expresión “la Superintendencia de Valores y Seguros”.
15. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i.
Intercálase entre la palabra “fiscalizada” y la conjunción “o” la expresión “en virtud de esta ley”.

ii. Sustitúyese la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

b)
 Reemplázase en su inciso segundo la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

16. Deróganse los artículos 18 y 18 bis.

17.
Suprímese a continuación del actual artículo 18 bis la expresión “Párrafo 3. Otras Atribuciones”.

18. Reemplázase el artículo 19 por el siguiente: 

“Artículo 19.- Las sociedades, personas o entidades sometidas a la fiscalización de la Comisión, en virtud de la presente ley, que incurrieren en infracciones a las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan o incumplieren las instrucciones u órdenes legalmente impartidas por la Comisión, podrán ser sancionadas conforme a las reglas establecidas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de las sanciones especiales contenidas en este u otros cuerpos legales. Estas resoluciones podrán ser impugnadas de conformidad con lo establecido en el título V de la precitada ley.”.
19. Derógase el artículo 20. 

20. Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) 
Intercálase entre la palabra “fiscalizada” y la preposición “que”, la expresión “en virtud de la presente ley,”.

b) Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Reemplázase la expresión “con sus bienes” por “solidariamente”.

d) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En todo lo no dispuesto en la presente ley, a las personas indicadas en el inciso anterior les será aplicable lo establecido en el título IV de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.”. 

21. Derógase el artículo 22.
22. Modifícase el artículo 23 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i)
Intercálase entre la expresión “multas” y la preposición “que” la expresión “y demás sanciones”.

ii)
Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

iii) Sustitúyese la expresión “tres” por “cuatro”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i)
Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii) Intercálase entre las expresiones “multa” y “respectiva” la frase “o sanción”.

d) Elimínase su inciso final.”

23. Deróganse los artículos 24, 25 y 26.

24. Derógase el artículo 26 bis.
25. Modifícase el artículo 27 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Para la creación de un nuevo banco, los accionistas fundadores deberán presentar un prospecto a la Comisión. Este documento deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los primeros tres años de funcionamiento.”. 

b)
Reemplázase en su inciso tercero la palabra “aquél” por la frase “otorgamiento del certificado provisional”.

c) Modifícase el inciso cuarto en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la expresión “Superintendente” por “Presidente de la Comisión”.

ii. Sustitúyese la expresión “institución fiscalizada por la Superintendencia” por la frase “empresa bancaria fiscalizada por la Comisión”.

d) Modifícase su inciso quinto en el siguiente sentido:

i.
Reemplázase la frase “instituciones fiscalizadas por la Superintendencia” por “empresas bancarias fiscalizadas por la Comisión”.

ii. Sustitúyese la expresión “empresa bancaria” por “institución”.

26. Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:

i.
Intercálase, en su encabezado, entre las palabras “fundadores” y “de”, la expresión “o controladores”. 

ii. Modifícase la letra a) en el siguiente sentido:

-
Intercálase, en su párrafo segundo, entre las palabras “accionistas” y “controladores”, la expresión “que sean considerados”. 

- Sustitúyese su párrafo tercero por el siguiente:

“Si no se diere cumplimiento a la exigencia señalada en el párrafo anterior por un plazo superior a aquel que la Comisión determine para su regularización se presumirá, para los efectos del artículo 117, la ocurrencia de hechos graves que hagan temer por la estabilidad económica del banco.”.

- Agrégase, el siguiente párrafo cuarto, nuevo: 

“La Comisión podrá, por norma de carácter general, regular la forma en que se acreditará la solvencia de quien sea controlador de un banco en los términos establecidos en los párrafos precedentes, y los casos en que bastará que dicho requisito lo cumpla alguna de las entidades a través de las cuales se ejerce este control.”.

iii. Intercálase en su letra b) entre la conjunción “o” y el artículo “la” las expresiones “controlar, ni”.

iv.
Intercálase, en el número i de la letra d), entre las expresiones “de” y “liquidación”, la expresión “reorganización o de”.

v. Modifícase el numeral ii de su letra d) en el siguiente sentido:

-
Intercálase entre las expresiones “autorización” y “,haya” la siguiente frase “o desde la fecha en que hubiere adquirido el control, según corresponda”.

-
Elimínase la expresión “, respecto de la cual el Fisco o el Banco Central de Chile hayan incurrido en considerables pérdidas”.

vi. Reemplázase el numeral iii de su letra d) por el siguiente: 

“iii) Que, en los últimos cinco años contados desde la fecha de la solicitud de la autorización o desde la fecha en que hubiere adquirido el control, según corresponda, registre protestos de documentos no aclarados en un número o relevancia que, a juicio de la Comisión, comprometan su idoneidad;”. 

vii. Modifícase el numeral iv de su letra d) en el siguiente sentido:

-
Agrégase, al principio de su numeral 2, la frase “cometidos en ejercicio de la función pública,”.

- Reemplázase su numeral 3 por el siguiente:

“(3) los contemplados en la ley N° 18.045, de Mercado de Valores; ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas; decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece un Nuevo Sistema de Pensiones; ley N° 18.092, que dicta Nuevas Normas Sobre Letra de Cambio y Pagaré; ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques; ley N° 4.287, de Prenda Bancaria sobre Valores Mobiliarios; ley N° 5.687, que aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto de Crédito Industrial; ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo; ley N° 18.690, sobre Almacenes Generales de Depósito; ley N° 4.097, sobre Contrato de Prenda Agraria; ley N° 18.112, que dicta normas sobre Prenda sin Desplazamiento; decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda, sobre Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio, las leyes sobre Prenda, y en esta ley;”.

b)
 Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:

“En caso que el controlador de una empresa bancaria incurra de manera sobreviniente en cualquiera de las situaciones previstas en los numerales iv, v y vi de la letra d) del inciso anterior, deberá enajenar las acciones que le otorguen el control dentro del plazo de dos años, prorrogables por uno adicional, contado desde la fecha en que la sentencia respectiva quedare ejecutoriada.”. 

c)
Sustitúyese en su inciso tercero, que pasó a ser cuarto, la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Reemplázase en su inciso final la palabra “tendrán” por “tengan”.

27. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “se” por la palabra “ser”.

b)
Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”. 

c)
Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

d) Sustitúyese su inciso cuarto por el siguiente: 

“En caso de incumplimiento de las normas previstas en este artículo, se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y final del artículo 36 de esta ley.”.

e) Reemplázase en su inciso final la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

28. Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i.
Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

ii.
Reemplázase la frase “en la ley N° 19.880” por “en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión”

ii. Elimínase el artículo “el” que precede a la palabra “todo”.
iii. Intercálase entre la expresión “de su fundamentación” y el punto y seguido, la siguiente frase: “, cuando así sea acordado por el voto favorable de, al menos, cuatro Comisionados”.

iv.
Reemplázase la conjunción “o” por “y”, que antecede a la expresión “al”.

v. Sustitúyese la expresión “cuando” por “según”.

29. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

a) 
Reemplázase en su inciso primero la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

b) 
Reemplázase en los incisos segundo a quinto la palabra “Superintendencia” por “Comisión” cada vez que aparece. 

30. Modifícase el artículo 32 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase, en su inciso primero, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

b)
Reemplázase en su inciso tercero la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”. 

c)
Sustitúyese en su inciso cuarto la oración ”Dictada la resolución que apruebe el establecimiento de la sucursal, ésta y un extracto de los estatutos certificado por la Superintendencia se inscribirán y publicarán en la forma y dentro del plazo a que se refiere el artículo anterior” por la siguiente: “Dictada la resolución que apruebe el establecimiento de la sucursal en los términos del artículo anterior, ésta se inscribirá y publicará, acompañada de un extracto de los estatutos de la empresa, el que deberá ser certificado por la Comisión”.

d)
Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

31. Modifícase el artículo 33 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.

b) Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”
c)
Sustitúyese la expresión “o si su subsistencia fuere inconveniente” por la frase “o incumpliere de forma grave o reiterada otras normas o las instrucciones impartidas por la Comisión, o si se detectase un riesgo grave para la fe pública o la estabilidad del mercado financiero”.

32.
Reemplázase en el artículo 35 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

33. Sustitúyese el artículo 35 bis por el siguiente:

“Artículo 35 bis.- Sin perjuicio de las normas establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, sólo se procederá a la fusión de bancos, a la adquisición de la totalidad del activo y pasivo de un banco por otro o de una parte sustancial de ellos, según la definición del artículo 138; o a la toma de control de dos o más bancos por una misma persona o grupo controlador, o bien a aumentar sustancialmente el control ya existente, en términos que el banco adquirente o el grupo de bancos resultante alcancen importancia sistémica, en los términos dispuestos en el artículo 66 quáter, si los interesados cuentan con la autorización de la Comisión. En dicha resolución, la Comisión podrá imponer una o más de las exigencias a que se refiere el artículo 66 quáter. 

La Comisión podrá denegar la autorización de que trata este artículo, mediante resolución fundada, previo acuerdo en el mismo sentido del Consejo del Banco Central de Chile aprobado por la mayoría de sus miembros en ejercicio.

El acuerdo referido en el inciso anterior deberá ser comunicado dentro del plazo de diez días hábiles bancarios desde que se solicite, plazo que se entenderá prorrogado en el caso que contempla el artículo 19, inciso tercero, de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.

La Comisión deberá pronunciarse en un plazo máximo de sesenta días sobre la solicitud de autorización a que se refiere este artículo.

Las resoluciones denegatorias que dicte la Comisión podrán reclamarse en los términos establecidos en el artículo 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

34. Modifícase el artículo 36 en el siguiente sentido:

a)
 Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión.

b) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

ii.
Reemplázase la expresión “normas generales” por “norma de carácter general”.

c) Sustitúyese en el inciso cuarto la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
d) Modifícase su inciso quinto en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

ii. Reemplázase la palabra “hayan” por “hubieren”.

iii.
Reemplázase la frase “las circunstancias referidas precedentemente” por “la autorización”.

iv.
Sustitúyese la expresión “en la ley N° 19.880” por “en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado”.

e) Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

35. Modifícase el artículo 37 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase en su inciso primero la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.

b)
Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

c) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la frase “59 y siguientes” por el guarismo “60”.

ii. Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

d) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, los requisitos y condiciones que deberán cumplir las empresas bancarias para el cierre de oficinas. Asimismo, el banco que decida cerrar alguna de sus sucursales deberá dar aviso a la Comisión, la que verificará el cumplimiento de los requisitos y condiciones preestablecidos.”

36. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 38.- Corresponderá a la Comisión fijar, mediante norma de carácter general, el horario mínimo para la atención del público en el Banco del Estado de Chile y en el resto de los bancos, el que deberá ser uniforme para todas las oficinas de una misma localidad.
b)
Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “al Superintendente” por “a la Comisión”.

c)
Elimínase en su inciso tercero, la frase “sin las limitaciones y formalidades indicadas, pero en las condiciones que señale,”.

d) Modifícase su inciso final en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la frase “del Superintendente en la forma indicada en el” por “de la Comisión otorgada en virtud del”.

ii. Elimínase la expresión “y sociedades financieras”.

37. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

a) 
Elimínase en su inciso primero la palabra “otra” la primera vez que aparece.

b) Modifícase su inciso tercero en el siguiente sentido:

i.  Reemplázase la expresión “u oficina plancha o” por la siguiente: “, oficina, sitio web, plataforma o medio tecnológico, cualquier tipo de”. 

ii. Elimínase la expresión “de un banco,”.

iii. Elimínase la frase “o de una sociedad financiera”.

iv. Intercálase entre la palabra “papel” y la preposición “que” la expresión “o documento”.

c) Modifícase su inciso cuarto en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “tenga un local u oficina” por la frase “haga uso de un local u oficina o utilice algún sitio web, plataforma o medio tecnológico”.

ii. Reemplázase la palabra “llevar” por la expresión “entregar”.

d)
Reemplázase en su inciso quinto, la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Sustitúyese su inciso séptimo por el siguiente: 

“En caso de que, a juicio de la Comisión, se presuma que existe una infracción a lo dispuesto en este artículo, ésta podrá ejercer respecto de los presuntos infractores las mismas facultades de inspección que esta y otras leyes le confieren respecto de las instituciones fiscalizadas.”.

f)
Reemplázase en su inciso final la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión o al Ministerio Público, según corresponda”.

38. Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la palabra “ejercitarán” por “ejercerán”.
b)
Sustitúyese la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.
39. Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:

a)
Intercálase en su inciso primero entre la palabra “empresa” y la conjunción “y” la frase “bancaria correspondiente”.

b)
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
40.
Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 46 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

41.
Sustitúyese en el inciso final del artículo 47 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
42.
Modifícase el inciso primero del artículo 48 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.
b)
Elimínase la preposición “a” que antecede a las expresiones “la legitimidad”. 

43. Modifícase el artículo 49 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

b)
Reemplázase en su numeral 2 la frase “Podrán, sin embargo, emitir distintas series de acciones” y el punto y seguido que la antecede por la siguiente: “, salvo conforme a lo dispuesto en el artículo 55 bis en relación con el artículo 66 letra b). Podrán, en todo caso, emitir distintas series de acciones”.

c)
Elimínanse los numerales 4 al 9, pasando el actual numeral 10 a ser 4 y así sucesivamente.

d)
Modifícase el actual numeral 11, que pasa a ser 5, en el siguiente sentido:

i. Elimínase en su encabezado la expresión “o sociedad financiera” las dos veces que aparece.

ii.
Sustitúyese en su literal a) la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
iii.
Sustitúyese en su literal c) la frase “institución financiera” por “empresa bancaria”, las dos veces que aparece.

iv. Reemplázase su literal d) por el siguiente:

“d) El capital básico y el patrimonio efectivo de la institución fusionada no podrá ser inferior al que le corresponda para ser calificado en nivel A de solvencia de acuerdo al artículo 61.”.

e)
Sustitúyese en sus literales e), f) y g) la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
f) Intercálase en su actual numeral 12, que pasó a ser 6, entre la palabra “Ley” y la preposición “sobre”, la expresión “N° 18.046,”.
44.
Intercálase, a continuación del artículo 49, el siguiente artículo 49 bis, nuevo:
“Artículo 49 bis.- Los directorios de los bancos estarán compuestos por un mínimo de cinco y un máximo de once directores titulares y, en todo caso, por un número impar de ellos. Podrán, además, tener hasta dos directores suplentes. Los directores durarán tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos.

Para rebajar el número de directores contemplado en el estatuto, el banco deberá obtener previamente autorización de la Comisión, la que para dar su aprobación deberá tomar en cuenta la composición accionaria de la empresa y la protección de los derechos de los accionistas minoritarios.

Es incompatible el cargo de director de un banco con el de parlamentario; de director o empleado de cualquiera institución financiera; y con los cargos designados por el Presidente de la República. También es incompatible el cargo de director de un banco con el de empleado o funcionario de cualquiera de las entidades a que se refiere el número 4 del artículo anterior. Estas incompatibilidades no alcanzarán a las actividades docentes. 

Tampoco podrá una persona desempeñar, a la vez, el cargo de director y de empleado del mismo banco. Esta disposición no obsta para que un director desempeñe, en forma transitoria y por no más de noventa días, el cargo de gerente.

El miembro del directorio que, sin permiso de éste, dejare de concurrir a sesiones durante un lapso de tres meses, cesará en su cargo por esa sola circunstancia. 

Además de las inhabilidades establecidas en los artículos 35 y 36 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, no podrá ser director de un banco la persona que:

a)
Hubiere sido condenada por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos de prevaricación, cohecho y, en general, aquellos cometidos en ejercicio de la función pública, delitos tributarios, delitos contemplados en la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, delitos contemplados en los artículos 59 y 64 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, delitos contra la fe pública y, en general, por cualquier otro delito contemplado en las normas que regulan los mercados sujetos a la fiscalización de la Comisión.

b)
Haya sido sancionada, dentro de los últimos cinco años, por infracción a las normas que regulan los mercados sujetos a la fiscalización de la Comisión y que, a su vez, se encuentren tipificadas como delitos.

c)
Hubiere incurrido en conductas graves que puedan poner el riesgo la estabilidad de la entidad en la que se desempeña como director o la seguridad de sus depositantes. 

d)
Se hubiese declarado insolvente y no se encontrare rehabilitado. 

No podrán establecerse requisitos especiales para ser elegido director, derivados de la nacionalidad o profesión.”.

45.
Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 50 las expresiones “el Superintendente” por “la Comisión”.

46. Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- Al tiempo de otorgarse la escritura social de un banco o de autorizarse el funcionamiento de una sucursal de un banco extranjero, el capital mínimo, señalado en el artículo 50, deberá estar pagado en un 50%. No existirá un plazo para enterar el saldo. Sin embargo, mientras el banco no alcance dicho capital mínimo, deberá mantener un capital básico adicional del 2% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, sobre la suma del requerimiento mínimo general de 4,5% al que se refiere el artículo 66, más los requerimientos señalados en los artículos 66 bis, 66 ter, 66 quáter y 66 quinquies, según corresponda, cargo que se reducirá al 1% cuando tenga un capital pagado y reservas de 600.000 unidades de fomento.”.
47. Reemplázase en el artículo 52 la oración “Superintendencia en el plazo de 30 días. La Superintendencia podrá prorrogar este plazo, por una sola vez, hasta por 30 días” por la siguiente: “Comisión en el plazo de treinta días, prorrogable, por una sola vez, hasta por treinta días adicionales”.
48.
Sustitúyese en el artículo 53 la expresión “del Superintendente” por “de la Comisión”.
49. Sustitúyese el artículo 55 por el siguiente:

“Artículo 55.- Los bancos podrán emitir bonos subordinados que, en caso de liquidación de acuerdo al título XV de esta ley, se pagarán después de que sean cubiertos los créditos de los valistas, o serán capitalizados.

Los bonos subordinados serán emitidos a un plazo promedio no inferior a cinco años y no admitirán prepago. Estos bonos no podrán ser adquiridos por las empresas señaladas en el artículo 2 de la presente ley, ni por sus sociedades filiales o coligadas, ni por las Cooperativas de Ahorro y Crédito.

La Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, los demás requisitos y condiciones aplicables a la emisión de estos instrumentos.”.

50. 
Intercálase, a continuación del artículo 55, el siguiente artículo 55 bis, nuevo:
“Artículo 55 bis.- Las empresas bancarias, previa autorización de la Comisión, podrán emitir acciones preferentes o bonos sin plazo fijo de vencimiento, que podrán calificar como parte del patrimonio efectivo del banco emisor conforme a lo previsto en el artículo 66 letra b). 

La Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, y previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile, los requisitos y condiciones que deberán reunir estos instrumentos, los que estarán sujetos, al menos, a las normas siguientes:

1.
Las acciones preferentes otorgarán a sus titulares preferencias de orden patrimonial que deberán estar establecidas en las condiciones de emisión respectivas, así como previstas en los estatutos sociales. Estas preferencias podrán consistir en una prioridad en el pago de dividendos o, inclusive, el derecho a una proporción determinada o determinable de las utilidades líquidas distribuibles, respecto de los titulares de acciones ordinarias. Asimismo, las acciones que gocen de estas preferencias podrán ser emitidas sin derecho a voto o con derecho a voto limitado. Las acciones preferentes sin derecho a voto, o las con derecho a voto limitado en las materias en que carezcan de éste, no se computarán para el cálculo de los quorum de sesión o de votación en las juntas de accionistas. En todo caso, las preferencias que otorguen estas acciones no requerirán estar sujetas a un plazo de vigencia determinado, ni tampoco será aplicable a su respecto lo previsto en el artículo 21, inciso tercero, de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

2.
Los bonos serán emitidos sin un plazo fijo de vencimiento para la amortización del capital adeudado. El capital de estos títulos sólo podrá ser amortizado como consecuencia del pago anticipado o rescate voluntario de tales instrumentos por parte del banco emisor, sujeto a las reglas indicadas en el numeral siguiente. En todo caso, estos bonos se considerarán para todos los efectos legales como instrumentos de deuda de oferta pública.

3.
Tanto las acciones preferentes como los bonos sin plazo fijo de vencimiento se convertirán en acciones ordinarias del banco emisor mediante su canje o capitalización, según corresponda, ante la ocurrencia de las contingencias objetivas contempladas al efecto en las condiciones de emisión respectivas, las que deberán ser aprobadas por la Comisión. Lo mismo ocurrirá si el banco se encontrare en alguna de las situaciones de insolvencia descritas en el artículo 130.


Alternativamente, las condiciones de emisión de los bonos sin plazo fijo de vencimiento podrán establecer que, en caso de verificarse las contingencias objetivas contempladas en ellas, en lugar de la conversión en acciones ordinarias, el capital e intereses de tales bonos caducarán por el solo ministerio de la ley, sin otorgar derechos a exigir su pago; o bien se depreciarán hasta una suma equivalente al monto nominal de diez pesos por cada instrumento. En este último caso, el bono depreciado otorgará a su tenedor un derecho condicional, sujeto a que el banco emisor recupere los niveles de solvencia que permitan su continuación en los términos que hubiere determinado la Comisión en la norma de carácter general a que se refiere el encabezado del presente inciso. En caso de verificarse dicha condición, se podrá exigir el canje de este instrumento por un nuevo bono, el que se valorizará en la forma que se hubiere preestablecido en las condiciones de emisión del instrumento original.


Con todo, los bonos sin plazo fijo de vencimiento de una misma serie estarán sujetos exclusivamente al efecto de la capitalización, la caducidad o de la depreciación, según lo especificado en las condiciones de la emisión respectiva.


El canje de las acciones preferentes tendrá lugar en forma previa o simultánea a la capitalización, caducidad o depreciación de los bonos sin plazo de vencimiento.
4.
Las acciones preferentes sólo podrán ser adquiridas voluntariamente por el banco emisor, una vez transcurrido un plazo no inferior a cinco años contado desde su colocación, previa autorización de la Comisión. Sujeto al mismo plazo y condición, procederá también el pago anticipado o rescate voluntario de los bonos sin plazo fijo de vencimiento. En ningún caso, la empresa bancaria podrá proceder a la adquisición, pago anticipado o rescate voluntario indicados, según corresponda, si como resultado de ello dejare de cumplir la proporción mínima de patrimonio efectivo establecida en el inciso primero del artículo 66. En las condiciones de emisión de las acciones o bonos respectivos, no podrán incluirse elementos que anticipen o hagan previsible que la empresa bancaria procederá a la adquisición, pago anticipado o rescate voluntario de los mismos, según corresponda.

5.
Sujeto a la previa aprobación de la Comisión, las condiciones de emisión respectivas podrán contemplar las situaciones en que el banco emisor de las acciones preferentes, o de los bonos sin plazo fijo de vencimiento, podrá, excepcionalmente, eximirse de efectuar uno o más de los pagos periódicos de dividendos o intereses, según corresponda, sin que éstos se acumulen a los dividendos o intereses que se devenguen en los períodos siguientes, ni que como consecuencia de ello se configure un evento de incumplimiento. 
6.
En virtud del simple canje de las acciones preferentes, o la mera capitalización, depreciación o caducidad de los bonos referidos, o por efecto del no pago de dividendos o intereses respectivos, según corresponda, no podrá exigirse en forma anticipada el cumplimiento de otras obligaciones que el emisor hubiere contraído, ni resolverse o terminarse anticipadamente el acto o contrato respectivo que hubiere originado las mismas. 
7.
Los instrumentos regulados en este artículo, en ningún caso, podrán ser adquiridos por las empresas señaladas en el artículo 2 de la presente ley, por sus sociedades filiales o coligadas o por Cooperativas de Ahorro y Crédito. Asimismo, quedarán sujetos a la prohibición prevista en el artículo 84 N° 3, en relación con el financiamiento de su adquisición. Lo anterior, es sin perjuicio de lo expresado en relación con la adquisición de acciones preferentes de propia emisión.

En lo que no se oponga a lo previsto en este artículo o la normativa antedicha y a las demás disposiciones de esta ley, regirá para los bonos lo establecido en el título XVI de la ley N°18.045, de Mercado de Valores. Para las acciones preferentes regirá lo dispuesto en la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas y su Reglamento.”. 

51. Reemplázase el artículo 56 por el siguiente:

“Artículo 56.- La junta ordinaria de accionistas, a propuesta del directorio del banco, podrá acordar al término de cada ejercicio el reparto de un dividendo que deberá tomarse de las ganancias líquidas, del fondo destinado al efecto o de otras fuentes que las leyes autoricen.

Si se produjere una disminución del capital, y éste se encontrare por debajo del capital mínimo exigido en los artículos 50 y 51, según corresponda, no podrá repartirse dividendo mientras no se haya reparado el déficit.

Tampoco podrá repartirse dividendo con cargo a utilidades del ejercicio o a fondos de reserva, si por efecto de ese reparto el banco infringe alguna de las proporciones que fija el artículo 66, o cuando se haya suspendido el pago del cupón o intereses de los bonos sin plazo de vencimiento a los que se refiere el artículo precedente.

En caso de déficit en el capital básico adicional a que se refieren los artículos 66 bis y 66 ter, quedará limitada la distribución de dividendos o excedentes en hasta la respectiva proporción que a continuación se indica, mientras no se haya restituido dicho capital:

a)
Si el déficit fuere menor o igual al 25% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 60% de las utilidades del ejercicio. 

b)
Si el déficit fuere mayor al 25% e inferior o igual al 50% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 40% de las utilidades del ejercicio.

c)
Si el déficit fuere mayor al 50% e inferior o igual al 75% del nivel requerido, el banco podrá repartir como máximo el 20% de las utilidades del ejercicio.

d)
Por último, si el déficit fuere mayor al 75% del nivel requerido, el banco no podrá repartir utilidades del ejercicio.

En cualquiera de las situaciones previstas en este artículo, quedará prohibida la adquisición de acciones del banco por parte de sus accionistas controladores, a menos que cuenten con la autorización previa de la Comisión.”.

52. Modifícase el artículo 59 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Reemplázase la palabra “Superintendencia” por “Comisión”.
ii. Elimínase la expresión “e instituciones financieras”.

b)
Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
53. Reemplázase el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Para los efectos de lo señalado en los artículos anteriores, los bancos se clasificarán según su solvencia en los siguientes niveles:

Nivel A: Instituciones que cumplen con las exigencias de capital básico y patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66, y que además satisfacen los requerimientos de capital adicional a que se refieren los artículos 66 bis y 66 ter.

Nivel B: Instituciones que cumplen con las exigencias de capital básico y patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66, pero no con los requerimientos de capital adicional establecidos en los artículos 66 bis o 66 ter.

Nivel C: Instituciones que no cumplen con las exigencias de capital básico ni con el patrimonio efectivo a que se refiere el artículo 66.”. 

54. Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase en los párrafos correspondientes al Nivel A, B y C de su inciso primero, la frase “Incluye a las instituciones” por la palabra “Instituciones”.

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“La Comisión, por norma de carácter general, establecerá las condiciones y modalidades necesarias para la implementación de esta clasificación. Tales normas deberán tratar en igual forma a los bancos que se encuentren en situaciones de características y naturaleza equivalentes.”.
55. Sustitúyese el artículo 64 por el siguiente:

“Artículo 64.- Las empresas bancarias y cooperativas de ahorro y crédito que no mantengan el encaje a que estén obligadas, serán sancionadas con una multa igual al doble del interés corriente para operaciones no reajustables en moneda nacional de menos de noventa días o para operaciones en moneda extranjera, según corresponda, vigente para el mes en que se cometa la infracción, ajustada proporcionalmente a la duración del período de encaje. La multa se calculará sobre el término medio a que hubiere ascendido el déficit durante el período en que éste se produzca.

Si la falta de encaje se originare por causa de cierre bancario y no se prolongare por más de quince días contados desde la fecha de cesación del cierre, la Comisión podrá rebajar o condonar la multa.

Lo anterior se entenderá sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la Comisión de conformidad a la ley.”. 

56. Modifícase el artículo 65 en el siguiente sentido:

a)
 Sustitúyese en su inciso primero la expresión “los párrafos 2° y 3°” por “el párrafo primero”.
b)
Agrégase en el literal b) de su inciso segundo, a continuación del punto y aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración final: “Asimismo, se reputarán siempre a plazo las obligaciones contraídas bajo dicha modalidad, cuyo pago se haga exigible anticipadamente en virtud de la caducidad del plazo atribuible a cualquier circunstancia o incumplimiento legal, normativo o contractual en que incurra el banco.”. 

c) Sustitúyense sus incisos quinto y sexto por los siguientes:

“Si un banco incumpliere con cualquiera de las obligaciones contempladas en este artículo, el gerente deberá informar de este hecho a la Comisión de forma inmediata, así como las medidas que tomará para ajustarse a ellas. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, en caso de incumplimiento de cualquiera de las obligaciones descritas en el presente artículo, el banco será sancionado con una multa que se calculará aplicando a cada déficit diario la tasa de interés máximo convencional para operaciones no reajustables, mientras éste se mantenga. La Comisión podrá no aplicar la multa si se tratare de un déficit que no se haya extendido por más de tres días hábiles y siempre que la institución no hubiere incurrido en otro déficit en el mismo mes calendario.

Si el déficit subsistiere por más de cinco días, la empresa bancaria deberá presentar un plan de regularización de acuerdo con lo establecido en el título XIV.”.

57. Sustitúyese en el epígrafe del título VII la expresión “Instituciones Financieras” por “Empresas Bancarias”.

58. Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:

“Artículo 66.- El patrimonio efectivo de un banco no podrá ser inferior al 8% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, o al mínimo que le sea exigible de acuerdo con los artículos 51, 66 quáter y 66 quinquies. El capital básico no podrá ser inferior al 4,5% de sus activos ponderados por riesgo, ni al 3% de los activos totales, ambos netos de provisiones exigidas.”.
Se entiende por patrimonio efectivo de un banco la suma de los factores que se indican a continuación, con sus respectivas limitaciones:

a)
Su capital pagado y reservas o capital básico. Para efectos de esta ley, se entiende por capital pagado el conformado por las acciones ordinarias que se encuentren suscritas y pagadas.

b)
Los bonos sin plazo de vencimiento y acciones preferentes a los que se refiere el artículo 55 bis, que el banco haya colocado, valorados al precio de colocación, hasta la concurrencia de un tercio de su capital básico. 

La suma del capital básico, los bonos sin plazo de vencimiento y las acciones preferentes no podrá ser inferior al 6% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.

c)
Los bonos subordinados que haya colocado, valorados al precio de colocación y hasta concurrencia de un 50% de su capital básico. El valor computable de estos bonos disminuirá en un 20% por cada año que transcurra desde que falten seis años para su vencimiento.

d)
Las provisiones voluntarias que haya constituido, hasta concurrencia del 1,25% de sus activos ponderados por riesgo de crédito, netos de provisiones exigidas, tratándose de la aplicación de las metodologías estandarizadas a que se refiere el artículo 67, o del 0,625% en caso de aplicarse una metodología propia conforme a esa misma disposición. Son provisiones voluntarias las que excedan de aquellas que los bancos deban mantener por disposición de la ley o por norma de la Comisión.

Cuando un banco efectúe aportes a sociedades filiales o de apoyo al giro o asigne capital a una sucursal en el exterior, su patrimonio efectivo se calculará aplicando las normas generales de consolidación que establezca la Comisión.

La Comisión, para efecto de la determinación del patrimonio efectivo, podrá fijar, mediante norma de carácter general, ajustes o exclusiones de partidas de activos o pasivos, incluyendo mitigadores de riesgos, que incidan en su valor.”.

59.
Intercálanse, a continuación del artículo 66, los siguientes artículos 66 bis, 66 ter , 66 quáter y 66 quinquies, nuevos:

“Artículo 66 bis.- Los bancos deberán mantener un capital básico adicional equivalente al 2,5% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, por sobre el patrimonio efectivo mínimo que le sea exigible de acuerdo con lo establecido en el artículo 66.

En caso de incumplir lo anterior, el banco deberá sujetarse a lo dispuesto en el inciso final del artículo 56, en tanto no se subsane dicho déficit, sin perjuicio de las demás facultades que, al respecto, pueda ejercer la Comisión.

Artículo 66 ter.- El Banco Central de Chile, en consideración a la fase del ciclo económico, podrá determinar la activación de una exigencia de capital básico adicional de carácter contra-cíclico, aplicable de manera general a todas las empresas bancarias constituidas o autorizadas para operar en el país. Para estos efectos, citará especialmente al Ministro de Hacienda a la sesión respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 19 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile. 

Adoptado el acuerdo por el Consejo, el Banco Central de Chile, previo informe favorable de la Comisión, fijará la exigencia de capital básico adicional entre un 0% y un 2,5% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, así como el plazo que tendrán los bancos para cumplir dicha exigencia, el que no podrá ser inferior a seis meses contados desde su imposición. Asimismo, la Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, las demás condiciones necesarias para la implementación y supervisión de la exigencia descrita en el presente artículo.

En caso de no enterarse el capital básico adicional a que se refiere este artículo en el plazo establecido por el Banco Central, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 56, hasta que dicho capital sea constituido en su totalidad.

Asimismo, el Consejo del Banco Central de Chile determinará la desactivación de la exigencia adicional descrita en el presente artículo y el plazo en que ésta deberá materializarse, siguiendo el procedimiento descrito en los incisos precedentes. El acuerdo deberá ser comunicado a la Comisión para efectos de que esta establezca, mediante resolución fundada, las demás condiciones en que se materializará la desactivación.

Artículo 66 quáter.- La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, y previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, los factores y metodología que permitan establecer si un banco o grupo de bancos puede ser calificado de importancia sistémica. Entre dichos factores podrá incluirse el tamaño, la participación de mercado, la interconexión con otras entidades financieras, el grado de sustitución en la prestación de servicios financieros o cualquier otro criterio objetivo que se considere relevante para dicho fin. 

Mediante resolución fundada, y previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile, el Consejo de la Comisión calificará la calidad de sistémico de un banco. Por el mismo acto, o posteriormente y sujeto al mismo procedimiento, podrá imponerle una o más de las siguientes exigencias, en tanto mantenga dicha condición:

a)
Adición entre 1,0 a 3,5 puntos porcentuales al capital básico sobre activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, por sobre el requerimiento mínimo general de 8% al que se refiere el artículo 66.

b) Adición de hasta 2,0 puntos porcentuales al capital básico sobre activos totales, netos de provisiones exigidas, por sobre el requerimiento mínimo general de 3% al que se refiere el artículo 66.

c) Que la reserva técnica que establece el artículo 65 sea aplicable desde que los depósitos y demás sumas a que se refiere esa norma excedan de una vez y media su patrimonio efectivo.

d)
 Que el margen de préstamos interbancarios establecido en el artículo 84 N° 1, párrafo penúltimo, se rebaje al 20% del patrimonio efectivo.

Sujeto al mismo procedimiento de calificación previsto en este artículo, el Consejo de la Comisión determinará si un banco deja de ser considerado de importancia sistémica, en cuyo caso quedará eximido de las exigencias que se le hubieren impuesto en virtud de dicha calificación.”.
Artículo 66 quinquies.- La Comisión podrá imponer requerimientos patrimoniales adicionales a los establecidos en los artículos anteriores, mediante resolución fundada y con el voto favorable de al menos cuatro Comisionados, a aquellos bancos que, como resultado del proceso de supervisión, presenten, a juicio de la Comisión, riesgos no suficientemente cubiertos con las exigencias previstas en dichos preceptos. Tales requerimientos podrán ser satisfechos mediante capital básico, adicional al ya constituido en cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley, o bien, con los instrumentos a que se refieren las letras b), c) y d) del artículo 66, según lo autorice la Comisión. En todo caso, el requerimiento patrimonial que se imponga a un banco no podrá exceder el 4% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, la Comisión establecerá, mediante norma de carácter general, los criterios y directrices generales que se tendrán en consideración para la determinación de los cargos de capital adicional descritos precedentemente.”.
60. Reemplázanse los artículos 67 y 68 por los siguientes:

“Artículo 67.- Para efectos de determinar la ponderación por riesgo de los activos, la Comisión establecerá metodologías estandarizadas para cubrir los riesgos relevantes de la empresa bancaria, entre ellos, el riesgo de crédito, de mercado y operacional. Dichas metodologías se establecerán mediante norma de carácter general, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Comisión podrá autorizar a los bancos a utilizar metodologías propias para determinar los activos ponderados por riesgo señalados en este artículo. Para estos efectos, se establecerá, mediante norma de carácter general y previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, los límites, requisitos y demás condiciones para la utilización e implementación de dichas metodologías, cumpliendo con los requisitos establecidos en el inciso anterior. En dicha norma, la Comisión podrá autorizar que las metodologías propias antes referidas contemplen un tratamiento diferenciado en materia de provisiones, respecto del modelo estándar al que se hace referencia en el inciso anterior. 

Asimismo, la Comisión podrá, en cualquier momento, representar fundadamente al banco que sus metodologías, o sus eventuales modificaciones, no se ajustan a la normativa vigente, en cuyo caso el banco deberá corregirlas dentro del plazo que ésta le indique. En caso que el banco no realice la corrección ordenada, la Comisión podrá, sin más trámite, dejar sin efecto la metodología implementada, o sólo aquella parte que hubiere sido objetada, según sea el caso.
Artículo 68.- El banco que no se encuentre ajustado a algunas de las proporciones que señala el artículo 66, deberá encuadrarse en ellas dentro de un plazo de sesenta días contado desde que se produzca la infracción respectiva y podrá ser sancionado de conformidad con lo establecido en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión ordenará sin más trámite el cumplimiento de la obligación de encuadre señalada en el inciso precedente, adoptando las medidas que estime pertinentes de conformidad a la ley.”.

61. Modifícase el artículo 69 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su numeral 2 por el siguiente:

“2) Emitir bonos o debentures sin garantía especial. Asimismo, y con sujeción a las normas de carácter general que dicte la Comisión, los bancos podrán emitir bonos sin garantía especial, con el objeto de destinar los fondos recibidos al otorgamiento de mutuos amparados por garantía hipotecaria, ya sea para fines generales, o para el financiamiento o refinanciamiento de la adquisición, construcción, reparación o ampliación de viviendas. Esta circunstancia deberá consignarse en la escritura de emisión correspondiente, junto con el plazo máximo de antigüedad de los créditos hipotecarios que podrán ser financiados o refinanciados con cargo a dicha emisión y con las condiciones de rescate anticipado de los bonos en caso de incumplimiento de lo señalado anteriormente.

De acuerdo a las normas que imparta la Comisión, el banco emisor de los bonos destinados al financiamiento o refinanciamiento de operaciones hipotecarias deberá efectuar la asignación de los mutuos hipotecarios vinculados a esa emisión, pudiendo incluir para estos efectos a aquellos que hubiere otorgado hasta dentro de los doce meses anteriores a la colocación de los bonos. Asimismo, podrá reemplazar dicha asignación asociando la emisión de bonos a otros créditos de igual naturaleza. En estos casos, se deberá dejar constancia en un registro especial que la empresa mantendrá con sujeción a dichas normas.

Los mutuos hipotecarios a que se refieren los párrafos anteriores no podrán corresponder a los indicados en el numeral 5 de este artículo, sin perjuicio de lo cual se regirán por las disposiciones previstas en el título XIII de esta ley, en lo que fuere aplicable, incluyendo el procedimiento especial a que se refieren los artículos 103 y siguientes.

El Banco Central de Chile podrá ejercer, en relación con el otorgamiento de los créditos hipotecarios a que se refiere este numeral, las facultades normativas previstas en los artículos 92, Nos 1 y 2, y 99 de esta ley. Asimismo, el Banco Central determinará los instrumentos financieros en los que se mantendrán los recursos obtenidos por la empresa bancaria mediante la colocación de estos bonos hipotecarios en valores mobiliarios de renta fija, mientras éstos no se encuentren asignados a los respectivos mutuos hipotecarios.
Se aplicarán, asimismo, a los créditos hipotecarios y a los bonos que se emitan para su financiamiento las normas previstas en los artículos 134 y 134 bis de esta ley, entendiéndose, para todos los efectos legales, que las referencias que efectúan las citadas disposiciones a las letras de crédito regirán también en el caso de los bonos hipotecarios de que trata este numeral, debiendo la institución emisora dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en dichos artículos respecto de la cartera de créditos hipotecarios vinculada con una determinada emisión de bonos. El mismo tratamiento será aplicable a los valores mobiliarios de renta fija a que se refiere el inciso anterior, en caso que corresponda.”.

b)
Intercálase en su numeral 6 entre la palabra “Central” y la preposición “de” la expresión “de Chile”.

c) Modifícase su numeral 7 en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese en su párrafo primero la frase “generales que dicte la Superintendencia” por la siguiente: “de carácter general que dicte la Comisión”.

ii.
Elimínanse de su párrafo tercero las expresiones “, las sociedades financieras” y “o sociedad financiera”.

iii.
Intercálase entre la expresión “1931,” y la conjunción “o” la siguiente frase: “de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio,”. 

d)
Sustitúyese en su numeral 11 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

e) Modifícase su numeral 18 en el siguiente sentido:

i.
Intercálase entre la expresión “Banco Central” y la coma, la expresión “de Chile”.

ii. Modifícase el guarismo “2°” por la expresión “segundo”.

f) Modifícase su numeral 25 en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la expresión “de 1980” por la expresión: “, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones”.

ii. Elimínase la expresión “, N° 5”.

g) Modifícase su numeral 26 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii.
Reemplázase la frase “otra Superintendencia” por “otra entidad fiscalizadora”.

h) Reemplázase su inciso final por el siguiente:

“El banco que adquiera bienes en exceso de lo dispuesto en el inciso anterior, será sancionado con una multa del 10% sobre el exceso de la inversión realizada por cada mes calendario que lo mantenga. Sin perjuicio del procedimiento sancionatorio que se sustancie para la imposición de dicha multa, el banco deberá ajustarse a los límites establecidos en el inciso precedente en un plazo de noventa días. Si así no lo hiciere podrá aplicársele alguno de los apremios o sanciones establecidos en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.
62. Modifícase el artículo 70 en el siguiente sentido:

a) Elimínase del encabezado del inciso primero la expresión “y sociedades financieras”.
b) Modifícase el literal a del siguiente modo:

i) Sustitúyese su párrafo primero por el siguiente:

“a) Agentes de valores; corredores de bolsa; sociedades administradoras de fondos de terceros a que se refiere la ley N° 20.712, sobre Administración de Fondos de Terceros y Carteras Individuales; securitización de títulos y corredores de seguros regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 251 del Ministerio de Hacienda, de 1931, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio. Las sociedades que realicen las operaciones a que se refiere esta letra serán regidas por las leyes aplicables a tales materias, serán fiscalizadas por la Comisión y deberán sujetarse a las condiciones que ésta establezca para el desarrollo de dichas actividades mediante normas de carácter general.”.

ii) Reemplázase en su párrafo segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

iii) Modifícase su párrafo tercero en el siguiente sentido:

-
Sustitúyese la frase “Superintendencia de Valores y Seguros” por la palabra “Comisión”.

-
Elimínase la preposición “de” que antecede a las expresiones “los seguros”.

c) 
Sustitúyense en su literal b) las oraciones “Superintendencia, mediante resolución general, haya estimado que complementan el giro de los bancos. En estos casos dicha Superintendencia deberá establecer mediante resolución general las condiciones del ejercicio de los referidos giros” por las siguientes: “Comisión, mediante norma de carácter general, haya estimado que complementan el giro de los bancos. En estos casos, la Comisión deberá establecer, mediante normas de carácter general, las condiciones del ejercicio de los referidos giros.”.

d) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“Podrán también los bancos constituir filiales como sociedades inmobiliarias, las que, en su constitución y operación, se sujetarán a las normas de esta ley y de la ley N° 19.281, que establece normas sobre Arrendamiento de Viviendas con Promesa de Compraventa. Podrán, asimismo, administrar e invertir los recursos y fondos a que se refiere el artículo 54 de dicha ley, de acuerdo a las exigencias que en ella se establecen.”.

63. Modifícase el artículo 70 bis en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 70 bis.- Los bancos podrán constituir en el país sociedades filiales de asesoría previsional a las que se refiere el decreto ley N° 3.500 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones. Dichas entidades serán supervisadas también por la Superintendencia de Pensiones, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley referido.”.

b)
Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Las Superintendencias de Valores y Seguros y de Pensiones” por “La Comisión y la Superintendencia de Pensiones”.

64. Modifícase el artículo 71 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

b)
Reemplázase en su inciso segundo la frase “La Superintendencia, también por normas generales” por “La Comisión, por norma de carácter general”.

65. Modifícase el artículo 72 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión” todas las veces que aparece.

b) Sustitúyese en el numeral i) de su inciso primero la frase “porcentajes mínimos” por “requerimientos de capital”.

c)
Reemplázase en su inciso final la frase “por resolución fundada en que los otros” por “fundando su resolución en que los demás”.

66. Sustitúyese el artículo 73 por el siguiente:

“Artículo 73.- La Comisión tendrá un plazo de noventa días contado desde la presentación de la solicitud para pronunciarse acerca de la constitución de las sociedades a que se refieren los artículos precedentes, o del ejercicio directo de las actividades correspondientes. Si la Comisión solicitare antecedentes adicionales dicho plazo se extenderá a ciento veinte días. Para rechazar la solicitud la Comisión deberá dictar una resolución fundada en que no se han cumplido los requisitos establecidos por la ley. En el caso de las entidades clasificadas en la categoría III, según lo dispuesto en el artículo 60, también podrá fundar la resolución en que existen deficiencias en su gestión que no la habilitan para acceder a la nueva actividad.

Si el banco solicitante se encontrare en la categoría I de gestión y solvencia, de acuerdo a lo señalado en el artículo 60, la solicitud de autorización se entenderá aprobada si la Comisión no la rechaza expresamente dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación, fundando su resolución en que no se han cumplido los requisitos legales. Si la Comisión no dictare la resolución denegatoria dentro del plazo legal, se podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”. 

67. Modifícase el artículo 74 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“La Comisión determinará, mediante norma de carácter general, las condiciones y requisitos para la constitución de filiales de acuerdo a lo dispuesto en este párrafo.”.

68. Sustitúyense los artículos 75 y 76 por los siguientes:

“Artículo 75.- La Comisión tendrá a su cargo la fiscalización de las sociedades a que se refieren los artículos 70 y 74, y estará facultada para dictar las normas de carácter general a que dichas sociedades deberán sujetar sus operaciones según el giro que realicen.

Artículo 76.- Los bancos podrán abrir sucursales u oficinas de representación en el exterior, efectuar inversiones en acciones de bancos establecidos en el extranjero o en acciones de empresas allí constituidas que tengan alguno de los giros que autorizan los artículos 70 , 71, 72 y 74. Las aperturas de sucursales u oficinas de representación requerirán autorización de la Comisión. Las demás inversiones referidas necesitarán, adicionalmente, la autorización del Banco Central de Chile. Para estos efectos, una vez emitido su pronunciamiento, la Comisión remitirá los antecedentes al Banco Central de Chile.”. 
69. Modifícase el artículo 77 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión” todas las veces que aparece.

b) Reemplázase el literal a) por el siguiente:

“a) Cumplir con los requisitos de capital a que se refieren los artículos 66, 66 bis y 66 ter.”.

c)
Intercálase en el literal e entre la expresión “socios” y la preposición “con” la siguiente frase: “o accionistas”.

70. Modifícase el artículo 78 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las tres veces que aparece.

ii. Intercálase entre las palabras “norma” y “general” la expresión “de carácter”.

iii. Sustitúyese la expresión “institución financiera” por “empresa bancaria y al Banco Central de Chile”.

b) Sustitúyese el numeral i de su inciso segundo por el siguiente:

“i) Que el banco exceda en un punto porcentual el patrimonio efectivo que le sea exigible conforme a los artículos 66, 66 bis y 66 ter;”.

c) Modifícase su numeral ii del siguiente modo:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii.
Intercálase entre las expresiones “primera” y “categoría”, la expresión “o segunda”. 

d) Modifícase el numeral iii de su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii.
Intercálase entre las expresiones “socios” y “no” la siguiente frase: “o accionistas”.

e)
Sustitúyese en el numeral iv de su inciso segundo la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

f)
Reemplázase su actual inciso tercero por los siguientes incisos, nuevos:

“En el caso contemplado en el inciso anterior, los plazos señalados en el que lo precede se reducirán a la mitad y la resolución que deniegue la autorización será fundada y reclamable en conformidad con los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero. 

El banco que obtenga autorización para abrir una sucursal o una filial o para invertir en empresas en el exterior conforme al procedimiento establecido en el inciso segundo del presente artículo, deberá mantener, durante el plazo de un año contado desde el otorgamiento de la autorización, el patrimonio efectivo a que se refiere la misma disposición.”.

71. Sustitúyese el artículo 79 por el siguiente:

“Artículo 79.- Si la Comisión no dicta una resolución denegatoria de las solicitudes a que se refieren los artículos anteriores dentro del plazo que corresponda, el banco solicitante podrá requerir la aplicación del silencio administrativo positivo en la forma señalada en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

72. Modifícase el artículo 80 en el siguiente sentido: 

a)
Sustitúyese en el numeral 2 de su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
b) Modifícase el numeral 3 de su inciso primero en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por la frase “Comisión y al Banco Central de Chile” y la expresión “dicho organismo” por las palabras “la Comisión”.
ii.
Intercálase entre el número “18.045” y el punto y aparte la siguiente expresión: “, de Mercado de Valores”. 

c) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:

“Sin perjuicio de las sanciones contempladas en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, o las medidas que sean aplicables conforme al artículo 81, el incumplimiento de cualquiera de las normas precedentes por parte del banco chileno o del banco, sucursal o empresa establecida o en que participe en el extranjero, que ponga en riesgo la estabilidad de la casa matriz, facultará a la Comisión para ordenar al banco chileno, mediante resolución fundada y sin más trámite, a enajenar todas las acciones que posea en el banco o empresa extranjera o a clausurar o enajenar la sucursal u oficina en que se haya cometido la infracción, dentro del plazo que determine, que no podrá ser inferior a noventa días.”. 

73. Modifícase el artículo 81 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión”, las tres veces que aparece.

b)
Reemplázase en el numeral 1 de su inciso segundo la frase “La Superintendencia podrá, de acuerdo a normas generales” por la siguiente: “La Comisión podrá, mediante norma de carácter general”.
c)
Intercálase en el numeral 2 de su inciso segundo entre los guarismos “66” y “69 N° 11” los siguientes: “66 bis y 66 ter”. 

74. Modifícase el artículo 82 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

ii.
Intercálase entre las palabras “Ley” y “sobre”, la siguiente expresión: “N° 18.046,”.

b)
Sustitúyese en su inciso segundo la frase: “En ningún caso, la Superintendencia podrá proporcionar información sujeta a secreto según el inciso primero del artículo 154” por la siguiente: “En el caso de la información protegida por secreto bancario se procederá de acuerdo a lo establecido en el artículo 5 N° 5 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero”.
75. Modifícase el artículo 83 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

b)
Reemplázase en su inciso segundo la expresión “La Superintendencia podrá fiscalizar” por “La Comisión fiscalizará”.

c) Modifícase su inciso final del siguiente modo:

i. Sustitúyese la palabra “Superintendencia” por la expresión “Comisión”.

ii. Sustitúyese la palabra “informe” por “acuerdo”.

76. Modifícase el artículo 84 del siguiente modo:

a) Modifícase el párrafo primero del numeral 1 en el siguiente sentido:

i.Reemplázase el guarismo “16.4” por “164”.

ii. Elimínase la expresión “o sociedades financieras”.

b)
Intercálase en la letra b) del párrafo tercero del numeral 1 entre la expresión “Ley N° 18.045” y el punto y coma, la siguiente expresión: “, de Mercado de Valores”.

c)
Reemplázase en el párrafo quinto del numeral 1 la frase “El Superintendente deberá establecer normas sobre” por la siguiente: “La Comisión deberá dictar norma de carácter general respecto de la”.

d) Reemplázase en el párrafo sexto del numeral 1 la frase “otra institución financiera regida” por “otro banco regido”.

e) Intercálase en el numeral 1 el siguiente párrafo séptimo, nuevo, pasando el actual párrafo séptimo a ser octavo:

“Respecto del total de créditos que un banco otorgue al conjunto de personas o entidades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial, según la definición establecida en el título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, estos no podrán exceder el 30% del patrimonio efectivo del banco acreedor. Para estos efectos, no se computarán los préstamos señalados en el párrafo anterior.”.

f)
Sustitúyese en el actual párrafo séptimo del numeral 1, que pasó a ser octavo, la expresión “incurrirá en” por “será sancionado con”.
g)
Sustitúyese en el párrafo segundo del numeral 2 la frase “Superintendencia determinar, mediante normas generales” por la siguiente: “Comisión determinar, por norma de carácter general”.

h)
Reemplázase en el párrafo tercero del numeral 2 la palabra “Superintendencia” por “Comisión”. 

i) Modifícase el párrafo primero del numeral 4 en el siguiente sentido:

i.
Intercálase entre las expresiones “cónyuge” y “ni”, la siguiente expresión: “o a su conviviente civil”.

ii.
Sustitúyese la frase “la Superintendencia podrá establecer, mediante normas generales” por “la Comisión podrá establecer, mediante norma de carácter general”.

j)
Sustitúyese en las letras a) y b) del numeral 5 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

k)
Reemplázase en el párrafo tercero del numeral 5 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

l)
Reemplázase en el párrafo cuarto del numeral 5 la fase “la Superintendencia, mediante normas generales” por “la Comisión, mediante normas de carácter general”.

m)
Reemplázase en el párrafo quinto del numeral 5 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.

n) Sustitúyese el inciso final del artículo por el siguiente:
“Sin perjuicio del procedimiento sancionatorio iniciado para la imposición de las multas señaladas en los incisos precedentes, el banco que infrinja los límites establecidos en el presente artículo deberá encuadrarse dentro de los márgenes correspondientes en un plazo no superior a noventa días. Si así no lo hiciere, podrá aplicársele alguno de los apremios o sanciones establecidos en el título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.
77. Modifícase el artículo 85 en el siguiente sentido: 
a)
Intercálase en su literal a, entre la expresión “utilidades” y el punto y coma, la siguiente expresión: “y por Empresas Individuales de Responsabilidad Limitada en que el deudor fuere titular”. 

b) Sustitúyese en el literal b) la expresión “La Superintendencia, mediante normas generales” por “La Comisión, mediante normas de carácter general”.

78.
Modifícase el inciso segundo del artículo 89 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese la frase “el Servicio de Tesorerías” por “la Tesorería General de la República”.

b)
Intercálase entre el guarismo “1980” y el punto y aparte, la siguiente frase: “, que establece un nuevo sistema de pensiones”.
79. Modifícase el artículo 90 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 90.- En caso de declararse el inicio de un procedimiento de liquidación de un banco, la Comisión o el liquidador, con autorización de aquella, podrá encomendar a otra institución bancaria la atención de las comisiones de confianza que estaban a cargo de la empresa sometida al procedimiento de liquidación.”.

b)
Reemplázase en los incisos segundo, tercero y cuarto la expresión “el Superintendente” por “la Comisión”.

80.
Modifícase el inciso segundo del artículo 96 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase la expresión “Superintendencia” por “Comisión” las dos veces que aparece.

b)
Sustitúyese la frase “en el artículo 22” por la siguiente: “en los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero”.
81.
 Reemplázase en el inciso segundo del artículo 104 la expresión “del departamento” por “de la comuna”.
82. Sustitúyese en el artículo 110 la frase “asignadas a los falsificadores de billetes del crédito público” por la siguiente frase: “establecidas en el párrafo II del título IV del libro segundo del Código Penal”. 

83.
Sustitúyese en el artículo 111 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
84.
Intercálase a continuación del artículo 111 el siguiente título XIV, nuevo:

“TÍTULO XIV

Medidas para la Regularización Temprana
Artículo 112.- Las empresas bancarias deberán informar a la Comisión en forma inmediata, a través de los medios que ésta instruya mediante norma de carácter general, si ocurriere cualquiera de las circunstancias siguientes:

a)
Se haya dejado de cumplir alguno de los requerimientos patrimoniales que le sean aplicables. En el caso de las empresas bancarias dichos requerimientos se refieren a los establecidos en el artículo 66 de la presente ley.

b)
Por efecto de pérdidas observadas en la información financiera disponible correspondiente a dos o más meses seguidos, se desprenda que, de mantenerse dicha tendencia dentro de los siguientes seis meses, la empresa fiscalizada quedará en alguna de las situaciones previstas en el literal precedente.

c)
Se haya incurrido en incumplimiento reiterado de las disposiciones legales, de la normativa dictada por la Comisión, o de las órdenes e instrucciones impartidas por ésta.

d)
Se haya incumplido reiteradamente las normas sobre liquidez establecidas por el Banco Central de Chile en virtud de lo dispuesto en el artículo 35 de la ley N°18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, que deben mantener las referidas instituciones. 

e)
Se haya recurrido al financiamiento de urgencia del Banco Central de Chile en tres o más meses de un mismo año calendario, o se hubiere renovado el vencimiento de algún crédito de esa misma naturaleza que le hubiere sido otorgado dentro del mismo período. 

f)
Por efecto de la disminución en sus flujos de financiamiento, se desprenda que, de mantenerse dicha tendencia dentro los siguientes treinta días, la institución no podrá cumplir con el pago de sus obligaciones.

g)
Dentro de un periodo de hasta doce meses se observen pérdidas que superen el 10% del capital pagado y reservas.

h)
Se haya pagado en tres o más meses tasas de interés al público que superan en un 20% o más los promedios que correspondan a las instituciones fiscalizadas de su misma especie, dentro de los últimos doce meses.
i)
Se haya otorgado créditos a personas relacionadas, directamente o a través de terceros, a la propiedad o gestión de la empresa en términos más favorables en cuanto a plazo, tasas de interés o garantías que los concedidos a terceros en operaciones similares; o se haya concentrado créditos a dichas personas relacionadas por más de una vez su capital pagado y reservas.

j)
Se hayan celebrado contratos de prestación de servicios o adquisición o enajenación de activos de cualquier naturaleza con personas relacionadas, directamente o a través de terceros, con su propiedad o gestión, y que hayan sido objetados fundadamente por la Comisión en forma previa a su celebración o con posterioridad a ella.

k)
Los auditores externos de la empresa señalen reservas acerca de la administración o de la estabilidad de la entidad como empresa en marcha.

l)
Se haya incumplido gravemente el plan de desarrollo a que se refiere el artículo 31. 

m)
Si alguno de los déficits establecidos en el artículo 65 se mantuviere por más de quince días.

n)
Se haya incumplido la exigencia patrimonial a que se refiere el artículo 78.

o)
Se haya detectado cualquier otro hecho indiciario de inestabilidad financiera o administración deficiente.

Artículo 113.- Efectuada la comunicación a que se refiere el inciso primero del artículo precedente, la empresa bancaria deberá presentar, dentro de un plazo de cinco días corridos, el cual podrá ser prorrogado por la Comisión hasta completar diez días corridos en total, un plan de regularización, aprobado por su directorio o el que haga sus veces, el que deberá contener medidas concretas que le permitan remediar la situación en que se encuentra y asegurar su normal funcionamiento. Dicha aprobación tendrá, para todos los efectos, el carácter de reservada. 
Asimismo, en caso que la Comisión tomare conocimiento, por cualquier medio, de que una empresa bancaria ha incurrido en alguno de los hechos descritos en el artículo precedente y éstos no le hubieren sido comunicados oportunamente, podrá requerir a la entidad la presentación de dicho plan de regularización aprobado por su directorio o el que haga sus veces, sin perjuicio de las responsabilidades y sanciones que correspondan.

En su propuesta, el banco deberá indicar el plazo previsto para el cumplimiento del plan, el que no podrá exceder de seis meses contados desde la notificación de la resolución que lo aprueba, salvo autorización expresa de la Comisión. 

La Comisión deberá pronunciarse sobre la suficiencia del plan y podrá formularle observaciones o requerir que se complemente con aquellas medidas adicionales que considere necesarias, con el objeto de que dentro del plazo que ella determine, el directorio, o quien haga sus veces, presente el plan modificado. El rechazo del plan deberá ser efectuado mediante resolución fundada.

El banco deberá entregar a la Comisión reportes periódicos sobre la implementación del plan de regularización, en los términos acordados en éste. Durante la implementación del plan, la Comisión podrá formular observaciones al mismo o requerir que éste se complemente con las medidas adicionales que considere necesarias para su éxito, así como extender el plazo aprobado para su implementación.

La Comisión deberá comunicar de forma reservada e inmediata al Consejo de Estabilidad Financiera respecto del contenido de la solicitud y de la presentación de un plan de regularización por parte de una entidad bancaria en virtud de lo dispuesto en este título, así como la aprobación, rechazo u observaciones que se efectuaren a éste.

El requerimiento, presentación y contenido del plan de regularización, así como la comunicación a que se refiere el inciso primero del artículo anterior y los reportes periódicos a los que se refiere el inciso quinto de este artículo, tendrán el carácter de reservado y se sujetarán a la obligación establecida en el artículo 28 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.
En caso que la Comisión no apruebe el plan de regularización de que trata este artículo, si éste no fuera presentado dentro del plazo establecido, o si la empresa bancaria no cumpliere los términos y condiciones aprobados para su ejecución, incluyendo el plazo para su implementación, se podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 117.
Artículo 113 bis.- En caso que, como una de las medidas del plan de regularización aprobado por la Comisión, se haya establecido la necesidad de un aumento de capital, el directorio del banco deberá convocar a la junta de accionistas para que acuerde dicho aumento. La junta deberá celebrarse dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de la convocatoria.

La convocatoria señalará el plazo, forma, condiciones y modalidades en que se emitirán las acciones y se enterará dicho aumento, y deberá contar con la aprobación previa de la Comisión. El rechazo de las condiciones de la convocatoria deberá constar en resolución fundada. En dicho caso, el directorio deberá presentar una nueva convocatoria dentro del plazo de cinco días contado desde la dictación de la resolución.

Si la junta de accionistas rechaza el aumento de capital en la forma propuesta, la Comisión podrá aplicar las prohibiciones contempladas en el artículo 116, sin perjuicio de las demás medidas que correspondan en conformidad a la presente ley. En caso que el aumento de capital sea aprobado pero no se entere dentro del plazo establecido, o si la Comisión rechaza por segunda vez las condiciones de convocatoria presentadas por el directorio, el plan de regularización se entenderá incumplido y la Comisión podrá proceder de acuerdo con lo establecido en los artículos 116,117 o en el párrafo 1 del título siguiente, según corresponda.

Artículo 114.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 bis, en caso que alguna de las medidas del plan de regularización requiera de la aprobación de la junta de accionistas, el directorio deberá convocarla para su celebración dentro del plazo de quince días.

Los avisos de citación establecidos en la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, podrán efectuarse a contar de la fecha de convocatoria, debiendo el último de ellos publicarse al menos con siete días de anticipación a la fecha fijada para su celebración. La citación por correo a los accionistas a que se refiere el artículo 59 de dicho cuerpo legal deberá ajustarse a los plazos del presente artículo.

La junta podrá celebrarse válidamente en un plazo inferior al indicado en el inciso precedente y sin cumplir con las formalidades de la citación, siempre que concurrieren la totalidad de las acciones emitidas con derecho a voto.

En caso que la junta de accionistas rechazare la propuesta objeto de su convocatoria, o si aprobada no se ejecutare dentro del plazo establecido, la Comisión aplicará las prohibiciones contempladas en el artículo 116 que estime pertinentes, sin perjuicio de la adopción de las demás medidas que correspondan en conformidad a la ley.

Artículo 115.- Si una empresa bancaria se encontrare en alguna de las situaciones descritas en el artículo 112, podrá convenir, como parte del plan de regularización, un préstamo por un máximo de tres años plazo con una o más empresas bancarias. En caso que la empresa bancaria deudora deba someterse a lo dispuesto en el título XV de la presente ley, dicho préstamo será pagado después de que sean cubiertos los créditos de los valistas.

Las condiciones de estos préstamos deberán ser acordadas por los directorios de las instituciones involucradas y contar con autorización de la Comisión, sin que sea necesario someterlas a junta de accionistas.

Ningún banco podrá conceder créditos de esta naturaleza por una suma superior al 25% de su patrimonio efectivo.

Estos préstamos se contabilizarán como capital básico de la empresa prestataria para los efectos de los márgenes que establece la presente ley. La institución prestamista podrá imponer a la deudora las obligaciones, limitaciones y prohibiciones a que se refiere la letra e del artículo 104 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores.

El referido préstamo sólo podrá ser pagado en la medida que la empresa deudora se encuentre debidamente capitalizada en conformidad al artículo 66 de esta ley, con prescindencia del señalado préstamo.

Si el préstamo no fuere pagado dentro del plazo, podrá utilizarse para los siguientes efectos:

a)
Para ser capitalizado previamente en caso de que se acuerde la fusión de la empresa prestataria con alguno de los bancos prestamistas. En este caso, las empresas bancarias acreedoras podrán convenir los términos y condiciones que habiliten a una de ellas para fines de proceder a la fusión con la deudora. Dichos términos y condiciones deberán contar con la aprobación previa de la Comisión. 

b)
Para enterar un aumento de capital acordado por la empresa prestataria, siempre que las acciones que se emitan las suscriba un tercero. Las condiciones del financiamiento de las acciones serán convenidas entre las empresas bancarias que capitalizan su crédito y los suscriptores de ellas. No podrán pagar a plazo estas acciones las personas vinculadas, directa o indirectamente, a la propiedad o gestión del banco que capitalice su crédito.

c)
Para suscribir y pagar un aumento de capital. En tal caso, las acciones adquiridas por las empresas bancarias prestamistas, deberán ser enajenadas en un mercado secundario formal dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de la capitalización, a menos que las haya repartido entre sus accionistas en conformidad a las normas generales. La Comisión, por razones fundadas, podrá prorrogar el plazo antedicho hasta por el mismo período. Si no hubiere postores en el primer remate deberá éste repetirse en cada mes calendario.

Los adquirentes de acciones deberán cumplir con lo dispuesto en los artículos 28, 35 bis y 36 de la presente ley. Las juntas de accionistas necesarias para dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo deberán contar con el quórum que señala el artículo 61 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.

En caso de verificarse una operación de concentración en el contexto de alguna de las hipótesis señaladas en los literales a, b y c del inciso sexto, no le serán aplicables las disposiciones contenidas en el título IV del decreto ley N° 211 de 1973, que fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

No podrán efectuar estos préstamos el Banco del Estado de Chile, los bancos que se encuentren sometidos a administración provisional o aplicando un plan de regularización en conformidad al presente título, ni los bancos que tengan accionistas comunes que, directa o indirectamente, controlen la mayoría de sus acciones.

Artículo 116.- Cuando un banco se encontrare en alguna de las situaciones descritas en el artículo 112, la Comisión podrá, mediante resolución fundada, y sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes, imponerle total o parcialmente y por el plazo máximo de seis meses, renovable por una vez hasta por el mismo período, una o más de las siguientes prohibiciones:

1)
 Otorgar nuevos créditos a cualquiera persona natural o jurídica vinculada, directamente o a través de terceros, a la propiedad o gestión de la institución.

2) Renovar por más de ciento ochenta días cualquier crédito.

3) Alzar o limitar las garantías de los créditos vigentes.

4)
Adquirir o enajenar bienes corporales o incorporales que correspondan a su activo fijo o a sus inversiones financieras.

5) Enajenar documentos de su cartera de colocaciones.

6) Otorgar créditos sin garantía.

7)
 Celebrar determinados actos, contratos o convenciones o renovar los vigentes con las personas que señala el Nº 1.

8)
Otorgar nuevos préstamos o adquirir inversiones financieras, siempre que el crecimiento de la suma de las colocaciones e inversiones financieras, en relación al mes inmediatamente anterior, supere la variación de la unidad de fomento en el mismo período.

9)
Otorgar nuevos poderes que habiliten para efectuar cualquiera de los actos señalados en los números anteriores.

10)
Efectuar inversiones, cualquiera sea su naturaleza, salvo en instrumentos emitidos por el Banco Central de Chile y la Tesorería General de la República.

11)
Anticipar el vencimiento de cualquier obligación o reestructurar pasivos sin autorización previa de la Comisión. Lo dispuesto en este número no regirá tratándose de las operaciones de derivados, respecto de las cuales se aplicará lo dispuesto en el artículo 140 de la ley N° 20.720, que sustituye el Régimen Concursal Vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo; o en la ley N° 20.345, sobre Sistemas de Compensación y Liquidación de Instrumentos Financieros, según corresponda.

Con todo, la Comisión podrá anticipar el término de las prohibiciones impuestas en virtud de este artículo mediante resolución fundada, cuando a su juicio la situación del banco presente una recuperación suficiente que haga innecesaria la mantención tales medidas.

Durante la vigencia de estas prohibiciones, la revocación o renuncia de los directores de la institución o la renuncia o término de contrato de sus gerentes, administradores o apoderados no producirán efecto alguno si tales actos no han sido autorizados por la Comisión.

Asimismo, si durante su vigencia se convocara a Junta de Accionistas para aumentar el capital de la institución, fusionarla o vender sus activos, la Comisión podrá modificar el plazo de convocatoria y el número de avisos que deben publicarse con este mismo objeto.
Artículo 117.- Si una empresa bancaria no presentare el plan de regularización referido en el artículo 113, éste fuere rechazado por la Comisión, o incumpliere alguna de las medidas definidas en virtud del mismo; hubiere incurrido en infracciones o multas reiteradas; se mostrare rebelde para cumplir las órdenes legalmente impartidas por la Comisión; o hubiere ocurrido en ella cualquier hecho grave que haga temer por su estabilidad financiera, la Comisión, mediante resolución fundada, podrá designarle un inspector delegado a quien la Comisión le conferirá las atribuciones de su competencia que señale al efecto y la de suspender cualquier acuerdo del directorio o acto de los apoderados de la institución.

En los mismos eventos, la Comisión podrá, previo acuerdo del Consejo del Banco Central de Chile, haya designado o no el inspector delegado, nombrar un administrador provisional de la institución, el que tendrá todas las facultades del giro ordinario que la ley y los estatutos señalan al directorio, o a quien haga sus veces, y al gerente general. 

El administrador provisional tendrá los deberes y estará sujeto a las responsabilidades de los directores de sociedades anónimas. En todo caso, al ejercer su cometido el administrador provisional deberá anteponer y resguardar los intereses de los depositantes u otros acreedores y, en general, el interés público asociado a la estabilidad financiera. 

Las personas que la Comisión designe como inspectores delegados o administradores provisionales, según sea el caso, podrán ser funcionarios de la Comisión, con excepción del Fiscal, o profesionales externos debidamente calificados, sujeto a que cumplan los requisitos de idoneidad y capacidad técnica que la Comisión determine mediante norma de carácter general.

Producida la designación de un inspector delegado o administrador provisional, los contratos celebrados y las demás obligaciones contraídas por la empresa fiscalizada mantendrán su vigencia y condiciones de pago, por lo que no podrán resolverse o terminarse en forma anticipada por decisión unilateral del acreedor; exigirse anticipadamente su cumplimiento; o hacerse efectivas las garantías otorgadas por dicha empresa, invocando a título de causal la citada designación.

Lo dispuesto en el inciso anterior no regirá tratándose de las operaciones de derivados, respecto de las cuales se aplicará lo dispuesto en el artículo 140 de la ley N° 20.720, que sustituye el régimen Concursal Vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo; o en la ley N° 20.345, sobre Sistemas de Compensación y Liquidación de Instrumentos Financieros, según corresponda.

La designación de inspector delegado o de administrador provisional no podrá tener una duración superior a un año. La designación de inspector delegado podrá renovarse sólo por otro año y la de administrador provisional cuantas veces la Comisión lo estime necesario. Las resoluciones que se dicten con tal objeto serán fundadas y deberán contar con el acuerdo previo favorable del Consejo del Banco Central de Chile.
Asimismo, en situaciones originadas con anterioridad a la designación del administrador provisional y sólo dentro del primer año de esta administración, la Comisión podrá suspender, mediante resolución fundada, la aplicación de los márgenes previstos en esta ley respecto de la empresa bancaria que fue objeto de dicha medida o de aquellas instituciones que le hubieren concedido créditos. En ningún caso se podrá suspender la obligación que establece el artículo 65. 
Con todo, la Comisión podrá anticipar el término de las funciones del inspector delegado o del administrador provisional mediante resolución fundada, cuando a su juicio la situación del banco presente una recuperación suficiente que haga innecesaria la mantención de tales medidas.
En caso que la Comisión designe como inspector delegado o como administrador provisional a un profesional externo a la Comisión, a dicha persona le serán aplicables las prohibiciones contenidas en los artículos 28 y 31 bis de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

La designación del inspector delegado o del administrador provisional descrita en el presente artículo podrá ser reclamada de acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero, y procederá sin perjuicio del procedimiento sancionatorio que se inicie para efectos de determinar las infracciones y responsabilidades que le correspondan a la entidad fiscalizada, su directorio, o sus ejecutivos principales.
Artículo 117 bis.- En los casos en que la Comisión haya designado administrador provisional o liquidador en una empresa bancaria; la Comisión, el administrador provisional o el liquidador podrán contratar, con cargo a la entidad fiscalizada, profesionales encargados de entablar las acciones judiciales destinadas a perseguir la responsabilidad penal y civil de los administradores, ejecutivos y demás personas que, a cualquier título, hayan actuado en la empresa respectiva.
El administrador provisional y el liquidador deberán rendir periódicamente cuenta de su gestión a la Comisión y podrán ser removidos por ésta, en caso de que, a juicio de su Consejo, no desempeñen satisfactoriamente el encargo.”.

85. Reemplázanse los epígrafes “Medidas para regularizar la situación de los bancos y su liquidación forzosa”, “Párrafo primero Capitalización Preventiva”, y los artículos 118 y 119, por lo siguiente:

“Artículo 118.-  Sin perjuicio de las sanciones que fueren procedentes, los emisores y operadores señalados en el inciso segundo del artículo 2 de la presente ley, que infrinjan las normas dictadas por el Banco Central de Chile, o que hubieren incurrido en infracciones o multas reiteradas, o se mostraren rebeldes para cumplir las órdenes legamente impartidas por la Comisión, o presentaren inestabilidad financiera o administración deficiente, o no cumplieren los estándares de seguridad operacional exigibles de acuerdo a las regulaciones y mejores prácticas aplicables en la materia, o hubiere ocurrido cualquier hecho grave que haga temer por el cumplimiento de las obligaciones asumidas, podrán ser suspendidos de todas o algunas de sus actividades por la Comisión, mediante resolución fundada emitida por el Consejo, hasta por noventa días.

Asimismo, la Comisión podrá ordenar en la misma resolución una o más de las siguientes medidas, según corresponda:

1. No emitir nuevos instrumentos de pago. 

2. No afiliar nuevos establecimientos de comercio. 

3. No realizar nuevas operaciones. 

4. No recibir provisión de fondos.

Sin perjuicio de lo establecido en los incisos precedentes, el emisor u operador que infrinja las normas dictadas por el Banco Central de Chile deberá dar aviso a la Comisión apenas tome conocimiento del hecho y presentar, dentro del plazo que ella le fije, un plan de regularización de conformidad a lo dispuesto en el artículo 113 para su aprobación. En caso de no aprobarse el plan de regularización descrito precedentemente, o de incumplimiento del que se hubiere aprobado conforme a lo establecido en este artículo, la Comisión podrá revocar la autorización de existencia del emisor u operador de medios de pago, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile. Asimismo, podrá revocar dicha autorización si el emisor u operador no cumpliere con las obligaciones de pago contraídas para con el público o con la devolución de los dineros provisionados, en su caso.

Corresponderá, asimismo, a la Comisión dictar las resoluciones que otorguen o revoquen la autorización de existencia a las entidades antedichas, previo acuerdo favorable del Banco Central de Chile en caso de rechazo, en conformidad a las normas establecidas por éste en uso de sus facultades legales.

Del rechazo a la autorización de existencia, o de la revocación de dicha autorización, o de la suspensión de todas o algunas de las actividades, podrá reclamarse de acuerdo a lo establecido en los artículos 69 y 70 de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.

En los casos en que la Comisión haya suspendido todas o algunas de las actividades, o revocado la autorización de existencia de un operador o emisor de medios de pago, podrá ejercer las facultades establecidas en el artículo 117 de la presente ley.”.
86.
Sustitúyese el epígrafe “Párrafo Segundo Insolvencia y Proposiciones de Convenio” por el siguiente:

“TÍTULO XV 

Liquidación Forzosa

Párrafo I. De la Liquidación”.

87. Sustitúyese el artículo 120 por el siguiente:

“Artículo 120.- Los bancos sólo podrán ser sometidos a un procedimiento de reorganización o liquidación concursal regulado por la ley N° 20.720, que sustituye el Régimen Concursal vigente por una ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del Ramo, cuando se encuentren en liquidación voluntaria. En todos los demás casos serán aplicables las normas del presente título, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 116 N° 11, 117 inciso sexto, y 136 de la presente ley.”. 

88.Modifícase el artículo 121 del siguiente modo: 

a) Reemplázase la expresión “al Superintendente, quien” por “a la Comisión, la que”.

b) Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por “Comisión”. 

89.
Deróganse los artículos 122 a 129 y el epígrafe “Párrafo Tercero Liquidación Forzosa”.  

90. Sustitúyense los artículos 130 y 131 por los siguientes:

“Artículo 130.- Si la Comisión estableciere que un banco no tiene la solvencia necesaria para continuar operando, o que la seguridad de sus depositantes u otros acreedores exige su liquidación, procederá a revocar la autorización de existencia de la empresa bancaria afectada y la declarará en liquidación forzosa. La decisión de la Comisión deberá contar con el acuerdo previo favorable del Banco Central de Chile, el que deberá pronunciarse en un plazo máximo de cinco días hábiles bancarios contado desde que la Comisión le proporcione los antecedentes que ha considerado para su adopción.
En todo caso, se presumirá que un banco no tiene la solvencia necesaria para continuar operando o que la seguridad de sus depositantes u otros acreedores exige su liquidación cuando:

a)
El capital básico, deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior a un 3% de los activos ponderados por riesgo o a un 2% de los activos totales, ambos netos de provisiones exigidas. La determinación de los activos que deberán considerarse para estos efectos se hará conforme a lo señalado en el artículo 67.

b)
El patrimonio efectivo, después de deducidas las pérdidas acumuladas durante el ejercicio que aparezcan en un estado financiero, sea inferior a un 5% de los activos netos de provisiones exigidas y ponderados por riesgo. La determinación de los activos que deberán considerarse para estos efectos se hará conforme a lo señalado en el artículo 67.

c)
Por efecto de pérdidas acumuladas durante el ejercicio, que aparezcan en dos estados financieros consecutivos, se desprenda que, de mantenerse el aumento proporcional de ellas en los siguientes seis meses, el banco quedará en alguna de las situaciones previstas en las letras a) o b) precedentes.

d)
La empresa bancaria mantenga con el Banco Central de Chile créditos de urgencia vencidos y, al solicitar su renovación, éste la deniegue, siempre que el informe de la Comisión haya sido también negativo, por razones fundadas.

e)
La empresa bancaria ha suspendido el pago de sus obligaciones, incluyendo las correspondientes a cualquier cámara de compensación.

La resolución que dicte al efecto la Comisión deberá ser fundada y contendrá, además, la designación de liquidador, la que deberá recaer en una persona que reúna los requisitos de idoneidad y capacidad técnica que la Comisión exija mediante norma de carácter general. La falta de solvencia o de seguridad de los depositantes o acreedores deberá fundarse en antecedentes que aparezcan de los estados financieros y demás información de que disponga la Comisión.

La o las personas que sean designadas por la Comisión como liquidadores de la empresa bancaria podrán ser funcionarios de la Comisión, con excepción del Fiscal, o profesionales externos debidamente calificados.

Artículo 131.- El liquidador tendrá un plazo de tres años para el desempeño de su cargo y tendrá las facultades, deberes y responsabilidades que la legislación señala para los liquidadores de sociedades anónimas.

El plazo de la liquidación podrá renovarse por períodos sucesivos no superiores a un año, por resolución fundada de la Comisión, debiendo en tal caso el liquidador efectuar previamente una publicación en un diario de circulación nacional, y que se incluirá también en el sitio web institucional de la Comisión, sobre los avances de la liquidación.”.

91. Modifícase el artículo 132 en el sentido siguiente:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la frase “dicho artículo” por “el artículo 65”.
b)
Elimínase en su inciso segundo la frase “o la señalada en el artículo 123,”.
c)
Elimínanse en su inciso final las frases “se efectúen las proposiciones de convenio o” y “según corresponda,”.

92. Sustitúyense los artículos 133 y 134 por los siguientes:

“Artículo 133.- El liquidador estará especialmente obligado a: 

a)
Confeccionar una nómina detallada de todos los acreedores no comprendidos en el artículo anterior, con indicación del monto y naturaleza de la acreencia y las preferencias de que gocen, la que se mantendrá en todas las oficinas de la institución y sólo podrá exhibirse a quienes sean acreedores de la liquidación. 

El liquidador deberá practicar la notificación a los acreedores mediante el correo electrónico que tuvieren registrado en la entidad en liquidación, y mediante la publicación en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional de avisos en que se convoque a los depositantes y demás acreedores a concurrir al banco a verificar sus créditos, dentro del plazo de treinta días contado desde la publicación en el Diario Oficial. Podrá reclamarse del contenido de la nómina ante el juez de letras en lo civil del domicilio principal del banco en liquidación dentro del mismo plazo. El reclamo se tramitará como incidente. 

La nómina definitiva fijará los derechos de los acreedores a percibir los repartos correspondientes, salvo las excepciones legales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo precedente, efectuado un reparto entre los acreedores que figuren en la nómina, el acreedor que haga reconocer por sentencia judicial un crédito anterior a la fecha en que se haya declarado la liquidación, tendrá derecho a exigir, mientras haya fondos disponibles, su participación en los futuros repartos y no podrá demandar a los acreedores ya pagados la devolución de cantidad alguna, aun cuando los bienes de la liquidación no alcancen a cubrir el monto de los repartos insolutos.

Transcurridos dos años desde la publicación de la nómina en el Diario Oficial, no se admitirán nuevas acciones contra la empresa bancaria declarada en liquidación por obligaciones anteriores a ésta.

Para los efectos de los repartos de fondos que corresponda hacer a los acreedores de la liquidación, el monto de las acreencias que figuren en la nómina referida, se incrementará en la forma que se indica a continuación:

1)
Aquellas en que se haya pactado reajustes o intereses, o ambos, continuarán devengando los reajustes o intereses conforme a lo pactado.

2)
Aquellas que no devenguen reajustes ni intereses o dejen de devengarlos por cumplimiento de plazo, ganarán intereses corrientes para operaciones no reajustables.

b)
Informar anualmente de su administración a los accionistas y acreedores y rendir la cuenta final en la forma prevista en la ley N°18.046, sobre Sociedades Anónimas.

Artículo 134.- En las situaciones previstas en este párrafo, el liquidador deberá licitar la cartera de letras de crédito correspondientes a operaciones hipotecarias sujetas al título XIII y los bonos hipotecarios a que se refiere el artículo 69 número 2, procediendo en forma separada respecto de la cartera de letras de crédito o bonos hipotecarios para la vivienda de aquella que corresponda a otros fines diferentes. Podrán participar en las licitaciones otras instituciones financieras públicas o privadas, siempre que acepten hacerse cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios que correspondan a la cartera de que se trate, todo ello con sujeción a un balance de dichos créditos y obligaciones.
Las licitaciones que proceda efectuar deberán convocarse de manera que puedan quedar resueltas dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se notifique la resolución que declare la liquidación. Si las ofertas recibidas importan que el adquirente se haga cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios por una cantidad equivalente o superior al 90% de su valor nominal, el liquidador procederá a transferir la correspondiente cartera a la institución adquirente. En tal caso, el valor de las letras de crédito o los bonos hipotecarios se reducirá al porcentaje ofrecido y la institución adquirente estará obligada a su pago hasta dicho monto, para lo cual dará aviso mediante publicación en el Diario Oficial. La institución procederá a retimbrar los títulos representativos de las letras o los bonos hipotecarios, con el porcentaje a que queden reducidas, cuando sean presentadas a cobro. En el caso de los valores emitidos en forma desmaterializada, bastará con efectuar la modificación respectiva en el sistema de anotaciones en cuenta correspondiente.

Por su parte, si las ofertas recibidas importan que el adquirente se haga cargo del pago de las letras de crédito o los bonos hipotecarios por una cantidad inferior al 90% de su valor nominal, el liquidador deberá convocar a los tenedores de dichas letras o bonos a una votación para determinar si aceptan la oferta de compra o se quedan a las resultas de la liquidación. La oferta se considerará aceptada si cuenta con los votos favorables de los acreedores señalados en este inciso, que representen la mayoría absoluta del valor no amortizado de las letras de crédito o los bonos hipotecarios. Para efectos de convocar a reunión, el liquidador publicará avisos en el Diario Oficial.
Dentro del plazo de quince días contado desde la publicación en el Diario Oficial referida en el inciso anterior, los tenedores de letras o bonos hipotecarios tendrán derecho a votar la aceptación o rechazo de la oferta de compra presentada en la licitación, para lo cual deberán manifestar su opción en las oficinas del banco expresamente indicadas al efecto. La votación deberá ser presenciada y el escrutinio practicado por un notario público u otro ministro de fe. 

Si en la licitación correspondiente no se presentare ningún postulante, se convocará a una nueva de manera tal que pueda quedar resuelta dentro del plazo de noventa días desde que se efectuó la primera. En esta licitación se aplicarán las mismas normas señaladas en el inciso anterior. 

Corresponderá a la Comisión dictar las demás instrucciones por las cuales deberán regirse las votaciones y resolver cualquier asunto que se suscite durante su discusión, aceptación o rechazo.

Los pagos a los acreedores por letras de crédito o bonos hipotecarios quedarán suspendidos hasta que se transfiera la cartera hipotecaria o queden dichos acreedores sometidos a las resultas de la liquidación en su caso. Los dineros recibidos de los deudores hipotecarios durante este período deberán ponerse a disposición del banco adquirente de la cartera.”.
93. Intercálase el siguiente artículo 134 bis, nuevo:

“Artículo 134 bis.- Cuando se proceda a transferir los créditos hipotecarios correspondientes a las letras de crédito del título XIII o a los bonos del artículo 69 N° 2 en conformidad a las disposiciones de este título, el banco adquirente se hará cargo del pago total o parcial de las letras de crédito o los bonos hipotecarios, todo ello con sujeción a un balance de dichos créditos y obligaciones. Los demás acreedores de la empresa no podrán oponerse a esta transferencia. El adquirente gozará de todos los derechos, garantías y privilegios inherentes o accesorios a los créditos adquiridos.

La transferencia constará en escritura pública complementada por una nómina de los créditos cedidos, la que deberá ser protocolizada. La nómina expresará los nombres de los deudores, los montos primitivos de los créditos y los datos de las inscripciones hipotecarias.

Los Conservadores de Bienes Raíces deberán tomar nota de la transferencia de estos créditos al margen de las respectivas inscripciones hipotecarias, a requerimiento del cedente o adquirente, con el solo mérito de la escritura de cesión y de la protocolización de la nómina.

Para fines exclusivos de información, el banco efectuará publicaciones en el Diario Oficial y en un diario de circulación nacional, en que se dé a conocer el hecho de haberse transferido la cartera hipotecaria a otra empresa, con indicación de la fecha de la escritura y de la Notaría en que se haya otorgado.

Los Notarios y Conservadores de Bienes Raíces sólo podrán cobrar por las actuaciones a que se refiere este artículo la tasa fija que corresponda, sin recargo proporcional.”.

94. Sutitúyese el actual artículo 135 por el siguiente:

“Artículo 135.- Resuelta por la Comisión la liquidación forzosa de un banco, no se dará curso a las acciones ejecutivas que se entablen, ni se decretarán embargos o medidas precautorias por obligaciones anteriores a la resolución que determina la revocación de la autorización de existencia de la empresa afectada y que la declara en liquidación forzosa.”.

95. Modifícase el artículo 136 en el siguiente sentido:

a) 
Sustitúyese en su inciso primero la frase “establece el artículo 134 para las letras de crédito” por la siguiente: “establecen los artículos 134 y 134 bis para las letras de crédito y los bonos hipotecarios”.

b) Modifícase su inciso cuarto del siguiente modo:

i. Sustitúyese la expresión “inciso” por la expresión “párrafo”. 

ii.
 Reemplázase la frase “Ley de Reorganización y Liquidación de Activo de Empresas y Personas” por la siguiente: “ley N° 20.720, que Sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo”.
c) 
Sustitúyese en su inciso final la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.
96. 
Reemplázase en el artículo 137 la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.
97. Modifícase el artículo 138 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la frase “el liquidación” por “en liquidación”.

ii.
 Intercálase entre las expresiones “Notaría” y “se protocolizará” la siguiente frase “en que haya sido suscrita dicha escritura,”.

b) Modifícase su inciso final, en el siguiente sentido:

i) Elimínase la palabra “sendas”.

ii)
Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “Asimismo, dicha información deberá ser divulgada a través del sitio web de la Comisión.”.

98.
Elimínanse el epígrafe “Párrafo Cuarto Capitalización de un Banco por el Sistema Financiero” y el artículo 140.

99. 
Reemplázase el epígrafe “Párrafo Quinto Delitos Relacionados con la Liquidación Forzosa” por el siguiente: 

“Párrafo Segundo

De los Delitos Concursales Bancarios”.
100. Sustitúyense los artículos 141 y 142 por los siguientes:

“Artículo 141.- “Los directores, gerentes u otras personas que hayan participado a cualquier título en la dirección o administración del banco, serán castigados con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo cuando, en el desempeño de sus cargos o con ocasión de ellos, hubieren ejecutado o autorizado, a nombre del banco, alguno de los actos u omisiones siguientes:

1) Reconocido deudas inexistentes.

2) Simulado enajenaciones, con perjuicio de sus acreedores.

3) 
Comprometido en sus negocios los bienes recibidos en el desempeño de un depósito de custodia o de una comisión de confianza.

4)
 Realizado, en conocimiento de la declaración de liquidación forzosa y sin autorización del liquidador, algún acto de administración o disposición de bienes en perjuicio de los acreedores.

5) 
Pagado, dentro de los quince días anteriores a la declaración de liquidación forzosa, a un acreedor en perjuicio de los demás, anticipándole el vencimiento de una obligación.

6)
 Ocultado, alterado, falsificado, o inutilizado los libros o documentos del banco y los demás antecedentes justificativos de éstos.

7) 
Pagado, dentro de los sesenta días anteriores a la fecha de la declaración de liquidación forzosa, intereses en depósitos a plazo o cuentas de ahorro con tasas considerablemente superiores al promedio vigente en la plaza en instituciones similares, o vendido bienes de su activo a precios notoriamente inferiores al de mercado, o empleado otros arbitrios ruinosos para proveerse de fondos.

8) 
Infringido en forma reiterada los márgenes de crédito a que se refiere el artículo 84Nos 1, 2 y 4 o los que rigen la concesión de avales o fianzas, o ejecutado cualquier acto con el objeto de dificultar, desviar o eludir la fiscalización de la Comisión, que no sea de los comprendidos en el artículo 158, dentro del año anterior a la fecha de la declaración de la liquidación forzosa.

9)
 Celebrado contratos u otro tipo de convenciones en perjuicio de su patrimonio, con las personas naturales o jurídicas a que se refiere el artículo 84 Nº 2.

10) 
Incurrido en déficit en el cumplimiento de la obligación que le impone el artículo 65, durante los noventa días anteriores a la declaración de liquidación forzosa.

11) 
Ejecutado dolosamente cualquier operación que disminuya su activo o aumente su pasivo.

El delito establecido en este artículo es de acción pública.

Artículo 142.- Lo dispuesto en el artículo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad civil que los pueda afectar y no excluye la aplicación de las reglas previstas en los artículos 14 a 17 del Código Penal.

Si los actos que hubieren cometido las personas indicadas en el artículo anterior tuvieren asignada una pena superior a la contemplada en él, se aplicará la pena asignada al delito más grave.”.

101.
Remplázase en el artículo 143 la expresión “Superintendencia” por “Comisión”.
102. Intercálase antes del artículo 144 el siguiente epígrafe, nuevo:

“Párrafo Tercero

Garantía del Estado”.

103. Modifícase el artículo 144 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Elimínase la expresión “y sociedades financieras”.

ii. Elimínase la frase “y cubrirá el 90% del monto de la obligación”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “una entidad financiera” por “un banco”.

104. Sustitúyese el artículo 145 por el siguiente:

“Artículo 145.- Ninguna persona podrá ser beneficiaria de esta garantía en una misma empresa bancaria por obligaciones superiores a 200 unidades de fomento en cada año calendario. Con todo, el monto total del beneficio para una misma persona beneficiaria no podrá superar las 400 unidades de fomento en cada año calendario.”.
105. Reemplázase el artículo 148 por el siguiente:

“Artículo 148.- La garantía y las obligaciones que comprenda se harán exigibles por resolución de la Comisión cuando se declare en liquidación forzosa una empresa bancaria. En este caso, el pago lo hará el liquidador.”.

106. Modifícase el artículo 149 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la frase “la institución financiera, pero sólo en el porcentaje señalado en dicho artículo y” por la expresión “el banco,”.

b) Sustitúyese la frase “la limitación fijada” por “las limitaciones fijadas”.
107.
Sustitúyese en el artículo 151 la frase “el convenio; o en la liquidación, según corresponda” por la siguiente: “la liquidación”.
108. Modifícase el artículo 154 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i.
Sustitúyese la frase “Los depósitos y captaciones de cualquiera naturaleza que reciban los bancos están sujetos” por la frase “Las operaciones de depósitos y captaciones de cualquier naturaleza que reciban las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley estarán sujetas”.

ii.
Intercálase entre la expresión “legalmente” y el punto y seguido, la siguiente frase: “, o a quien se encuentre facultado en virtud de un procedimiento especial regulado por ley”.”. 

b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:

“Las demás operaciones quedarán sujetas a reserva y las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley solamente podrán darlas a conocer a quien demuestre un interés legítimo y siempre que no sea previsible que el conocimiento de los antecedentes pueda ocasionar un daño patrimonial al cliente. Para estos efectos, se presumirá que el Servicio de Impuestos Internos y la Unidad de Análisis Financiero, en el ejercicio de las facultades que la ley les otorga, poseen interés legítimo y no resulta previsible el daño patrimonial al cliente.”.

c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“No obstante lo señalado en el inciso precedente, y con el objeto de evaluar la situación de la institución fiscalizada, ésta podrá dar acceso a firmas especializadas del detalle de las operaciones que allí se señalan y sus antecedentes. Dichas entidades quedarán sometidas a la reserva señalada en el precitado inciso y siempre que la Comisión las apruebe e inscriba en el registro que abrirá para estos efectos.”.

d) Intercálase en el inciso sexto, entre la expresión “19.913,” y las palabras “los fiscales”, la siguiente frase: “que crea la Unidad de Análisis Financiero,”.

e) Agréganse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos:

“En todo caso, las instituciones fiscalizadas en virtud de la presente ley podrán dar a conocer las operaciones señaladas en los incisos anteriores en términos globales, no personalizados ni parcializados, sólo para fines estadísticos o de información cuando exista un interés público o general comprometido, calificado por la Comisión.

Salvo lo dispuesto en otras leyes que contemplen procedimientos especiales, los antecedentes sujetos a secreto o reserva que se requieran a una institución fiscalizada en virtud de lo dispuesto en este artículo deberán ser entregados por ésta dentro del plazo de cinco días corridos, contado desde la recepción de la solicitud del titular o a quien éste autorice o de la autorización que fuere necesaria, en el caso del secreto; o bien, desde que se acrediten los requisitos establecidos en el inciso segundo de este artículo para efectos de la información sujeta a reserva. Con todo, dicho plazo podrá ser prorrogado por cinco días adicionales cuando la naturaleza, antigüedad y/o volumen de la información solicitada así lo justificare. 

La omisión total o parcial en la entrega de dichos antecedentes podrá ser sancionada por la Comisión de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36 y siguientes de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.
109. Modifícase el artículo 155 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i. Sustitúyese la expresión “Superintendencia” por la siguiente frase: “Comisión en virtud de la presente ley”.

ii. Reemplázase la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”. 

b)
 Sustitúyese en su inciso final la expresión “El Superintendente” por “La Comisión”.

110. Modifícase el artículo 156 en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese en su inciso primero la frase “Las instituciones financieras estarán sujetas” por la siguiente: “Los bancos estarán sujetos”.

b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “institución financiera” por “empresa bancaria”.
111. Reemplázase el artículo 156 bis por el siguiente:

“Artículo 156 bis.- Las cuentas de ahorros para niños y niñas, ofrecidas por los bancos, cooperativas u otras instituciones financieras regidas por esta ley, podrán ser abiertas por los ascendientes en línea recta hasta en el segundo grado de consanguinidad o por quien tuviere el cuidado personal del niño o niña por resolución judicial, con independencia de quien tenga la patria potestad de éste. 

Asimismo, la administración de dichas cuentas recaerá en aquel de los mencionados en el inciso anterior que haya firmado el contrato de apertura respectivo y en su titular, cuando se tratare de un menor adulto, pudiendo el contratante limitar la administración de la cuenta a su titular hasta la fecha en que éste alcance la mayoría de edad.”.

112. Modifícase el artículo 157 del siguiente modo:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i.
Reemplázase la frase “la Superintendencia” por “la Comisión, en virtud de esta ley”.


ii. Intercálase entre la palabra “tributarias” y el punto y aparte, la expresión “mensuales”.

b) Elimínase su inciso segundo.

113. Modifícase el artículo 158 del siguiente modo:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i.
 Reemplázase la frase “la Superintendencia” la primera vez que aparece por “la Comisión, en virtud de esta ley”.

ii. Reemplázase la palabra “ejercitar” por “ejercer”.

iii. 
Reemplázase la expresión “Superintendencia” la segunda vez que aparece por “Comisión”.

iv. Sustitúyese la frase “incurrirán en” por “se les aplicará”.
114. Reemplázase en el artículo 159 la expresión “una institución financiera” por “un banco”.
115. Agréganse los siguientes artículos 161 y 162, nuevos:

“Artículo 161.- Los directores, gerentes, administradores o apoderados que, sin autorización escrita de la Comisión, acuerden, ejecuten o hagan ejecutar cualquiera de los actos prohibidos en virtud del artículo 116 de la presente ley, serán sancionados con presidio menor en sus grados medio a máximo.

Artículo 162.- Las conductas que configuren los delitos tipificados en la presente ley podrán, además, ser sancionados por la Comisión de conformidad al título III de la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero.”.

Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero:

1. Modifícase su artículo 1 en el siguiente sentido:

a) 
Reemplázase en su inciso segundo la frase “y asegurados” por la siguiente: “, depositantes y asegurados, así como el resguardo del interés público”. 

b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:

“Asimismo, le corresponderá velar porque las personas o entidades fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos, estatutos y otras disposiciones que las rijan, desde que inicien su organización o su actividad, según corresponda, hasta el término de su liquidación; pudiendo ejercer la más amplia fiscalización sobre todas sus operaciones.”.
2. Agrégase en el artículo 2 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Con todo, la Comisión estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de sus gastos.”.

3. Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

Intercálanse los siguientes numerales 8 y 9, nuevos, pasando el actual numeral 8 a ser 10:

“8. Las empresas bancarias, cualquiera sea su naturaleza, así como las empresas dedicadas a la emisión y operación de tarjetas de crédito, tarjetas de pago con provisión de fondos o de cualquier otro sistema similar, siempre que importen que el emisor u operador contraiga habitualmente obligaciones de dinero para con el público en general o ciertos sectores o grupos específicos de él.

9. Las cooperativas de ahorro y crédito sujetas a su fiscalización en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 5 de 25 de septiembre de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas.”.

4. Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su numeral 2 en el siguiente sentido:

i.
Intercálase entre las palabras “asegurados” y la conjunción “u”, la siguiente expresión: “, depositantes”.

ii.
Agrégase a continuación del punto y aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Para estos efectos, la Comisión establecerá criterios y procedimientos para coordinar el trabajo entre sus diversas unidades, con el objeto de gestionar de manera eficiente las denuncias recibidas del público.”.

b) Modifícase su numeral 4 en el siguiente sentido:

i.
 Intercálase en su párrafo primero, entre las palabras “Examinar” y “todas”, la siguiente frase: “sin restricción alguna y por los medios que estime pertinentes”.

ii. 
Reemplázase en su párrafo primero la expresión “su información” por la siguiente frase: “obtener información acerca de su situación, sus recursos, de la forma en que se administran sus negocios e inversiones, de la actuación de sus personeros, del grado de seguridad y prudencia con que hayan invertido sus fondos, cuando corresponda y, en general, de cualquier otro punto que convenga esclarecer para efectos de determinar el cumplimiento de la normativa aplicable por parte de la entidad fiscalizada.”. 

iii. 
Intercálase en su párrafo tercero entre las expresiones “fiscalización” y “, sin alterar” la siguiente frase: “o estadística”.
iv.
 Intercálase en su párrafo quinto entre la expresión “ley” y el punto y aparte la siguiente frase: “, sin perjuicio de lo establecido en el título XVI del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican”.

5. Modifícase su numeral 6 en el siguiente sentido:

a) 
Intercálase en su párrafo segundo entre la palabra “inversionistas” y la conjunción “y”, la siguiente expresión: “, depositantes”.

b) Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Con todo, para los fines de la aplicación del sistema de corrección monetaria del decreto ley N° 824, que aprueba el texto que indica de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se estará a las pautas de valorización indicadas en el artículo 41 de la mencionada ley. Sin embargo, el Director del Servicio de Impuestos Internos podrá establecer que se esté al valor que haya determinado la Comisión.”.

6. Agrégase al numeral 7 el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“En las inspecciones que la Comisión realice en el marco de la fiscalización, podrá integrar su propio personal con el de la empresa fiscalizada.”.

7. Intercálase en el primer párrafo del numeral 8 del artículo 5, entre las expresiones “oportuna sobre” y “su situación”, la siguiente frase: “sus prácticas de gobierno corporativo y”.
8. 
Intercálase en el numeral 9 el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual párrafo segundo a ser tercero:

“En general, podrá disponer que se cite a declarar a cualquier persona que tenga conocimiento de algún hecho que se requiera aclarar en alguna operación de las instituciones fiscalizadas o en relación con la conducta de su personal.”.

9. 
Sustitúyese en su numeral 19 la frase “que establece la presente ley” por “según se establezca en ésta u otras leyes”.

10. Agrégase al numeral 24 el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“La Comisión, a través de la facultad consagrada en este numeral, procurará evitar la existencia de vacíos regulatorios que pudieren poner en riesgo el adecuado funcionamiento del mercado financiero, así como su debida fiscalización; promoverá la coherencia regulatoria entre los distintos mercados sometidos a su competencia; y velará por la permanente actualización de la regulación del mercado financiero, con el objeto de hacer frente a los desafíos y exigencias que pudieren surgir como consecuencia de nuevas actividades, mercados, agentes o instrumentos financieros.”. 
11.
 Sustitúyese en su numeral 30 la frase “que disponga la ley y que resulten necesarias para el cumplimiento de sus fines” por la siguiente: “que se estimen necesarias para el debido resguardo de accionistas, inversionistas, depositantes y asegurados, así como del interés público y la estabilidad financiera. Dichas medidas podrán ser establecidas sin más trámite en el contexto de sus atribuciones generales de fiscalización, e impugnadas en conformidad al artículo 70”.
12. 
Intercálase el siguiente numeral 33, nuevo, pasando el actual numeral 33 a ser 34:

“33. Designar a un inspector delegado, a un administrador provisional o a un liquidador, de conformidad con lo dispuesto en los títulos XIV y XV del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican, según corresponda.”.

13. Modifícase el artículo 8 en el siguiente sentido:

a) 
Intercálase en su inciso primero entre la expresión “encomienden” y el punto y aparte, la expresión “a ésta”. 

b) 
Intercálase en su inciso tercero entre el punto y seguido y la palabra “Esta”, la siguiente oración: “Lo mismo se aplicará respecto del administrador provisional, el inspector delegado y el liquidador establecidos en los artículos 117 y 130 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican.”.

14. Modifícase el artículo 15 del siguiente modo:

a) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “dos veces” por la expresión “una vez”.

b) Elimínase su inciso final.”.
15. 
Intercálase en el numeral 4 del artículo 16 entre las expresiones “opiniones” y “, por”, la siguiente expresión: “,durante o con anterioridad a asumir el cargo de Comisionado”.

16. Agrégase al artículo 17 el siguiente inciso final, nuevo:

“Establécese respecto de las personas a que se refieren los incisos anteriores una asignación de Alta Dirección del Sector Financiero. El monto mensual de la asignación corresponderá a la suma de $2.318.561 para el presidente y de $2.094.169 para los restantes comisionados. Dicha asignación será imponible, tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, salvo para la compensación económica a que se refiere el inciso segundo del artículo 30.”.
17. Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese su numeral 1 por el siguiente: 

“1) Ejercer las atribuciones y cumplir las funciones que la ley le encomiende a la Comisión.”. 

b) Intercálase en su numeral 2, entre la expresión “políticas” y la preposición “de”, la frase “de planificación, organización, dirección, supervisión, coordinación y control de funcionamiento de la Comisión, así como las”.

c) Intercálanse los siguientes numerales 10, 11, 12 y 13, nuevos, pasando su actual numeral 10 a ser 14:

“10. Designar un inspector delegado, administrador provisional o liquidador, de conformidad con lo establecido, respectivamente, en los artículos 117 y 130 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, según corresponda. 

11. Elaborar, dentro del primer cuatrimestre de cada año, una cuenta pública anual en que se detalle el trabajo efectuado por la Comisión en el año inmediatamente anterior, incluyendo, entre otras materias, una evaluación general del comportamiento de los mercados que son objeto de su competencia, las acciones de la Comisión en materia normativa y regulatoria, la cantidad de sanciones impuestas y sus causas, el número de procedimientos sancionatorios en curso, su participación en el diseño de políticas públicas, los recursos empleados, el nivel de cumplimiento de los objetivos impuestos y los indicadores de desempeño utilizados, así como los desafíos y metas para el año siguiente.

12. Suspender provisionalmente, en casos graves y urgentes debidamente calificados, total o parcialmente, mediante resolución fundada, las actividades de una persona o entidad fiscalizada o la cotización o la transacción de uno o más valores, y adoptar, en general, cualquier medida preventiva o correctiva que disponga la ley, en los casos en que no se cumpla con las normas necesarias para el adecuado desarrollo de tales actividades o cuando así lo requiera el interés público, la estabilidad financiera o la protección de los inversionistas, depositantes y asegurados. 

Con todo, en el caso de las entidades cuyas actividades se encuentran reguladas en virtud del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, la facultad de suspensión provisional de actividades descrita en este numeral, será ejercida de conformidad a lo dispuesto en dicha ley.


13. Dictar las resoluciones que se pronuncien respecto de la autorización de existencia, funcionamiento y fusiones o reorganizaciones de las entidades fiscalizadas, según corresponda y, en general, pronunciarse sobre cualquier otra autorización o inscripción que deba otorgar la Comisión dentro del ámbito de sus competencias.”.”.

d) Sustitúyese en su inciso segundo el guarismo “9” por “12”.

e) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:

“En todo caso, el Consejo podrá delegar determinadas facultades de administración, autorización, inscripción y funcionamiento en el presidente, otros comisionados y demás autoridades o funcionarios de la Comisión, de acuerdo a lo establecido en su normativa interna de funcionamiento. Asimismo, el Consejo podrá conferir poderes especiales a funcionarios de la Comisión para la ejecución de determinados acuerdos.”.
18. Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero del siguiente modo:

i.
Intercálase entre la expresión “de la Comisión” y el punto y seguido, la siguiente frase: “, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18”.

ii. Reemplázase la expresión “de su personal” por la frase “del personal de la Comisión”.

b) Modifícase el numeral 3 de su inciso segundo en el siguiente sentido:

i.
Agrégase a continuación de la expresión “informar al Consejo,” la frase “en forma periódica y”. 

ii. Reemplázase la palabra “trimestralmente” por “mensualmente”.

c) Reemplázase su numeral 5 por el siguiente:

“5. Suspender provisionalmente, en casos graves y urgentes debidamente calificados, la cotización o la transacción de uno o más valores de oferta pública, sin perjuicio de lo dispuesto en el numeral 12 del artículo precedente. El presidente deberá informar al Consejo de la medida adoptada en la próxima sesión que se celebre, la que deberá citarse especialmente al efecto, a más tardar, para dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su adopción, y en la cual el Consejo deberá pronunciarse sobre la conveniencia de mantener o dejar sin efecto dicha medida.”.
d) Intercálase en su numeral 7, entre las palabras “Establecer” y “oficinas”, la siguiente frase: “, previa aprobación del Consejo,”.

e) Sustitúyese su numeral 11 por el siguiente:

“11. Publicar la memoria a que se refiere el numeral 11 del artículo precedente.”.

f) 
Reemplázase en su numeral 12, la expresión “Comunicar al” por la frase: “Previa aprobación del Consejo, comunicar al”.
g) 
Intercálase el siguiente numeral 13, nuevo, pasando el actual numeral 13 a ser 14:

“13. Proporcionar informaciones sobre las entidades fiscalizadas al Ministro de Hacienda, al Banco Central Chile y al Consejo de Estabilidad Financiera, no obstante lo dispuesto en el artículo 28 y sin perjuicio de las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican. En todo caso, para el cumplimiento de los fines de esos respectivos organismos, la Comisión podrá darles a conocer información sujeta a secreto bancario, siempre que se realice mediante la anonimización de los datos personales involucrados, esto es, mediante la previa modificación de los mismos para impedir la identificación de los individuos a que se refieren.”. 

19. Intercálase en su artículo 23, entre las expresiones “los sistemas” y “de supervisión”, la expresión: “y políticas”.
20. Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:

a) Modifícase el numeral 1 del siguiente modo:

i. Elimínase la frase “de sus unidades dependientes,”.

ii. Intercálase entre las expresiones “de oficio,” y “o de los aportados”, la siguiente frase: “que le hayan sido proporcionados por otras unidades de la Comisión como resultado de sus procesos de supervisión”.

iii. Reemplázase la frase “para comprobar las infracciones a las leyes y normativa cuya fiscalización corresponda a la Comisión” por la siguiente: “con el objeto de comprobar las infracciones a las leyes y normativa cuya fiscalización corresponda a la Comisión y proponer al Consejo la imposición de las sanciones que la ley determine”.

b) Intercálase en su numeral 2 entre el guarismo “5” y el punto final, la siguiente frase: “, sin perjuicio de las facultades que le otorguen otras leyes”.

21. Sustitúyese en el artículo 25 la frase “que formulen particulares” por “que se le formulen”.
22. Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i.
 Sustitúyese la frase “Los Comisionados” por “La Comisión, así como los Comisionados”.

ii. Reemplázase la frase “la Comisión” por “dicha entidad”.

iii. Sustitúyese la frase “, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos” por la siguiente “, así como documentos, informes y antecedentes que elaboren, preparen o mantengan en su poder o de los que hayan tomado conocimiento en el ejercicio de dichas funciones, siempre que éstos no tengan el carácter de públicos”.

iv. 
Agrégase a continuación del punto y aparte que pasa a ser seguido la siguiente frase: “Lo anterior es sin perjuicio del deber de abstención de participar y votar a que se refiere el artículo 16.”.

b) 
Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Sin perjuicio de los deberes de reserva de que trata este artículo, y con el objeto de velar por el cumplimiento de sus respectivas labores, la Comisión, el Banco Central de Chile y la Superintendencia de Pensiones podrán compartir cualquier información, excepto aquella sujeta a secreto bancario. Cuando la información compartida sea reservada deberá mantenerse en este carácter por quienes la reciban.”. 

c) Sustitúyese su actual inciso tercero, que pasó a ser cuarto, por el siguiente:

“Se entenderá, para todos los efectos legales, que tiene carácter de reservada cualquiera información derivada de los documentos, antecedentes, informes a que se refiere el inciso primero y cuya divulgación pueda afectar el debido cumplimiento de sus funciones, así como los derechos a la intimidad, comerciales, económicos de las personas o entidades sujetas a su fiscalización, o que pudieren afectar la estabilidad financiera, en la medida que ella no tenga el carácter de público.”.

d) 
Intercálase en su inciso final entre la palabra “inversionistas” y la conjunción “y”, la expresión “, depositantes”. 
23. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 30 la palabra “deducirán” por la expresión: “De la compensación a que se refiere el inciso anterior se deducirán”.
24. Intercálase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- El personal de la Comisión deberá informar al Presidente los créditos que solicite en las empresas bancarias y otras instituciones sujetas a su fiscalización, así como los bienes que adquiera de tales empresas. El Consejo establecerá, en su normativa interna, los procedimientos necesarios para el debido cumplimiento de este deber, así como para el resguardo de la información recibida. Sin perjuicio de lo anterior, dicha información tendrá el carácter de reservada.”. 

25. Agrégase al artículo 33 el siguiente inciso final, nuevo:

“Se encontrarán exentas de enterar los pagos a que se refiere este artículo las entidades que se encuentren afectas a la contribución de las cuotas a que se refiere el artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican.”.

26. 
Intercálase en el inciso primero del artículo 36 entre las expresiones “anónimas” y “sujetas” la frase: “y empresas bancarias”.
27. Modifícase el inciso segundo del artículo 37 en el siguiente sentido:

a)
Intercálase entre la expresión “Valores,” y la conjunción “y” la siguiente frase: “en los artículos 157, 158, 159 y 160 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican,”.

b)
Intercálase entre la palabra “Hacienda” y el punto y aparte la siguiente expresión “, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio”.
28. Agréganse al artículo 59 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Encontrándose firme la resolución del Consejo, la Tesorería General de la República podrá demandar ejecutivamente al infractor ante el juzgado en lo civil de Santiago correspondiente, acompañando copia de la resolución del Consejo que aplicó la sanción o de la sentencia ejecutoriada en su caso, la que tendrá, por sí sola, mérito ejecutivo.


En el juicio correspondiente no será admisible la oposición del ejecutado, a menos que se funde en alguna de las siguientes excepciones:

1. Pago de la deuda. Si éste se hubiere efectuado en una fecha posterior a la de la notificación de la demanda, el demandado será necesariamente condenado en costas. 

2. No empecer el título al ejecutado. En virtud de esta excepción no podrá discutirse la legalidad de la resolución del Consejo. 

3. Prescripción”.
29. Modifícase el artículo 67 en el siguiente sentido:

a) 
Intercálase en su inciso primero entre la expresión “Comercio” y el punto y aparte, la siguiente frase: “. Asimismo, será para todos los efectos la continuadora legal de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras”. 

b) Intercálase en su inciso segundo entre las expresiones “Superintendente de Valores y Seguros,” y “a la Superintendencia de Compañías de Seguros”, la siguiente frase: “a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y al Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras,”.
30. Modifícase el artículo 70 en el siguiente sentido:

a) 
Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“También podrán reclamarse, con sujeción al mismo procedimiento, las resoluciones de la Comisión que impongan las prohibiciones o limitaciones contenidas en el artículo 116 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos que se indican; que designen inspector delegado o administrador provisional, o renueven esas designaciones; revoquen la autorización de existencia o resuelvan la liquidación forzosa de una empresa bancaria.”. 

b)
 Sustitúyese el actual inciso segundo, que pasó a ser tercero, por el siguiente:

“De igual modo, procederá, en general, el mismo reclamo de ilegalidad para la impugnación de las demás resoluciones, órdenes o instrucciones que impongan a una persona o entidad fiscalizada por la Comisión una medida correctiva o preventiva en el ejercicio de la facultad consagrada en el numeral 30 del artículo 5 y el numeral 5 del artículo 21.”.

c)
 Agrégase en su inciso final a continuación del punto y final que pasa a ser seguido, la siguiente frase: 

“Tampoco podrán decretarse las medidas establecidas en el artículo 192 del Código de Procedimiento Civil u otras de igual naturaleza, mientras la reclamación se encuentre pendiente.”.
Artículo tercero.- Modifícase el artículo 35 del decreto ley N° 2.079, de 1978, del Ministerio de Hacienda, que fija texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, del siguiente modo:

a) Sustitúyense sus incisos tercero y cuarto por los siguientes:

“Las cuentas de ahorros para niños y niñas, regidas por esta ley, podrán ser abiertas por los ascendientes en línea recta hasta en el segundo grado de consanguinidad o por quien tuviere el cuidado personal del niño o niña por resolución judicial, con independencia de quien tenga la patria potestad.

Asimismo, la administración de dichas cuentas recaerá en aquel de los mencionados en el inciso anterior que haya firmado el contrato de apertura respectivo y su titular, cuando se tratare de un menor adulto, pudiendo el contratante limitar la administración de la cuenta a su titular hasta la fecha en que éste alcance la mayoría de edad.”.

b) Elimínase su inciso quinto.
Artículo cuarto.– Modifícase la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo, en el siguiente sentido:

1.
 Agrégase en el literal c) del numeral 1) del artículo 57, después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: “Lo dispuesto en esta letra no se aplicará a los convenios marco de contratación de operaciones de derivados en que el deudor sea un inversionista institucional, los que se regirán en esta materia por las normas especiales a que se refiere el inciso segundo y siguientes del artículo 140 de esta ley.”.

2. 
Intercálase en el artículo 140 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando su actual inciso cuarto a ser quinto: 

“Tratándose de los convenios marco en que sea parte una empresa bancaria o cualquier otro inversionista institucional, las causales de terminación y exigibilidad anticipada que digan relación con inestabilidad financiera, administración deficiente u otras situaciones anteriores a la liquidación forzosa de esas entidades que señale la regulación dictada por el Banco Central de Chile, sólo podrán hacerse efectivas una vez transcurrido el plazo que establezca dicha normativa, el que será fijado considerando las recomendaciones y mejores prácticas internacionales sobre la materia. En caso que la posición contractual de la entidad afectada por la situación descrita precedentemente sea transferida durante dicho lapso a otra institución, las operaciones comprendidas en el convenio marco conservarán sus términos y condiciones de vigencia originalmente estipulados.”.
Artículo quinto.-
Intercálase en el artículo 27 de la ley N° 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el siguiente numeral 5, nuevo:


“5) Se realice conforme a lo dispuesto en el artículo 55 bis del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican , sujeto a los requisitos y condiciones que señala dicho precepto legal.”.
Artículo sexto.-
Modifícase el inciso vigésimo primero del artículo 45 del decreto ley N° 3.500 de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que Establece nuevo sistema de pensiones, del siguiente modo:

1. Reemplázase en su párrafo primero el guarismo “9” por “10”.
2. Agrégase el siguiente numeral 10, nuevo:

“10) 
Bonos sin plazo fijo de vencimiento emitidos por empresas bancarias conforme al artículo 55 bis del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. El Banco Central de Chile determinará el límite que se establezca en el Régimen de Inversión, el cual no podrá superar el 5% del valor del Fondo de Pensiones, para cada Tipo de Fondo A, B, C, D y E.”.
Artículo séptimo.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 251 de 1931, del Ministerio de Hacienda, de Compañías de Seguros, Sociedades Anónimas y Bolsas de Comercio:

1.
Modifícase la letra b) del numeral 1 de su artículo 21 en el siguiente sentido:

a)
Reemplázase la expresión “financieras;” por la siguiente frase: “financieras, incluyendo los bonos sin plazo fijo de vencimiento descritos en el artículo 55 bis de la ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.

b) Agrégase el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Respecto de los instrumentos señalados en esta letra, la Comisión podrá establecer, mediante norma de carácter general, los límites, plazos, requisitos, características, reglas y procedimientos que deberán cumplir para ser representativos de reservas técnicas y patrimonio de riesgo.”.

2. Modifícase su artículo 23 del siguiente modo:

a)
Intercálase en su numeral 1 el siguiente literal a), nuevo, pasando el actual literal a) a ser b) y así sucesivamente: 


“a) Entre un 5% y un 10% del total para los bonos sin plazo fijo de vencimiento contemplados en la letra b) del artículo 21;”.

b) Modifícase el literal g) de su numeral 2 del siguiente modo:

i. Reemplázase la frase “letras a) e i)” por la siguiente: “letras b) e i)”.

ii. Reemplázase en su numeral iv) la frase “letras a) e i)” por la siguiente: “letras b) e i)”. 

3. Sustitúyese el literal a) de su artículo 24 por el siguiente:

“a) Entre un 10% y un 20% del total de los depósitos y captaciones y del total de letras hipotecarias emitidas por un banco o entidad financiera, y entre un 20% y un 30% para los bonos sin plazo fijo de vencimiento, en el caso de los instrumentos de la letra b) del Nº 1 del artículo 21;”.

Artículo octavo.–
Sustitúyense los artículos 87,87 bis y 87 ter del decreto con fuerza de ley N° 5, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, concordado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas, por los siguientes:


“Artículo 87.- Las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento quedarán sometidas a la fiscalización y control de la Comisión para el Mercado Financiero (en adelante, la Comisión), respecto de las operaciones que realicen en cumplimiento de su objeto. Para estos efectos, la Comisión, además de las facultades que esta ley le confiera, tendrá todas las facultades que le otorga la ley N° 21.000, que crea la Comisión para el Mercado Financiero. 

Tales cooperativas deberán contar con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones; su patrimonio no podrá ser inferior al 10% de sus activos ponderados por riesgo, ni inferior al 5% de sus activos totales y quedarán sujetas a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos, en lo que sea compatible con su naturaleza. En especial se les aplicarán las normas del título I, los artículos 64 y 67, título XIV, con exclusión del artículo 113 bis, del título XV, con exclusión del inciso segundo del artículo 132, artículos 154, 155 y 156, y el título XVII. Asimismo, sus administradores deberán cumplir los requisitos de integridad contemplados en la letra b) del artículo 28 de la referida ley.
El resto de las cooperativas de ahorro y crédito deberá someterse a las normas sobre contabilidad, auditoría, publicidad y control que determine el Departamento de Cooperativas, en conformidad a sus facultades.

Artículo 87 bis.- Asumida la supervisión y fiscalización por parte de la Comisión, las cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio exceda las 400.000 unidades de fomento deberán acreditar, a satisfacción del organismo indicado, que cuentan con las instalaciones, recursos humanos, tecnológicos, procedimientos y controles necesarios para desarrollar adecuadamente sus funciones y operaciones. 

Asimismo, el administrador provisional que se designe en conformidad al artículo 117 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos, estará facultado para enajenar todo o parte sustancial de los activos de la referida entidad, previo informe a la junta general de socios de la cooperativa de ahorro y crédito, sobre su conveniencia económica y sus efectos en la estabilidad financiera de la cooperativa. También será aplicable a estas cooperativas, en lo pertinente, lo dispuesto en el artículo 58 bis de la presente ley. En tal caso, las facultades señaladas en dicho artículo deberán ser ejercidas por la Comisión.

En todo caso, las observaciones que formule la Comisión sobre cualquiera de los aspectos mencionados en el inciso primero deberán ser resueltas dentro del plazo que aquélla determine, contado desde la fecha en que se comunique el plan de regularización correspondiente y, si así no lo hiciere, se podrán aplicar a la cooperativa cualquiera de las medidas previstas en los artículos 116 y 117 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos, y, en último término, resolver sobre su disolución anticipada conforme al artículo 130 del mismo cuerpo legal, y decretar su liquidación forzosa.

Las normas de carácter general relativas a las cooperativas de ahorro y crédito que se dicten deberán considerar las particularidades y perfil de riesgo de dichas instituciones financieras no bancarias y deberán ser compatibles con las características fundamentales de las cooperativas a que se refiere el artículo 1 de la presente ley. 


Artículo 87 ter. - Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 87, aquellas cooperativas de ahorro y crédito cuyo patrimonio sea inferior a 400.000 unidades de fomento podrán voluntariamente acogerse a un procedimiento de revisión anticipada por parte de la Comisión, a costa de la cooperativa, manteniéndose en todo caso sujetas a la supervisión del Departamento de Cooperativas. 

La cooperativa podrá presentar un prospecto a la Comisión, solicitando acogerse al procedimiento de revisión anticipada, el cual deberá ser acompañado de un plan de desarrollo de negocios para los siguientes tres años de funcionamiento.”.

Artículo noveno.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.789, que crea el Consejo de Estabilidad Financiera:

1. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 1 la expresión “el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras” por “el Presidente de la Comisión para el Mercado Financiero”. 

2. Modifícase el artículo 2 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su numeral 1 la expresión “a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Pensiones y de Bancos e Instituciones Financieras” por “a la Comisión para el Mercado Financiero y a la Superintendencia de Pensiones”. 

b) Reemplázase en el párrafo primero de su numeral 2 la expresión “las Superintendencias Financieras” por “la Comisión para el Mercado Financiero y a la Superintendencia de Pensiones”.

c) Reemplázase en el párrafo segundo de su numeral 2 la expresión “Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras” por “Comisión para el Mercado Financiero”.

3. Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:

a)Reemplázase en su inciso primero la expresión “tres” por “dos”. 

b) Reemplázase en su inciso final la expresión “tres de sus cuatro miembros” por la frase “la Comisión para el Mercado Financiero y la Superintendencia de Pensiones”.
Artículo décimo.- Introdúcense las siguientes modificaciones al literal b) del inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y Modifica diversas disposiciones en materia de blanqueo y lavado de activos:

1.
 Elimínase en su párrafo segundo la expresión “o reserva” las dos veces que aparece.

2. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:

“Si los antecedentes a que se refiere este literal estuvieran sujetos a reserva, se estará a lo dispuesto en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.
Artículo decimoprimero.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:

1.  Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Elimínase la expresión “bancarias”.

ii.
 Intercálase entre las expresiones “reserva,” y “en el caso” la frase “conforme al artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:

i. Elimínase la expresión “bancarias”.

ii. Intercálase entre las expresiones “reserva,” y “que resulten”, la frase: “conforme al artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

c) Modifícase su inciso tercero, en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii.
Sustitúyese la expresión “o reserva” por la expresión: “de acuerdo al inciso primero del artículo 154 de la Ley General de Bancos,”.

iii. Modifícase su numeral 1 en el siguiente sentido:

-
Sustitúyese la expresión “al banco” por la expresión: “a la institución”;

- Elimínase en su literal a) la palabra “bancaria”. 

- Elimínanse en su literal b) las palabras “bancarios” y “bancarias”. 

iv. Modifícase su numeral 2 del siguiente modo:

-
Reemplázanse las expresiones “el banco” por la expresión: “la institución” todas las veces que aparece.

-
Sustitúyese la expresión “del banco lo” por “de la institución la”.

v. Modifícase su numeral 3) del siguiente modo:

- Reemplázase la expresión “al banco” por la expresión “a la institución”, todas las veces que aparece.

- Reemplázase en su párrafo primero la palabra “éste” por “ésta”.

- Reemplázase en su párrafo segundo la expresión “el banco” por la expresión “la institución” todas las veces que aparece.

- Elimínase en su párrafo segundo la expresión “o reserva”.

-Reemplázase en su párrafo segundo la palabra “liberado” por “liberada”.

- Reemplázase en su párrafo tercero la expresión “el banco” por la expresión “la institución”.

vi. Modifícase su numeral 4) del siguiente modo:

-
Reemplázanse las expresiones “el banco” por la expresión “la institución” las dos veces que aparece.

-Reemplázase la palabra “él” por “ella”.

- Sustitúyese la expresión “del banco” por “de la institución”.

vii. Modifícase su numeral 5) del siguiente modo:

- Sustitúyase la expresión “al banco” por “a la institución”.


- Reemplázase la expresión “entidad bancaria” por la palabra “institución”. 

viii. Reemplázase en su numeral 6) la expresión “del banco” por la expresión “de la institución”.

d)
Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:

“Los requerimientos de información sometida a reserva, conforme al inciso segundo del artículo 154 de la Ley General de Bancos, que formule el Director de acuerdo al inciso segundo de este artículo, se sujetarán al siguiente procedimiento:

1) El Servicio, a través de su Dirección Nacional, notificará a la institución, requiriéndole para que entregue la información en el plazo que establezca por resolución, el que en ningún caso podrá ser inferior a diez días corridos contado desde la notificación de la solicitud. El requerimiento deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

a)
 Contener la individualización del titular de la información que se solicita, salvo que no sea posible llevar a cabo esta individualización, y siempre que se trate de remesas, pagos, traslados u operaciones de fondos desde y hacia el exterior por un monto igual o superior a los diez mil dólares de los Estados Unidos de América.

b)
Especificar la información, operaciones, productos, o tipos de operaciones sobre los que recaiga la solicitud.

c) Señalar los períodos comprendidos en la solicitud.

d)
 Expresar si la información se solicita para verificar la veracidad e integridad de las declaraciones de impuestos del contribuyente o la falta de ellas, en su caso, o bien para dar cumplimiento a un requerimiento de información de los indicados en el inciso segundo del presente artículo, identificando la entidad requirente y los antecedentes de la solicitud.

2) El retardo u omisión total o parcial en la entrega de la información por parte de la institución será sancionado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del número 1 del artículo 97.

Los procedimientos a que se refiere este artículo se aplicarán respecto a la información que el Servicio solicite a las instituciones que se encuentren fiscalizadas por la Comisión para el Mercado Financiero.”.  

e) Modifícase su actual inciso cuarto, que pasa a ser quinto, en el siguiente sentido:

Sustitúyese la frase “La información bancaria sometida a secreto o sujeta a reserva, obtenida por el Servicio bajo este procedimiento, tendrá” por “La información sometida a secreto o reserva, obtenida por el Servicio bajo estos procedimientos, tendrán”.

f) Elimínase en su actual inciso quinto, que pasó a ser sexto, la palabra “bancaria”. 

2. Modifícase su artículo 62 bis en el siguiente sentido:
a) 
Reemplázase la expresión “el banco” por “la institución” todas las veces que aparece.

b) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii. Elimínase la expresión “reserva o”.

iii.
Reemplázase la expresión “del banco requerido” por “de la institución requerida”.

c) Modifícase el inciso quinto en el siguiente sentido:

i. Elimínase la palabra “bancaria”.

ii. Elimínase la expresión “o reserva”.
Artículo decimosegundo.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, por el siguiente: “Las operaciones relativas a cuentas corrientes bancarias quedarán sometidas a secreto o reserva conforme el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 67 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, deberá ser dictada y entrar a regir dentro de los dieciocho meses siguientes a que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. En tanto no entre a regir dicha normativa, no se aplicarán requisitos de capital adicional asociados a los riesgos de mercado y operacional y para efectos de su ponderación por riesgo de crédito, los activos de un banco, netos de provisiones exigidas, se clasificarán en las siguientes categorías:
Categoría 1. Fondos disponibles en caja, depositados en el Banco Central de Chile o a la vista en instituciones financieras regidas por el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, e instrumentos financieros emitidos o garantizados por el Banco Central de Chile. También figurarán en esta categoría los activos constituidos por aportes a sociedades, adquisición de participación en ellas o asignación a sucursales en el extranjero cuyo monto se haya deducido del patrimonio efectivo de acuerdo al artículo 66 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos.
Categoría 2. Instrumentos financieros, emitidos o garantizados por el Fisco de Chile. También se incluirán en esta categoría los instrumentos financieros en moneda de sus países de origen emitidos o garantizados por Estados o bancos centrales de países extranjeros calificados en primera categoría de riesgo, de acuerdo a metodologías de empresas calificadoras internacionales que figuren en una nómina registrada en la Comisión para el Mercado Financiero.
Categoría 3. Cartas de crédito irrevocables y pagaderas a su sola presentación para operaciones de comercio exterior, pendientes de negociación, otorgadas por bancos extranjeros calificados en primera categoría de riesgo por empresas calificadoras internacionales que figuren en la nómina a que se refiere el artículo 78 del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, y préstamos u operaciones con pacto de retroventa acordadas por instituciones financieras regidas por dicha ley.
Categoría 4. Préstamos con garantía hipotecaria para vivienda, otorgados al adquirente final. También se incluirán en esta categoría los contratos de arrendamiento con promesa de compraventa que recaigan sobre una vivienda y que se celebren directamente con el promitente comprador.
Categoría 5. Activo fijo físico, otros activos financieros y todos los demás activos no incluidos en las anteriores categorías.
Para los efectos de los nuevos artículos 51, 66, 66 bis, 66 ter, 66 quáter y 66 quinquies del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, los activos comprendidos en las referidas categorías, se estimarán en los siguientes porcentajes de su valor de contabilización:

Categoría 1: 0%;

Categoría 2: 10%;

Categoría 3: 20%;

Categoría 4: 60%;

Categoría 5: 100%.
La Comisión podrá incluir dentro de las categorías o crear una categoría intermedia para las inversiones en contratos de futuros, opciones y otros productos derivados.
La Comisión, previo acuerdo favorable del Consejo del Banco Central de Chile, adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros, podrá, mediante norma general, cambiar de categoría determinados activos, siempre que ello signifique subir o bajar un solo nivel en la tabla antes expresada o fijarles un nivel intermedio entre dos categorías o establecer que determinados activos se ubiquen en Categoría 1. En todo caso, la categoría a la que pertenezca un activo solo podrá ser modificada una vez al año, salvo que la unanimidad de los consejeros en ejercicio del Banco Central de Chile modifique el acuerdo anterior.
Los cambios de categoría que se introduzcan en virtud de lo dispuesto en los incisos precedentes entrarán a regir en el plazo que al efecto determine la Comisión, el que no podrá ser inferior a sesenta ni superior a noventa días, contado desde la fecha en que se hubiere adoptado el acuerdo descrito en el inciso anterior.
Artículo segundo transitorio.- A partir de la dictación de la normativa a la que se refiere el artículo 67 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, los bancos contarán con un plazo de cuatro años para la constitución del capital básico adicional descrito en el artículo 66 bis de dicha ley, para lo cual se considerarán requerimientos incrementales de capital básico de 0,625% de sus activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, para cada año a partir de la dictación de la normativa referida en este artículo.
Artículo tercero transitorio.- La exigencia de capital básico de 4,5% sobre los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, a la que se refiere el artículo 66 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, tendrá vigencia inmediata.

La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 55 bis de la precitada ley, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. Durante el primer año de vigencia de dicha normativa, los bonos subordinados y las provisiones voluntarias podrán contabilizarse como equivalentes a los bonos sin plazo de vencimiento o a las acciones preferentes a los que se refiere el artículo 66 de dicha ley. 

A partir del segundo año de la dictación de la normativa, el límite de sustitución disminuirá de forma progresiva, reduciéndose cada año en el equivalente a 0,5% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas.
Artículo cuarto transitorio.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 66 ter del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. A partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el precitado artículo hasta por un 0,625% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje cada año, hasta llegar a un 2,5% al cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.

Artículo quinto transitorio.- La normativa que debe emitir la Comisión en virtud del artículo 66 quáter del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican, deberá ser dictada y entrar en vigencia dentro de los dieciocho meses siguientes a que la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. A partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el artículo precitado hasta por un 0,625% de los activos ponderados por riesgo, netos de provisiones exigidas, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje al segundo año, y en 1,125% los años siguientes, hasta alcanzar el techo de la banda de 3,5% en el cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.

Aquellos bancos que al momento de la publicación de esta ley estuvieran afectos a requerimientos de patrimonio efectivo adicionales en virtud de lo dispuesto en artículo 35 bis de la ley precitada, podrán reducir dicho requerimiento a partir de la entrada en vigencia de la normativa a que se refiere el inciso precedente en al menos un 25% del requerimiento patrimonial que estuvieren cumpliendo, incrementándose esta reducción en el mismo porcentaje en el segundo, tercer y cuarto años siguientes.

Asimismo, a partir de la vigencia de dicha normativa, la Comisión podrá exigir el capital básico a que se refiere el artículo precitado hasta por un 0,5% de los activos totales, incrementándose dicho límite en el mismo porcentaje al segundo, tercer y cuarto año siguientes, hasta alcanzar el techo de la banda de 2% en el cuarto año de entrada en vigencia de la normativa referida en este artículo.
Artículo sexto transitorio.- No obstante lo dispuesto en el artículo 35 bis, nuevo, del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, en caso que el Banco Central de Chile acordare efectuar una enajenación de acciones con sujeción a la ley Nº 19.396, que dispone un nuevo tratamiento de la Obligación Subordinada de determinados Bancos Comerciales, con el Banco Central de Chile, o mantuviere acciones en uno de los bancos objeto de la fusión, toma de control, o del aumento sustancial de participación accionaria, no procederá el informe del Banco Central de Chile y la Comisión resolverá por sí sola sobre la solicitud.

Del mismo modo, para efectos de lo previsto en el artículo 66 quáter, nuevo, del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, y de presentarse alguna de las circunstancias señaladas en el inciso anterior respecto de la titularidad de acciones de un banco por parte del Banco Central de Chile, tampoco procederá su informe previo para fines de calificar la calidad de sistémico del banco en particular de que se tratare ni, en su caso, para imponerle una o más de las exigencias a que se refiere esa normativa, y la Comisión resolverá por sí sola.

Artículo séptimo transitorio.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 35 bis del decreto con fuerza de ley N°3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, no afectarán la validez de las resoluciones adoptadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras que hayan autorizado una operación de concentración bancaria sujeto a la observancia de una determinada exigencia, de acuerdo a las reglas anteriormente contenida en esa disposición. Lo anterior, es sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia o de la Comisión – en su carácter de continuadora legal de la primera - para modificar, complementar o dejar sin efecto las resoluciones antedichas, con motivo del ejercicio de las atribuciones que señalan las nuevas disposiciones de los artículos 35 bis y 66 quáter de la ley precitada.

Artículo octavo transitorio.-Solo para los efectos de la obligación a la que se refieren los artículos 8 y 9 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos, se entenderá por instituciones fiscalizadas el conjunto de entidades que mantenían ese carácter, o hubieren debido mantenerlo en virtud de su naturaleza jurídica y función,  respecto de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, con anterioridad a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.

Artículo noveno transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) 
Fijar la fecha en que la Comisión para el Mercado Financiero asumirá las competencias de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, determinando, igualmente, la fecha de su supresión. Dicha fecha no podrá exceder a un año desde la fecha de publicación de la ley.

2)
 Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará la forma en que se realizará el traspaso de todo el personal y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados por estamento, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente o Presidenta de la República", por intermedio del Ministerio de Hacienda.

El traspaso del personal desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero, y el de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, transfiriéndose, asimismo, los recursos presupuestarios respectivos. Del mismo modo, la dotación máxima de personal de dicha Comisión se incrementará en el número de funcionarios traspasados. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá determinar normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables en la Comisión para el Mercado Financiero respecto del personal traspasado. 

3)
El ejercicio de la facultad a que se refiere el numeral 2 quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a)
No podrá tener como consecuencia cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b)
No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral, ni disminución de sus remuneraciones. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c)
 Los funcionarios traspasados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

d)
 Los funcionarios traspasados continuarán afectos a las disposiciones del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 1.383, de 1975, del Ministerio de Hacienda.

4) Transferir los bienes de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a la Comisión para el Mercado Financiero. Con el solo mérito de copia autorizada del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, las reparticiones correspondientes efectuarán las inscripciones, subinscripciones y anotaciones que procedan.

Artículo décimo transitorio.– En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Comisión para el Mercado Financiero, todos los funcionarios traspasados desde la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras a dicha Comisión podrán afiliarse o continuar afiliados al de dicha Superintendencia.

Los funcionarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras que sean traspasados a la Comisión para el Mercado Financiero podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la señalada Superintendencia.

 Artículo décimo primero transitorio.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, podrá traspasar a la Comisión para el Mercado Financiero los recursos necesarios de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo décimo segundo transitorio. - El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto de la Comisión para el Mercado Financiero y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los presupuestos anuales de la Comisión para el Mercado Financiero.”.

Artículo decimotercero transitorio.- En caso que algún banco se encuentre por sobre el límite de crédito del 30% del patrimonio efectivo a un conjunto de personas o entidades que pertenezcan a un mismo grupo empresarial, según la definición establecida en el título XV de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, que se establece en el artículo 84 numeral 1), tendrán plazo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley para dar cumplimiento a dicho límite.
Artículo decimocuarto transitorio.- La enmienda incorporada por el numeral 5 del artículo segundo de la presente ley, que incorpora un nuevo inciso tercero al artículo 17 de la ley N° 21.000, entrará en vigencia cuando la Comisión para el Mercado Financiero asuma las funciones y atribuciones de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. La asignación de Alta Dirección del Sector Financiero establecida en el citado artículo 17 comenzará a reajustarse a contar de su entrada en vigencia conforme a los reajustes generales de remuneraciones de los trabajadores del sector público.”.
***************************
Tratado y acordado en sesiones de fechas 14, 20 y 21 de junio; 12 de julio; 1 (2); 23 de agosto; 24 de octubre y 6 de diciembre, todas de 2017, con la asistencia de los Diputados señores José Miguel Ortiz (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Daniel Farcas; Roberto León; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; Marco Antonio Núñez; Alejandro Santana; Marcelo Schilling; Ernesto Silva. Además asistieron los Diputados señores Pepe Auth e Ignacio Urrutia (por el señor De Mussy).


SALA DE LA COMISIÓN, a  6 de diciembre de 2017.
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